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ACTA DE LA SESION ANTERIOR.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

Comunicación del diputado Luis Rodolfo Enríquez Martínez, por el que solicita
licencia por tiempo indefinido, para separarse de sus funciones como diputado fe-
deral electo en el VI distrito electoral de Baja California, a partir del 30 de no-
viembre de 2007. Se aprueban los puntos de acuerdo por los que se concede la li-
cencia solicitada y se llama al suplente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

Comunicación del diputado Antonio Sánchez Díaz de Rivera, por la que informa
la reincorporación a sus labores legislativas, a partir del 1o. de diciembre de 2007.
De enterado. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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ESTADO DE TABASCO

Oficio de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Senadores remite pro-
posición con punto de acuerdo suscrita por las senadoras Rosalinda López Her-
nández y Claudia Corichi García, ambas del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, relativa a las inundaciones en Tabasco provocadas por
las intensas lluvias y el desfogue de la presa Peñitas. De enterado y se remite a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CANAL DEL CONGRESO

Oficio de la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos por el que informa que en sesión celebrada el 15
de noviembre del presente año, se eligió a la nueva mesa directiva que conducirá
los trabajos del Canal del Congreso durante el periodo del 15 de noviembre de
2007 al 15 de noviembre de 2008. De enterado.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

COMISIONES LEGISLATIVAS

Oficio de la Junta de Coordinación Política, con el que comunica cambios en la
Comisión de Justicia. Se aprueba.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

COMISION DE DESARROLLO RURAL

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, relativo a la modificación de la in-
tegración de la Comisión de Desarrollo Rural de la LX Legislatura. Se aprueba.
Comuníquese.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE SONORA

Oficio del Congreso de Sonora, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma los artículos 3, párrafo primero y las fracciones III, V y VI; y
31, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY DE COORDINACION FISCAL

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma las fracciones II y IV del tercer párrafo del artículo 33 de la Ley
de Coordinación Fiscal, presentada por el senador Ulises Ramírez Núñez, del Par-
tido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.  . .

LEY DE COORDINACION FISCAL

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona una fracción IX al artículo 25 y un artículo 47-Bis, y reforma
el primer párrafo del artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal, presentada por
la senadora Martha Leticia Sosa Govea, del Partido Acción Nacional. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Se recibe de la diputada Aída Marina Arvizu Rivas iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma y adiciona los artículos 26 y 30 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - LEY FEDERAL DE LOS
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL
APARTADO B) DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL - LEY FEDERAL
DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El diputado José Antonio Almazán González presenta iniciativa con proyecto de
decreto,  que reforma de los artículos 184 de la Ley Federal del Trabajo; adicio-
nan los artículos 2 y 87 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B), del Artículo 123 Constitucional; fracción
XII del artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.  . . . . . . . . . . . . . . .

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández, a nombre propio y de diputados de
los partidos Acción Nacional, Nueva Alianza, Convergencia y de la Revolución
Democrática, presenta iniciativa con proyecto de decreto, que reforma diversas
disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Se turna a la Comisión de Gobernación.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL
APARTADO B) DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL - LEY FEDERAL
DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Se rectifica el trámite dado a la iniciativa presentada por el diputado José Antonio
Almazán González, a petición de él, se turnó a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, y se pide también la opinión de la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION Y ENAJENACION 
DE BIENES DEL SECTOR PUBLICO - LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El diputado Enrique Serrano Escobar presenta iniciativa con proyecto de decre-
to, que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal para la Administración
y Enajenación de Bienes del Sector Público y de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público y de Medio Ambiente y Recursos Naturales.  . . . . . . . .
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LEY DE PROTECCION Y DEFENSA A LOS USUARIOS DE SERVICIOS 
FINANCIEROS - LEY DE LA COMISION NACIONAL BANCARIA Y DE
VALORES - LEY FEDERAL PARA REGULAR LAS CASAS DE EMPEÑO

El diputado Enrique Serrano Escobar presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que adiciona el artículo 2, fracción IV, de la Ley de Protección y Defensa a los
Usuarios de Servicios Financieros; se adiciona la fracción IV del artículo 3o. de la
Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores; y se expide la Ley Federal
para Regular las Casas de Empeño. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público, con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . .

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Se recibe de la diputada Layda Elena Sansores San Román iniciativa con proyec-
to de decreto, que reforma el artículo 2 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ARTICULOS 40, 108, 109 Y 130 CONSTITUCIONALES

La diputada  Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez presenta iniciativa con proyec-
to de decreto, que reforma los artículos 40, 108, 109 y 130 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

REGISTRO DE ASISTENCIA.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ARTICULOS 73 Y 115 CONSTITUCIONALES

El diputado Francisco Javier Plascencia Alonso, a nombre propio y del diputado
Carlos René Sánchez Gil, presenta iniciativa con proyecto de decreto, que refor-
ma y adiciona los artículos 73 y 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, con opi-
nión de la Comisión de Desarrollo Metropolitano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón, a nombre propio y de diversas dipu-
tadas de los partidos de la Revolución Democrática, Convergencia, Alternativa y
del Trabajo, presenta iniciativa con proyecto de decreto, que reforma diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CODIGO CIVIL FEDERAL - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal y del Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

71

85

88

93

94

100

108



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 20075

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto
que adiciona diversas disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civi-
les.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO - LEY GENERAL DE TITULOS 
Y OPERACIONES DE CREDITO - LEY ORGANICA DEL BANCO 
NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Ley de Instituciones de Crédito, de la Ley General de Títulos y Ope-
raciones de Crédito, y de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servi-
cios Públicos.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

VOLUMEN II

PRESTAR SERVICIOS EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto de de-
creto por el que solicita el permiso constitucional necesario para que cinco ciuda-
danos puedan prestar servicios en la Embajada de Estados Unidos de América en
México; en su Consulado en Guadalajara, Jalisco; en su Agencia Consular en San
Luis Potosí, San Luis Potosí; y en su Departamento de Agricultura en Tuxtla Gu-
tiérrez, Chiapas, respectivamente.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CONDECORACIONES

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Gobernación, que concede permiso
a tres ciudadanos para aceptar y usar la medalla Aleksandr Pushkin y las conde-
coraciones “Libertador General Bernardo O’Higgins Escuela Naval” y “Armada
de Argentina”, que les otorgan el gobierno de la Federación de Rusia, el coman-
dante en jefe de la Armada de la República de Chile y la Jefatura del Estado Ma-
yor General de la Armada de la República Argentina, respectivamente.  . . . . . . . .

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Gobernación, que concede permiso
a tres ciudadanos para aceptar y usar las condecoraciones en diferentes grados que
les confieren los gobiernos del Reino de Bélgica, de Líbano y de la República
Oriental de Uruguay, respectivamente.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Primera lectura a dictamen de la Comisión de Gobernación, que concede permiso
a cuatro ciudadanos para aceptar y usar las condecoraciones “Orden José Cecilio
del Valle” y “Orden al Mérito de Chile”, y las Medallas Naval de Honor al Méri-
to y “Fraternidad Combativa”, que les confieren los gobiernos de las repúblicas de
Honduras y de Chile, la Comandancia de la Marina del gobierno de Perú y el Con-
sejo de Estado de la República de Cuba, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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ESTADO DE PUEBLA

Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuerdo a fin de exhortar a la
Fiscalía Especial para la atención de delitos cometidos contra periodistas a infor-
mar cuántas denuncias se han presentado ante ella desde el inicio de sus opera-
ciones en el estado de Puebla hasta la fecha y el estado en que se encuentran. Sin
discusión se reserva para su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE JALISCO

Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuerdo para exhortar a la Pro-
curaduría General de Justicia del estado de Jalisco a informar si se ejercitó acción
penal respecto a la averiguación previa número 15058/2006. Sin discusión se re-
serva para su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

NIÑOS CON VIH/SIDA

Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de acuerdo relativos
a la discriminación que padecen en planteles educativos los niños con VIH/sida.
Sin discusión se reserva para su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE TABASCO

Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con punto de acuerdo para exhor-
tar al gobernador de Tabasco a cumplir la recomendación número 46/2006, emitida
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Sin discusión se reserva pa-
ra su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE MEXICO

Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con punto de acuerdo a fin de
exhortar al titular del Ejecutivo federal a instruir para que se cumpla la recomen-
dación número 38/2006, de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, so-
bre la investigación de las violaciones cometidas en San Salvador Atenco, Méxi-
co. Sin discusión se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE OAXACA

Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con punto de acuerdo para ex-
hortar al gobernador de Oaxaca a remitir el informe del estado físico de los dete-
nidos por el conflicto suscitado en Oaxaca, del lugar de su reclusión, y de la jus-
tificación jurídica de su reclusión y traslado, así como de las acciones implantadas
a fin de garantizar la seguridad de niñas y adultas en Oaxaca.  . . . . . . . . . . . . . . .

Se aprueban en conjunto los anteriores dictámenes. Comuníquense.  . . . . . . . . . .
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LEY DE LA COMISION NACIONAL PARA EL DESARROLLO 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Dictamen de la Comisión de Asuntos Indígenas, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa que adiciona las fracciones V del artículo 2 y III del artí-
culo 3 de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas. Sin discusión se reserva para su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . .

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa que reforma el artículo 6 de la Ley de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos. Sin discusión se reserva para su votación en con-
junto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY GENERAL DE EDUCACION

Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos,
y de Equidad y Género, con punto de acuerdo por el que se desecha la iniciativa
que adiciona un tercer párrafo al artículo 32, y reforma la fracción XIII y adicio-
na la fracción XIV al numeral 33 de la Ley General de Educación. Sin discusión
se reserva para su votación en conjunto.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se aprueban los anteriores puntos de acuerdo. Archívense los expedientes como
asuntos totalmente concluidos.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, por la que solicita se modifi-
que el orden del día. Se acepta.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El diputado Pablo Trejo Pérez presenta iniciativa con proyecto de decreto, que re-
forma la fracción XII del artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.  .

ESTADO DE TLAXCALA

Se recibe del diputado Alberto Amaro Corona proposición con punto de acuerdo,
con relación al proceso electoral del 11 de noviembre de 2007 en Tlaxcala y la ne-
cesaria creación de una comisión especial que investigue el posible desvío de re-
cursos públicos por el gobierno de dicha entidad y el federal con fines político-
electorales. Se turna a la Junta de Coordinación Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ATLAS DE RIESGOS DEL DISTRITO FEDERAL

Se recibe de la diputada María Gabriela González Martínez proposición con pun-
to de acuerdo, por el que se solicita al jefe del Gobierno del Distrito Federal re-
mita a la Comisión del Distrito Federal de esta soberanía un informe respecto al
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proyecto preventivo Atlas de Riesgos del Distrito Federal. Se turna a la Comisión
del Distrito Federal.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

BARRANCAS EN EL DISTRITO FEDERAL

Se recibe de la diputada María Gabriela González Martínez proposición con pun-
to de acuerdo, relativo a las barrancas del Distrito Federal. Se turna a la Comisión
del Distrito Federal.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

RELLENO SANITARIO

Se recibe de la diputada María Gabriela González Martínez proposición con pun-
to de acuerdo, relativo al relleno sanitario Bordo Poniente, del Distrito Federal. Se
turna a la Comisión del Distrito Federal.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE MEXICO

Se recibe de los diputados Francisco Elizondo Garrido y Manuel Portilla Diéguez
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, verifique el mercado
San Bernabé de Almoloya de Juárez. Se turna a la Comisión de Agricultura y Ga-
nadería.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES

Se recibe del diputado Antonio Xavier López Adame proposición con punto de
acuerdo, relativo a los indicadores de desempeño de la Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, para el ejercicio presu-
puestal de 2008. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales.

ALZA DE PRECIOS

Se recibe de la diputada María del Carmen Salvatori Bronca proposición con pun-
to de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Economía y a la Procura-
duría Federal del Consumidor, a que controlen y detengan el alza de precios de la
canasta básica, así como de los servicios cuyo suministro derive de energéticos. Se
turna a la Comisión de Economía.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

INUNDACIONES Y HUNDIMIENTOS EN EL DISTRITO FEDERAL

El diputado José Luis Contreras Coeto presenta proposición con punto de acuer-
do,  por el que se solicita al jefe del Gobierno del Distrito Federal convoque al
Consejo de Protección Civil para tratar el tema de las inundaciones y los hundi-
mientos de la carpeta asfáltica en diversas delegaciones del Distrito Federal. Se
considera de urgente resolución.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Interviene sobre el tema los diputados:

Gerardo Villanueva Albarrán.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Se aprueba la proposición. Comuníquese.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

FENOMENOS METEOROLOGICOS EN TABASCO Y CHIAPAS

La diputada Beatriz Pagés Llergo Rebollar presenta proposición con punto de
acuerdo, por el que esta soberanía se solidariza y exhorta a una rápida reconstruc-
ción de las zonas afectadas en Tabasco, así como para la atención efectiva de las
zonas afectadas en Chiapas. Se considera de urgente resolución.  . . . . . . . . . . . . .

Intervienen sobre el tema los diputados:

Cristián Castaño Contreras.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Juan José Rodríguez Prats.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Mónica Fernández Balboa.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Juan José Rodríguez Prats.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Mónica Fernández Balboa.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Rafael Elías Sánchez Cabrales.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Luis Fernando Rodríguez Ahumada.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Francisco Sánchez Ramos.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se aprueba la proposición. Comuníquese.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

FUNCIONARIOS DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El diputado Alberto Amaro Corona presenta proposición con punto de acuerdo, re-
lativo a los altos ingresos de los funcionarios que administran la Cámara de Dipu-
tados. Se turna a la Junta de Coordinación Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CATEDRAL METROPOLITANA

El diputado Francisco Dávila García presenta proposición con punto de acuerdo,
relativo a la irrupción de manifestantes en la Catedral Metropolitana de la Ciudad
de México. Los puntos primero y segundo se turnan a la Comisión del Distrito Fe-
deral y en lo que respecta al punto tercero a las Comisiones Unidas de Goberna-
ción y de Justicia.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE CHIAPAS

El diputado Fernel Arturo Gálvez Rodríguez presenta proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Auditoría Superior de la Federación audite los
fondos económicos que aplicaron los gobiernos federal y estatal responsables de
la reconstrucción en Chiapas a consecuencia del huracán Stan en octubre de 2005.
Se considera de urgente resolución. Se aprueba. Comuníquese.  . . . . . . . . . . . . . .

225

225

227

227

228

229

229

230

231

232

233

233

235

237



Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados10

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
DE LOS SERVIDORES PUBLICOS

La diputada Holly Matus Toledo presentra proposición con punto de acuerdo, por
el que se exhorta a la Secretaría de Salud y a su órgano interno de control a que
investiguen la actuación del director general de Asuntos Jurídicos de dicha secre-
taría, relativo al incumplimiento de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos. Se turna a la Comisión de Salud.  . . . . . . .

AÑO DE FRANCISCO PRIMO DE VERDAD Y RAMOS

La diputada Martha Angélica Romo Jiménez presenta proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Gobernación considere el año
2008, como “Año de Francisco Primo de Verdad y Ramos”.  . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTADO DE COAHUILA

La diputada Dora Alicia Martínez Valero presenta proposición con punto de acuer-
do, por el que se exhorta al gobernador de Coahuila a abstenerse de hacer mani-
festaciones contra servidores públicos. Al no alcanzar las dos terceras partes en
votación económica, no se considera de urgente resolución y se turna a la Comi-
sión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

AÑO DE FRANCISCO PRIMO DE VERDAD Y RAMOS

La Presidencia da turno al punto de acuerdo presentado por la diputada Martha
Angélica Romo Jiménez y se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . .

ESTADO DE SINALOA

El diputado Eduardo Ortiz Hernández presenta proposición con punto de acuerdo,
por el que se exhorta al gobierno federal y al de Sinaloa, a que contribuyan al es-
clarecimiento de los asesinatos de los señores Ricardo Murillo Monge y Óscar Ri-
vera Inzunza. Se turna a la Comisión de Justicia.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, por la que solicita se modifi-
que el orden del día. Se acepta.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LEY DE AGUAS NACIONALES

Primera y segunda lectura al dictamen  de la Comisión de Recursos Hidráulicos,
con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo segundo al artículo dé-
cimo cuarto transitorio del decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 29 de abril de 2004.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Para fijar la posición de su respectivo grupo parlamentario intervienen los dipu-
tados: 

José Manuel del Río Virgen.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sergio Augusto López Ramírez.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

César Horacio Duarte Jáquez.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Edmundo Javier Bolaños Aguilar.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Martín Stefanonni Mazzocco.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En votación económica, la asamblea considera el dictamen suficientemente discu-
tido.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que adiciona un
párrafo segundo al artículo décimo cuarto transitorio transitorio del decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Aguas
Nacionales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004.
Pasa al Senado de la República para sus efectos constitucionales.  . . . . . . . . . . . .

ORDEN DEL DIA

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, por la que solicita se modifi-
que el orden del día. Se acepta.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CARNE DE CERDO

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a aplicar diversas medidas para la suspensión temporal de las importacio-
nes de carne de cerdo en beneficio de la situación de emergencia por la que atra-
viesa la porcicultura nacional. Aprobado, comuníquese.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CLAUSURA Y CITATORIO.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

RESUMEN DE TRABAJOS.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . . . . .

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VOTACIONES

Del dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con proyecto de decreto
que adiciona un párrafo segundo al artículo décimo cuarto transitorio del Decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacio-
nales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004 (en lo
general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 277



Presidencia de la diputada 
Ruth Zavaleta Salgado

ASISTENCIA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Pido a
la Secretaría que haga del conocimiento de esta Presiden-
cia el resultado del registro de asistencia de diputadas y di-
putados.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 347 diputadas y diputados. Por tanto, hay quórum.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado (a las
11:46 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del
orden del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa. 

Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta. Se dispensa
la lectura.

«Primer Periodo Ordinario de Sesiones.— Segundo Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Jueves 22 de noviembre de 2007.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del diputado Luis Rodolfo Enríquez Martínez.

De la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Se-
nadores.

De la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Junta de Coordinación Política.

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política:

Relativo a la modificación de la integración de la Comisión
de Desarrollo Rural de la LX Legislatura. (Votación)

Iniciativa del Congreso de Sonora

Que reforma las fracciones III, V y VI, párrafo primero, del
artículo 3o., y la fracción I del artículo 31 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Turno a
Comisión)

Oficios de la Cámara de Senadores

Con el que remite la iniciativa que reforma las fracciones
II y IV del tercer párrafo del artículo 33 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, presentada por el senador Ulises Ramí-
rez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con el que remite la iniciativa que adiciona una fracción
IX al artículo 25 y un artículo 47 Bis, y reforma el primer
párrafo del artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal,
presentada por la senadora Martha Leticia Sosa Govea, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Iniciativas

Que reforma y adiciona los artículos 26 y 30 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, a cargo de la diputada Marina Arvizu Rivas, del
Grupo Parlamentario de Alternativa. (Sólo turno a Comi-
sión)

Que reforma diversas disposiciones del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, suscrita por di-
putados de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Ac-
ción Nacional, de Nueva Alianza, de Convergencia, y de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que deroga la fracción XII del artículo 65 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo
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del diputado José Antonio Almazán González, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Gerardo Octavio Var-
gas Landeros, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Car-
los Alberto Puente Salas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo de la diputada Layda Elena Sansores
San Román, del Grupo Parlamentario de Convergencia.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 40, 108, 109 y 130 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Alternativa. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 73 y 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por los diputados Carlos René Sánchez Gil y Francisco
Javier Plascencia Alonso, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Rosario Ortiz Magallón, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal para
la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico y de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, a cargo del diputado Enrique Serrano
Escobar, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Manuel Portilla Diéguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Protección Civil y de la Ley Federal de Presupuesto y Res-

ponsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado Édgar Mau-
ricio Duck Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Moisés Dagdug Lützow,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 16 y 20 de la Ley de
Fiscalización Superior de la Federación, a cargo del dipu-
tado Enrique Cárdenas del Avellano, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada María Eugenia
Campos Galván, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo; de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Ar-
tículo 123 Constitucional; y de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado José
Antonio Almazán González, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Federal para Regular las Casas de Em-
peño, y reforma diversas disposiciones de la Ley de Pro-
tección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros y de
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a
cargo del diputado Enrique Serrano Escobar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 113 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado José Martín López Cisneros, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 26 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Alejandro Sánchez Camacho, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 117 de la Ley de Instituciones de
Crédito y 69 del Código Fiscal de la Federación, a cargo de



la diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código de Justicia Militar, de la Ley de Disciplina del Ejér-
cito y Fuerza Aérea Mexicanos y de la Ley de Disciplina
para el Personal de la Armada de México, a cargo del di-
putado José Alfonso Suárez del Real y Aguilera, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral y del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, a cargo de la diputada Esmeralda Cárdenas
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Maricela Con-
treras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ob-
dulio Ávila Mayo, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

De Ley Federal de Pirotecnia, a cargo del diputado Santia-
go López Becerra, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 1o., 15, 25, 29, 32 y 33 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, suscrita por los diputados Carlos Alberto Torres To-
rres y Carlos Alberto Navarro Sugich, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 28 de la Ley Federal de Turismo,
suscrita por diversos diputados del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que adiciona el Título Segundo Bis al Libro Quinto del
Código de Comercio, suscrita por diversos diputados del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Dictámenes de primera lectura

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil
Federal y del Código Federal de Procedimientos Civiles.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos Alheyda Danaí
Franco Rojo, Leticia Contreras Valadez, Juan José Briceño
Barrera, José Alfredo González Hernández y Carlos Martín
Pérez Cruz para prestar servicios en la Embajada de Esta-
dos Unidos de América en México; en su Consulado en
Guadalajara, Jalisco; en su Agencia Consular en San Luis
Potosí, San Luis Potosí; y en su Departamento de Agricul-
tura en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, respectivamente.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos Carlos José Mauri-
cio Prieto y Jacque, Sergio Olhovich Greene y César
Adrián Arriaga Machuca para aceptar y usar la medalla
Aleksandr Pushkin y las condecoraciones “Libertador Ge-
neral Bernardo O’Higgins Escuela Naval” y “Armada de
Argentina”, que les otorgan el gobierno de la Federación de
Rusia, el comandante en jefe de la Armada de la Repúbli-
ca de Chile y la Jefatura del Estado Mayor General de la
Armada de la República Argentina, respectivamente.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos María de Lourdes
Dieck Assad, Luis Arturo Puente Ortega y Elpidio Canales
Rosas para aceptar y usar las condecoraciones en diferen-
tes que grados les confieren los gobiernos del Reino de
Bélgica, de Líbano y de la República Oriental de Uruguay,
respectivamente.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos José Ignacio Gutié-
rrez Pita, Ricardo Villanueva Hallal, César Adrián Arriaga
Machuca y Rosendo Jesús Escalante Ilizaliturri para acep-
tar y usar las condecoraciones “Orden José Cecilio del Va-
lle” y “Orden al Mérito de Chile”, y las Medallas Naval de
Honor al Mérito y “Fraternidad Combativa”, que les con-
fieren los gobiernos de las Repúblicas de Honduras y de
Chile, la Comandancia de la Marina del gobierno de Perú
y el Consejo de Estado de la República de Cuba, respecti-
vamente.
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Dictámenes a discusión

De la Comisión de Justicia, con punto de acuerdo a fin de
exhortar a la Fiscalía Especial para la atención de delitos
cometidos contra periodistas a informar cuántas denuncias
se han presentado ante ella desde el inicio de sus operacio-
nes en el estado de Puebla hasta la fecha y el estado en que
se encuentran.

De la Comisión de Justicia, con punto de acuerdo para ex-
hortar a la Procuraduría General de Justicia del Estado de
Jalisco a informar si se ejercitó acción penal respecto a la
averiguación previa número 15058/2006.

De la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de
acuerdo relativos a la discriminación que padecen en plan-
teles educativos los niños con VIH/sida.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo para exhortar al gobernador de Tabasco a cumplir
la recomendación número 46/2006, emitida por la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo a fin de exhortar al titular del Ejecutivo federal a
instruir para que se cumpla la recomendación número
38/2006, de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, sobre la investigación de las violaciones cometidas en
San Salvador Atenco, México.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo para exhortar al gobernador de Oaxaca a remitir el
informe del estado físico de los detenidos por el conflicto
suscitado en Oaxaca, del lugar de su reclusión, y de la jus-
tificación jurídica de su reclusión y traslado, así como de
las acciones implantadas a fin de garantizar la seguridad de
niñas y adultas en Oaxaca.

Dictámenes negativos de iniciativas

De la Comisión de Asuntos Indígenas, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que adiciona las frac-
ciones V del artículo 2o. y III del artículo 3o. de la Ley de
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el que se desecha la iniciativa que reforma el
artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos.

De las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, y de Equidad y Género, con punto de
acuerdo por el que se desecha la iniciativa que adiciona un
tercer párrafo al artículo 32 y reforma la fracción XIII, y
adiciona la fracción XIV al numeral 33 de la Ley General
de Educación.

Proposiciones

Con punto de acuerdo, con relación al proceso electoral del
11 de noviembre de 2007 en Tlaxcala y la necesaria crea-
ción de una comisión especial que investigue el posible
desvío de recursos públicos por el gobierno de dicha enti-
dad y el federal con fines político-electorales, a cargo del
diputado Alberto Amaro Corona, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática (Sólo turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe del Go-
bierno del Distrito Federal remita a la Comisión del Distri-
to Federal de esta soberanía un informe respecto al proyec-
to preventivo Atlas de Riesgos del Distrito Federal, a cargo
de la diputada María Gabriela González Martínez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Sólo turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a las barrancas del Distrito
Federal, a cargo de la diputada María Gabriela González
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al relleno sanitario Bordo
Poniente, del Distrito Federal, a cargo de la diputada Ma-
ría Gabriela González Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa
verifique el mercado San Bernabé, Almoloya de Juárez,
suscrita por los diputados Francisco Elizondo Garrido y
Manuel Portilla Diéguez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a los indicadores de des-
empeño de la Semarnat para el ejercicio presupuestal de
2008, a cargo del diputado Antonio Xavier López Adame,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Presiden-
ta de la Mesa Directiva de esta soberanía formule nueva-



mente un exhorto al Ejecutivo federal para que el titular de
la PGR investigue respecto del homicidio del reportero
Amado Ramírez Dillanes, a cargo del diputado Humberto
López Lena Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener
otorgue las medidas conducentes a efecto de que Pemex
otorgue a los consumidores del estado de Chihuahua un
descuento vía subsidio de 40 por ciento al gasóleo domés-
tico, gas LP y gas natural del 1 de noviembre de 2007 al 31
de marzo de 2008, suscrita diputados de diversos grupos
parlamentarios. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe del Go-
bierno del Distrito Federal convoque al Consejo de Protec-
ción Civil para tratar el tema de las inundaciones y los hun-
dimientos de la carpeta asfáltica en diversas delegaciones
del DF, a cargo del diputado José Luis Contreras Coeto, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía se solida-
riza y exhorta a una rápida reconstrucción de las zonas
afectadas en Tabasco, así como para la atención efectiva de
las zonas afectadas en Chiapas, a cargo de la diputada Bea-
triz Pagés Llergo Rebollar, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la investiga-
ción de posibles irregularidades e ilícitos cometidos en el
ejercicio de sus funciones de parte del ex alcalde de Ramos
Arizpe senador Ernesto Saro Boardman, a cargo del dipu-
tado Jericó Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a los altos ingresos de los
funcionarios que administran la Cámara de Diputados, a
cargo del diputado Alberto Amaro Corona, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la irrupción de manifestan-
tes en la Catedral Metropolitana de la Ciudad de México, a
cargo del diputado Francisco Dávila García, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF au-
dite los fondos económicos que aplicaron los gobiernos fe-

deral y estatal responsables de la reconstrucción en Chia-
pas a consecuencia del huracán Stan en octubre de 2005, a
cargo del diputado Fernel Arturo Gálvez Rodríguez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a través de la SHCP, realice estudios para valorar
los mecanismos de devolución del IVA a los turistas que vi-
sitan el país, a cargo del diputado Carlos Alberto Torres To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE ins-
taure estrategias que permitan defender y proteger a nuestros
connacionales ante las leyes y ordenanzas antiinmigrantes
en Estados Unidos de América, a cargo del diputado José Ni-
colás Morales Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
considere 2008 como “Año de Francisco Primo de Verdad
y Ramos”, a cargo de la diputada Martha Angélica Romo
Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral y al de Sinaloa contribuyan al esclarecimiento de los
asesinatos de los señores Ricardo Murillo Monge y Óscar
Rivera Inzunza, a cargo del diputado Eduardo Ortiz Her-
nández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud y a su Órgano Interno de Control investiguen la
actuación del director general de Asuntos Jurídicos de di-
cha secretaría, relativo al incumplimiento de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, a cargo de la diputada Holly Matus Toledo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
de Coahuila abstenerse de hacer manifestaciones contra
servidores públicos, a cargo de la diputada Dora Alicia
Martínez Valero, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Semarnat establezca sistemas de depósito-reembolso para
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envases de polientereftalato, a fin de disminuir la genera-
ción de este tipo de materiales, a cargo del diputado Óscar
González Morán, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a no poner en riesgo la seguridad sanitaria del país,
y mantener vigente el llamado “requisito de planta” o “de
establecimiento sanitario”, a cargo del diputado Roberto
Badillo Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y a la
Profeco controlen y detengan el alza de precios de la ca-
nasta básica, así como de los servicios cuyo suministro de-
rive de energéticos, a cargo de la diputada María del Car-
men Salvatori Bronca, del Grupo Parlamentario de
Convergencia. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob pa-
ra que a través de los sistemas de protección civil acondi-
cione refugios temporales en las zonas de mayor riesgo de-
bido a las bajas temperaturas, a cargo de la diputada Mónica
Arriola, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a esta sobera-
nía realice ceremonias solemnes del Congreso de la Unión
para conmemorar el 15 de septiembre y el 20 de noviem-
bre, a partir de noviembre del año en curso hasta 2010, sus-
crita por integrantes de la Comisión Especial de apoyo de
los festejos del bicentenario de la Independencia y del cen-
tenario de la Revolución Mexicana. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Semarnat establezca políticas públicas coordinadas entre
federación y entidades en materia de gestión de residuos
sólidos urbanos, a cargo del diputado Óscar González Mo-
rán, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal informe a través de la Semarnat del grado de avan-
ce que presentan los estudios para decretar como área na-
tural protegida la laguna de Tecocomulco, Hidalgo, a car-
go del diputado Miguel Ángel Peña Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía hace un re-
conocimiento al Ejecutivo federal y al de Tabasco por su
pronta respuesta ante la situación derivada de las inunda-
ciones que afectaron dicha entidad, a cargo del diputado
Juan José Rodríguez Prats, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de México, a la Sener, al Cenapred y al municipio
de Tlalnepantla cancelen la apertura de la gasolinera de
San Juan Ixhuatepec, en Tlalnepantla de Baz, por ubicarse
en el polígono de seguridad de la zona, a cargo del diputa-
do Raciel Pérez Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar a los Poderes Ejecuti-
vo y Legislativo de Puebla promuevan entre los municipios
de Cuautlancingo y Puebla los mecanismos para solucionar
el problema relacionado con sus límites y competencia te-
rritorial, a cargo de la diputada Dolores María del Carmen
Parra Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso de
Estados Unidos de América retome la discusión sobre una
reforma migratoria integral, a cargo del diputado José Jac-
ques y Medina, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat,
a la Sener y al gobierno de Coahuila realicen un estudio so-
bre la situación que podría generar en el ambiente el pro-
yecto industrial Tajo Zacatoza, a cargo del diputado Rolan-
do Rivero Rivero, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Veracruz destine recursos para la mejora de las
carreteras estatales que conducen a la zona arqueológica de
El Tajín, a cargo del diputado Antonio del Valle Toca, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presidente
de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos y al titu-
lar de la STPS otorguen un aumento de emergencia a los
salarios mínimos generales, a cargo del diputado José An-
tonio Almazán González, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal defina la política migratoria por la que habrá de
conducirse el gobierno mexicano, a cargo del diputado Jo-
sé Murat, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que esta soberanía emita un ex-
trañamiento al Tribunal Electoral del Poder Judicial del es-
tado de Chiapas respecto a la conducta de los magistrados
de la Sala B al resolver un juicio de nulidad, a cargo del di-
putado Abundio Peregrino García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a la SHCP, a la Sener y a la Comisión Reguladora
de Energía replanteen la fórmula del precio del gas natural
en México, a cargo del diputado Gustavo Caballero Ca-
margo, suscrita por integrantes de la Comisión Especial de
la Cuenca de Burgos. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gremio
transportista nacional para ajustarse a la NOM-012-SCT-2-
2003, relativa al peso y dimensiones máximas con que pue-
den circular los vehículos de autotransporte en la jurisdic-
ción federal, a cargo del diputado Antonio del Valle Toca,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal declare el 23 de septiembre como Día Nacional en
contra de la Explotación Sexual y la Trata de Personas, a
cargo de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, con relación al confinamiento de
desechos tóxicos en Zimapán, Hidalgo, a cargo del diputa-
do Jaime Cervantes Rivera, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal decrete como zona estratégica económica sustenta-
ble la región Cuenca de Burgos, a cargo del diputado Ro-
lando Rivero Rivero, suscrita por integrantes de la Comi-
sión Especial de la Cuenca de Burgos. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT pu-
blique el Reglamento de Paquetería y Mensajería que re-
fiere el artículo 58 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, a cargo del diputado Antonio del Valle

Toca, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que esta soberanía se pronun-
cie contra la impunidad y la violencia en México, a cargo
del diputado Emilio Ulloa Pérez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
aplique la normatividad ambiental en diversas instalacio-
nes petroleras; y a Pemex, a invertir mayores recursos en
sus sistemas de operación, seguridad y vigilancia, a cargo
del diputado Pedro Landero López, suscrita por integrantes
de la Comisión Especial de la Cuenca de Burgos. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP pa-
ra que a través del SAT revise la regla 2.3.5. de las Reglas
de Carácter General en materia de Comercio Exterior, a
cargo del diputado Carlos Alberto Torres Torres, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal implante acciones públicas respecto a las obras e
irregularidades de los aeropuertos concesionados del país,
e investigar a los funcionarios y posibles prestanombres in-
volucrados, a cargo del diputado José Murat, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SRE informe al Congreso de
la Unión sobre el contenido y el avance de los compromi-
sos asumidos en el marco de la Alianza para la Seguridad
y la Prosperidad de América del Norte, a cargo del diputa-
do Alejandro Chanona Burguete, del Grupo Parlamentario
de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar a los titulares de la
SHCP, de la SCT y de Capufe para que destinen un por-
centaje de peaje de las autopistas de cuota a los estados y
municipios donde se ubican, a cargo del diputado Miguel
Ángel Peña Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al Gobierno del Dis-
trito Federal para que través de su Secretaría de Medio Am-
biente realice las acciones necesarias para declarar y admi-
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nistrar como área verde el bosque de Nativitas, en Xochi-
milco, a cargo del diputado Miguel Ángel Solares Chávez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des federales, estatales y municipales correspondientes a
efecto de que tomen las medidas necesarias para garantizar
la potabilidad del agua que se distribuye para consumo hu-
mano y evitar la transmisión de enfermedades gastrointes-
tinales, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Subcomi-
sión de Examen Previo resuelva el expediente de juicio po-
lítico contra el gobernador de Oaxaca, a cargo de la diputa-
da Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a las desapariciones forza-
das, a cargo del diputado Javier Hernández Manzanares,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al INEGI emi-
ta las estadísticas necesarias que permitan conocer de ma-
nera oficial el número y las características socioeconómi-
cas de la población afrodescendiente, a cargo del diputado
Gerardo Priego Tapia, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa y
a la Secretaría de Desarrollo Rural de Puebla verifiquen la
integración del padrón de damnificados por el huracán De-
an en esa entidad para la entrega correcta de la ayuda, a
cargo del diputado Antonio Vasconcelos Rueda, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las Comi-
siones de Justicia, y de Gobernación para que, al cumplir-
se un año de la demanda de juicio político contra el go-
bierno del estado de Oaxaca, agilicen sus trabajos y
elaboren el dictamen correspondiente, a cargo del diputado
Carlos Altamirano Toledo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, relativo a la necesidad de abatir el
rezago educativo y el analfabetismo en México, en ocasión

de los actos conmemorativos de la Independencia y la Re-
volución Mexicana, a cargo del diputado Emilio Ulloa Pé-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS vi-
gile que se cumpla lo que la ley ordena y especifica en
cuanto a las prohibiciones para la contratación de menores
de edad, a cargo del diputado Gerardo Priego Tapia, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres nive-
les de gobierno para que los órganos judiciales y administra-
tivos dependientes de éstos omitan en cualquier trámite ad-
ministrativo o judicial cuestionar a los comparecientes
respecto de la religión que profesan, suscrita por integrantes
de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la Revolu-
ción Democrática, y Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP revi-
se y promueva que el presupuesto para la ejecución del ca-
lendario de obra de construcción de espacios educativos
como resultado del proceso de programación detallada, mi-
croplaneación y sustituciones se realice acorde con el ca-
lendario escolar, a cargo del diputado Francisco Javier Mu-
rillo Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al pago de energía eléctrica
de las preparatorias federales por cooperación, a cargo del
diputado Mario Vallejo Estévez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los DIF es-
tatales utilicen leche fluida en los programas alimenticios,
suscrita por los diputados Armando Jesús Félix Holguín y
Gerardo Antonio Escaroz Soler, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la labor que realizan los
defensores de los derechos humanos, a cargo de la diputa-
da Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las universi-
dades e institutos tecnológicos del país evalúen la creación
de la carrera de ingeniero en artes gráficas y la incorporen



en su oferta educativa, a cargo del diputado Obdulio Ávila
Mayo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
publique la norma oficial mexicana de emergencia de avis-
tamiento de tiburón ballena y publique manuales de la ob-
servación correcta del tiburón ballena, a cargo del diputado
Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la cancillería otorguen un nombramiento diplo-
mático a la ciudadana Elvira Arellano, a cargo del diputa-
do José Jacques y Medina, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
realice estudios que permitan conocer científicamente el
estado de conservación que presenta en vida silvestre el co-
codrilo de pantano, a cargo del diputado Gerardo Priego
Tapia, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGR, a la
SSP y a la Administración General de Aduanas informen a
esta soberanía de los programas implantados para evitar el
tráfico de armas desde Estados Unidos de América, a car-
go del diputado Ángel Rafael Deschamps Falcón, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SCT infor-
me sobre el estado que guarda el proyecto reactivación del
puerto Frontera, Tabasco, a cargo del diputado Fernando En-
rique Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y a la
Profeco adopten medidas para detener el incremento de
precios de los productos básicos y de consumo popular, a
cargo del diputado Fernando Enrique Mayans Canabal, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Secretaría de Sa-
lud expida una NOM que obligue a los fabricantes de bo-
tanas y refrescos a incluir en sus productos una etiqueta
con la leyenda “el consumo en exceso de este producto

puede causar obesidad y, por consiguiente, daños a la sa-
lud”, a cargo del diputado Tomás Gloria Requena, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS so-
lucione el conflicto que mantienen los mineros que laboran
en Mexicana de Cananea, a cargo del diputado Ricardo
Cantú Garza, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a Pemex un in-
forme sobre la factibilidad de reubicar los ductos de gas na-
tural y gasolina cercanos a los centros poblacionales a lo
largo del territorio nacional, suscrita por diputados del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a las desapariciones forza-
das en México, a cargo del diputado Salvador Ruiz Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a implantar una estrategia para otorgar apoyos y
convertir en lugar turístico el sitio denominado “Ciénega
del Golfo de Santa Clara”, en San Luis Río Colorado, So-
nora, a cargo del diputado José Inés Palafox Núñez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los secreta-
rios de la Reforma Agraria, de Seguridad Pública, y de la
Defensa Nacional, y al gobernador de Chiapas cesen los
despojos y ataques a comunidades zapatistas de Montes
Azules, a cargo del diputado José Antonio Almazán Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
para que a través de las instancias correspondientes coordi-
ne y realice estudios sobre la situación actual de las pobla-
ciones de conejos y liebres que se encuentran en categoría
de riesgo y remitan un informe a esta soberanía, a cargo del
diputado Christian Martín Lujano Nicolás, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a realizar las investigaciones necesarias para deter-
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minar el paradero del defensor de los derechos humanos
Francisco Paredes Ruiz, y garantizar su seguridad e inte-
gridad personal, a cargo del diputado Adrián Pedrozo Cas-
tillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al gobierno del
estado de Morelos que realice la obra de biorremediación
del suelo que era ocupado por el tiradero de basura, en el
municipio de Temixco, y a la Conagua, que realice un aná-
lisis de los mantos acuíferos que se encuentran a su alrede-
dor, a cargo del diputado Christian Martín Lujano Nicolás,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
Poder Ejecutivo del estado de Puebla a abstenerse de ma-
nipular los procesos electorales a celebrase el próximo 11
de noviembre del año en curso en dicha entidad, a cargo del
diputado Guillermo Velázquez Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía declara per-
sona no grata al embajador de Colombia en México, a cargo
del diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los goberna-
dores de los estados y al jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral a instruir a las comisiones de aguas de sus entidades
para la utilización de tuberías de acero de fabricación na-
cional en las licitaciones referentes a líneas de conducción
de agua, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a
anteponer la Ley General de Protección Civil a las Reglas
de Operación del Fonden, para fundamentar sus respuestas,
a cargo de la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral que implante acciones que garanticen el acceso equi-
tativo y oportuno de los fármacos o medicamentos relacio-
nados con la prevención del virus del papiloma humano, a
cargo de la diputada Lorena Martínez Rodríguez, del Gru-

po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al gobernador
del estado de Querétaro que cesen los actos de represión a
los dirigentes del Sindicato de Trabajadores al Servicio de
los Poderes del Estado de Querétaro, a cargo del diputado
José Antonio Almazán González, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a instruir al titular de la Segob para que actualice
las reglas de operación del Fonden, a cargo de la diputada
Sara Latife Ruiz Chávez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
de Ciencia y Tecnología de esta soberanía a integrar un
grupo de trabajo encargado de revisar las actividades del
IMPI, a cargo del diputado José Alfonso Suárez del Real y
Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa y
al gobernador del estado de Sinaloa a instruir al responsa-
ble de Cesavesin de dicha entidad para que no fumiguen
camiones de carga con mercancías que no deben serlo, sus-
crito por diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a las medidas que pretende
imponer el Instituto Nacional de Migración en contra de
los trabajadores migrantes que son detenidos, a cargo del
diputado José Jacques y Medina, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a instruir a las autoridades de la SEP para que rea-
licen el trámite respectivo con objeto de reconocer los de-
rechos laborales y otorgamiento de la pensión correspon-
diente al profesor Othón Salazar Ramírez, a cargo del
diputado Efraín Morales Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
del estado de Puebla a abstenerse de intervenir en el proce-
so electoral que se realiza en dicha entidad federativa, a



cargo del diputado Juan Hugo de la Rosa García, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la conciliación de la vida
laboral y familiar en México, a cargo de la diputada Yolan-
da Rodríguez Ramírez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congre-
sos locales a dar prioridad, en el destino de los recursos ex-
cedentes por concepto de gasolina, a los municipios más
rezagados de sus estados, suscrito por los diputados César
Duarte Jáquez e Ismael Ordaz Jiménez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, la
SCT y la SE a implantar políticas públicas urgentes, que
permitan modernizar y hacer competitiva la industria aero-
náutica nacional, a cargo del diputado Jesús Ramírez Sta-
bros, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJDF
para que los órganos que conforman dicha institución se
abstengan de tomar fotografías e impresiones de huellas
dactilares de probables responsables que estén sujetos a in-
vestigación por su presunta participación en un hecho ilíci-
to, a cargo del diputado Jesús Arredondo Velázquez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía reconoce
al ciudadano Benito Ricardo Ramírez Espíndola, como ini-
ciador de la conmemoración del Día de la Bandera, a car-
go del diputado Obdulio Ávila Mayo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobier-
nos de los estados de Veracruz y Oaxaca para que en coor-
dinación con el gobierno federal desarrollen mecanismos
que permitan la existencia de un canal seco en el istmo de
Tehuantepec, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de Go-
bierno del Distrito Federal a aceptar y cumplimentar la re-
comendación 17/2006 emitida por la Comisión de Dere-

chos Humanos del Distrito Federal, a cargo del diputado
Obdulio Ávila Mayo, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profeco y
a la Cofetel a solucionar el problema de cobros indebidos
por servicios de números 01900, a cargo del diputado
Omar Antonio Borboa Becerra, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a in-
formar a esta soberanía sobre la situación que guardan los
braceros migrantes del estado de Aguascalientes, a cargo de
la diputada Alma Hilda Medina Macías, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
de Juventud y Deporte a integrar una subcomisión para la
vigilancia y seguimiento de la construcción de instalacio-
nes que se utilizarán en los XVI Juegos Panamericanos
2011, suscrito por los diputados Omar Antonio Borboa Be-
cerra, Gustavo Macías Zambrano y Miguel Ángel Monraz
Ibarra, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a Pemex y sus
organismos subsidiarios a ampliar las donaciones a estados
donde no existe infraestructura petrolera, así como mejorar
los esquemas de rendición de cuentas de los mismos, a car-
go del diputado Juan Victoria Alva, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legisla-
turas de los estados y a la ALDF a emitir un marco jurídi-
co que regule el establecimiento y funcionamiento de las
llamadas “casas de empeño”; a la SHCP para que controle,
supervise y vigile dichos establecimientos, así como al Eje-
cutivo federal para que publique a la brevedad la NOM-179-
SCFI-2006, a cargo del diputado Ricardo Franco Cazarez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a expedir el Reglamento de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, a cargo del diputado Jor-
ge Quintero Bello, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
PGR, a acordar la creación de la agencia del ministerio pú-
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blico federal especializada para la atención de personas con
discapacidad en dicha institución, a cargo del diputado Ob-
dulio Ávila Mayo, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la preservación del patri-
monio arquitectónico y cultural del municipio de Mazapil,
estado de Zacatecas, a cargo de la diputada Aurora Cer-
vantes Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, al
Banco de México, a la CNBV, a la CNSF y a la Condusef
a promover la cultura financiera, a cargo del diputado Jai-
me Verdín Saldaña, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de las dependencias gubernamentales a promover la pari-
dad de género en la administración pública federal, a cargo
del diputado Carlos Ernesto Navarro López, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE a ela-
borar un estudio técnico sobre la metodología con que se
establecen las tarifas eléctricas, a cargo del diputado Car-
los Armando Reyes López, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Sedesol ponga en práctica el
Programa de Atención a los Adultos Mayores de Setenta
Años y Más, a cargo del diputado Miguel Ángel Peña Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des correspondientes a detener el atropello que están su-
friendo ejidatarios de San Lucas Xoloc, municipio de Te-
camac, estado de México, a cargo del diputado Ricardo
Franco Cazarez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
a ejecutar lo establecido en la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del diputa-
do Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a
emitir la declaratoria de desastre natural de diversas comu-
nidades en el estado de Chiapas por los daños ocasionados
por las intensas lluvias, y conforme a las reglas de opera-
ción del Fonden se autoricen los recursos necesarios para
atender las contingencias originadas, a cargo del diputado
Anuario Luis Herrera Solís, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP y a la
Segob para que a través de los sistemas de protección civil
locales implanten cursos de capacitación relativos a desas-
tres naturales en las escuelas localizadas en las zonas más
vulnerables, a cargo de la diputada Mónica Arriola, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Segob para que a través del Instituto Nacional de Migra-
ción refuerce e intensifique la supervisión del programa
Paisano, suscrito por los diputados Armando Jesús Félix
Holguín y David Figueroa Ortega, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la agroindustria de la ca-
ña de azúcar y al TLCAN, a cargo del diputado Daniel Pé-
rez Valdés, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de las instancias correspondientes
otorgue apoyos para la construcción de carriles reductores
de velocidad en la carretera internacional que accede a la
población de Benjamín Hill, Sonora, a cargo del diputado
José Inés Palafox Núñez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la SCT, y a la SFP a informar sobre la situación jurídica,
administrativa, financiera y técnica del proceso de venta de
Aeroméxico, a cargo del diputado Jesús Ramírez Stabros,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Morelos y al del municipio de Jiutepec a conti-
nuar con la construcción y reparación del muro del Texcal,
en dicha entidad, a cargo del diputado Demetrio Román
Isidoro, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Conago a
revisar la situación del sector pesquero nacional, a cargo
del diputado Gilberto Ojeda Camacho, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
SCT a revisar el estado que guarda el contrato de dicha de-
pendencia con la constructora Codiocsa de Xalapa, SA de
CV, respecto a la conservación periódica de la carretera At-
zálan-Tlapacoyan, en el estado de Veracruz, a cargo de la di-
putada María de Jesús Martínez Díaz, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
STPS para que a través de la Comisión Nacional de los Sa-
larios Mínimos implante como tabla única los sueldos que
rigen a la zona “A”, a cargo del diputado Alfredo Barba
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT para
que a través de la Dirección General de Capufe otorgue la
condonación del 100 por ciento al cobro de peaje en la ca-
seta del puente de Nautla, a los habitantes de ese munici-
pio, en el estado de Veracruz, a cargo de la diputada María
de Jesús Martínez Díaz, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita el voto a favor
de México contra el bloqueo de Estados Unidos a la Repú-
blica de Cuba en la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, a cargo del diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Sagarpa implante las accio-
nes que lleven a detener el uso de las artes de pesca no se-
lectivas dentro del polígono del área de refugio para la pro-
tección de la vaquita, a cargo del diputado Luis Fernando
Rodríguez Ahumada, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
del estado de Tlaxcala a conducirse con imparcialidad, le-
galidad y transparencia en las próximas elecciones locales,
a cargo del diputado Alejandro Martínez Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SRE solicite al gobierno es-
tadounidense que detenga la construcción del muro fronte-
rizo y atienda la resolución del juez federal que dictó el
paro en la construcción del muro en Arizona por posibles
daños ambientales, a cargo del diputado Javier Bolaños
Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SCJN que
ejerza su facultad de atracción respecto del amparo en re-
visión 132/2007, a cargo de la diputada Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al accidente en la platafor-
ma Usumacinta, en la sonda de Campeche, a cargo del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP pa-
ra que a través del SAT y la Agencia General de Aduanas
verifiquen los inodoros importados a territorio mexicano y
certifiquen que cumplen con la NOM-009-CNA-2001, y a
la Conagua para que en coordinación con la SHCP revisen
dicha norma oficial, a cargo del diputado José Luis Espi-
nosa Piña, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF y al
Consejo de la Judicatura Federal que realicen una investi-
gación sobre el uso de recursos humanos y financieros del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a
cargo de la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT y a
la SRE a suspender el programa denominado proyecto de-
mostrativo de autotransporte transfronterizo de carga entre
México y Estados Unidos, para establecer condiciones pa-
ra una competencia equitativa, cargo del diputado Carlos
Alberto García González, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la integración de un grupo
de trabajo encargado de investigar la legalidad en la venta de
Aeroméxico a Banamex, a cargo del diputado Juan Nicasio
Guerra Ochoa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)
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Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Cámara de
Diputados la celebración del Día Internacional de las Per-
sonas con Discapacidad el próximo 3 de diciembre, a car-
go de la diputada Silvia Emilia Degante Romero, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Veracruz a construir una pista de canotaje en la
ciudad de Tuxpan, a cargo del diputado Íñigo Antonio La-
viada Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres pode-
res del estado de Baja California a expedir los reglamentos y
ordenamientos legales para la observancia de la Ley Gene-
ral de Pesca y Acuacultura Sustentable, a cargo del diputado
Héctor Manuel Ramos Covarrubias, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, al IFE y al Instituto Estatal Electoral de Tamauli-
pas a garantizar la seguridad con motivo de las próximas
elecciones en esa entidad, suscrito por diversos diputados
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud a apoyar a las autoridades sanitarias en el estado de
Nuevo León a fin de llevar a cabo programas para reforzar
la lucha contra el dengue clásico y hemorrágico que afecta a
la entidad, suscrito por diversos diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la problemática en la ho-
mologación de los maestros en diversos municipios del es-
tado de Sonora, a cargo del diputado Carlos Ernesto Nava-
rro López, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob pa-
ra que a través del Fonden atienda las zonas afectadas por
las lluvias en el estado de Tabasco, a cargo del diputado Al-
fonso Rolando Izquierdo Bustamante, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al incidente de Pemex en la
sonda de Campeche, a cargo del diputado Diego Cobo Te-

rrazas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión espe-
cial para dar seguimiento de manera integral al proyecto de
construcción de la presa hidroeléctrica La Yesca, en el es-
tado de Nayarit, a cargo del diputado Jaime Cervantes Ri-
vera, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para que la SHCP informe sobre el
destino de enteros de Pemex durante el segundo trimestre
de 2007, a cargo del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SER a re-
forzar la seguridad e investigar los atentados ocurridos en
el Consulado de México en Nueva York, en Estados Uni-
dos de América, a cargo del diputado Francisco Javier Gu-
diño Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
y a la Sagarpa a informar la situación actual y apoyar la
creación del área de protección de flora y fauna sistema
arrecifal Lobos Tuxpan, frente a ese municipio y el de Ta-
miahua, en el estado de Veracruz, a cargo del diputado Íñi-
go Antonio Laviada Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT res-
pecto al cobro de peaje a los usuarios de la autopista que
comunica a las ciudades de Guadalajara y Tepic, suscrito
por los diputados Delber Medina Rodríguez y Adrián Fer-
nández Cabrera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través del titular de la Sedena retire a los
elementos del Ejército que custodian material electoral en
las cabeceras distritales del IFE, a cargo del diputado Emi-
lio Flores Domínguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, al Presidente de la Cámara de Senadores, a los go-
bernadores de los estados y a los congresos locales a reali-
zar actos solemnes cada treinta de septiembre en memoria
de don José María Morelos y Pavón, a cargo del diputado



Érick López Barriga, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de las dependencias y entidades
correspondientes modifique el programa Hábitat para que
los municipios con más de diez mil habitantes puedan ser
beneficiados por dicho plan, a cargo del diputado José In-
és Palafox Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sedesol a
implantar de manera urgente los apoyos comprometidos
para los damnificados por el huracán Dean, del municipio
de Tulancingo, Hidalgo, a cargo de la diputada Oralia Ve-
ga Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de las dependencias y entidades
correspondientes amplíe la cobertura del programa de aten-
ción a adultos mayores en zonas rurales, a cargo del dipu-
tado José Inés Palafox Núñez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Subsecre-
taría de Educación Básica a respetar los derechos laborales
del personal de la Dirección General de Educación Indíge-
na, a cargo de la diputada Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para instituir el 5 de enero de cada
año como Día Nacional de Lucha contra el Cáncer Infantil,
a cargo de la diputada Martha Hilda González Calderón,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Sedesol y del programa nacional Oportunidades a in-
corporar a distintas familias del municipio de Comalcalco
a ese plan, a cargo del diputado Moisés Dagdug Lützow,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE a des-
tinar recursos para que se amplíe el personal de seguridad
en las representaciones consulares, a cargo del diputado Ja-
vier Gudiño Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
del estado de Veracruz para que dentro del presupuesto del
año 2008 considere una mejora en las tarifas eléctricas en
beneficio de sus ciudadanos, a cargo del diputado Antonio
del Valle Toca, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SFP, al Ór-
gano de Transparencia y Combate a la Corrupción en Pe-
mex, así como a la ASF a realizar los procedimientos de re-
visión y, en su caso, sancionar las irregularidades que se
detecten dentro del PEP zona norte, a cargo del diputado An-
tonio del Valle Toca, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Secretaría de Salud implan-
te programas y apoyos dirigidos a las y los niños con au-
tismo, a cargo de la diputada Dolores de María Manuell-
Gómez Angulo, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Conagua,
a la Secretaría de Salud y a la Profeco a verificar y regu-
larizar la calidad y procedencia del agua que se vende en
las plantas purificadoras del país, a cargo de la diputada
Dolores María del Carmen Parra Jiménez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a las titulares
de la SEP y de la Sedesol que implanten un programa de
educación integral para que en las escuelas rurales y colo-
nias populares del país de preescolar, primaria y secunda-
ria se construyan comedores y cocinas con el equipo apro-
piado para facilitar la adecuada alimentación a los
estudiantes, a cargo del diputado Ernesto Oviedo Oviedo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ del
estado de Puebla, a la delegación de la Profepa y a la Di-
rección de la Conagua de dicha entidad a garantizar el res-
peto de la zona forestal del bosque Lomas de San Alfonso,
a cargo de la diputada Valentina Valia Batres Guadarrama,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al funcionamiento de las
delegaciones federales, a cargo de la diputada María del
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Carmen Pinete Vargas, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que el Ejecutivo federal, a tra-
vés de sus dependencias correspondientes, otorgue apoyo a
las poblaciones de San Luis Río Colorado y General Plu-
tarco Elías Calles, estado de Sonora, para la construcción
de una carretera de cuatro carriles en el tramo Sonoyta-San
Luis, a cargo del diputado José Inés Palafox Núñez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión de in-
vestigación del proceso de venta de Aeroméxico, suscrito
por los diputados Alejandro Sánchez Camacho y Cuauhté-
moc Velasco Oliva, de los Grupos Parlamentarios del Par-
tido de la Revolución Democrática y Convergencia, res-
pectivamente. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Segob que
investigue e informe sobre la operación de un centro de
apuestas en el municipio de Monterrey, Nuevo León, a car-
go del diputado Juan Manuel Parás González, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profeco a
analizar las quejas y denuncias llevadas a cabo en contra de
hospitales particulares y realice las acciones pertinentes
para prevenir y, en su caso, sancionar cobros indebidos por
concepto de medicamentos suministrados a los pacientes
durante su estancia en dichas instituciones, suscrito por los
diputados Omar Borboa Becerra, Jorge Quintero Bello y
Francisco Javier Plascencia Alonso, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Sener, a la
CFE y demás dependencias competentes, la reclasificación
tarifaria de energía eléctrica del municipio Villaldama, es-
tado de Nuevo León, a cargo del diputado Juan Manuel Pa-
rás González, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa para que se pro-
nuncie respecto de la suspensión definitiva derivada del in-
cidente promovido por Telmex, en contra de la resolución
del pleno de la Cofetel, a cargo del diputado José Martín
López Cisneros, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2008 se incrementen los recursos asignados al Fondo de
Apoyo a la Competitividad de las Ramas Productivas para
Ixtle, Palma Zamandoca y Lechuguilla, suscrito por diver-
sos diputados de los Grupos Parlamentarios de los Partidos
Acción Nacional y Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la labor que realizan las
fuerzas armadas de México en los estados de Tabasco y
Chiapas, suscrito por los diputados Emilio Gamboa Patrón
y Juan Manuel Parás González, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Sinaloa para que su Secretaría de Salud se haga
cargo del mantenimiento, tanto de personal, como de los
insumos de los centros de salud rural dispersos, ubicados
en diversas comunidades del municipio de Sinaloa, a cargo
de la diputada María Gloria Guadalupe Valenzuela García,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Junta de
Coordinación Política de esta soberanía a promover una in-
vestigación exhaustiva de las diferentes causas del desastre
que está afectando el estado de Tabasco, a cargo del dipu-
tado Rafael Elías Sánchez Cabrales, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la prevención de las adic-
ciones en el Sector Público, suscrito por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las instan-
cias competentes a informar sobre la venta de la empresa
Altos Hornos de México, a cargo del diputado Rolando Ri-
vero Rivero, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Instituto de
Ingeniería de la UNAM una evaluación técnica de la in-
fraestructura hidráulica y el manejo del sistema de presas
en los estados de Tabasco y Chiapas, a cargo del diputado
Antonio Ortega Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP a in-
crementar las medidas para regularizar a escuelas particu-
lares que imparten educación preescolar que no cuenten
con autorización oficial, a cargo del diputado Carlos Au-
gusto Bracho González, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer a los
titulares de la CFE y de la Conagua, a cargo del diputado
Fernando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
través de la CNBV, a realizar las gestiones pertinentes an-
te las instituciones del sector financiero mexicano, para
que consideren la matricula consular, como documento ofi-
cial de identificación, suscrito por los diputados Alejandro
Landero Gutiérrez y Moisés Alcalde Virgen, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los diputa-
dos de la LX Legislatura a destinar una parte de su dieta
para becar al alumno electo ganador en su respectivo dis-
trito, en caso de aprobación del programa de actividades
para celebrar el Parlamento de las Niñas y los Niños de
México para el año 2008, a cargo del diputado José Luis
Murillo Torres, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al proceso de autorización
para la importación de medicamentos, a cargo del diputado
Fernando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Fondo Mo-
netario Internacional a condonar la deuda pública, en lo
equivalente a la reconstrucción de los estados de Tabasco y
Chiapas, a cargo del diputado Elmar Darinel Díaz Solórza-
no, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
del estado de México, al INAH, a los municipios de Otum-
ba, San Martín de las Pirámides y San Juan Teotihuacan, a
destinar recursos para el saneamiento del río San Juan, a
cargo del diputado Ramón Valdés Chávez, del Grupo Par-
lamentario Convergencia. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
y a la Profepa a aplicar las medidas pertinentes para la res-
tauración, conservación y manejo sustentable de los man-
glares, con base en la legislación vigente en la materia, a
cargo de la diputada Silvia Luna Rodríguez, del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SSP y de la PGR, así como
del gobierno del estado de Baja California y los ayunta-
mientos de dicha entidad realicen coordinadamente opera-
tivos para la identificación y recuperación de automóviles
robados, a cargo del diputado Carlos Alberto Torres Torres,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la
Secretaría de Salud a concluir el procedimiento para la
emisión de la norma oficial relativa a la “violencia familiar,
sexual y contra las mujeres; criterios para la prevención y
atención”, a cargo de la diputada Holly Matus Toledo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al impuesto de refrendo ve-
hicular que se pretende cobrar en el estado de Jalisco, a car-
go del diputado Salvador Barajas del Toro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob pa-
ra que a través de su Dirección General de Radio, Televi-
sión y Cinematografía haga respetar el acuerdo por el que
se emiten los criterios generales de clasificación, suscrito
por los diputados Alejandro Landero Gutiérrez, María Ga-
briela González Martínez y Luis Gustavo Parra Noriega,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la Comisión de
Investigación del daño patrimonial a Pemex por la entrega
irregular de mil 724 millones de pesos al Sindicato de Tra-
bajadores Petroleros de la República Mexicana y para trans-
parentar la asignación de los ingresos excedentes por el in-
cremento en el precio del petróleo, a cargo del diputado
Miguel Ángel Peña Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a publicar la Ley para Prevenir y Sancionar la Tra-
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ta de Personas, a cargo de la diputada Maricela Contreras
Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Excitativas

Al Senado de la República, a solicitud del diputado José
Jacques y Medina, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

A las Comisiones de Justicia, de Derechos Humanos, y de
Equidad y Género, a solicitud de la diputada Elsa de Gua-
dalupe Conde Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Al-
ternativa.

Efemérides

Relativa al tema “de la Independencia a la otra dependen-
cia”, a cargo del diputado Jaime Verdín Saldaña, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Relativa al Día Internacional de la Mujer Rural, a cargo de
la diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Relativa al 197 aniversario de la Independencia de México,
a cargo del diputado Carlos Roberto Martínez Martínez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática.

Relativa al 183 aniversario de la anexión voluntaria de
Chiapas a México, a cargo de los diputados Martha Cecilia
Díaz Gordillo y Martín Ramos Castellanos, de los Grupos
Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional y de la Re-
volución Democrática, respectivamente.

Relativa al 22 aniversario luctuoso de las víctimas del sis-
mo del 19 de septiembre de 1985, a cargo del diputado Jo-
sé de Jesús Solano Muñoz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Relativa al Día Internacional de la Paz, a cargo del diputa-
do Alejandro Landero Gutiérrez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Relativa al natalicio de José María Morelos y Pavón, a car-
go del diputado Érick López Barriga, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática.

Relativa al Día Mundial de las Mujeres Rurales, a cargo de
la diputada Angélica Tagle Martínez, del Grupo Parlamen-
tario Convergencia.

Relativa al centenario del fallecimiento de Juan García Co-
rona “Héroe de Nacorazi”, y al Día del Ferrocarrilero, a
cargo del diputado Gustavo Caballero Camargo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Con motivo del 111 aniversario de la muerte de Vicente Ri-
va Palacio y Guerrero, a cargo del diputado Silvio Gómez
Leyva, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal.

Con motivo de la creación del Día Nacional de la Mujer
Rural Mexicana, a cargo de la diputada Irma Piñeyro Arias,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

Relativa al Día de la Tolerancia, a cargo de la diputada Ma-
ría Soledad Limas Frescas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Relativa al quincuagésimo aniversario luctuoso de Diego
Rivera, a cargo del diputado José Alfonso Suárez del Real
y Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: El si-
guiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la asam-
blea si se le dispensa la lectura, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo.

Señora Presidenta, mayoría por la afirmativa. Se dispensa
la lectura



«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veinte de noviembre de
dos mil siete, correspondiente al Primer Periodo de Sesio-
nes Ordinarias del Segundo Año de Ejercicio de la Sexagé-
sima Legislatura.

Presidencia de la diputada
Ruth Zavaleta Salgado

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de 287 di-
putadas y diputados, a las 11 horas con 39 minutos del mar-
tes 20 de noviembre de 2007, la Presidenta declara abierta
la sesión.

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura al
orden del día.

La asamblea dispensa la lectura del acta de la sesión an-
terior en votación económica y de la misma manera la
aprueba.

Se recibe comunicación del diputado José Jesús Reyna
García, del Partido Revolucionario Institucional, por la que
informa la reincorporación a sus labores legislativas, a par-
tir de esta fecha. De enterado. Comuníquese.

Se recibe del Senado de la República:

• Para los efectos del inciso d) del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
minuta con proyecto de decreto que reforma la fracción
IV del artículo 148 de la Ley Federal del Derecho de
Autor. Se turna a la Comisión de Cultura.

• Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el inciso a) fracción I del artículo ocho y la frac-
ción V del artículo 13 de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios, presentada por el senador
Juan Bueno Torio y suscrita por los senadores Ramiro
Hernández García, del Partido Revolucionario Institu-
cional, Arturo Herviz Reyes, del Partido de la Revolu-
ción Democrática y de integrantes de la Comisión Es-
pecial para la Agroindustria Azucarera. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

• Acuerdo por el que se instruye a la Comisión de Aten-
ción de Grupos Vulnerables lleve a cabo las reuniones
para sentar las bases, para incluir la participación de la

Cámara de Diputados, el Consejo Nacional para las Per-
sonas con Discapacidad, el Consejo Nacional para Pre-
venir la Discriminación y demás dependencias y entida-
des de la administración pública federal, estatal y
municipal y de la sociedad civil, especialistas en mate-
ria de discapacidad y accesibilidad, con la finalidad de
presentar el proyecto de convenio o carta de intención y
ponerlo a consideración de la Presidencia de la Cámara
de Senadores con vías a su aprobación y firma. Se turna
a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, remite la in-
formación relativa al pago de las participaciones a las enti-
dades federativas correspondiente al mes de octubre de dos
mil siete desagregada por tipo de fondo. Se remite a las Co-
misiones de Presupuesto y Cuenta Pública y de Hacienda y
Crédito Público, para su conocimiento.

Se recibe minuta con proyecto de decreto que reforma y
adiciona la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se
turna a la Comisión de Juventud y Deporte.

Se les otorga el uso de la tribuna para hablar con motivo del
XCVII Aniversario del inicio de la Revolución Mexicana a
los diputados: Santiago Gustavo Pedro Cortés, de Alterna-
tiva; Silvia Luna Rodríguez, de Nueva Alianza; María
Mercedes Maciel Ortiz, del Partido del Trabajo; Cuauhté-
moc Velasco Oliva, de Convergencia; Alan Notholt Gue-
rrero, del Partido Verde Ecologista de México; Jesús Ra-
mírez Stabros, del Partido Revolucionario Institucional;

Presidencia del diputado
Arnoldo Ochoa González

Carlos Roberto Martínez Martínez, del Partido de la Revo-
lución Democrática y Francisco Antonio Fraile García, del
Partido Acción Nacional.

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de la Re-
forma Agraria, que reforma el artículo 80 de la Ley Agra-
ria. Se le otorga el uso de la tribuna al diputado Ramón Ce-
ja Romero, del Partido Acción Nacional, para fundamentar
el dictamen a nombre de la comisión.

A las 12 horas con 35 minutos se registra una asistencia de
398 diputadas y diputados.

Se les concede la palabra, para fijar la posición de su res-
pectivo grupo parlamentario, a los diputados: Irma Piñeyro
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Arias, de Nueva Alianza; Salvador Barajas del Toro, del
Partido Revolucionario Institucional e Isidro Pedraza Chá-
vez, del Partido de la Revolución Democrática. La diputa-
da Valentina Valia Batres Guadarrama, del Partido de la
Revolución Democrática, propone modificaciones y en
sendas votaciones económicas, la asamblea las admite y las
acepta. Con un resultado de 359 votos en pro, ninguno en
contra y una abstención, se aprueba en lo general y en lo
particular, con las modificaciones aceptadas por la asam-
blea, el proyecto de decreto que reforma el artículo 80 de
la Ley Agraria. Pasa al Senado de la República para sus
efectos constitucionales.

Presidencia del diputado
Luis Sánchez Jiménez

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, que reforma la frac-
ción VI del artículo siete de la Ley General de Educación.
Se le concede el uso de la tribuna para fundamentar el dic-
tamen, a nombre de la comisión, al diputado Miguel Ángel
Solares Chávez, del Partido de la Revolución Democrática.
Intervienen para fijar la posición de su respectivo grupo
parlamentario los diputados: Blanca Luna Becerril, de
Nueva Alianza; Abundio Peregrino García, del Partido de
la Revolución Democrática y María del Carmen Pinete
Vargas, del Partido Revolucionario Institucional. Con un
resultado de 359 votos en pro, se aprueba en lo general y
en lo particular el proyecto de decreto que reforma la frac-
ción VI del artículo siete de la Ley General de Educación.
Pasa al Senado de la República para sus efectos constitu-
cionales.

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de la
Función Pública, que reforma el tercer párrafo del artículo
1o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. Se
le concede el uso de la tribuna, para fundamentar el dicta-
men a nombre de la comisión, al diputado Apolonio Mén-
dez Meneses, del Partido Acción Nacional. Con un resulta-
do de 349 votos en pro, ninguno en contra y tres
abstenciones, se aprueba en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto que reforma el tercer párrafo del artí-
culo uno de la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo. Pasa al Senado de la República para sus efectos consti-
tucionales.

En votación económica, la asamblea dispensa la lectura del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de Re-

cursos Hidráulicos, que adiciona un párrafo segundo al ar-
tículo XIV Transitorio del Decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacio-
nales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29
de abril de 2004. Desde sus respectivas curules los diputa-
dos: Edmundo Javier Bolaños Aguilar, del Partido Acción
Nacional, formula un extrañamiento por el procedimiento
otorgado a este dictamen; Javier González Garza, del Par-
tido de la Revolución Democrática, solicita moción de pro-
cedimiento y la Presidencia pide al presidente de la comi-
sión oriente al Pleno sobre el procedimiento de este
dictamen. El Presidente de la comisión, diputado Jesús Ma-
nuel Patrón Montalvo, del Partido Revolucionario Institu-
cional, realiza las aclaraciones de procedimiento. Desde
sus respectivas curules, solicitan reponer el procedimiento
y sea regresado el dictamen a la comisión, los diputados:
Juan José Rodríguez Prats, del Partido Acción Nacional, en
dos ocasiones; Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, del Partido
de la Revolución Democrática; Jesús Manuel Patrón Mon-
talvo, en tres ocasiones; César Horacio Duarte Jáquez, en
dos ocasiones, ambos del Partido Revolucionario Institu-
cional; Javier González Garza, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en dos ocasiones; Edmundo Javier Bo-
laños Aguilar, del Partido Acción Nacional; José Rubén
Escajeda Jiménez, del Partido Revolucionario Institucio-
nal; José Manuel del Río Virgen, de Convergencia y Ma-
nuel Cárdenas Fonseca, de Nueva Alianza y la Presidencia
con fundamento en el artículo 23, inciso f) de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos devuelve el dictamen a la comisión dictaminadora.

En votación económica, la asamblea autoriza la sola lectu-
ra a los puntos de acuerdo de los dictámenes de las comi-
siones de:

a) Gobernación por el que se solicita al titular del Poder
Ejecutivo federal, declare el 1 de diciembre de cada año,
como el “Día del Químico”, mediante decreto publicado en
el Diario Oficial de la Federación.

b) Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de
acuerdo por los que se:

• Exhorta a diversas autoridades a que implanten accio-
nes y programas de protección para los bosques de la
sierra de Zongólica y las altas montañas del volcán Pico
de Orizaba, en Veracruz.

• Exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales a que por conducto de la Comisión Nacional



para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad y a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público incluya a Tabasco
en el proyecto corredor biológico mesoamericano.

• Exhorta a los titulares de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y de la Procuraduría Fede-
ral de Protección al Ambiente, a que intensifiquen las
campañas y programas destinados a la protección de la
cubierta vegetal del territorio mexicano.

• Exhorta al Poder Ejecutivo federal, a los gobiernos es-
tatal de Guerrero y municipal de Acapulco, a que im-
planten un programa integral de rescate y saneamiento
de la Cuenca del Río de la Sabana y la Laguna de Tres
Palos en la Entidad. Interviene en pro el diputado César
Flores Maldonado, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

• Exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para que a través de la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, vigile y evalúe que Petróle-
os Mexicanos, cumpla con las disposiciones jurídicas
aplicables a la prevención y control de la contaminación
ambiental.

• Exhorta a las autoridades competentes, a que impidan
la quema de terrenos agrícolas, pastizales, cuamiles, así
como tiraderos a cielo abierto de residuos, a efecto de
disminuir la contaminación ambiental y el cambio cli-
mático.

• Exhorta a la Procuraduría Federal del Medio Ambien-
te a través de la Dirección General de Inspección de Vi-
da Silvestre y a la Secretaría de Seguridad Pública Fe-
deral, coloque puntos de supervisión en las carreteras de
Oaxaca y Chiapas para combatir las prácticas de tráfico
ilícito de especies.

• Exhorta al titular de la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para que por conducto de la Co-
misión Nacional del Agua, sancione a los presuntos res-
ponsables del aprovechamiento de Aguas Nacionales
sin el título respectivo, en el río Suchiate, en Chiapas.

En votación económica, la asamblea aprueba en conjunto
los puntos de acuerdo. Comuníquense.

En votación económica, la asamblea autoriza la sola lectu-
ra de los dictámenes negativos con puntos de acuerdo que
desecha:

a) Iniciativas con proyectos de decreto de las comisiones:

• Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Desarrollo
Social, que adiciona un inciso c) al artículo 33 de la Ley
de Coordinación Fiscal.

• Unidas de Hacienda y Crédito Público, y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales que adiciona diversas
disposiciones a la Ley del Impuesto sobre la Renta.

• Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Economía,
que reforma diversas disposiciones de la Ley Aduanera.

• Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Economía,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Finan-
cieros.

• Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Economía,
que adiciona un párrafo a la fracción VI del artículo 46
de la Ley de Instituciones de Crédito y adiciona un pá-
rrafo al artículo 363 del Código de Comercio.

• Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Recursos
Hidráulicos, que modifica la fracción VII, del artículo
segundo transitorio del dictamen de la Ley Federal de
Derechos.

• Educación Pública y Servicios Educativos, que adicio-
na una fracción XI al artículo 14 de la Ley General de
Educación.

• Educación Pública y Servicios Educativos, que refor-
ma el artículo 43 de la Ley General de Educación.

• Gobernación, que reforma y adiciona la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal.

b) Minuta con proyecto de decreto de las Comisiones Uni-
das de Hacienda y Crédito Público y de Economía, que ex-
pide la Ley de Fomento para la Renovación del Parque Ve-
hicular.

En votación económica, la asamblea aprueba en conjunto
los puntos de acuerdo. En relación con las iniciativas des-
echadas, se instruye el archivo de los expedientes como
asuntos totalmente concluidos; concerniente a la minuta, se
devuelve al Senado de la República para los efectos del in-
ciso d) del artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.
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Se les otorga el uso de la tribuna, para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a los diputados:

• Francisco Antonio Fraile García, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social.

• María Esperanza Morelos Borja, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de las Personas con Discapacidad. Se tur-
na a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

• María Esperanza Morelos Borja, a nombre propio y del
diputado Jorge Quintero Bello, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma y adiciona diversas disposiciones de las
Leyes: de Asistencia Social, de Desarrollo Rural Susten-
table, de Fomento para la Lectura del Libro, del Impues-
to Sobre la Renta, del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
Federal de Derechos, General de Asentamientos Huma-
nos, General de Cultura Física y Deporte y General de
Salud.

Presidencia de la diputada
Ruth Zavaleta Salgado

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

La Secretaría da lectura a una comunicación de la Junta de
Coordinación Política, para modificar el orden del día e in-
cluir en el primer turno posible acuerdo de la misma por el
que se expide el procedimiento y convocatoria para la inte-
gración del Consejo General del Instituto Federal Electo-
ral. En votación económica la asamblea acepta su inclusión
y la Secretaría da lectura al asunto en comento. Con un re-
sultado de 370 votos en pro, ninguno en contra y ocho abs-
tenciones, se aprueba el acuerdo que expide el procedi-
miento y convocatoria para la integración del Consejo
General del Instituto Federal Electoral. Publíquese.

Se les concede el uso de la tribuna para presentar iniciati-
vas con proyecto de decreto a los diputados:

• Javier Hernández Manzanares, del Partido de la Revo-
lución Democrática, que reforma los artículos 77 y 78
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria y 17 y 26 de la Ley General de Desarrollo So-

cial. Se turna a las Comisiones Unidas de Presupuesto y
Cuenta Pública y de Desarrollo Social.

• Francisco Antonio Fraile García, a nombre propio y de
la diputada Silvia Emilia Degante Romero, del Partido
Acción Nacional, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables.

• David Figueroa Ortega, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos dos, 28, 60, y 69 de la Ley pa-
ra Regular las Sociedades de Información Crediticia y
93 de la Ley de Instituciones de Crédito. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

• Francisco Antonio Fraile García, del Partido Acción
Nacional, que reforma los artículos 41 de la Ley Gene-
ral de Educación y 10 de la Ley General de las Personas
con Discapacidad. Se turna a las Comisiones Unidas de
Educación Pública y Servicios Educativos y de Aten-
ción a Grupos Vulnerables.

Se reciben proposiciones con punto de acuerdo de los di-
putados:

• Jorge Quintero Bello, del Partido Acción Nacional, por
el que se exhorta al Consejo General del Instituto Fede-
ral Electoral, valore la eficacia y pertinencia de los 28
distritos electorales indígenas, y en su caso, de conside-
rarlo pertinente llevar a cabo un nuevo ejercicio de dis-
tritación para dar una mayor cobertura a la participación
política activa indígena. Se turna a la Comisión de Go-
bernación.

• Juan de Dios Castro Muñoz, del Partido Acción Na-
cional, por el que se solicita a la titular de la Secretaría
de Educación Pública, instrumente un programa piloto
que permita apreciar el funcionamiento del esquema del
financiamiento denominado “Bono Educativo”. Se tur-
na a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos.

• Francisco Martínez Martínez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, para que en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2008, se consideren recursos para el saneamiento
integral y entubamiento del canal Cartagena, municipio
de Tultitlán de Mariano Escobedo, en el estado de Mé-



xico. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública.

• Humberto López Lena Cruz, de Convergencia, por el
que se solicita a la Presidencia de la Mesa Directiva,
formule excitativa al Senado de la República, para que
puedan reunirse en conferencia las Comisiones de Ra-
dio, Televisión y Cinematografía de ambas Cámaras,
para expeditar el despacho de los asuntos y ampliar su
información para la emisión de los dictámenes que en su
oportunidad habrán de emitirse referente a la Ley Fede-
ral de Radio y Televisión. Se turna a la Mesa Directiva.

• Rosa Elva Soriano Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para exhortar al Ejecutivo federal a
que a través de las dependencias correspondientes, cum-
pla sus promesas de generar empleos. Se turna a la Co-
misión de Economía.

• Rosario Ignacia Ortiz Magallón, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se solicita a la Junta
de Coordinación Política, crear un grupo de trabajo pa-
ra investigar al Fideicomiso cinco mil doce-seis Ferro-
nalesJub, de igual forma la desincorporación, extinción
y liquidación del organismo público descentralizado Fe-
rrocarriles Nacionales de México. Se turna a la Junta de
Coordinación Política.

• Layda Sansores San Román, de Convergencia, por el
que refiere diversas propuestas para que la Junta de Co-
ordinación Política de esta soberanía considere en la
convocatoria que emitirá para la integración del Conse-
jo General del Instituto Federal Electoral. Se turna a la
Junta de Coordinación Política.

• Víctor Manuel Lizárraga Peraza, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta al gobierno
federal para que los libramientos carreteros del munici-
pio de Los Cabos, Baja California Sur, operen libres de
peaje. Se turna a la Comisión de Transportes.

• Susana Mendoza Morales, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se solicita a la Comisión Nacional de
Pesca un informe detallado respecto de las regulaciones
expedidas para implantar el Programa de Protección a la
Vaquita en el Área de Refugio. Se turna a la Comisión
de Pesca.

Se reciben solicitudes de excitativas de los diputados:

• Alejandro Sánchez Camacho y Adrián Pedrozo Casti-
llo, del Partido de la Revolución Democrática, a las Co-
misiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Se-
guridad Social.

• Alberto Amador Leal, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, a las Comisiones Unidas de Presupuesto y
Cuenta Pública y de Desarrollo Social.

• Mónica Arriola, de Nueva Alianza, a la Comisión de
Justicia.

• Gerardo Escaroz Soler, del Partido Acción Nacional, a
la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias.

• Diputados de los partidos: Alternativa, Convergencia,
Nueva Alianza, del Trabajo y Verde Ecologista de Mé-
xico, a las Comisiones de Puntos Constitucionales, de
Justicia y de Seguridad Pública.

De conformidad con lo que establece el artículo 21, frac-
ción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
excita a las comisiones mencionadas para que emitan los
dictámenes correspondientes.

Se reciben solicitudes de excitativas de los diputados:

• José Antonio Díaz García, del Partido Acción Nacio-
nal, a la Subcomisión de Examen Previo. Se turna a las
Comisiones de Gobernación y de Justicia.

• Maricela Contreras Julián, Guadalupe Socorro Flores
Salazar y Martha Tagle Martínez, de los Partidos de la
Revolución Democrática y de Convergencia, al Senado
de la República. Se turna al Senado de la República.

• Cruz Pérez Cuellar, del Partido Acción Nacional, a las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de la Fun-
ción Pública. De conformidad con lo que establece el ar-
tículo 21, fracción XVI del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, se excita a las comisiones mencionadas pa-
ra que emita el dictamen correspondiente.

• Carlos Altamirano Toledo, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, solicitud de excitativa a las Comisio-
nes de Gobernación y de Justicia. Se remite a las Comi-
siones de Gobernación y de Justicia.
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La Secretaría da lectura al orden del día de la próxima se-
sión.

La Presidenta clausura la sesión a las 15 horas con 44 mi-
nutos y cita para la próxima que tendrá lugar el jueves 22
de noviembre de 2007 a las 11 horas.»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Proce-
da la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputada Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Apro-
bada el acta. Continúe la Secretaría, por favor.

DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente.

Distinguida diputada Ruth:

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 47 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, me
permito solicitar licencia por tiempo indefinido para sepa-
rarme del encargo como diputado federal, a partir del 30 de
noviembre del año en curso.

Lo hago de su conocimiento para que se realicen todos los
trámites conducentes.

Sin otro particular, reitero a usted la seguridad de mi aten-
ta y distinguida consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de noviembre de 2007.— Di-
putado Luis Rodolfo Enríquez Martínez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: En con-
secuencia, se ruega a la Secretaría poner a discusión los
puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo.

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al di-
putado Luis Rodolfo Enríquez Martínez, para separarse de
sus funciones como diputado federal electo en el distrito 6
de Baja California, a partir del 30 de noviembre del pre-
sente año.

Segundo. En su oportunidad llámese al suplente.

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueban. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo.

Señora Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Apro-
bados, comuníquense.

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por la presente hago de su conocimiento que a partir del 1
de diciembre del año en curso me reincorporo a mis activi-
dades como diputado federal, en virtud de haber solicitado
licencia a partir del 11 de agosto. 

Lo anterior, con la finalidad de que se realicen los trámites
administrativos y legales correspondientes. 

Sin más por el momento, reciba la más alta de mis consi-
deraciones. 



Atentamente 

México, DF, a 20 de noviembre de 2007.— Diputado Antonio Sánchez
Díaz de Rivera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: De en-
terada. Comuníquese.

ESTADO DE TABASCO

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Senado
de la República.—LX Legislatura.—Junta de Coordinación
Política.

Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta de la Mesa
Directiva de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sente.

Por este medio me permito comunicar a usted que en reu-
nión de la Junta de Coordinación Política del Senado de la
República celebrada el día de hoy se trató el tema relativo
a la proposición con punto de acuerdo suscrita por las se-
nadoras Rosalinda López Hernández y Claudia Corichi
García, ambas del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, relativa a las inundaciones en el
estado de Tabasco provocadas por las intensas lluvias y el
desfogue de la presa Peñitas, cuyo primer resolutivo a la le-
tra dice:

Primero. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo fede-
ral a emitir, en el ámbito de su competencia, decreto a
efecto que otorgue un periodo de suspensión de seis me-
ses del pago de las obligaciones derivadas de la contra-
tación de créditos con el Infonavit, el Fovissste y el Fo-
nacot a las personas que habiten en las zonas afectadas
por las inundaciones en el estado de Tabasco.

Asimismo, se solicita revisar la posibilidad de condonar
el pago de dicha deuda en un monto equivalente al 30
por ciento del saldo insoluto, así como los intereses ad-
yacentes o que se deriven del mismo.

Al respecto, la Junta de Coordinación Política acordó que
la propuesta de referencia se haga del conocimiento de la
colegisladora que usted dignamente preside.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para protestarle
mis respetos.

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2007.— Senador Manlio Fa-
bio Beltrones Rivera (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Senador Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente de la
Junta de Coordinación Política.— Presente.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha la senadora Claudia Sofía Corichi García, en
nombre propio y de la senadora Rosalinda López Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, presentó propuesta con punto de acuerdo re-
lativa a las inundaciones en el estado de Tabasco, provoca-
das por las intensas lluvias y el desfogue de la presa Peñi-
tas.

La Presidencia dispuso que el primer resolutivo de dicho
punto de acuerdo se turnara a la Junta de Coordinación Po-
lítica, mismo que se anexa.

Atentamente

México, DF, a 6 de noviembre de 2007.— Senador José González
Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«Proposición con punto de acuerdo relativo a las inunda-
ciones provocadas en el estado de Tabasco por las intensas
lluvias y el desfogue de la presa Peñitas

Presidente de la Mesa Directiva de la honorable Cámara de
Senadores.— Presente.

Las suscritas, Rosalinda López Hernández y Claudia Cori-
chi García, senadoras integrantes del Grupo Parlamentario
del PRD a la LX Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a consideración de esta soberanía
la presente proposición con punto de acuerdo, de urgente y
obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Todos conocemos la grave situación que impera en Tabas-
co, por lo que está de más abundar sobre el panorama de-
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solador que han dejado a su paso las intensas lluvias de los
frentes fríos números 4 y 5, así como el desfogue de la pre-
sa Peñitas, que han provocado desbordamientos de ríos e
inundaciones, paralizando prácticamente todas las activi-
dades de la entidad y dejando pérdidas materiales incalcu-
lables en la infraestructura pública y en el patrimonio de la
población damnificada.

Una vez más ha quedado de manifiesto la creciente vulne-
rabilidad de la población tabasqueña frente a fenómenos
naturales que ahora se presentan con mayor fuerza y fre-
cuencia, y que al mismo tiempo exhiben la nula prioridad
que se ha dado al tratamiento de un problema que de ma-
nera recurrente pone en riesgo el futuro de Tabasco.

Resulta inaceptable que la mayoría de la población tabas-
queña viva en un clima de zozobra; a nadie satisface pre-
sentar como inevitables los efectos de un fenómeno natu-
ral, sobre todo cuando en el pasado reciente han ocurrido
contingencias similares.

La gente no acepta, con razón, que ante la catástrofe sim-
plemente se argumente la presencia de lluvias extremas o
que el desfogue de la presa hidroeléctrica Peñitas era un
mal necesario, por el que inicialmente se liberaron 5 mil
metros cúbicos por segundo, es decir, 100 veces más de los
50 metros cúbicos por segundo que recibe el Distrito Fede-
ral para abastecerse.

No es menor lo que Tabasco aporta al desarrollo del país.
La gran contribución que hace esta entidad en materia
energética hace injustificable regatearle recursos. Además,
no debemos olvidar que estos desastres naturales no sólo
ponen en riesgo la vida y el patrimonio de la población, si-
no también la seguridad energética del país, debido a la red
de ductos de Petróleos Mexicanos que pasan por la entidad.

Tabasco ha sabido recuperarse de los desastres naturales, la
solidaridad de su gente y, en general, del pueblo mexicano
ha sido un paliativo importante para lograrlo; sin embargo,
la gravedad de la situación que hoy enfrenta, como la pér-
dida del 100 por ciento de los cultivos, los daños millona-
rios en infraestructura pública, en las viviendas, en la ga-
nadería, en el comercio, y de manera general a todos los
sectores productivos de la entidad, hacen necesario imple-
mentar políticas y estrategias que atiendan integralmente la
problemática.

Tabasco requerirá de grandes inversiones tanto para aten-
der la presente contingencia como para reducir la vulnera-

bilidad de su territorio y población ante catástrofes natura-
les, así como para atender de manera ágil y eficiente sus
efectos, como el riesgo de epidemias de dengue, paludismo
y cólera que pudieran presentarse cuando el nivel del agua
baje.

El desbordamiento de los ríos Grijalva, Carrizal, Samaria,
Mezcalapa, Teapa, Puyacatengo, La Sierra, Puxcatán y Pi-
chucalco no sólo han afectado el campo y las zonas popu-
lares; las inundaciones no respetan condición económica y
han llegado a regiones donde habitan personas de clase me-
dia alta y alta, aunque por supuesto quien más resiente los
embates es la población de bajos ingresos.

Desde esta tribuna aprovechamos para hacer un respetuoso
llamado a las autoridades de los tres niveles de gobierno a
no escatimar recursos para la atención de la población afec-
tada, y a no discriminar en el otorgamiento de las ayudas
a aquéllas personas con distinta filiación política o parti-
dista.

Asimismo, hacemos un especial llamado a la autoridad es-
tatal para que su reclamo no cese con la simple atención de
la contingencia, sino hasta conseguir que el gobierno fede-
ral se comprometa a invertir en las obras hidráulicas que la
entidad requiere, sería un crimen que con el argumento de
falta de recursos no fortaleciéramos los mecanismos de
protección y defensa del patrimonio y la vida de los tabas-
queños ante los embates de la naturaleza.

Los esfuerzos de la sociedad civil y de las diferentes auto-
ridades en el auxilio y rescate de los damnificados deben ir
acompañados de acciones inmediatas a fin restablecer la
actividad económica en el estado, como ha ocurrido en
otros casos ante desgracias de desastres naturales.

Por último, el gobierno federal ha anunciado el otorga-
miento tan sólo de algunos beneficios fiscales para el esta-
do de Tabasco, como son la de eximir de la obligación de
efectuar pagos provisionales de los impuestos sobre la ren-
ta y al activo, así como del pago de las tarifas eléctricas,
por lo que es necesario incluir en los beneficios a todos
aquéllos trabajadores que hayan contraído créditos con el
Infonavit, el Fovissste y el Fonacot y cuyas viviendas se
vieron seriamente afectadas, con la consecuente pérdida de
su valor comercial.

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos poner a
consideración de la asamblea el siguiente



Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal
a emitir, en el ámbito de su competencia, decreto a efecto
de que otorgue un periodo de suspensión de seis meses del
pago de las obligaciones derivadas de la contratación de
créditos con el Infonavit, el Fovissste y el Fonacot a las
personas que habiten en las zonas afectadas por las inun-
daciones en el estado de Tabasco.

Asimismo, se solicita revisar la posibilidad de condonar el
pago de dicha deuda en un monto equivalente al 30 por
ciento del saldo insoluto, así como los intereses adyacentes
o que se deriven del mismo.

Segundo. Se solicita a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados que analice la inclu-
sión, en el Presupuesto de Egresos de la Federación del año
2008, de una partida presupuestal especial y etiquetada de
reconstrucción de las zonas afectadas en el estado de Ta-
basco por las inundaciones provocadas por las intensas llu-
vias.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores, a los seis dí-
as del mes de noviembre de 2007.— Senadoras: Rosalinda López Her-
nández, Claudia Corichi García (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: De en-
terada. Remítase a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

CANAL DEL CONGRESO

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Diputados.— LX Legislatura.— Comisión Bicamaral del
Canal de Televisión del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta de la Mesa Di-
rectiva de la honorable Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto, le solicitamos atentamente hacer del co-
nocimiento del honorable Pleno de la Cámara de Diputa-
dos, que con fundamento en lo dispuesto por el artículo
132 numerales 1 y 2 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 13 in-

ciso a) del Reglamento del Canal de Televisión del Con-
greso General, el pasado jueves 15 de noviembre del pre-
sente año, se celebró la IX Sesión de la Comisión Bicama-
ral y se eligió a la nueva mesa directiva que conducirá los
trabajos del Canal del Congreso por el periodo que abarca
del 15 de noviembre de 2007 hasta el 15 de noviembre de
2008, para quedar como sigue:

Senador Carlos Sotelo García (PRD) presidente

Diputado Gerardo Lagunes Gallina (PRI) secretario

Diputado José Antonio Díaz García (PAN) secretario

Lo anterior conforme al acuerdo CB/LX/001, mismo que
se anexa a continuación.

Atentamente

México, DF, a 16 de noviembre de 2007.— Senador Carlos Sotelo Gar-
cía (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Comisión Bica-
maral del Canal de Televisión del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Acuerdo de la Comisión Bicameral del Canal de Televisión
del Congreso de la Unión.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 132 nume-
rales 1 y 2 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y el artículo 13 inciso a) del
Reglamento del Canal de Televisión del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión Bicamaral
del Canal de Televisión del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos toma el siguiente acuerdo para la
integración de la mesa directiva de la Comisión Bicamaral
del Canal de Televisión del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos por el periodo que abarca del 15 de
noviembre de 2007 al 15 de noviembre de 2008, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

I. Que la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece que la Comisión Bi-
camaral estará integrada por tres diputados y tres sena-
dores electos por el Pleno de cada Cámara a propuesta
de las respectivas Juntas de Coordinación Política.
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II. Que los integrantes de la Comisión Bicamaral fueron
designados de conformidad con el acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, aprobado por el Pleno de la Cá-
mara de Diputados en sesión del martes 24 de octubre, y
con fundamento en el acuerdo de la Junta de Coordina-
ción Política, aprobado por el pleno de la Cámara de Se-
nadores en sesión del jueves 9 de noviembre del 2006.

III. Que los diputados integrantes designados para el
desarrollo de los trabajos del Canal del Congreso en la
LX Legislatura del Congreso de la Unión, son: José An-
tonio Díaz García (PAN), Luis Sánchez Jiménez (PRD)
y Gerardo Lagunes Gallina (PRI). Y los senadores nom-
brados para participar en las tareas de conducción del
Canal del Congreso en la LX y LXI Legislaturas del
Congreso de la Unión, son: Carlos Jiménez Macías
(PRI), Marko Antonio Cortés Mendoza (PAN) y Carlos
Sotelo García (PRD).

IV. Que el Reglamento del Canal de Televisión del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, esta-
blece que la Comisión Bicamaral tendrá una mesa di-
rectiva integrada por una presidencia y dos secretarías,
electas de manera directa por los integrantes de la mis-
ma; dichas responsabilidades se ejercerán durante 12
meses, y serán rotatorias entre los grupos parlamenta-
rios representados en la comisión y alternada entre am-
bas Cámaras.

V. Que de conformidad con los precedentes existentes
en anteriores legislaturas, le corresponde al Partido de la
Revolución Democrática el presidir los trabajos de con-
ducción del Canal del Congreso.

Por lo anteriormente expuesto se emite el siguiente

Acuerdo

Número CB/LX/031/07. Para integrar la mesa directiva de
la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se desig-
na como presidente al senador Carlos Sotelo García, repre-
sentante del Partido de la Revolución Democrática, por el
periodo que abarca del 15 de noviembre de 2007 al 15 de
noviembre de 2008.

Como secretarios de la mesa directiva fungirán los diputa-
dos José Antonio Díaz García representante del Partido Ac-
ción Nacional y Gerardo Lagunes Gallina representante del
Partido Revolucionario Institucional, por el periodo que

abarca del 15 de noviembre de 2007 al 15 de noviembre de
2008.

Lo anterior a fin de ser consecuentes con la pluralidad en
la integración de las comisiones y subrayar el carácter bi-
camaral de esta comisión.

Legisladores integrantes de la Comisión Bicamaral, senadores: Marko
Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Carlos Jiménez Macías (rúbrica),
Carlos Sotelo García (rúbrica); diputados: José Antonio Díaz García
(rúbrica), Gerardo Lagunes Gallina y Luis Sánchez Jiménez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: De en-
terada.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordinación Po-
lítica.

Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en el artículo 8, tercer párra-
fo, del acuerdo relativo al orden del día de las sesiones, las
discusiones de los dictámenes y la operación del sistema
electrónico de votación, le pido atentamente que se someta
a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados el si-
guiente movimiento, solicitado por el diputado Emilio
Gamboa Patrón, coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional: 

• Que el diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma
Pereda cause alta como secretario en la Comisión de
Justicia.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente 

Palacio Legislativo, México, DF, a 20 de noviembre de 2007.— Dipu-
tado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Presidente.»



Se pregunta si se aprueba, en votación económica. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputada Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Apro-
bada. Continúe la Secretaría, por favor.

COMISION DE DESARROLLO RURAL

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordi-
nación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, relativo a la
modificación de la integración de la Comisión de Desarro-
llo Rural de la LX Legislatura

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 33,
34, numeral 1, inciso c), y 43 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del Pleno el siguiente proyecto de acuerdo
con base en las siguientes

Consideraciones

Primera. Que, de conformidad con lo establecido en el
artículo 39, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, las comi-
siones son órganos constituidos por el Pleno que contri-
buyen a que la Cámara de Diputados cumpla con sus
atribuciones constitucionales y legales;

Segunda. Que es atribución de la Junta de Coordinación
Política, prevista en el artículo 34, numeral 1, inciso c),
de la Ley Orgánica proponer al Pleno la integración de
las comisiones, con el señalamiento de la conformación
de sus respectivas mesas directivas;

Tercera. Que actualmente la Comisión de Desarrollo
Rural cuenta con 29 integrantes.

Cuarta. Que para configurar la Comisión de Desarrollo
Rural, la Junta de Coordinación Política ha considerado
la pluralidad y proporcionalidad representada en la Cá-
mara, tanto para realizar su integración, así como para
realizar las propuestas de los diputados que deban pre-
sidir y fungir como secretarios de dicho órgano legisla-
tivo, de tal suerte que se refleje la proporción a la que
hace referencia el artículo 43 del citado ordenamiento.

Con base en las consideraciones señaladas y con funda-
mento en los artículos 33, 34, numeral 1, inciso c), 39 y 43,
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se somete a consideración del Pleno el
siguiente

Acuerdo

Primero. Que la diputada Irma Piñeyro Arias, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza, se integra a la Comisión
de Desarrollo Rural.

Segundo. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria e insérte-
se en el Diario de los Debates.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 20 de noviembre de
2007.— Diputado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Presidente y Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Di-
putado Javier González Garza, Coordinador del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática; Diputado Emilio Gamboa
Patrón (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional; Diputada Gloria Lavara Mejía (rúbrica),
Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México; Diputado Alejandro Chanona Burguete, Coordinador del Gru-
po Parlamentario de Convergencia; Diputado Ricardo Cantú Garza
(rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo; Diputado Miguel Ángel Jiménez Godínez (rúbrica), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza; Diputada Aída
Marina Arvizu Rivas (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario
del Partido Alternativa Socialdemócrata.»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa, sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa. 

Mayoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Apro-
bado. Comuníquese.
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ESTADO DE SONORA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sonora.— Her-
mosillo.— Secretaría.

Honorable Congreso de la Unión.— Presente.

El Congreso del estado de Sonora, en sesión celebrada el
día de hoy, tuvo a bien, aprobar, el siguiente

Acuerdo número 129

Único. El Congreso del estado de Sonora, en ejercicio del
derecho de iniciativa previsto por el artículo 71, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y su correlativo 64, fracción I, de la Constitución
Política del Estado de Sonora, resuelve presentar ante el
Congreso de la Unión, iniciativa de

Decreto

Primero. Se reforman los artículos 3o., párrafo primero y
las fracciones III, V y VI y 31, fracción I, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción. El Estado –federación, estados, Distrito Federal y
municipios–, impartirá educación preescolar, primaria, se-
cundaria y media superior. La educación preescolar, la pri-
maria y la secundaria conforman la educación básica, y con
la media superior, conforman la educación obligatoria.

…

I. y II. …

…

a) a c) …

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el se-
gundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo federal
determinará los planes y programas de estudio de la
educación preescolar, primaria, secundaria y media su-
perior y normal para toda la república. Para tales efec-
tos, el Ejecutivo federal considerará la opinión de los
gobiernos de las entidades federativas y del Distrito Fe-

deral, así como de los diversos sectores sociales involu-
crados en la educación, en los términos que la ley seña-
le.

IV. ...

V. Además de impartir la educación preescolar, prima-
ria, secundaria y media superior señaladas en el primer
párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos
y modalidades educativos –incluyendo a la educación
inicial y a la educación superior– necesarios para el des-
arrollo de la nación; apoyará la investigación científica
y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de
nuestra cultura.

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos
sus tipos y modalidades. En los términos que establezca
la ley, el Estado otorgará y retirará el reconocimiento de
validez oficial a los estudios que se realicen en plante-
les particulares. En el caso de la educación preescolar,
primaria, secundaria, media superior y normal, los par-
ticulares deberán:

a) y b) …

VII y VIII. …

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escuelas
públicas o privadas, para obtener la educación preesco-
lar, primaria, secundaria, media superior y reciban la
militar en los términos que establezca la ley.

II. a IV. …

Segundo. Se reforman los artículos 3o., 4o., 8o. y 9o. de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 3o. El Estado está obligado a prestar servicios
educativos para que toda la población pueda cursar la edu-
cación preescolar, primaria, secundaria y media superior.
Estos servicios se prestarán en el marco del federalismo y
la concurrencia previstos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de
la función social educativa establecida en la presente ley.

Artículo 4o. Todos los habitantes del país deben cursar la
educación preescolar, la primaria, la secundaria y la media
superior.



Es obligación de los mexicanos hacer que sus hijos o pupi-
los menores de edad cursen la educación preescolar, la pri-
maria, la secundaria y la media superior.

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que el
Estado y sus organismos descentralizados impartan –así
como toda la educación preescolar, la primaria, la secun-
daria, la media superior, la normal y demás para la forma-
ción de maestros de educación básica que los particulares
impartan– se basará en los resultados del progreso científi-
co; luchará contra la ignorancia y sus causas y efectos; las
servidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación
de estereotipos y la discriminación, especialmente la ejer-
cida en contra de las mujeres. Además:

I. a III. …

Artículo 9o. Además de impartir la educación preescolar,
la primaria, la secundaria y la media superior, el Estado
promoverá y atenderá –directamente, mediante sus orga-
nismos descentralizados, a través de apoyos financieros, o
bien, por cualquier otro medio– todos los tipos y modali-
dades educativos, incluida la educación superior, necesa-
rios para el desarrollo de la nación, apoyará la investiga-
ción científica y tecnológica, y alentará el fortalecimiento
y la difusión de la cultura nacional y universal.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La autoridad educativa federal deberá, a la en-
trada en vigor del presente decreto, instalar comisiones téc-
nicas y de consulta, con las demás autoridades educativas
del país, para iniciar un proceso tendiente a la transforma-
ción estructural, curricular y laboral de la educación media
superior.

Tercero. La autoridad educativa federal deberá instalar co-
misiones técnicas y de consulta con las demás autoridades
educativas del país para iniciar un proceso tendiente a la re-
visión de los planes, programas y materiales de estudio para
establecer, en el ejercicio de sus facultades constitucionales,
los nuevos programas de estudio de la educación media su-
perior.

Cuarto. La educación media superior será obligatoria, pa-
ra todos los estudiantes, a partir del ciclo escolar 2008-
2009, implantándose esta obligatoriedad de manera gra-

dual hasta universalizar dicho servicio en todo el país, con-
forme a la disponibilidad presupuestal que al efecto se
cuente en los distintos ámbitos de gobierno.

Quinto. Los presupuestos federal, estatal, del Distrito Fe-
deral y municipales, conforme a la disponibilidad que al
efecto se cuente, incluirán los recursos necesarios para la
construcción, ampliación y equipamiento de la infraestruc-
tura suficiente para la cobertura progresiva de los servicios
de educación media superior, con sus correspondientes
programas de formación del personal docente, así como de
dotación de materiales de estudio gratuitos, para maestros
y alumnos. Para las comunidades rurales alejadas de los
centros urbanos y las zonas donde no haya sido posible es-
tablecer infraestructura para la prestación del servicio de
educación media superior, las autoridades educativas fede-
rales, en coordinación con las locales, establecerán los pro-
gramas especiales que se requieran y tomarán las decisio-
nes pertinentes para asegurar el acceso de los aspirantes a
cursar la educación media superior.

Sexto. Los gobiernos estatales y del Distrito Federal cele-
brarán, con el gobierno federal, convenios de colaboración
que les permitan cumplir con la obligatoriedad de la edu-
cación media superior, en los términos establecidos en los
artículos anteriores.

Séptimo. Al entrar en vigor el presente decreto deberán
impulsarse las reformas y adiciones a la Ley General de
Educación y demás disposiciones legales aplicables en la
materia.

Lo que nos permitimos comunicar a usted para su conoci-
miento.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Hermosillo, Sonora, a 6 de noviembre de 2007.— Diputados: Reynal-
do Millán Cota, Próspero Manuel Ibarra Otero (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Túrne-
se a la Comisión de Puntos Constitucionales.

Esta Presidencia, a nombre del pleno, da la más cordial bien-
venida al Colegio de Bachilleres de Pajacuarán, Michoacán,
y a la escuela secundaria técnica número 1, Andrés Álvaro
García, de Santiago Tianguistenco, Estado de México. Sean
ustedes bienvenidos.
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LEY DE COORDINACION FISCAL

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Ulises Ramírez Núñez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley de Co-
ordinación Fiscal.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se remitiera a
la Cámara de Diputados, misma que se anexa.

Atentamente

México, DF, a 20 de noviembre de 2007.— Senador José González
Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«Iniciativa de reforma a la Ley de Coordinación Fiscal pre-
sentada por el senador Ulises Ramírez Núñez, del Grupo
Parlamentario del PAN.

Honorable Asamblea:

El suscrito, senador de la república de la LX Legislatura
del Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II, y 72 inciso h) de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 55 fracción II y 62 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, someto a la consideración de la Cámara de Diputa-
dos, por su conducto, la presente iniciativa con proyecto de
decreto a la Ley de Coordinación Fiscal, para instrumentar
la figura del presupuesto participativo en la aplicación de
los recursos del Fondo de Infraestructura Social, del Ramo
33, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

El evolucionar de la técnica presupuestal ha pasado de ser
un instrumento de control negativo hacia uno de control
positivo, y de manifestar una naturaleza de tipo neutral ha-
cia una de tipo política. En el contexto actual del proceso
presupuestario, las instituciones han creado un sinnúmero
de redes de participación, donde los diversos actores y or-

ganismos constituyen una parte fundamental para la lógica
del funcionamiento de dicho proceso presupuestario, ya
que en éste se generan sinergias positivas o negativas, se-
gún sea el interés o fin de cada participante. Asimismo, en
este marco de acción, se pueden visualizar las posibilida-
des y limitaciones que en diversos escenarios experimenta
un Estado vasto, complejo y moderno, y como en el accio-
nar de este proceso presupuestario se han explorado diver-
sos mecanismos de distribución y gestión de los recursos
económicos, con el fin de atender la demanda ciudadana.

La escasez de los recursos económicos públicos matiza, en
mayor medida, la competencia de las instituciones guber-
namentales por alcanzar a éstos; al mismo tiempo, esto
provoca que la sociedad se motive a involucrarse en las de-
cisiones públicas y a estar más atenta de los resultados al-
canzados por la gestión de dichos recursos.

La utilidad de los estudios comparativos en torno al proce-
so presupuestario que se implementa en otros países abren
la posibilidad de identificar una amplia gama de opciones
que conlleven a considerar otras líneas de acción para el pro-
ceso presupuestario en México, sin que por ello se tenga que
ajustar la realidad mexicana a un modelo en particular; sino
por el contrario, diseñar nuestro propio modelo de acuerdo
a las condiciones y necesidades de nuestro país.

La modalidad del presupuesto participativo en la ejecución
del gasto público ha sido practicada en algunos gobiernos
locales de Brasil y Perú, donde se ha logrado alcanzar un
alto consenso social, al hacer partícipe a la ciudadanía de
los asuntos públicos, que han derivado en decisiones con-
juntas entre gobierno y sociedad. La aplicación de esta mo-
dalidad presupuestaria ha logrado sustituir las políticas gu-
bernamentales ineficientes por políticas públicas efectivas
para el desarrollo de las localidades en estos países.

En México se han hecho ejercicios cercanos a lo que podría
ser considerado una modalidad de presupuesto participati-
vo; en particular dos municipios del estado de México: en
Tlalnepantla y en Ecatepec, donde el gobierno municipal
actual lo está implementando, pero dicho ejercicio se ha
instrumentado con recursos públicos que tienen su origen
en la categoría de ingresos propios.

Los gobiernos de estos dos municipios han encontrado en
esta modalidad de participación social la posibilidad de
romper la barrera que todo individuo tiene para cumplir
con su obligación tributaria. El ciudadano en general con-
sidera que los recursos que entrega al gobierno vía im-



puestos no representa para éste un beneficio palpable o in-
mediato en su persona, porque el impuesto que paga se uti-
liza para el financiamiento de servicios públicos, servicios
que se caracterizan por contar con las dos propiedades de
todo bien público: a) no excluyente; y b) no rivalidad; si-
tuación que al ciudadano en general lo desmotiva para con-
tribuir a su financiamiento y por el contrario se crean in-
centivos para beneficiarse de estos servicios públicos que
se financian con los impuestos que otros pagan o con in-
gresos públicos que provienen de la modalidad de ingresos
no tributarios (derechos, productos y aprovechamientos).

El hecho de ejercer la figura del presupuesto participativo
con estos recursos (ingreso propios de los municipios), les
ha permitido a estos dos municipios impactar directamente
en las comunidades que más aportan al erario público local
y a su vez han logrado que los ciudadanos de dichas co-
munidades perciban que sus impuestos se aplican directa-
mente a sus necesidades más apremiantes, generando con
ello un círculo virtuoso que fomenta en sus ciudadanos una
cultura de pago de sus impuestos.

En esta práctica presupuestal puede sumar a las bondades
que en el párrafo anterior se mencionaron, la posibilidad de
una mayor efectividad en cuanto al logro de los objetivos
que se busca alcanzar con la gestión de los recursos econó-
micos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura
Social (FAIS), que los estados y municipios de nuestro pa-
ís aplican para obra pública, vía el Ramo 33, que son re-
cursos etiquetados y cuyo antecedente en el Ramo 26, de-
nominado “Superación de la pobreza”. Sin embargo, la
aplicación de estos recursos, de acuerdo al marco normati-
vo que actualmente se establece en la Ley de Coordinación
Fiscal en su artículo 33, en general no ha logrado revertir
la pobreza en nuestro país, sobre todo en cuanto a la in-
fraestructura social.

La factibilidad de instrumentar la figura del presupuesto
participativo en la aplicación de los recursos del FAIS, es
propicia ya que actualmente la misma Ley de Coordinación
Fiscal establece en la fracción II, del párrafo tercero, del ar-
tículo 33, que los estados y municipios deberán promover
la participación de las comunidades beneficiarias; en la
práctica, sólo es en el ámbito municipal donde realmente se
exige la autorización (vía firma) de los comités de partici-
pación ciudadana, para poder liberar la aplicación de estos
recursos, ya que en los recursos del Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social Estatal se establece que de-
berán destinarse para obras y acciones de alcance o ámbito
de beneficio regional o intermunicipal, por lo que la parti-

cipación de las comunidades beneficiarias es muy difícil
comprobarla o ejercerla.

La viabilidad del presupuesto participativo en el actual es-
quema de ejercicio de los recursos del FAIS agregaría al
esquema normativo del capítulo V de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, el aspecto del cómo se deben aplicar los recur-
sos económicos de este fondo; es decir, al incorporar la fi-
gura del presupuesto participativo en la gestión de los
recursos para infraestructura social, se buscaría comple-
mentar al aspecto que indica, en qué se deben aplicar estos
recursos, otro más que indique, cómo se deben aplicar di-
chos recursos, donde la finalidad prioritaria sea cumplir
con las expectativas de demanda de las comunidades loca-
les, aunada a la premisa de que “el auditor más honesto y
responsable es el ciudadano, dado que en éste recae el efec-
to y la causa de la acción pública del gobierno”.

Finalmente, otro aspecto positivo que se logra al adoptar
esta modalidad de presupuesto, es la de fomentar la parti-
cipación social, al proponer que en la gestión de los recur-
sos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura So-
cial Estatal, se dé en un marco de participación real de los
municipios de cada entidad federativa, y en la gestión de
los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestruc-
tura Social Municipal, se dé en un marco de participación
real de la sociedad local de cada municipio.

Por lo anteriormente expuesto, y con el fin de involucrar en
mayor medida a la sociedad mexicana en la toma de deci-
siones, e implementación de las políticas públicas que nos
permita consolidar una real participación ciudadana en el
ámbito municipal, y una efectiva participación de los go-
biernos municipales en el ámbito estatal, que conlleve a
una solidad transparencia y rendición de cuentas en la ges-
tión de los recursos económicos del Ramo 33, para con ello
contribuir al fortalecimiento del principio de democracia
participativa, someto a la consideración de esta honorable
asamblea la presente

Iniciativa de reforma a la Ley de Coordinación Fiscal
en su artículo 33

Artículo único. Se reforma la fracción II y IV del tercer
párrafo del artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal,
para quedar como sigue:

“Artículo 33. ....

....
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Adicionalmente, los estados y municipios podrán destinar
hasta el 3 por ciento de los recursos correspondientes en
cada caso, para ser aplicados como gastos indirectos a las
obras señaladas en el presente artículo. Respecto de dichas
aportaciones, los estados y los municipios deberán:

I. ....

II. Promover la participación de las comunidades bene-
ficiarias, mediante la instrumentación de la figura del
presupuesto participativo; entendiendo por esta mo-
dalidad de presupuesto la participación activa y ve-
rificable de los ciudadanos en el caso de los recursos
destinados a los municipios y de los gobiernos muni-
cipales de la región impactada en el caso de los re-
cursos destinados a los estados. La instrumentación
del Presupuesto Participativo tendrá como fin, el
transparentar el destino, aplicación y vigilancia de
los recursos del Fondo de Aportaciones para la In-
fraestructura Social, así como la programación, ejecu-
ción, control, seguimiento y evaluación de las obras y
acciones que se vayan a realizar con dichos recursos.

III. ....

IV. Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social
la información que le sea requerida, en cuanto a la
utilización del Fondo de Aportaciones para la In-
fraestructura Social y la que indique sobre la moda-
lidad en la utilización del presupuesto participativo
para la aplicación de dicho fondo. En el caso de los
municipios lo harán por conducto de los estados; y

V. ....

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede del Senado de la República, a 20 de noviembre de
2007.— Senadores: Ulises Ramírez Núñez, Héctor Pérez Plazola, Gui-
llermo Padrés Elías, Ernesto Saro Boardman, Martha Leticia Sosa Go-
vea, Francisco Javier Obregón Espinoza, Alejandro González Yáñez,
Fernando Elizondo Barragán, (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Túrne-
se a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, la senadora Martha Leticia Sosa Govea, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
una fracción IX al artículo 25; se adiciona un artículo 47
Bis, y se reforma el primer párrafo del artículo 49 de la Ley
de Coordinación Fiscal.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo se re-
mitiera a la Cámara de Diputados, mismo que se anexa.

Atentamente

México, Distrito Federal, a 20 de noviembre de 2007.— Senador José
González Morfín (rúbrica), Vicepresidente.»

«La que suscribe, senadora Martha Leticia Sosa Govea, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, de con-
formidad con las disposiciones del artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y de los artículos 55, fracción II, y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea la presente iniciativa al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La situación de la industria portuaria antes de 1993 reque-
ría modificaciones sustantivas en su organización, que per-
mitieran generar mejores resultados en términos de creci-
miento, eficiencia y finanzas de los puertos. En este sentido,
el 1 de julio se emitió la Ley de Puertos, y al año siguiente
su respectivo reglamento, los cuales establecieron las dis-
posiciones de un nuevo modelo portuario para el país, a
través de tres elementos básicos: descentralización, priva-
tización y competencia.

Así nacieron las Administraciones Portuarias Integrales
(APIS), como sociedades mercantiles paraestatales, cuyo



objeto social es la construcción, administración, operación
y prestación de servicios portuarios, teniendo además, au-
tonomía administrativa y financiera, y recibiendo la conce-
sión para el “uso, aprovechamiento y explotación de la in-
fraestructura portuaria existente, así como de las áreas de
terreno y aguas que forman los recintos portuarios”.

A la fecha existen 24 APIS: 16 federales, 5 estatales, 1 pri-
vada y 2 a cargo del Fondo Nacional de Fomento al Turis-
mo, las cuales tiene en concesión 64 lugares: 47 puertos, 11
terminales y 6 áreas portuarias. Estas administraciones por-
tuarias, como empresas estatales, operan con las reglas de
la Ley de Puertos, siendo coordinadas por la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a través de la Coordinación
General de Puertos y Marina Mercante.

La creación de las APIS ha permitido transparentar las fi-
nanzas de los puertos, además de que las estadísticas al res-
pecto muestran un importante saldo positivo en la mayoría
de ellos, lo que ha permitido incrementar la inversión en
montos significativos en los mismos puertos, sujeta a un
programa maestro de desarrollo.

Cabe señalar que los puertos, por la importancia adquirida,
se han convertido en espacios estratégicos para el desarro-
llo nacional y para el progreso de las diversas regiones del
país, así como para la generación de fuentes de empleos, de
tal manera que en el año 2006 el valor del comercio exte-
rior movilizado por los puertos fue de aproximadamente 80
mil millones de dólares, y el monto de los impuestos paga-
dos por el subsector marítimo portuario fue superior a los
125 millones de dólares, de acuerdo a un estudio realizado
con la metodología del Centro de Investigación y Docencia
Económicas (CIDE).

Contrario sensu, la actividad portuaria ha provocado una
mayor demanda de servicios al municipio, como son los
de: alumbrado público, infraestructura vial, suministro de
agua, infraestructura de drenaje, etc., además de que tiene
ciertas repercusiones sobre la población, vinculadas a la
contaminación ambiental y al desgaste de las vialidades; de
manera particular provoca problemas de congestionamien-
to y ruido por el paso del ferrocarril y de los tractocamio-
nes para el ingreso y desalojo de las mercancías. 

De esta forma, hoy por hoy, los puertos mexicanos son un
motor del desarrollo de los estados y hasta de las regiones
de influencia; sin embargo, los municipios donde se en-
cuentran no reciben un beneficio directo de tener un puer-

to en su territorio, salvo el que son fuentes de empleo para
los habitantes; teniendo en contraparte una serie de incon-
veniencias como son: deterioro de vialidades, congestiona-
miento del tráfico, inseguridad, mayores riesgos de acciden-
tes automovilísticos, mayor incidencia de contaminación
física y auditiva, etc., además de generar una mayor deman-
da de servicios públicos al ayuntamiento correspondiente, y
de que en el actual contexto de un federalismo renovado,
no existe la vinculación puertos - ciudades que tanto se re-
quiere. En diversas ocasiones se ha expuesto la situación
que enfrentan los municipios que abastecen las operacio-
nes portuarias. Basta mencionar los esfuerzos realizados
por el propio legislativo en aras de modificar el ordena-
miento jurídico, de tal forma que los municipios puedan
contar con los recursos que requieren para su crecimiento.

Es por ello que México, en el tránsito hacia la consolida-
ción del desarrollo social, el bien común y la estabilidad
económica, requiere del establecimiento de sinergias y de
esfuerzos conjuntos, que se expresen a partir de la comu-
nión entre la federación, los estados y los municipios, para
realizar acciones encaminadas a impulsar las políticas so-
ciales a través de una adecuada coordinación entre los tres
órdenes de gobierno.

De las iniciativas recientes hay que recordar que la sena-
dora Silvia Asunción Domínguez López, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó en abril de 2006 una propuesta cuyo objetivo era el de
crear una partida en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración del Ejercicio Fiscal 2006, para destinar recursos al
programa de vinculación puerto-ciudad, cuya fuente de fi-
nanciamiento habrían sido los recursos fiscales provenien-
tes de las participaciones federales a estados y municipios,
así como los recursos propios de las Administraciones Por-
tuarias Integrales (APIS).

Análogamente, en septiembre del año en curso el senador
Ulises Ramírez Núñez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, presentó una iniciativa de ley para
adicionar un artículo a la Ley de Coordinación Fiscal, cu-
yo propósito es establecer convenios entre la federación,
los estados y municipios en donde existan puertos, para
descentralizar hacia los gobiernos locales un porcentaje de
las contraprestaciones que las sociedades mercantiles de
las APIS aportan al gobierno federal.

Por todo lo antes expuesto, el objetivo fundamental de la
presente iniciativa es tender puentes de entendimiento para
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definir los mecanismos de colaboración entre los tres órde-
nes de gobierno, a fin de apuntalar el camino que nos per-
mita transitar hacia el federalismo real, en el que no exis-
tan canonjías ni privilegios, sino la expresión del ejercicio
pleno de los derechos que otorga el pacto federal, y que a
partir de la colaboración entre esos órdenes de gobierno se
pueda proveer a los municipios de los instrumentos que les
permitan ampliar la cobertura y calidad de los servicios que
exige la ciudadanía, a fin de incrementar los niveles de vi-
da y cumplir con las responsabilidades que les confieren
sus atribuciones constitucionales, relativas a satisfacer la
demanda de bienes y servicios de los pobladores de esos
municipios.

No está de más recordar el significado etimológico del vo-
cablo federalismo que proviene del latín “foedus-oris” y
significa “unión, alianza, pacto, acuerdo”; en este sentido,
el término federalismo hace referencia al arreglo político
institucional, basado en una distribución funcional y terri-
torial del poder entre un ámbito central y otros ámbitos lo-
cales; es decir, estados, municipios o territorios, indepen-
dientes o federados, los cuales participan de un pacto que
se sustenta en la Constitución, permitiendo integrar a las
unidades relativamente autónomas en una entidad superior
que salvaguarda sus necesidades propias.

A partir de estas consideraciones se hace necesaria la crea-
ción de un fondo de aportaciones para el fortalecimiento de
los puertos-ciudades, adicionando la fracción IX, en el ar-
tículo 25, de la Ley de Coordinación Fiscal, para incluir es-
te nuevo concepto.

Asimismo, se propone la creación del artículo 47 Bis a la
Ley de Coordinación Fiscal, que determinará las formas de
financiamiento que regularán dicho fondo, de tal manera
que los recursos a aplicar provengan de las contrapresta-
ciones que pagan mensualmente las APIS a la federación y
se distribuirán de manera proporcional a lo aportado, entre
los municipios portuarios. Este fondo, como se verá en el
propio artículo, enterará mensualmente por la federación a
los estados, y por conducto de éstos a los municipios.

Por otra parte, considerando que en el artículo 49 de la Ley
de Coordinación Fiscal se determinan las características de
los fondos que comprende esta ley, así como lo relativo a
la administración y ejercicio de las aportaciones federales,
estableciéndose que los fondos no serán embargables, ni
los gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna cir-
cunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía o destinarlas
a mecanismos de fuente de pago; es que se estima indis-

pensable que dicho artículo contemple en sus disposiciones
el artículo número 47 Bis, que se propone con esta inicia-
tiva.

Estamos convencidos de que ninguno de los grupos parla-
mentarios representados en esta Cámara y en la colegisla-
dora, dejará de reconocer la necesidad de proveer a los mu-
nicipios de los instrumentos que les permitan ampliar la
cobertura y la calidad de los servicios que exige la ciuda-
danía, para incrementar los niveles de vida, y para cumplir
con las responsabilidades que les confieren sus atribucio-
nes constitucionales; y de que con esta iniciativa se contri-
buye además a la consolidación del federalismo, a través
de la cooperación institucionalizada del gobierno federal
en la economía municipal, para la realización de obras de
infraestructura en los municipios portuarios que cuentan
con las 24 Administraciones Portuarias Integrales del país.
Dichas administraciones no serán afectadas en sus finan-
zas, porque esa erogación no representa un desembolso de
sus ingresos ni un nuevo impuesto, sino que dicho fondo se
integrará con el porcentaje propuesto de las contrapresta-
ciones que se le pagan mensualmente a la federación, sin
causar perjuicio alguno a la estabilidad en la planeación y
el desarrollo económico de los puertos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona una fracción IX, al artículo 25; se adi-
ciona un artículo 47 Bis, y se reforma el primer párrafo del
artículo 49, de La Ley de Coordinación Fiscal, para quedar
como sigue:

Articulo 25........

I A VIII....

IX. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento
de los Puertos-Ciudades.

Artículo 47 Bis. El Fondo de Aportaciones para el Forta-
lecimiento de los Puertos-Ciudades se determinará
anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción y se integrará por el 30 por ciento de las contra-
prestaciones que pagan mensualmente las Administrado-
ras Portuarias Integrales, de conformidad con el artículo
37 de la Ley de Puertos, y se distribuirá de manera pro-
porcional a lo aportado, entre los municipios que cuen-



ten con esas Administradoras Portuarias Integrales
dentro de su territorio.

Los recursos de este fondo se destinarán exclusivamen-
te a la inversión en infraestructura social municipal,
consistente en: urbanización municipal, proyectos de
instalación y mantenimiento de servicios de alumbrado
público, instalación y mantenimiento de redes para el
suministro de agua potable, instalación y mantenimien-
to de redes para los servicios de alcantarillado, drenaje
y letrinas; así como para la construcción de vialidades,
accesos, puentes, túneles y pasos a desnivel.

Respecto a los recursos del Fondo de Aportaciones pa-
ra el Fortalecimiento de los Puertos-Ciudades, los mu-
nicipios deberán:

I. Hacer del conocimiento de sus habitantes los mon-
tos que reciban, las obras y acciones a realizar en ca-
da ejercicio presupuestal, el costo unitario, su ubica-
ción, las metas a lograr y el número de beneficiarios
de esas obras y acciones, e informar asimismo a sus
habitantes, al término de cada ejercicio, sobre los re-
sultados alcanzados;

II. Promover la participación ciudadana en las ciu-
dades y comunidades beneficiarias de este fondo en
el destino, aplicación y vigilancia del mismo, así co-
mo en la programación, ejecución, control, segui-
miento, evaluación de las obras y acciones que se va-
yan a realizar;

III. Proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público la información que sobre la utilización
del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento
de los Puertos-Ciudades le sea requerida por esa de-
pendencia federal.

V. Cuidar que las obras que se realicen con los re-
cursos del fondo sean compatibles con la preserva-
ción y protección del medio ambiente, y que impul-
sen el desarrollo sustentable.

Este fondo enterará mensualmente en los primeros diez
meses del año a los estados por conducto de la federa-
ción y a los municipios portuarios a través de sus res-
pectivas entidades federativas, de manera ágil y direc-
ta, sin más limitaciones ni restricciones, incluyendo las
de carácter administrativo, que las correspondientes a
los fines que se establecen en este artículo.

Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con
cargo a los fondos a que se refiere este capítulo reciban las
entidades federativas y, en su caso, los municipios y las de-
marcaciones territoriales del Distrito Federal, no serán em-
bargables, ni los gobiernos correspondientes podrán, bajo
ninguna circunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía o
destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo
dispuesto en el artículo 50 de esta ley. Dichas aportaciones
y sus accesorios en ningún caso podrán destinarse a fines
distintos a los expresamente previstos en los artículos 26,
29, 33, 37, 40, 42, 45, 47, y 47 Bis de esta ley.

.......

........

I aIV....
.......
.......
.......

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Consecuentemente se propondrá la adecuación
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal correspondiente, para la aportación constituti-
va del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
los Puertos-Ciudades.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 20 de no-
viembre de 2007.— Senadores: Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica),
Eva Contreras Sandoval (rúbrica), Jaime Rafael Díaz Ochoa (rúbrica),
Luis Alberto Coppola Joffroy (rúbrica), Rosalía Peredo Aguilar (rúbri-
ca).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Túrne-
se a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: El si-
guiente punto del orden del día son las iniciativas de diputa-
dos. Esta Presidencia recibió de la diputada Marina Arvizu
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Rivas, del Grupo Parlamentario de Alternativa, iniciativa
que reforma y adiciona los artículos 26 y 30 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos. 

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 26 y 30 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo de la diputada Marina Arvizu Ri-
vas, del Grupo Parlamentario de Alternativa

La suscrita, diputada Marina Arvizu Rivas, integrante del
Grupo Parlamentario de Alternativa Socialdemócrata en es-
ta Cámara de Diputados a la LX Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía popu-
lar la presente iniciativa, que contiene proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 26 y 30 de la Ley Orgá-
nica del Congreso de la Unión, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. El artículo 70 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece lo siguiente

Artículo 70. Toda resolución del Congreso tendrá ca-
rácter de ley o decreto. Las leyes o decretos se comuni-
carán al Ejecutivo firmados por los presidentes de am-
bas Cámaras y por un secretario de cada una de ellas, y
se promulgarán en esta forma: “El Congreso de los Es-
tados Unidos Mexicanos decreta”:

El Congreso expedirá la ley que regulará su estructura y
funcionamiento internos.

La ley determinará las formas y procedimientos para la
agrupación de los diputados, según su afiliación de par-
tido, a efecto de garantizar la libre expresión de las co-
rrientes ideológicas representadas en la Cámara de Di-
putados.

Esta ley no podrá ser vetada ni necesitará de promulga-
ción del Ejecutivo federal para tener vigencia.

El tercer párrafo del citado artículo constitucional estable-
ce la base de regulación de los grupos parlamentarios en la
Cámara de Diputados.

Segundo. Tal artículo sólo ha sido modificado en una oca-
sión desde la promulgación de la Constitución vigente en
1917. Tal modificación consistió precisamente en adicio-
nar el tercer párrafo del citado artículo en 1977, acorde con
la reforma política de aquel año y que tuvo por motivo am-
pliar la presencia de las fuerzas políticas en los órganos de
representación política del país.

En otros términos, la incorporación en el marco constitu-
cional de la figura del agrupamiento de legisladores en la
Cámara de Diputados no puede disociarse del espíritu del
legislador por garantizar una efectiva representación de las
fuerzas políticas en el país.

Tercero. Bajo esta perspectiva, el agrupamiento de los di-
putados que establece nuestra Carta Magna no puede con-
cebirse como un mero capricho o afán regulatorio, sin más,
sino que tiene un objetivo preciso, definido en la propia
Constitución General de la República, consistente en “ga-
rantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas re-
presentadas en la Cámara de Diputados”.

En virtud de lo anterior los grupos parlamentarios, como la
propia ley que establece la forma y procedimiento para tal
agrupamiento, se encuentran sujetos a tal finalidad, la ga-
rantía de libre expresión de las corrientes ideológicas re-
presentadas en la Cámara de Diputados, y en consecuencia,
ello constituye el bien jurídico tutelado por la disposición
constitucional en comento.

Efectivamente, desde la reforma política de 1977, o inclu-
so desde la ley electoral que le antecedió y que regulaba la
existencia de los diputados de partido, tal disposición alu-
de a un rasgo característico y particular de la Cámara de
Diputados, como lo es el de la pluralidad de su confor-
mación. Es decir, la Cámara de Diputados ha sido el es-
pacio natural de representación política en donde desem-
boca la más amplia pluralidad de corrientes ideológicas
del país.

Cuarto. La Ley Orgánica del Congreso de la Unión vigen-
te data de 1999, pero tuvo como antecedente la aprobada
en 1979. Esta última, es preciso recordar, surge precisa-
mente en función de la reforma al artículo 70 constitucio-
nal, toda vez que la Carta Magna establece con dicha adi-
ción la existencia de una ley, y no sólo del Reglamento
correspondiente. Por consiguiente, existe una derivación
directa entre la reforma constitucional de 1977, que amplió
y consolidó la pluralidad política en la Cámara de Diputa-
dos y la propia Ley Orgánica del Congreso de la Unión,



que establece la regulación particular de los propios grupos
parlamentarios.

La Ley Orgánica de 1979 establecía en su artículo 40, los
requisitos constitutivos para conformar un grupo parla-
mentario, prácticamente en los mismos términos que, co-
mo hoy, se observan en el artículo 26, particularmente en
lo referente al número de diputados que la integraban, cin-
co legisladores.

Tal número de legisladores nunca ha sido modificado des-
de aquel momento. De la discusión que se observa en el
Diario de Debates en torno a la Ley Orgánica no existe re-
ferencia explícita sobre dicho número, el cual, sin embar-
go, corresponde al mínimo de diputados que, al rebasar el
umbral electoral, se otorgaban mediante la ley electoral
que introdujo la figura de “diputados de partido”. Es decir,
los 5 diputados que, al menos, se asignaban a cada partido
político que refrendaba su registro en las urnas se concibió,
desde un inicio, como base de representación de esa fuerza
política reconocida como tal a través del sufragio ciudada-
no.

Quinto. Con la promulgación de la Ley de Organizaciones,
Partidos y Procesos Electorales de 1977, la barrera legal
para que un partido político conservara su registro y le fue-
ran asignados diputados por el principio de representación
proporcional se redujo de 2.5 por ciento a 1.5 por ciento.
Ello implicó que el número de legisladores asignados a las
nuevas fuerzas políticas que se incorporaban a la Cámara
de Diputados a partir de 1979 fuera muy superior a los 5 di-
putados que serían establecidos como requisito en la Ley
Orgánica de ese año, como se observa en el siguiente cua-
dro:

Es decir, al momento de la reforma política de fines de los
años setenta, que determinó lo mismo la reducción de la
barrera legal para ampliar el número de fuerzas políticas en

la Cámara de Diputados, que el número de diputados que
integraban un grupo parlamentario, el número de diputados
electos bajo un mismo emblema parlamentario por vía de
la representación proporcional era superior al de diputados
requeridos para integrar un grupo parlamentario, como lo
demuestran los casos de todos aquellos partidos políticos
que participaban posprimera vez en una elección federal.

En consecuencia, es dable concluir que la ley orgánica era
congruente en esta materia con la realidad política del país
y con el espíritu del legislador que determinó la figura y fi-
nalidad del agrupamiento de legisladores, la garantía de li-
bre expresión de las corrientes ideológicas en la Cámara de
Diputados.

Sin embargo, la propia dinámica social y política del país,
particularmente con la reforma electoral de 1996, comenzó
a abrirse una brecha entre la barrera legal para la conserva-
ción del registro de un partido político y la consecuente
asignación de diputados por el principio de representación
proporcional, con el número de diputados que integran un
Grupo Parlamentario.

Efectivamente, en aquel año aumentó del 1.5 al 2 por cien-
to la barrera legal para que una fuerza política refrendara
por vía de las urnas su registro como partido político na-
cional, sin que se modificara consecuentemente el artículo
correspondiente a la integración de los grupos parlamenta-
rios en la Cámara de Diputados.

Sexto. De lo anterior se desprenden dos aspectos básicos
que no se pueden soslayar: por una parte, que la conforma-
ción de los grupos parlamentarios debe regularse de mane-
ra armónica con la legislación electoral y, particularmente,
con los porcentajes y criterios establecidos en la misma co-
mo barrera legal para el registro y asignación de diputados
por el principio de representación proporcional; por la otra,
y más importante aún, que la propia Ley Orgánica debe
atender al principio constitucional por el cual los grupos
parlamentarios se constituyen como garantes de la libre ex-
presión de las corrientes ideológicas representadas en la
Cámara de Diputados.

Al respecto debe considerarse que el sufragio ciudadano no
sólo sirve para la elección de candidatos a puestos de elec-
ción popular, sino que la propia legislación electoral le
otorga la función de determinar el reconocimiento legal y
permanencia de las fuerzas políticas participantes en un
proceso electoral. Esto es, la legislación electoral no sólo
establece que un partido político refrende su registro si ob-
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tiene al menos el 2 por ciento de la votación nacional emi-
tida, sino que determina ese mismo porcentaje para que le
sean asignados diputados por el principio de representa-
ción popular.

Tal determinación ciudadana es de tal fuerza que incluso el
código de la materia establece que si un partido político no
alcanza dicho porcentaje, estará imposibilitado para parti-
cipar en el siguiente proceso electoral federal ordinario.

En esa tesitura, es que se puede apreciar la inconsistencia
de tal determinación con lo señalado por la Ley Orgánica
del Congreso de la Unión, que no se hace cargo de dicho
mandato ciudadano, porque no obstante que es el voto de
los electores lo que permite la permanencia de una fuerza
política; que ese mismo sufragio es el que le otorga a la re-
ferida fuerza política una presencia en el Congreso de la
Unión y, con ello, el reconocimiento de corriente ideológi-
ca representativa, la propia Ley Orgánica establece condi-
ciones adicionales que van más allá de lo prescrito por la
Constitución y la voluntad ciudadana para hacer efectiva la
garantía para su libertad de expresión, porque en términos
de la disposición ya descrita, esta sólo es posible a través
del agrupamiento de los legisladores.

Es decir, si son los ciudadanos los que, votando por los
candidatos de un determinado partido político con el cual
manifiestan sus coincidencias, logran el refrendo del regis-
tro como partido político, permitiendo con ello su recono-
cimiento como una fuerza política a nivel nacional, no
existe razón alguna para que dicho reconocimiento ciuda-
dano se vea menoscabado en el Congreso de la Unión por
vía de su Ley Orgánica.

En tal sentido, el carácter de “corriente ideológica repre-
sentada en la Cámara de Diputados” no es un reconoci-
miento que otorgue la autoridad administrativa, legislativa
o las propias fuerzas políticas en el país. Tal reconocimien-
to lo conceden los propios ciudadanos al votar por candi-
datos que los representen en el Congreso postulados por un
partido político determinado.

Y si ese reconocimiento se determina en función de la ley
electoral, de ello se deduce que ello mismo se debe reflejar
en la Ley Orgánica del Congreso que establece el agrupa-
miento de diputados a efecto de garantizar la libre expre-
sión de dicha corriente ideológica.

Por ende, es preciso armonizar la Ley Orgánica del Con-
greso en esta materia con la legislación electoral y el tercer

párrafo del artículo 70 constitucional, a efecto de que el re-
conocimiento otorgado por los ciudadanos a una fuerza po-
lítica a través de los candidatos electos por esa fuerza, ob-
tengan la garantía de su libre expresión a través del
agrupamiento de diputados, conforme al citado artículo.

Séptimo. En consecuencia, resulta necesario modificar el
artículo 26 de la Ley Orgánica, de tal suerte que exista con-
gruencia plena entre tal determinación ciudadana y los re-
quisitos constitutivos para conformar un Grupo Parlamen-
tario. Tal modificación, no obstante, debe cuidar una
correlación permanente con la legislación electoral respec-
tiva, a efecto de que se impida en lo futuro que tal situación
se vuelva a producir con el paso del tiempo y eventuales re-
formas electorales.

De ahí que la reforma propuesta establezca que los diputa-
dos electos que provengan de un partido político que ob-
tenga el porcentaje de votos establecido por la legislación
electoral para conservar su registro, conformarán un grupo
parlamentario.

Tal formulación tiene varias ventajas sobre la legislación
vigente, toda vez que impide se generen inconsistencias
entre la determinación ciudadana para preservar el registro
de un partido político, y que este se encuentre imposibili-
tado para conformar un grupo parlamentario.

Por su parte, asocia la conformación de grupos parlamen-
tarios a la legislación electoral, de tal suerte que una modi-
ficación en esta materia se aplique igual en la Ley Orgáni-
ca, sin necesidad de modificar este último ordenamiento.
Finalmente, al asociarlo expresamente al porcentaje de vo-
tos establecidos en la ley electoral de la materia, se impide
que por vía de las coaliciones electorales un partido pueda
conformar grupo parlamentario sin demostrar a plenitud
que existe un respaldo ciudadano al proyecto político o ide-
ológico que lo sustenta.

Octavo. Por su parte, el presente proyecto de decreto in-
cluye una hipótesis normativa no prevista en la Ley Orgá-
nica vigente, consistente en la disolución de un grupo par-
lamentario.

Efectivamente, no existe en la actual norma previsión al-
guna para la eventual desaparición o disolución de un gru-
po parlamentario; desde esta perspectiva, ello sólo puede
acontecer si un Grupo Parlamentario reduce su número a
una cifra inferior a la mitad del número de legisladores con
el que fue constituido.



Tal porcentaje no es gratuito o casual, ya que sólo bajo di-
cha hipótesis, existe plena certeza de que los diputados que
se ostenten como integrantes de un grupo parlamentario
puedan afirmar mayoritariamente que conservan la repre-
sentación de la corriente ideológica que los postuló, ade-
más que encuentra correspondencia con prácticas parla-
mentarias en otros países, particularmente en el caso
español, en cuyo artículo 27, párrafo 2 del Reglamento del
Congreso de los Diputados señala:

Artículo 27

…

2. Cuando los componentes de un grupo parlamentario,
distinto del mixto, se reducen durante el transcurso de
una legislatura a un número inferior a la mitad del mí-
nimo exigido para su constitución, el grupo quedará di-
suelto y sus miembros pasarán a automáticamente a for-
mar parte de él.

Noveno. Adicionalmente, se modifica el artículo 30 de la
Ley Orgánica para eliminar la posibilidad de que un dipu-
tado pueda transitar de un grupo parlamentario a otro, por
lo que en el caso de que un legislador renuncie a su grupo
parlamentario, dicho legislador conservará la condición de
independiente durante el tiempo que dure la legislatura.

Lo anterior no sólo tiene como propósito impedir la incon-
gruencia ideológica y política de los legisladores electos
bajo un emblema partidario, sino que además constituye un
mecanismo que permita la preservación del pluralismo en
la Cámara de Diputados, principio que, como ha quedado
asentado, no es un derecho de los legisladores, sino una de-
terminación de los ciudadanos.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, presento
ante la honorable Cámara de Diputados el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman el párrafo 2 de los artí-
culos 26 y 30 y se adiciona un párrafo 7 al artículo 26 de
la Ley Orgánica del Congreso de la Unión.

Artículo Único. Se reforman los artículos 26 y 30, y se
adiciona un párrafo 7 al artículo 26 de la Ley Orgánica del
Congreso de la Unión, para quedar como sigue:

Artículo 26.

1 (...)

2. Los diputados electos que provengan de un mismo
partido político nacional podrán conformar un grupo
parlamentario, siempre que dicho partido obtenga el
porcentaje de votos requerido en la ley para conservar
su registro. Sólo podrá haber un grupo parlamentario
por cada partido político nacional que cuente con dipu-
tados en la Cámara.

3. a 6. (...)

7. Cuando en el transcurso de una legislatura un grupo
parlamentario se reduzca a un número inferior a la mi-
tad de los integrantes con el que fue constituido, dicho
grupo quedará disuelto.

Artículo 30.

1. Los diputados que no se inscriban o dejen de pertenecer
a un grupo parlamentario, serán considerados como dipu-
tados sin partido durante el resto de la legislatura, de-
biéndoseles guardar las mismas consideraciones que a to-
dos los legisladores y apoyándolos, conforme a las
posibilidades de la Cámara, para que puedan desempeñar
sus atribuciones de representación popular.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de octubre de 2007.— Dipu-
tada Marina Arvizu Rivas (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Túrne-
se a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias.

Tiene el uso de la palabra la diputada Laura Angélica Ro-
jas Hernández, para presentar iniciativa que reforma diver-
sas disposiciones del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, suscrita por diputados de los
Grupos Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional,
Nueva Alianza, Convergencia y de la Revolución Demo-
crática. ¿No está la diputada? Vamos a dejarlo pendiente,
porque estaba aquí con nosotros.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO - LEY FEDERAL DE
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO,

REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL
ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL - 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Vamos
a dar el uso de la palabra, en tanto ella llega, al diputado Jo-
sé Antonio Almazán González, del Grupo Parlamentario
del PRD, para presentar iniciativa que deroga la fracción
XII del artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

El diputado José Antonio Almazán González: Buenos
días, compañeras diputadas, compañeros diputados; con su
permiso, compañera diputada Presidenta. Se ha señalado
con relación a este asunto que antes del decreto publicado
el pasado primero de octubre, que tuvo vigencia al día si-
guiente, en el que se adicionó una fracción XII al artículo
65 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, que ya había antecedentes de preceptos iguales o
casi iguales.

Sin embargo, esto deriva de una imprecisa apreciación de
tales disposiciones jurídicas. Todo lo anterior que en reali-
dad se comienza a presentar a partir del gobierno del presi-
dente Vicente Fox, a partir de 2001, tenía que ver con tex-
tos similares al que se aprobó aquí el 13 de septiembre,
pero que estaban asentados en el decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación y abarcaban fundamentalmente
disposiciones administrativas, pero todas ellas eran normas
temporales, anuales, y además hay que recalcar que en esas
modificaciones al Presupuesto de Egresos se tenía y se po-
nía especial cuidado y énfasis en no afectar derechos ad-
quiridos.

Por esa razón prácticamente no tuvieron un impacto en las
condiciones de trabajo de los servidores públicos con per-
sonal de mando y personal de enlace, porque básicamente
tenía que ver con los que eran de nuevo ingreso en esa con-
dición de servidores públicos.

Sin embargo, ahora con la fracción XII del artículo 65 es-
tamos ante una ley, es decir, una disposición permanente
que con todo el tiempo, la profundidad y el alcance va a ir
suprimiendo derechos de los trabajadores de confianza, y
por supuesto, no se estarán respetando los derechos adqui-
ridos de los mismos porque va a haber una aplicación re-
troactiva.

Esto por más que la ley en su artículo 14 lo diga, como es-
te asunto tiene que ver con la relación de los empleados de
confianza, sobre todo en el ámbito de la administración pú-
blica federal, por supuesto que opera y va a operar de ma-
nera discrecional con una aplicación retroactiva.

Hay una serie de elementos que queremos comentar y que
le dan sustento a esta propuesta para derogar lo que recién
aprobó el 13 de septiembre aquí este pleno de la Cámara de
Diputados.

Pero particularmente me quiero referir al asunto de que con
esa reforma que se hizo a la fracción XII del artículo 65 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria, se están afectando de manera indirecta y directa una se-
rie de garantías individuales que la Constitución consagra.

Tal es el caso del artículo 1o., en cuanto a lo que se esta-
blece a la no discriminación, la prohibición de ésta bajo
cualquier efecto. Del artículo 14, que ya he comentado, que
establece que ninguna ley puede tener un carácter retroac-
tivo en su aplicación. Del 16 que establece garantías de jui-
cio a cualquiera que se sienta o pueda ser afectado en sus
derechos. Y por supuesto, del artículo 123.

Es decir, con esta adición al artículo 65, lo que se está plan-
teando es un trato discriminatorio, una aplicación retroactiva
el que se arrebaten derechos sin haber sido previamente ven-
cidos en juicios de cualquier naturaleza, etcétera, etcétera.

Por todas estas razones, que por supuesto a estas alturas to-
dos estamos seguros de sus graves afectaciones porque ya
se han presentado miles de amparos frente a la aplicación,
a la auto aplicación y a la hetero aplicación de esta ley.

Por todas estas razones es que hago un exhorto a este Le-
gislativo a que seamos nosotros —y que no nos enmiende
la plana el Poder Judicial— quienes dejemos sin efecto es-
ta fracción XII del artículo 65 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, en virtud de su ca-
rácter ilegal, inconstitucional, que por supuesto no habla
bien de nosotros como diputados, como diputadas, como
representantes populares que tenemos la gran responsabili-
dad de velar que las leyes que aquí aprobemos sean en be-
neficio del pueblo, particularmente de los asalariados, de
los trabajadores, independientemente de la naturaleza que
éstos asuman, en tanto empleados de confianza.

Éste es el fundamento que presento y pongo a considera-
ción de esta soberanía, para derogar la recién aprobada



fracción XII del artículo 65 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, tal y como se pre-
senta en el texto que ruego a nuestra compañera Presiden-
ta se sirva publicar de manera íntegra con lo que aquí he
señalado, en el Diario de los Debates de esta Cámara de Di-
putados. Muchas gracias, compañeras y compañeros.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federales del Trabajo; de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Ar-
tículo 123 Constitucional; y de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, a cargo del diputado José Antonio Alma-
zán González, del Grupo Parlamentario del PRD

Exposición de Motivos

Introducción

Se ha señalado que antes del decreto publicado el 1o. de
octubre de 2007, con vigencia a partir del día siguiente, por
el que se adiciona una la fracción XII al artículo 65 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
había antecedentes de preceptos iguales o casi iguales. Sin
embargo, esto deriva de una imprecisa apreciación de tales
disposiciones jurídicas: las anteriores derivaban del decre-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación y reglas ad-
ministrativas emanadas de este; por tanto, se trataba de
normas temporales (anuales) y que, además, respetaban los
derechos adquiridos por los trabajadores, razón por la cual
tuvieron prácticamente un nulo efecto en las condiciones
de trabajo de los trabajadores de confianza.

Ahora, con la fracción XII del artículo 65, estamos en pre-
sencia de una ley, es decir, una disposición permanente,
que da base a que, con todo el tiempo, profundidad y en-
carnizamiento se vayan suprimiendo los derechos de los
trabajadores de confianza, además de que no se respetan
los derechos adquiridos por éstos, sino que se aplicaría re-
troactivamente. Esto es sumamente grave y pone en jaque
las prestaciones y demás condiciones laborales.

Así pues, los neoliberales están dando verdaderos golpes
de mano en contra de los derechos de los trabajadores, pro-
ducto histórico de luchas de generación tras generación,
que buscaron, y en alguna manera lograron, dar a los tra-
bajadores mínimos de bienestar.

Sólo para mencionar los actos de despojo más cercanos,
nos referiremos a la nueva Ley del Seguro Social y sus sub-
secuentes reformas y a la llamada nueva Ley del ISSSTE;

y ahora que estábamos esperando una criminal red de re-
formas a la Ley Federal del Trabajo que con el eufemismo
de la flexibilización y la productividad pretende descono-
cer derechos elementales e históricos de la clase trabajado-
ra, ahora digo, a través de una disposición fiscal, escondi-
da, como toda actuación deshonesta, en la fracción XII del
artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, contenida, a su vez, dentro de toda la
llamada miscelánea fiscal.

Por decreto se despoja a los trabajadores de confianza del
sector público de prácticamente todos sus derechos, se les
reduce a objetos, a un hato al servicios de una alta buro-
cracia insaciable, que ve, como cualquier empresario, en
los salarios y prestaciones de los trabajadores un gasto fijo
que debe reducirse a toda costa. Esto en contraste, con el
cada vez mayor derroche de recursos para otorgar sueldos
y prestaciones increíbles a los altos funcionarios de todos
los órdenes de gobierno, especialmente obviamente del go-
bierno federal, como si se tratara de una nueva generación
revivida de faraones.

No hay duda alguna sobre el sentido del la fracción XII
adicionada al artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria, que despoja sus prestacio-
nes a los trabajadores de confianza del sector público, tan
cínicamente se actúo que no se tuvo empacho en remitir
expresamente a los contratos colectivos de trabajo y a las
condiciones generales de trabajo, más aún a la propia Ley
Federal del Trabajo.

Incluso se habla de que los titulares de las entidades son
responsables de hacer “los actos necesarios” –así se dice
textualmente–, es decir, podrán despedir, coaccionar, etcé-
tera, a fin de excluir a los trabajadores de confianza de es-
tos beneficios.

Pese a la referencia a los servidores de mandos medios y
superiores y personal de enlace en tal fracción XII, para
ubicar a los empleados que serán víctimas de este despojo,
es también obvio que se refiere a todos los trabajadores de
confianza sin distingos del sector público, baste ver la con-
ceptuación que de estos se hace en todas las dependencias
y entidades, y más concretamente por la Secretaría de la
Función Pública, pero además todo se llena de luz interpre-
tativa, cuando el artículo de referencia remite de manera ex-
presa para este despojo al artículo 184 de la Ley Federal del
Trabajo, que precisamente alude a los trabajadores de con-
fianza y a su derecho a acceder a las condiciones de traba-
jo colectivas, salvo disposición en contrario que se esta-
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blezca en el contrato colectivo de trabajo y, por extensión
en las condiciones generales de trabajo.

Para mayor claridad, me permito transcribir, la fracción
XII, del artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria:

Artículo 65, fracción XII. “Las condiciones de trabajo, los
beneficios económicos y demás prestaciones derivadas de
los contratos colectivos de trabajo o que se fijen en las con-
diciones generales de trabajo de la administración pública
federal, no se harán extensivas a favor de los servidores pú-
blicos de mandos medios y superiores y personal de enlace.

“Los titulares de las entidades, independientemente del ré-
gimen laboral que las regule, serán responsables de realizar
los actos necesarios y la negociación que sea procedente,
durante los procesos de revisión de las condiciones genera-
les de trabajo, así como durante las revisiones de salario
anuales, para que los servidores públicos de mando y per-
sonal de enlace al servicio de las entidades queden expre-
samente excluidos del beneficio de las prestaciones aplica-
bles al personal de base, en los términos del artículo 184 de
la Ley Federal del Trabajo, en aplicación directa o supleto-
ria según se trate, con excepción de las de seguridad social
y protección al salario”. Fracción adicionada, insisto, me-
diante decreto publicado por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público en el Diario Oficial de la Federación del
1o. de octubre de 2007.

Esto se traduce en que los trabajadores de confianza que ya
están fuera de la tutela de la ley federal burocrática, ahora
son excluidos de las prestaciones pactadas de manera co-
lectiva, y sólo quedarán sujetos a un vago manual de per-
cepciones; por lo que, en principio, ya no gozarán de lími-
tes a su jornada de trabajo, no se les deberá pagar tiempo
extraordinario, ya no tendrán derecho a vacaciones, prima
vacacional, descanso semanal y obligatorio, ayuda para
despensa, prima quinquenal, aguinaldo, y demás.

Es decir, una situación de horror, el sueño ideal de los neoli-
berales respecto a todos los trabajadores, una vuelta textual
a la esclavitud. En todo caso, a futuro se impondrán estas
condiciones laborales según el exclusivo interés patronal o
se negociarán a título individual, con la total debilidad de
parte de los trabajadores, sobre bases sólo de subsistencia.

¿Con base en qué razón legal se hace este asesinato de los
derechos de los trabajadores? En ninguna, puesto que los
trabajadores de confianza, lo son como cualquier otro tra-

bajador, al prestar un trabajo personal subordinado, las más
de las veces con peores condiciones laborales que los de
base o planta. Motivo por el cual se violenta de manera fla-
grante las garantías contenidas en los artículos 1o., 14, 16,
y 123 de la Constitución, desde el momento en que se es-
tablece un trato discriminatorio en perjuicio de estos traba-
jadores, se les aplica de manera retroactiva estas disposi-
ciones legales, sin haber sido previamente vencidos en
juicio, tampoco sin que se les haya fundado y motivado de-
bidamente este acto de autoridad, y, finalmente, porque lo
marcado por el artículo 123 apartado “B”, fracción XIV,
sobre la protección al salario y seguridad social a favor de
los trabajadores de confianza, es apenas el enunciado de
los mínimos, que de ninguna manera limitan la fuerza ex-
pansiva del derecho laboral burocrático para mejorar las
prestaciones a favor de los trabajadores, como en los he-
chos ha sucedido.

Por otro lado, cuando esta fracción XII habla de los traba-
jadores de confianza de la administración pública federal,
debe entenderse tanto de la administración centralizada,
comenzando por las secretarías de Estado, como de la ad-
ministración pública paraestatal (organismos descentrali-
zados, empresas de participación estatal, etcétera), como
Pemex y Comisión Federal de Electricidad.

Es obvio que si permitimos que esta reforma se aplique
destrozando a los derechos de estos trabajadores, estare-
mos abriendo la puerta para que este despojo se vaya ex-
tendiendo al resto de los trabajadores. Además debemos
echar por tierra esta reforma para poner fin a estas prácti-
cas antiparlamentarias y contrarias a la técnica jurídica de
pretender reformar lo laboral, lo social con criterios mera-
mente fiscales, puestos como celada en leyes fiscales, como
en este caso, en que se adicionó una fracción XII al artículo
65 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

El legislador debe comprender que hay un límite a este tipo
de burlas y al desconocimiento de los derechos de los traba-
jadores, si queremos mantener la estabilidad nacional que
únicamente parte de la justicia social producto de una revo-
lución; permitir que continúe la insaciable acumulación de
riqueza en unas cuantas manos sólo nos va a llevar tarde que
temprano a situaciones insostenibles para la paz social.

Panorama general de los trabajadores de confianza

No hay ninguna razón de esencia para que un grupo de tra-
bajadores reciba la designación discriminatoria de “con-



fianza” y, con ese pretexto, se les prive de estabilidad la-
boral y, en consecuencia, de todos los derechos que la an-
tigüedad hace nacer a favor de los trabajadores.

Por tal motivo, estos trabajadores quedan sometidos al ca-
pricho de los patrones, quienes los despiden cuando quie-
ren, los someten a jornadas inhumanas de trabajo, les arre-
batan sus prestaciones, e incluso los utilizan en contra de
los llamados trabajadores de planta o de base; todo lo cual
acaba incidiendo en su dignidad como trabajadores y como
personas.

Esto se ha agravado en los últimos tiempo, ya que ante el
cerco que el neoliberalismo está efectuando al derecho la-
boral, sumado al desempleo galopante que golpea a nues-
tro pueblo y la debilitación creciente de los sindicatos, se
viola de manera flagrante nuestro marco jurídico, que or-
dena que el carácter de confianza de un puesto no depende
de la designación subjetiva que le dé un patrón, sino del ca-
rácter objetivo de las funciones que desempeñe un trabaja-
dor. Son de confianza las funciones de dirección, inspección,
vigilancia y fiscalización, siempre que tengan carácter ge-
neral, igualmente las que se relacionen con trabajos perso-
nales del patrón dentro de la empresa o establecimiento.

Pero en la realidad de los hechos, los patrones en abuso to-
tal de las disposiciones legales aplicables, extienden la de-
signación de trabajadores de confianza, prácticamente a to-
da la planta laboral, con la idea de que un nombre basta
para pisotear toda la tutela que el derecho laboral establece
a favor de los trabajadores.

Todo esto forma parte de la llamada flexibilización de la
relación de trabajo, como medio para que el patrón recobre
parte del poder que en la relación de trabajo había logrado
arrancar el trabajador y, por tanto obtenga un mayor índice
de acumulación de utilidades en perjuicio del bienestar y
poder de los trabajadores.

Esto que se da en los trabajadores del sector privado, poco
a poco se ha ido extendiendo en los hechos en contra de los
trabajadores del sector público. Cuando se supone que el
gobierno debería ser el primero en poner el ejemplo en
cuanto al respeto de los derechos laborales, para así poder
exigir a los patrones del sector privado el respeto del esta-
do de derecho en materia laboral.

Como si lo anterior fuera poco, como hemos dicho, el pri-
mero de octubre pasado se publicó en el Diario Oficial de

la Federación un decreto que hunde aún más la situación
laboral de los trabajadores de confianza del sector público,
tanto del apartado “A” como del apartado “B”, con lo que
vergonzantemente el gobierno federal toma la delantera en
el desconocimiento de los derechos de los trabajadores de
confianza. Esto, concretamente, por medio de la adición ya
aludida al artículo 65 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria.

Esto es sumamente grave, ya que equivale a quitar de un
plumazo el carácter de trabajadores a los que no sean de
base, ya que no sólo se suprime en su perjuicio diversas
prestaciones sino las propias condiciones de trabajo, es de-
cir jornada de trabajo, días de descanso, vacaciones, por ci-
tar algunas. Si un trabajador es despojado de sus condicio-
nes y prestaciones laborales queda reducido a la esclavitud.
A esto sumemos que el 3 de mayo del 2006 ya se había re-
formado el artículo 5o. de la ley burocrática, y por virtud
de la cual, los titulares de la entidades y dependencias pue-
den hacer extensiva la calidad de trabajadores de confian-
za a casi todo el personal. Es decir, si enlazamos ambas re-
formas tenemos que los trabajadores de manera casi total
volverán a ser una masa de explotados y sin dignidad, co-
mo sucedía antes de que el general Lázaro Cárdenas emi-
tiera el Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Po-
deres de la Unión.

Con la adición de cita que tiene una interpretación tan am-
plia, nos encontramos que de manera oculta y a través de
un ordenamiento fiscal, se reforma a la Ley Federal de Tra-
bajo que expresamente señala que las condiciones de tra-
bajo contenidas en los contratos colectivos de trabajo se
extienden a los trabajadores de confianza.

Es más, a través de una mera norma secundaria se busca
desconocer nuestra Constitución federal, que prevé en be-
neficio de los trabajadores de confianza “las medidas de
protección al salario”. Esto, porque entre las medidas de
protección al salario están precisamente el otorgamiento de
prestaciones de diverso tipo que lo incrementan y permiten
al trabajador tener más poder adquisitivo, en cuanto a las
prestaciones de seguridad social, sabemos que en gran par-
te se desconocen con las nuevas Leyes del Seguro Social y
del ISSSSTE.

El legislativo no puede permitir tanta injusticia contra los
trabajadores, y tal desconocimiento de nuestro marco jurí-
dico, por lo que debe reformarse la aludida fracción del ar-
tículo 65 de la Ley Federal del Presupuesto y Responsabi-
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lidad Hacendaria, y el artículo 184 de la Ley Federal del
Trabajo, para que no quede duda del derecho de los traba-
jadores de confianza, y concretamente del sector público,
de acceder a las condiciones de trabajo contenidas en los
contratos colectivos y condiciones generales de trabajo; y
ya nunca más permitirse que a través de disposiciones de
naturaleza ajena a la laboral como la fiscal, se despoje a los
trabajadores de sus derechos.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta soberanía

Iniciativa de reforma de los artículos 184 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, fracción XII; 65 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y adición
de un párrafo a los artículos 2o. de las Leyes Federales
del Trabajo y Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado, Reglamentaria del Apartado B), del Artícu-
lo 123 Constitucional, y reforma del artículo 87 de este
último ordenamiento.

Artículo Primero. Se reforman los artículos 2o. y 184 de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

Cualquier reforma a los derechos a los trabajadores con-
signados en esta ley, por disposiciones fiscales o de otra ín-
dole diversa a la laboral, deberán ser para mejorar tales de-
rechos, de lo contrario serán nulas de pleno derecho.

Artículo 184. Las condiciones de trabajo contenidas en el
contrato colectivo de trabajo que rija en la empresa o esta-
blecimiento se extenderán a los trabajadores de confianza,
sin que pueda consignarse disposición en contrario en el
contrato colectivo de trabajo.

Artículo Segundo. Se reforman y adicionan los artículos
2o. y 87 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del artículo 123
Constitucional:

Artículo 2o. …

Cualquier reforma a los derechos a los trabajadores con-
signados en esta ley, por disposiciones fiscales o de otra ín-
dole diversa a la laboral, deberán ser para mejorar tales de-
rechos, de lo contrario serán nulas de pleno derecho.

Artículo 87. …

Las condiciones de trabajo contenidas en las condiciones
generales de trabajo se extenderán a los trabajadores de
confianza, sin que pueda consignarse disposición en con-
trario en las referidas condiciones generales de trabajo.

Artículo Tercero. Se reforma la fracción XII del artículo
65 de la Ley Federal del Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria:

Artículo 65. …

Fracciones I. a XI. …

XII. Las condiciones de trabajo, los beneficios econó-
micos y demás prestaciones derivadas de los contratos
colectivos de trabajo o que se fijen en las condiciones
generales de trabajo de la administración pública fede-
ral, se harán extensivas a favor de los servidores públi-
cos de mandos medios y superiores y personal de enla-
ce.

Los titulares de las entidades, independientemente del ré-
gimen laboral que las regule, serán responsables de realizar
los actos necesarios y la negociación que sea procedente,
durante los procesos de revisión de las condiciones genera-
les de trabajo, así como durante las revisiones de salario
anuales, para que los servidores públicos de mando y per-
sonal de enlace al servicio de las entidades queden expre-
samente incluidos en el beneficio de las prestaciones apli-
cables al personal de base, en los términos del artículo 184
de la Ley Federal del Trabajo, en aplicación directa o su-
pletoria según se trate, incluidas las de seguridad social y
protección al salario.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2007.— Di-
putado José Antonio Almazán González (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gra-
cias, diputado José Antonio Almazán González. Insértese
íntegro en el Diario de los Debates, a petición del diputa-
do, el texto completo. Túrnese a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.



CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES 
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra la diputada Laura Angélica Rojas Hernández,
para presentar iniciativa que reforma diversas disposicio-
nes del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, suscrita por diputados de los Grupos Parla-
mentarios de los Partidos Acción Nacional, Nueva Alianza,
Convergencia y de la Revolución Democrática. La diputa-
da ha pedido que se le den más de los cinco minutos. Se le
van a dar ocho minutos para que pueda hacer la presenta-
ción.

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández: Con su
venia, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Ade-
lante, diputada.

La diputada Laura Angélica Rojas Hernández: Los di-
putados Gabriela González, Dora Martínez, María Elena
Álvarez, Rogelio Carbajal y la de la voz, promoventes de
esta iniciativa, queremos agradecer el respaldo de nuestro
grupo parlamentario y en especial de nuestro coordinador,
el diputado Héctor Larios, así como el del diputado Miguel
Ángel Jiménez, coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Nueva Alianza, el de la diputada Patricia Castillo,
de Convergencia, y el apoyo del diputado Javier González
Garza y de la diputada Marina Arvizu, quienes suscribieron
esta iniciativa aun a pesar de que para ellos la paridad sig-
nifica alcanzar 50-50, a todos muchísimas gracias.

Desde la perspectiva de género, la democracia paritaria
aparece en principio como la garantía para la participación
equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones.
Este planteamiento parte del reconocimiento de que las
mujeres han visto restringidas sus oportunidades para ac-
ceder a los espacios públicos, así como para el desarrollo
de actividades que van más allá del ámbito doméstico y del
hecho de que las mujeres constituimos la mitad de la so-
ciedad, de las experiencias humanas, de las inteligencias y
de las capacidades, por lo que nuestra subrepresentación
implica una pérdida para la sociedad.

De acuerdo con algunas interpretaciones, la democracia
paritaria implicaría que si las mujeres constituyen alrede-
dor de 50 por ciento de la población, tendrían derecho a un
porcentaje igual de representación en los espacios de toma
de decisiones.

No obstante, hay otras posturas que definen la paridad co-
mo una representación equilibrada de hombres y mujeres,
de forma que ninguno de los dos sexos tenga presencia ma-
yor que 60 por ciento ni menor que 40 por ciento.

La cuantificación numérica de la presencia de ambos sexos
es una estimación a partir de la cual creemos que la socie-
dad y los partidos políticos se irán acostumbrando a incor-
porar mujeres y hombres a partes iguales.

El objetivo es que llegue el momento en que no tengan que
existir cifras definitorias de la equidad, porque de hecho
existirá igualdad en el acceso y permanencia de las muje-
res en la política.

Entonces, si hablamos de paridad como participación equi-
librada entre mujeres y hombres y si se trata de asignar un
porcentaje a este principio, consideramos que el máximo
de 60 por ciento y el mínimo de 40, sería factible en térmi-
nos de alcanzar dicho equilibrio sin necesidad de condicio-
narlo al cumplimiento estricto de un 50-50.

Ahora bien, si abordamos la paridad en términos cualitati-
vos podemos referirnos a las condiciones necesarias para
alcanzar una participación equilibrada, las cuales funda-
mentalmente es centrarlo en la igualdad de oportunidades
para el desarrollo de las capacidades de mujeres y hom-
bres, así como para el acceso a los espacios de participa-
ción y la igualdad en el trato entre ambos sexos en las as-
piraciones de participación y el desempeño de los cargos
de representación y toma de decisiones.

Estas condiciones se encuentran, a su vez, vinculadas al di-
seño e instrumentación de mecanismos que atiendan a la
desigualdad estructural que enfrentan las mujeres respecto
de los hombres, los cuales deben abarcar el desarrollo de
acciones que conduzcan a la capacitación de las mujeres
para el desempeño de esas actividades, el fortalecimiento
de liderazgos femeninos, el establecimiento de cuotas de
participación para las mujeres.

También la no discriminación en el acceso, promoción y
permanencia en los cargos de representación políticos, la
generación del compromiso por parte de los partidos para
el impulso de la participación y el liderazgo de las mujeres
dentro su estructura interna y en puestos de elección popu-
lar en igualdad de condiciones con los hombres y la propia
revalorización de la importancia social que reviste la parti-
cipación de las mujeres.
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En este sentido, coincidimos con el reconocimiento recien-
temente hecho por el Consenso de Quito, respecto a que la
paridad es uno de los propulsores determinantes de la de-
mocracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el ejercicio
del poder, en la toma de decisiones, en los mecanismos de
participación y representación social y política, y en las re-
laciones familiares, sociales, económicas, políticas y cultu-
rales, y que constituye una meta para erradicar la exclusión
estructural de las mujeres.

Por tanto, el punto nodal no está en promover exclusiva-
mente los derechos de la mujer, sino en impulsar un nuevo
equilibrio social, un nuevo partenariado social entre los
hombres y las mujeres, en el que juntos asumamos respon-
sabilidades compartidas en el seno familiar, el trabajo, la
política y la sociedad en su conjunto.

En este contexto podemos afirmar que queremos compartir
con los hombres las responsabilidades familiares y las de-
cisiones públicas. En nuestro país se han dado ya pasos
fundamentales para la plena incorporación de las mujeres
en la toma de decisiones; sin embargo, aunque los datos
muestran que si bien el avance de las mujeres en el Poder
Legislativo federal ha sido notorio, todavía siguen estando
subrepresentadas en las legislaturas locales, los ejecutivos
estatales y municipales, así como en los mandos altos y
medios de la administración pública.

Por ello, se proponen las siguientes reformas al Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales:

1. Estipular como obligación de los partidos políticos na-
cionales, el establecimiento de mecanismos que procuren
la paridad de género en sus órganos de dirección y en el ac-
ceso a candidaturas a cargos de elección popular a través
de la postulación de candidaturas mixtas.

2. Que cada partido político destine anualmente, al menos
2 por ciento del financiamiento total que reciba para capa-
citación, promoción y desarrollo del liderazgo político de
las mujeres.

3. Introducir el principio de paridad entre hombres y muje-
res para las postulaciones a cargos de elección popular en
el Congreso de la Unión que hagan los partidos políticos
tanto de mayoría relativa como de representación propor-
cional.

4. Establecer que la totalidad de las solicitudes de registro
de las candidaturas a diputados y senadores, deberán inte-

grarse con candidatos de ambos géneros y con al menos 40
por ciento de candidatos propietarios de un mismo género.

5. Modificar la división de la lista de candidatos de repre-
sentación proporcional en segmentos de cinco candidatos y
establecer que en cada uno de los dos primeros segmentos
de cada lista habrá por lo menos dos candidaturas propie-
tarias de un mismo género.

Como puede observarse, esta iniciativa no se limita a la di-
mensión cuantitativa de la paridad, es decir, a la amplia-
ción de las cuotas de género, sino que busca abordar de for-
ma cualitativa diversas cuestiones relacionadas con las
capacidades y oportunidades de las mujeres para acceder a
los cargos de elección popular y a los órganos de dirección
de los partidos políticos.

Las mujeres hemos demostrado voluntad y capacidad para
aportar al desarrollo de México a través de nuestra partici-
pación cada vez mayor en espacios, en donde sólo hace al-
gunos años nuestra presencia era impensable. Esto nos ha
traído una serie de satisfacciones personales y profesiona-
les, pero también hemos tenido que enfrentar numerosos
retos e inequidades. Los retos e inequidades de estos ámbi-
tos que no estaban creados ni pensados con y para las mu-
jeres.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, las
medidas y reformas que hoy proponemos al Cofipe para in-
crementar la participación de las mujeres en el Poder Le-
gislativo, en los órganos directivos de los partidos políti-
cos, y en general, en la toma de decisiones respecto a la
diaria construcción de nuestra nación, serán benéficas en la
medida en que se conviertan en un instrumento para alcan-
zar una sociedad realmente igualitaria, en la que prevalez-
ca la solidaridad y corresponsabilidad entre mujeres y
hombres dentro de la pareja, la familia, las relaciones so-
ciales, la economía y la política. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, sus-
crita por diputados de los Grupos Parlamentarios del PAN,
de Nueva Alianza, de Convergencia, y del PRD

A través de la diputada Laura Angélica Rojas Hernández,
las suscritas diputadas y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, de Nueva
Alianza y de Convergencia, y del Partido de la Revolución
Democrática pertenecientes a la LX Legislatura de la ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,



con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presentamos la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma
y adiciona diversas disposiciones del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales con objeto pro-
mover la paridad entre mujeres y hombres en la participa-
ción política, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La idea de democracia paritaria surge en un contexto inter-
nacional en el que grupos sociales históricamente excluidos,
subordinados o discriminados han reivindicado su derecho a
tomar parte activa en la definición de la agenda política.

Uno de los elementos centrales que estos grupos han pues-
to a discusión, son los derechos ciudadanos bajo el mode-
lo de ciudadanía universal. El cuestionamiento se centra en
que a la pretendida universalidad de tales derechos, que
implicaría el reconocimiento formal de igualdad entre to-
dos los ciudadanos, subyace una desigualdad estructural,
cultural e histórica que limita a las mujeres el ejercicio
efectivo de sus derechos.

Desde la década pasada, la reivindicación de una democra-
cia paritaria incorpora en la agenda de la consolidación y
robustecimiento de las democracias “la necesidad de cons-
truir una institucionalidad que represente la diversidad so-
cial y reconozca nuevas formas de relación entre el Estado
y la sociedad”.1

Desde la perspectiva de género, la democracia paritaria
aparece, en principio, como la garantía para la participa-
ción equilibrada de mujeres y hombres en la toma de deci-
siones. Este planteamiento tiene 2 puntos de partida: 1) el
reconocimiento de que las mujeres les han restringido sus
oportunidades para acceder a los espacios públicos, así co-
mo para el desarrollo de actividades que van más allá del
ámbito doméstico; y 2) el hecho de que las mujeres consti-
tuyen la mitad de la sociedad, de las experiencias humanas,
de las inteligencias y de las capacidades, por lo que su su-
brepresentación implica una pérdida para la sociedad.

En términos amplios, lo que se pretende con la paridad es
subsanar la exclusión que durante años han enfrentado las
mujeres de los espacios públicos, del ejercicio del poder,
de la definición de asuntos de interés común, de los espa-

cios de representación social y política e incluso de la toma
decisiones en las relaciones familiares y de pareja, buscan-
do con ello su plena incorporación a la vida democrática y
el ejercicio cabal de su ciudadanía.

De acuerdo con algunas interpretaciones, la democracia
paritaria implicaría que si las mujeres constituyen alrede-
dor del cincuenta por ciento de la población, tendrían dere-
cho a un porcentaje igual de representación en los espacios
de toma decisiones. No obstante, hay otras posturas que de-
finen la paridad “como una representación equilibrada de
hombres y mujeres, de forma que ninguno de los dos sexos
tenga presencia mayor al 60 por ciento ni menor al 40 por
ciento (…)  La cuantificación numérica de la presencia de
ambos sexos, es una estimación a partir de la cual creemos
que la sociedad y los partidos políticos se irán acostum-
brando a incorporar mujeres y hombres a partes iguales, El
objetivo es que llegue un momento en que no tengan que
existir cifras definitorias de la equidad, porque de hecho
existirá igualdad en el acceso y permanencia de las muje-
res en la política”.2

Consideramos si hablamos de paridad como participación
equilibrada entre mujeres y hombres y si se trata de asignar
un porcentaje a este principio, el máximo de sesenta por
ciento y el mínimo de cuarenta sería mucho más adecuado
y factible en términos de alcanzar dicho equilibrio sin ne-
cesidad de condicionarlo al cumplimiento estricto de un
cincuenta-cincuenta.

Ahora bien, si abordamos la paridad en términos cualitati-
vos podemos referirnos a las condiciones necesarias para
alcanzar una participación equilibrada, las cuales funda-
mentalmente se centran en: 1) la igualdad de oportunidades
para el desarrollo de las capacidades de mujeres y hom-
bres, así como para el acceso a los espacios de participa-
ción; y 2) la igualdad en el trato entre ambos sexos en las
aspiraciones de participación y el desempeño de los cargos
de representación y toma de decisiones.

Estas condiciones se encuentran a su vez vinculadas al di-
seño y aplicación de procedimientos que atiendan a la des-
igualdad estructural que enfrentan las mujeres respecto de
los hombres, los cuales abarcan aspectos como los siguien-
tes: el desarrollo de acciones que conduzcan a la capacita-
ción de las mujeres para el desempeño de estas actividades;
el fortalecimiento de liderazgos femeninos; el estableci-
miento de cuotas de participación para las mujeres; la no
discriminación en el acceso, promoción y permanencia en
los cargos de representación y decisión; la generación del
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compromiso por parte de los partidos políticos para el im-
pulso de la participación y el liderazgo de las mujeres den-
tro de su estructura interna y en puestos de elección popu-
lar en igualdad de condiciones con los hombres; y la propia
revalorización de la importancia social que reviste la parti-
cipación de las mujeres.

Como puede apreciarse, el fin de la paridad no se agota en
la definición de porcentajes deseados de representación, si-
no que pasa necesariamente por la consecución del objeti-
vo de igualdad entre mujeres y hombres en las diferentes
esferas de la vida social y, particularmente, en el acceso y
permanencia en los ámbitos decisorios.

En este sentido, concordamos con el reconocimiento re-
cientemente hecho por el Consenso de Quito3 respecto a
que “la paridad es uno de los propulsores determinantes de
la democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el ejer-
cicio del poder, en la toma de decisiones, en los mecanis-
mos de participación y representación social y política, y
en las relaciones familiares, sociales, económicas, políticas
y culturales, y que constituye una meta para erradicar la ex-
clusión estructural de las mujeres”.4

La igualdad no debe admitir exclusiones y si en este caso se
han admitido, el camino que debe seguirse es precisamente
la erradicación de esta exclusión estructural a partir de la ga-
rantía plena e incluyente del principio de igualdad y, en es-
pecífico, de la igualdad de oportunidades, es decir la prohi-
bición explícita y general de toda forma de discriminación.

En el estudio elaborado por Juan Alfonso Mejía López ti-
tulado La paridad en la vida política: dotar de contenido a
la democracia mexicana,5 se señala que el principio de
igualdad entre las mujeres y los hombres es indispensable
para la consolidación de la democracia. Dejando atrás la
diferencia que existe entre las cuotas y la paridad –ya el
primero es un mecanismo que responde a los intereses del
segundo–, la paridad se justifica en nombre de un estatus
de igualdad y no en nombre de la representación de una mi-
noría. Esto es, las mujeres electas no representan a las mu-
jeres, pero sí representan, de la misma forma que los hom-
bres, al conjunto de las y los ciudadanos. De acuerdo con
el autor, esta distinción permite sentar las bases para dife-
renciar la paridad del feminismo. Por tanto, el punto nodal
no está en promover exclusivamente los derechos de la mu-
jer, sino impulsar un nuevo equilibrio social, un nuevo par-
tenariado social entre los hombres y las mujeres, en el que
juntos asuman responsabilidades compartidas en el seno fa-
miliar, el trabajo, la política y la sociedad en su conjunto.

Es por ello que, en términos de participación y representa-
ción, el objetivo es la paridad, al cual subyace el cumpli-
miento de un principio más amplio y trascendente como el
de la igualdad de oportunidades. Como sostiene Miguel
Carbonell, lo importante es que “los ‘empleos y cargos’ de-
ben ser realmente asequibles a partir de la igualdad de
oportunidades, es decir, no solamente se trata de afirmar
que son asequibles en tanto que no hay impedimentos for-
males para acceder a esos bienes sociales, sino que hay que
generar las condiciones necesarias y suficientes para que
en efecto exista la posibilidad real de acceder a ellos”.6

En el país se han dado pasos fundamentales para la plena
incorporación de las mujeres en la toma de decisiones.

En primer lugar, con la reforma al artículo primero de la Car-
ta Magna quedó prohibida toda discriminación, entre otras la
motivada por el género, que atente contra la dignidad huma-
na y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertades de las personas; mientras que en el artículo cuarto
dispone el mismo trato para el hombre y la mujer, toda vez
que “el varón y la mujer son iguales ante la ley”.

Asimismo, en 2001 se expidió la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres que tiene entre sus atribuciones centra-
les “Promover entre los tres poderes de la Unión y la so-
ciedad, acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población femenina y la erradicación de todas las formas
de discriminación contra las mujeres, en los ámbitos de la
vida social, económica, política y cultural” (artículo 7-X).

Específicamente en el tema de la participación política de
las mujeres, en 2002 se llevaron a cabo reformas al Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Por su parte, en la Ley del Servicio Profesional de Carrera
se introdujo también la equidad de género como parte de
los principios del Sistema Profesional de Carrera (artículo
2) y se asignó al Subsistema de Recursos Humanos el de-
ber de promover y garantizar la equidad de género (artícu-
lo 14-III). Asimismo, este ordenamiento señala que no po-
drá existir discriminación por razón de género, edad,
capacidades diferentes, condiciones de salud, religión, es-
tado civil, origen étnico o condición social para la perte-
nencia al servicio (artículo 21, último párrafo). Finalmen-
te, se encuentra ya una disposición que sienta las bases
para una participación equilibrada entre mujeres y hombres
en el servicio profesional de carrera en igualdad de condi-
ciones (artículo 32, segundo párrafo).
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La recientemente publicada Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres resulta fundamental para la con-
secución del fin de la igualdad; su objeto es “regular y ga-
rantizar la igualdad entre mujeres y hombres y proponer los
lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a
la nación hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva
en los ámbitos público y privado, promoviendo el empode-
ramiento de las mujeres” (artículo 1).

De acuerdo con la revisión de la legislación realizada, po-
demos sostener que el marco jurídico mexicano cuenta con
las bases para la promoción de la participación equilibrada
entre mujeres y hombres. Desde luego que estas disposi-
ciones requieren ser debidamente instrumentadas por las
autoridades a las que se les ha asignado su cumplimiento,
y por otros actores como los partidos políticos, quienes de-
ben dar un impulso decidido a los preceptos establecidos
en el COFIPE, y la CNDH en tanto es la encargada de la
labor de observancia de las políticas de igualdad.

Un paso muy importante en esta dirección se ha dado con
la instalación del Sistema Nacional para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, el pasado 28 de mayo. Como lo esta-
blece la ley respectiva, este sistema “es el conjunto orgáni-
co y articulado de estructuras, relaciones funcionales, mé-
todos y procedimientos que establecen las dependencias y
las entidades de la administración pública federal entre sí,
con las organizaciones de los diversos grupos sociales y
con las autoridades de los estados, del Distrito Federal y de
los municipios, a fin de efectuar acciones de común acuer-
do destinadas a la promoción y procuración de la igualdad
entre mujeres y hombres” (artículo 23). Así, la instalación
se realizó bajo la Coordinación Nacional del Instituto Na-
cional de las Mujeres y la participación de 25 dependencias
y entidades de la administración pública federal y en el mes
de agosto se realizó la primera sesión ordinaria en la que se
presentó para su aprobación el reglamento de organización
y funcionamiento del mismo.

La consolidación de este sistema, la efectiva coordinación
entre las instancias involucradas y el desarrollo de las es-
trategias adecuadas para cumplimentar las disposiciones
establecidas en la ley serán indispensables para lograr un
avance cualitativo y cuantitativo en el tema de la participa-
ción y, en general, en la consecución de la igualdad entre
mujeres y hombres en México.

Sin embargo, las oportunidades de participación para las
mujeres y su representación efectiva en instancias de deci-
sión dista mucho aún de alcanzar el objetivo de la paridad.

De acuerdo con el Conteo de Población 2005, en el país
hay aproximadamente 53 millones de mujeres y 50.3 mi-
llones de hombres. Esta cifra se refleja también en el pa-
drón electoral, donde hasta 2006 de los 72.2 millones de
personas empadronadas, el 51.8 por ciento son mujeres.

En cuanto a la ocupación de cargos, empezaremos por el
Poder Legislativo. Las reformas hechas al COFIPE han
mostrado resultados importantes en cuanto al incremento
de escaños para mujeres. En la Cámara de Diputados, du-
rante la LVII Legislatura el porcentaje de mujeres fue del
20 por ciento, en la LVIII de 18.7 por ciento, en la LIX de
24.3 y en la actual LX Legislatura del 22.6 por ciento. En
cuanto a la Cámara de Senadores, las mujeres representan
actualmente el 18 por ciento.

Aunque los avances en el Poder Legislativo federal son to-
davía insuficientes, lo cierto es que la realidad en el resto
de los ámbitos es aún más complicada.

A nivel local, de acuerdo con información de Instituto Na-
cional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal (In-
afed) y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, el
20.3 por ciento de los diputados locales son mujeres; pero
habría que considerar que en algunos estados la represen-
tación de las mujeres diputadas no alcanza siquiera los 10
puntos porcentuales.

Existe dos gobernadoras y en el nivel municipal, la repre-
sentación de las mujeres es pobre, manteniéndose una ten-
dencia que no ha rebasado el 4 por ciento en las presiden-
cias municipales. Por lo que respecta a la composición de
cabildos, se cuenta en la actualidad con el 12.6 por ciento
de mujeres síndicas y el 27.6 por ciento de regidoras.

Pasando a la administración pública federal, en el gabinete
del gobierno actual 4 de 22 cargos son ocupados por muje-
res (Sedesol, SEP, Sener y SRE); mientras que en el gabine-
te ampliado se encuentran 2 mujeres: una en el Inmujeres y
otra más en el Consejo Nacional de Educación para la Vida
y el Trabajo (Conevyt)-INEA. Las funcionarias públicas de
mando medio y superior representan el 27 por ciento y están
ubicadas principalmente en los niveles de enlace, jefatura
de departamento y subdirección, existiendo poca participa-
ción en los mandos de alta gerencia y dirección.

Con base en las cifras presentadas, podemos afirmar que en
México las mujeres son un sector que efectivamente se en-
cuentra subrepresentado en la toma de decisiones, por lo
cual es indispensable generar las condiciones que les per-
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mitan acceder a los espacios decisorios y de representa-
ción.

De acuerdo con el Instituto Nacional de las Mujeres7 los
principales obstáculos que limitan el acceso de las mujeres
a los espacios de toma de decisiones son:

• La existencia de una cultura política discriminatoria
que subsiste en el aparato público, partidos políticos,
sindicatos y otras organizaciones sociales que imponen
resistencias al acceso y participación de mujeres en es-
pacios de poder.

• La desvalorización de las capacidades y aportaciones
de las mujeres en el ejercicio del poder político, en la di-
rección empresarial y en las diferentes formas de orga-
nización social (sindicatos, representaciones campesi-
nas, las ONG, entre otros).

• La ausencia de mecanismos que promuevan de mane-
ra permanente la participación de las mujeres, y una cul-
tura cívica que considere las realidades diferenciadas y
específicas de hombres y de mujeres.

• La mayor responsabilidad que asumen las mujeres en
la comunidad y en el ámbito privado, principalmente en
la familia, restringe su participación en niveles de deci-
sión del ámbito público.

• Una mayor exigencia para las mujeres que participan
en política o altos mandos respecto a su desempeño, ca-
pacidades, preparación y conducta en comparación con
los hombres, por lo que suelen estar sujetas a un severo,
y en ocasiones discriminatorio, escrutinio público.

Atendiendo a esta realidad, la presente iniciativa pretende
dar un nuevo impulso a la eliminación progresiva de la ex-
clusión, la discriminación y la inequidad que obstruyen la
plena incorporación de las mujeres a la vida pública y a los
ámbitos decisorios del país.

Para ello, se proponen las siguientes reformas al Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales:

• Reformar el inciso s) del numeral 1 del artículo 38 a fin
de que los partidos políticos nacionales tengan la obliga-
ción de establecer mecanismos que procuren la paridad
de género en sus órganos de dirección y en el acceso a
candidaturas a cargos de elección popular través de fór-
mulas mixtas compuestas por una mujer y un hombre.

• Adicionar una fracción IX al inciso a), numeral 7 del
artículo 49 con el objetivo de que cada partido político
destine anualmente al menos el 2 por ciento del finan-
ciamiento que reciba para capacitación, promoción y
desarrollo del liderazgo político de las mujeres.

• Introducir el principio de paridad entre mujeres y hom-
bres en el numeral 3 del artículo 175 para las postula-
ciones a cargos de elección popular en el Congreso de la
Unión que hagan los partidos políticos, tanto de mayo-
ría relativa como de representación proporcional.

• Reformar el artículo 175-A para establecer que la tota-
lidad de las solicitudes de registro de las candidaturas a
diputados y senadores deberán integrarse con al menos
el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de un
mismo género.

• Reformar el artículo 175-B para modificar la división
de las listas de candidatos de representación proporcio-
nal en segmentos de cinco candidatos y establecer que
en cada uno de los dos primeros segmentos de cada lis-
ta habrá por lo menos dos candidaturas de un mismo gé-
nero.

Como puede observarse, esta iniciativa no se limita a la di-
mensión cuantitativa de la paridad, es decir la ampliación
de las cuotas de género; sino que busca abordar de forma
cualitativa diversas cuestiones relacionadas con las oportu-
nidades de las mujeres para acceder a los cargos de elec-
ción popular y a los órganos de dirección de los partidos
políticos, promoviendo su capacitación, posicionamiento,
desarrollo y liderazgo.

Es nuestra convicción afirmar que el equilibrio en la repre-
sentación política y la igualdad de oportunidades entre mu-
jeres y hombres es uno de los mecanismos para la profun-
dización de la democracia en sus términos más sustantivos.

El principio de paridad no se agota en el ámbito electoral,
debe atravesar todas las esferas de la vida social y política de
nuestra nación, conciliando el ámbito público y el privado,
promoviendo la corresponsabilidad en la toma de decisiones
y en el ejercicio del poder, garantizando mecanismos de par-
ticipación y representación que garanticen que todas las vo-
ces sean escuchadas y se tomen en cuenta las necesidades
más diversas en aras de un bien auténticamente común.

Las mujeres han demostrado su voluntad y capacidad para
aportar al desarrollo de México a través de su participación
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cada vez mayor en el mercado laboral, la cultura, el depor-
te, la academia, la política, las organizaciones sociales, los
negocios y otros espacios en donde hace sólo algunos años
su presencia era impensable. Esto les ha traído una serie de
satisfacciones personales y profesionales, pero también
han tenido que enfrentar numerosos retos: las injusticias e
inequidades de estos ámbitos que no estaban creados, ni
preparados para las mujeres; acusaciones públicas y priva-
das por un aparente egoísmo y el descuido de la familia;
jornadas dobles y hasta triples de trabajo; el menosprecio
de su talento y de la importancia de su participación en la
vida pública; y mayores exigencias a su desempeño a cau-
sa del género, entre muchos otros.

Es por eso que esta iniciativa tiene un horizonte más am-
plio: una sociedad realmente igualitaria en la que prevalez-
ca la solidaridad y corresponsabilidad entre mujeres y
hombres dentro de la pareja, la familia, las relaciones so-
ciales, la economía y la política.

Es innegable que las mujeres tienen derecho a contar con las
condiciones que les permitan el ejercicio de sus derechos
con igualdad, lo que en sí mismo es una causa de justicia so-
cial impostergable. Pero no se trata sólo de las mujeres.

En Acción Nacional hemos tenido siempre la convicción
de que la familia no sólo es la célula básica de la sociedad
porque promueve valores tan importantes como la solidari-
dad, la unidad, el respeto y la sana convivencia, sino que es
la mejor institución que poseemos para aplicar una política
social de desarrollo a largo plazo. La apuesta hacia el futu-
ro es crear familias donde exista igualdad de oportunidades
y derechos entre sus miembros, donde las mujeres no ten-
gan que elegir entre su crecimiento individual y sus res-
ponsabilidades familiares, donde los hombres sean copartí-
cipes del cuidado de sus hijos y las tareas del hogar, donde
quienes integran el núcleo familiar puedan decidir sobre su
futuro común y alcanzar su pleno desarrollo personal.

Por ello, la paridad fortalecerá a las mujeres para seguir
contribuyendo más y mejor al bienestar individual y colec-
tivo, pero también hará de las familias espacios más demo-
cráticos e igualitarios y contribuirá a la consolidación del
desarrollo nacional, haciendo de la naciente democracia
del país un sistema de vida fundado en el constante mejo-
ramiento económico, social y cultural del pueblo, tal como
lo consagra el artículo 3o. constitucional.

Las medidas afirmativas que hoy pretendemos introducir
en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos

Electorales para fortalecer el papel de las mujeres en el Po-
der Legislativo, en los órganos directivos de los partidos
políticos y en general en la toma decisiones respecto al
rumbo de México traerán grandes beneficios personales,
familiares, sociales y políticos al país. En virtud de ello,
desde el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
demandamos los acuerdos necesarios para la aprobación de
estas reformas trascendentes.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales

Artículo Único. Se reforman el inciso s) del numeral 1 del
artículo 38, el numeral 3 del artículo 175, el artículo 175-
A y el artículo 175-B; y se adiciona una fracción IX al in-
ciso a), numeral 7 del artículo 49; para quedar como sigue:

Artículo 38.

1. Son obligaciones de los partidos políticos nacionales

a) a la r) …

s) Establecer mecanismos que procuren la paridad de
género en sus órganos de dirección y en el acceso a can-
didaturas a cargos de elección popular a través de fór-
mulas mixtas integradas por una mujer y un hombre.

t) …

Artículo 49.

1. a 7. …

a)…

I. a VIII. …

IX. Cada partido político deberá destinar anual-
mente por lo menos el 2 por ciento del financia-
miento público que reciba para la capacitación, la
promoción y el desarrollo del liderazgo político de
las mujeres.

b) y c) …
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8. a 11. …

Artículo 175.

1. y 2. …

3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán en los
términos del presente ordenamiento, la igualdad de oportu-
nidades y la paridad entre mujeres y hombres en la vida
política del país, a través de postulaciones a cargos de elec-
ción popular en el Congreso de la Unión, tanto de mayoría
relativa como de representación proporcional.

4. …

Artículo 175-A.

Las solicitudes de registro del total de las candidaturas a
diputados y senadores que presenten los partidos políticos
o las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, debe-
rán integrarse con candidatos de ambos géneros y con
al menos el cuarenta por ciento de candidatos propietarios
de un mismo género.

Artículo 175-B.

Las listas de representación proporcional se integrarán por
segmentos de cinco candidaturas. En cada uno de los dos
primeros segmentos de cada lista habrá por lo menos dos
candidaturas propietarias de un mismo género. Lo an-
terior sin perjuicio de los mayores avances que en esta ma-
teria señale la normatividad interna y los procedimientos
de cada partido político.

Transitorios

Primero. Las disposiciones relativas a los artículos 175-A,
175-B y 175-C serán vigentes hasta el año 2018, una vez
concluido el proceso electoral correspondiente.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas

1) Comisión Económica para América Latina (2007), El aporte de las
mujeres a la igualdad en América Latina y el Caribe, publicación a
propósito de la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América La-
tina y el Caribe realizada en Quito, Ecuador, Naciones Unidas/Cepal.

2) Navarro, Maricela (2001), Hablamos de democracia, documento
consultado en la página electrónica de Mujeres en Red http://www.no-
do50.org/mujeresred/paridad-m_navarro.html, el 5 de septiembre de
2007.

3) El Consenso de Quito es el producto de la décima Conferencia Re-
gional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe realizada en Qui-
to, Ecuador del 6 al 9 de agosto de 2007 a convocatoria de la Comisión
Económica para América Latina de la ONU, en la cual se trataron los
temas de: 1) participación política y paridad de género en los procesos
de adopción de decisiones en todos los niveles, y 2) la contribución de
las mujeres a la economía y la protección social, especialmente en re-
lación al trabajo no remunerado. Este consenso fue firmado por la de-
legación representante de México.

4) Cepal (2007) Consenso de Quito, décima Conferencia Regional so-
bre la Mujer de América Latina y el Caribe, p. 3.

5) Se consultó el resumen de este estudio en la página del Consejo Na-
cional para Prevenir la Discriminación, http://www.conapred.org.
mx/index.php, el 6 de septiembre de 2007.

6) Carbonell, Miguel (2004), Igualdad y Constitución, Colección Cua-
dernos de la Igualdad, México, Conapred, p. 12.

7) Documento tomado del sitio de Internet del Instituto Mexicano de
las Mujeres http://www.inmujeres.gob.mx/ el 28 de marzo de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre del 2007.— Di-
putados: Alma Edwviges Alcaraz Hernández, María Elena Álvarez
Bernal, Margarita Arenas Guzmán, María Eugenia Campos Galván,
Liliana Carbajal Méndez, Esmeralda Cárdenas Sánchez, María Sofía
del Perpetuo Socorro Castro Romero, Beatriz Collado Lara, María
Mercedes Corral Aguilar, Marcela Cuen Garibi, Adriana Dávila Fer-
nández, Silvia Emilia Degante Romero, Martha Cecilia Díaz Gordillo,
Leticia Díaz de León Torres, María del Carmen Fernández Ugarte,
Martha Margarita García Müller, Beatriz Eugenia García Reyes, Yo-
landa Mercedes Garmendia Hernández, María Gabriela González Mar-
tínez, María Dolores González Sánchez, María Victoria Gutiérrez La-
gunes, Elia Hernández Núñez, Nelly Asunción Hurtado Pérez, María
de los Ángeles Jiménez del Castillo, María Esther Jiménez Ramos,
Addy Cecilia Joaquín Coldwell, Violeta del Pilar Lagunes Viveros,
María Soledad Limas Frescas, Omeheira López Reyna, Rubí Laura
López Silva, María Ofelia Gloria Malcos Amaro, Dolores de María
Manuell-Gómez Angulo, María de Jesús Martínez Díaz, Dora Alicia
Martínez Valero, Alma Hilda Medina Macias, Lizbeth Evelia Medina
Rodríguez, Lucía Susana Mendoza Morales, Marisol Mora Cuevas,
María Esperanza Morelos Borja, Rocío del Carmen Morgan Franco,
María Nieves Noriega Blanco Vigil, María del Pilar Ortega Martínez,
Dolores María del Carmen Parra Jiménez, Gloria María Perroni Meri-
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no, Mirna Cecilia Rincón Vargas, Adriana Rodríguez Vizcarra Veláz-
quez, Laura Angélica Rojas Hernández, Martha Angélica Romo Jimé-
nez, Claudia Sánchez Juárez, Sara Shej Guzmán, Yadhira Yvette Ta-
mayo Herrera, María Gloria Guadalupe Valenzuela García, Adriana
Rebeca Vieyra Olivares, Héctor Larios Córdova, Rogelio Carbajal Te-
jada, Miguel Ángel Jiménez Godínez, Patricia Obdulia de Jesús Casti-
llo Romero, Adrián Fernández Cabrera, Luis Gustavo Parra Noriega,
José Martín López Cisneros, Javier González Garza, (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada Laura Angélica Rojas Hernández.
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

Compañeros del pleno, vamos a brindar un fuerte aplauso
a nuestros visitantes de la escuela primaria Julio Zárate; a
la Universidad del Golfo de México, campus Tehuacan, y
a la Universidad Anáhuac, del Estado de México, que se
encuentran aquí nosotros. Sean bienvenidos.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - LEY FEDERAL DE
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO,

REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL
ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL - 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Vamos
a dar una corrección del turno del compañero diputado Jo-
sé Antonio Almazán González, a petición de él, se turnó a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, y se pide
también la opinión de la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social.

LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION Y
ENAJENACION DE BIENES DEL SECTOR PUBLICO -

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Enrique Serrano Escobar, del Grupo
Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa que refor-
ma diversas disposiciones de la Ley Federal para la Admi-
nistración y Enajenación de Bienes del Sector Público, y de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

El compañero diputado Enrique Serrano Escobar también
va a presentar propuesta de iniciativa que expide la Ley Fe-
deral para regular las Casas de Empeño; y reforma diversas
disposiciones de la Ley de Protección y Defensa al Usua-
rio de Servicios Financieros, y de la Ley de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, en esta participación.

El diputado Enrique Serrano Escobar: Muchas gracias,
con su permiso, diputada Presidenta.

Enrique Serrano Escobar, diputado federal del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la
LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 55, frac-
ción II, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se permite presentar a la consideración de esta
honorable asamblea dos iniciativas. Una de ellas —la pri-
mera— con proyecto de decreto que reforma la Ley Federal
para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público, y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, al tenor de la siguiente exposición
de motivos:

El 19 de diciembre de 2002 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se expide la Ley Fe-
deral para la Administración y Enajenación de Bienes del
Sector Público, que dio origen a la creación de una figura
única para la administración y enajenación de bienes del
sector público, el Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes, mejor conocida como SAE.

Esta institución ha significado importantes avances en ma-
teria de simplificación y modernización de los procesos de
enajenación de dichos bienes, hecho que no sólo ha permi-
tido el aprovechamiento de bienes cuyo destino anterior era
el desecho, sino que ha significando una importante reduc-
ción de los costos de almacenamiento y administración a
cargo del sector público, propiciando a la vez los mayores
valores de recuperación posible, lo que ha significado ma-
yores ingresos para la federación.

Así, el SAE ha constituido el instrumento por excelencia
que ha permitido reintegrar empresas y bienes improducti-
vos a la economía, generando en este proceso importantes
ingresos al gobierno federal a través de la venta y recupe-
ración de bienes mediante el desarrollo e implantación de
procesos transparentes, oportunos y eficientes para la re-
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cepción, custodia, operación, optimización, liquidación,
enajenación y, en su caso, destrucción de los bienes enco-
mendados.

Ahora bien, los ahorros del sector público no sólo se han
derivado de las mejoras sustantivas en los procesos de ven-
ta, sino también por la sustitución de una diversidad de de-
pendencias y direcciones generales que anteriormente rea-
lizaban las mismas funciones, mismas que hoy en día se
encuentran únicamente a cargo del SAE, que absorbió la
operación del Fideicomiso Liquidador de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares del Crédito, el Servicio de Ad-
ministración de Bienes Asegurados, la Administración Ge-
neral del Destino de Bienes de Comercio Exterior Propie-
dad del Fisco Federal, y otras.

Son muchos los beneficios que ha significado el SAE, y
por ello debemos, desde el ámbito del Legislativo, procu-
rar todos los medios para su fortalecimiento. En ese tenor,
se han detectado una serie de aspectos que deben ser mo-
dificados, a fin de dotar a la institución de los instrumentos
necesarios para desempeñar sus funciones de manera ópti-
ma.

En 2005 se publicaron reformas a la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co, que facultaron al SAE para proceder al desalojo de
mercancías y activos que se encuentran en patios fiscales,
depósitos de vehículos, recintos aduanales y almacenes
concesionados.

Derivado de lo anterior, el Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes firmó un convenio de colaboración
con la Cámara Nacional del Autotransporte de Carga, con
objeto de liberar espacios públicos y privados ocupados
por más de 1 millón 200 mil vehículos automotores en si-
tuación de abandono, habiéndose convertido la mayoría en
chatarra.

A través de este convenio y en colaboración con la Cana-
car se inició la aplicación del programa Desalojo de Vehí-
culos en Depósitos Federales, para dar disposición final a
muchos bienes automotores que diversas empresas permi-
sionarias afiliadas habían alojado por largos años y hasta
décadas, resolviendo con ello el grave problema de acu-
mulación de vehículos producto de procedimientos penales
federales, embargo, garantía, abandono u otros que termi-
nan convertidos en chatarra.

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes es
el vehículo entre el permisionario y la entidad transferente
para dar salida a los casi 1.2 millones de vehículos, sin em-
bargo y pese a la existencia del convenio antes menciona-
do, la transferencia para algunas entidades es voluntaria,
por lo que no se realizan de manera automática o sistemá-
tica ya que algunas entidades transferentes no cuentan con
el inventario que verifique que los vehículos fueron depo-
sitado por ellos.

Por tanto, la presente iniciativa pretende lograr una conci-
liación de los inventarios, tanto de la transferente como de
los permisionarios, toda vez que dichos inventarios son la
base de facturación y el instrumento que dota de seguridad
jurídica, tanto a los permisionarios como a las entidades
transferentes.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente proyec-
to de 

Decreto

Primero. Se adicione la fracción IX del artículo 2o., reco-
rriéndose en su orden las demás fracciones, y se adiciona el
segundo párrafo al artículo segundo transitorio, recorrién-
dose en su orden los demás párrafos, de la Ley Federal pa-
ra la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público.

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entiende por…

IX. Permisionario. Persona autorizada por la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes para prestar servicio de au-
totransporte federal o para operar o explotar servicios au-
xiliares.

Transitorios. Segundo. En el caso de que los permisiona-
rios cuenten con vehículos que ninguna entidad transferen-
te los acepte como depositados por ella, se entenderá como
transferidos al SAE, bastando que se anote tal hecho en el
acta de entrega-recepción que deberá de ser firmada por el
SAE y el permisionario correspondiente.

En este caso, los vehículos no podrán venderse para circu-
lar y deberán tener al menos 12 meses de antigüedad en los
depósitos vehiculares federales o de permisionarios, conta-
dos a partir de su entrada en vigor....
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La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Permíta-
me, compañero. Compañeros, les voy a pedir respeto al ora-
dor, porque está presentando dos iniciativas. Lo menciona-
mos al principio, por favor. Concluya, diputado, por favor.

El diputado Enrique Serrano Escobar: Gracias, Presi-
denta. Artículo segundo —ya estoy por terminar el prime-
ro—. Se adiciona el artículo 141 Bis a la Ley General de
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

141 Bis. La secretaría, en coordinación con el Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes, realizará la trans-
ferencia a éste último, de los vehículos automotores que
hayan tenido una permanencia mayor a 12 meses en los de-
pósitos autorizados para tal efecto, para que se le dé dispo-
sición final.

Transitorio. Artículo único. El presente decreto entrará en
vigor a los 30 días hábiles siguientes al de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Muchas gracias, en lo que corresponde a la primera inicia-
tiva.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público, y General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, a cargo del diputado Enrique Se-
rrano Escobar, del Grupo Parlamentario del PRI

Enrique Serrano Escobar, diputado federal del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional de la
LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 55, frac-
ción II, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, me permito presentar a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma la Ley Federal para la Administración
y Enajenación de Bienes del Sector Público y la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 19 de diciembre de 2002, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se expide la Ley Fe-
deral para la Administración y Enajenación de Bienes del

Sector Público que dio origen a la creación de una figura
única para la administración y enajenación de bienes del
sector público, el Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes,  mejor conocida como SAE; institución
que ha significado importantes avances en materia de sim-
plificación y modernización de los procesos de enajena-
ción de dichos bienes, hecho que no sólo ha permitido el
aprovechamiento de bienes cuyo destino anterior era el
desecho sino que ha significando una importante reducción
de los costos de almacenamiento y administración a cargo
del sector público, propiciando a la vez los mayores valo-
res de recuperación posible, lo que ha significado mayores
ingresos para la federación. 

Así, el SAE ha constituido el instrumento por excelencia que
ha permitido reintegrar empresas y bienes improductivos a
la economía, generando en este proceso importantes ingre-
sos al Gobierno Federal a través de la venta y recuperación
de bienes, mediante el desarrollo e implantación de procesos
transparentes, oportunos y eficientes para la recepción, cus-
todia, operación, optimización, liquidación, enajenación y,
en su caso, destrucción de los bienes encomendados.

Ahora bien, los ahorros del sector público no sólo se han
derivado de las mejoras sustantivas en los procesos de ven-
ta, sino también por la sustitución de una diversidad de de-
pendencias y direcciones generales, que anteriormente rea-
lizaban las mismas funciones, mismas que hoy en día, se
encuentran únicamente a cargo del SAE, que absorbió la
operación del Fideicomiso Liquidador de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares del Crédito (FIDELIQ), el Ser-
vicio de Administración de Bienes Asegurados, la Admi-
nistración General del Destino de Bienes de Comercio Ex-
terior Propiedad del Fisco Federal del SAT, la Dirección
General Adjunta de Cartera y Activos no Monetarios de la
Tesorería de la Federación, y la Unidad de Desincorpora-
ción de la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, por mencionar algunas de las
áreas que han sido sustituidas por el SAE, como única fi-
gura en el país.

Son muchos los beneficios que ha significado el SAE, y
por ello debemos desde el ámbito del legislativo procurar
todos los medios para su fortalecimiento. En ese tenor, se
han detectado una serie de aspectos que deben ser modifi-
cados a fin de dotar a la institución de los instrumentos ne-
cesarios para desempeñar sus funciones de manera óptima.

En 2005, se publicaron reformas a la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
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co (LFAEBSP), que facultaron al SAE para proceder al
desalojo de mercancías y activos que se encuentran en pa-
tios fiscales, depósitos de vehículos, recintos aduanales y
almacenes concesionados.

Derivado de lo anterior, el Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes (SAE) firmó un convenio de cola-
boración con la Cámara Nacional del Autotransporte de
Carga (Canacar), con el objeto de liberar espacios (públi-
cos y privados) ocupados por más de 1 millón 200 mil ve-
hículos automotores en situación de abandono, habiéndose
convertido la  mayoría en chatarra.

A través de ese convenio y en colaboración con la Canacar,
se inició la aplicación del Programa de Desalojo de Vehí-
culos en Depósitos Federales, para dar disposición final a
muchos bienes automotores que diversas empresas permi-
sionarias afiliadas habían alojado por largos años y hasta
décadas; resolviendo con ello el grave problema de acu-
mulación de vehículos producto de procedimientos penales
federales, embargo, garantía, abandono u otros, que termi-
nan convertidos en chatarra.

De igual manera, el mencionado programa permitiría re-
solver el creciente endeudamiento en que habían incurrido
las entidades transferentes, destacadamente la PGR, Adua-
nas, la SCT y el SAT, así como el Poder Judicial de la fe-
deración, con los permisionarios por los servicios presta-
dos para el resguardo de los vehículos en sus depósitos;
mediante el pago a los acreedores con el producto de las
ventas de chatarra o el otorgamiento de vehículos de más
de tres años.

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes
(SAE) es el vehículo entre el Permisionario y la Entidad
Transferente para dar salida a los casi 1.2 millones de ve-
hículos chatarra. Sin embargo y pese a la existencia del
convenio antes mencionado, la transferencia para algunas
entidades es voluntaria, por lo que no se realizan de mane-
ra automática o sistemática ya que algunas entidades trans-
ferentes no cuentan con el inventario que verifique que los
vehículos fueron depositados por ellos.

Por lo tanto, la presente iniciativa pretende lograr una con-
ciliación de los inventarios tanto de la transferente como de
los permisionarios, toda vez que dichos inventarios son la
base de facturación y el instrumento que dota de seguridad
jurídica tanto a los permisionarios como a las entidades
transferentes.

Esto es, que independientemente de que la entidad transfe-
rente cuente con los documentos que consten el deposito
que hayan hecho ante los permisionarios, éstos puedan re-
alizar la transferencia al Servicio de Administración y En-
ajenación de Bienes (SAE) para que se le dé destino final a
los vehículos, logrando su remate o venta como chatarra
para el pago de las obligaciones contraídas con los permi-
sionarios y se puedan desalojar los más de 500 depósitos
que existen en el país, causando un daño no sólo a la eco-
nomía sino al medio ambiente, ya que al estar varados di-
chos vehículos generan oxido ferroso, el cual genera un
grave peligro porque además  de ser explosivo pues literal-
mente entra en combustión, también es un residuo que se
filtra en el subsuelo dañando al medio ambiente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración  de esta  honorable asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona una fracción IX del artícu-
lo 2o.; recorriéndose en su orden las demás fracciones y se
adiciona un segundo párrafo al artículo Segundo Transito-
rio, recorriéndose en su orden los demás párrafos de la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público.

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. a VIII. ...

IX. Permisionario: Persona autorizada por la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes para prestar
servicio de autotransporte federal o para operar o
explotar servicios auxiliares;

X. Procuraduría: La Procuraduría General de la Repú-
blica;

XI. Reglamento: El Reglamento de esta Ley, que al
efecto emita el Presidente de la República;

XII. SAE: El organismo descentralizado de la Adminis-
tración Pública Federal, denominado Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes, previsto en el Títu-
lo Sexto de la presente Ley;

XIII. Secretaría: La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, y

Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados70



XIV. Transferencia: El procedimiento por el cual una
Entidad Transferente entrega uno o más bienes al SAE
para su administración, enajenación o destrucción, sin
que dicha entrega implique transmisión de propiedad
alguna ni genere el pago de impuestos.

Transitorios

Primero. …

Segundo. ...

En el caso de que los permisionarios cuenten con vehí-
culos que ninguna entidad transferente los acepte como
depositados por ellas, se entenderá como transferidos al
SAE, bastando que se anote tal hecho en el acta de en-
trega recepción, que deberá ser firmada por el SAE y el
permisionario correspondiente. En este caso los vehícu-
los no podrán venderse para circular y deberán tener al
menos 12 meses de antigüedad en los depósitos vehicu-
lares federales o de permisionarios contados a partir de
su entrada en vigor.

...

...

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 141 Bis a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

141 Bis. La secretaría en coordinación con el Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes, (SAE), realiza-
rán la transferencia a éste último de los vehículos automo-
tores que hayan tenido una permanencia mayor a 12 meses
en los depósitos autorizados para tal efecto, para que se le
dé disposición final.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor a los
30 días hábiles siguientes al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a 22 de noviembre de 2007.— Diputado Enrique
Serrano Escobar (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Enrique Serrano Escobar. Túrnese

a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

LEY DE PROTECCION Y DEFENSA A LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS - 

LEY DE LA COMISION NACIONAL BANCARIA Y
DE VALORES - LEY FEDERAL PARA REGULAR

LAS CASAS DE EMPEÑO

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Tiene
la palabra el diputado Enrique Serrano Escobar, del Grupo
Parlamentario del PRI, para presentar la segunda iniciativa
se refiere al proyecto de decreto por el que se expide la Ley
Federal para regular las Casas de Empeño, y se reforman
diversas disposiciones de la Ley de Protección y Defensa
de los Usuarios de Servicios Financieros.

El diputado Enrique Serrano Escobar: La presente ini-
ciativa contiene reformas a la Ley de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, y a la Ley de Protección y Defensa
de los Usuarios de Servicios Financieros, para que las ca-
sas de empeño se consideren instituciones financieras y,
por tanto, sean objeto de regulación en estos términos.

De igual forma, contiene un proyecto de Ley Federal para
Regular las Casas de Empeño, el cual consta de cinco ca-
pítulos cuyo objeto es el de regular la apertura, instalación
y funcionamiento de los establecimientos, cuyo propósito
sea el de ofrecer servicios al público de mutuo con interés
y/o garantía prendaria, con excepción de aquellas regidas
por la legislación sobre instituciones de crédito, organiza-
ciones de actividades auxiliares del crédito y que se cons-
tituyan como instituciones de asistencia privada.

El capítulo I establece las disposiciones generales.

El capítulo II se refiere al tema de las autorizaciones.

El capítulo III habla de los procesos de empeño y desem-
peño.

El capítulo V contiene aspectos de las sanciones y del re-
curso administrativo.

En atención a que la iniciativa que contiene el proyecto es
muy amplia, no la leo en su totalidad, sólo la resumí gene-
ralmente. Y hago el siguiente comentario.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 200771



Existe un abuso de la gran mayoría de las empresas que se
dedican a esta actividad en México en contra de la pobla-
ción económicamente menos favorecida en nuestro país,
quienes cobran intereses que llegan hasta 700 por ciento
sobre los préstamos que otorgan, lo cual lesiona grave-
mente la economía de las clases populares en una actividad
que consideramos de práctica totalmente de usura. Así es
que lo someto a la consideración de esta asamblea. Muchas
gracias.

«Iniciativa que expide la Ley Federal para Regular las Ca-
sas de Empeño; y reforma diversas disposiciones de las Le-
yes de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Fi-
nancieros, y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, a cargo del diputado Enrique Serrano Escobar, del
Grupo Parlamentario del PRI

Enrique Serrano Escobar, diputado federal del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional de la
LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 55,
fracción II, 56,  62  y 63 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, me permito presentar a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción IV del artículo 2o.
de la Ley de Protección y Defensa a los Usuarios de Servi-
cios Financieros, así como la fracción IV del artículo 3o. de
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y se
expide la Ley Federal para Regular las Casas de Empeño,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Con el surgimiento del Nacional Monte de Piedad en 1775,
empezó la operación en nuestro país de las instituciones de
asistencia privada, asociaciones civiles o sociedades mer-
cantiles, mejor conocidas como “casas de empeño”.

Aparecieron como un medio para realizar acciones en be-
neficio de la sociedad, asistiendo a las personas de bajos
recursos a través de préstamos o apoyando a aquéllas que
requerían recursos monetarios de inmediato, cuyo objetivo
original era proporcionar ayuda permanente a las personas
necesitadas y sin cobrar intereses por el préstamo recibido.

Sin embargo, al convertirse en una práctica popular, alen-
tada por la necesidad de liquidez inmediata para cubrir

contingencias, surgieron distintos establecimientos de em-
peño como negocios puramente lucrativos.

Habida cuenta de que en el país un alto porcentaje de la po-
blación económicamente activa no tiene  acceso a créditos
bancarios,  pero sí necesidades concretas de financiamien-
to oportuno, el préstamo prendario en México ha crecido
de manera desmedida sin una normatividad concreta y, a
pesar de que son reconocidas como fuentes de financia-
miento alternativo, no cuentan con una regulación jurídica
específica, teniéndose que su actividad sólo es monitorea-
da, más no supervisada por la Procuraduría Federal del
Consumidor (Profeco).

Algunos de los factores que han incidido en tal incremento
de las casas de empeño son la falta de flexibilidad de la
banca privada para ofrecer créditos accesibles y de rápida
resolución, así como el auge de la economía informal, la
desocupación y los empleos temporales o con ingresos pre-
carios.

Resulta importante atender con especial interés este tipo de
actividades, pues es evidente el desorden que impide el
ahorro y despoja de sus escasos bienes e ingresos a muchos
mexicanos.

Si bien es cierto que algunas entidades federativas han re-
alizado esfuerzos legislativos para crear el marco jurídico
en la materia en sus respectivas jurisdicciones, también lo
es que la  mayoría carece de normas que controlen el fun-
cionamiento de este tipo de establecimientos.

Otras fuentes revelan que algunas de estas casas cobran 7.5
por ciento quincenal y que hay las que cobran 4.5 por cien-
to semanal; es decir, anualmente los intereses podrían al-
canzar entre el 180 por ciento y el 230 por ciento. 

Pero si se considera que generalmente se capitalizan los in-
tereses sobre intereses, esos porcentajes podrían ser del or-
den de 467 por ciento ó 886 por ciento respectivamente.

Es obvio entonces que si las casas de empeño sextuplican
el interés legal y que, cuando menos, duplican, y hasta cua-
druplican el interés promedio usual en el mercado, caen en
la hipótesis penal de fraude, que se contempla en el artícu-
lo 387, fracción VIII del Código Penal Federal que a la le-
tra reza:

VIII. Al que valiéndose de la ignorancia o de las malas con-
diciones económicas de una persona, obtenga de ésta ven-
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tajas usurarias por medio de contratos o convenios en los
cuales se estipulen réditos o lucros superiores a los usuales
en el mercado.

De acuerdo con el tipo penal, se considera ventaja usuraria
todo rédito o lucro superior a los usuales en el mercado. En
el caso de los réditos, la comparación para determinar si
existe o no ventaja usuraria, debe hacerse en relación con
las tasas de interés que cobran usualmente las instituciones
de crédito en sus operaciones activas similares.

A pesar de que el 6 de junio de 2006 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación la reforma que adiciona el ar-
tículo 65 Bis  de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor, en el que se establece la obligación de quienes realicen
operaciones de mutuo con interés y garantía prendaria de
registrar su contrato de adhesión ante la procuraduría y de
transparentar sus operaciones a través de la publicitación
de los términos y condiciones de sus contratos así como la
tasa de interés anualizada que cobren sobre saldos insolu-
tos, resultan un asunto inconcluso, ya que dicha reforma
también establece la obligación de cumplir con los requisi-
tos establecidos en la norma oficial mexicana que emita la
Secretaría de Economía, que debe contemplar aspectos
operativos tales como las características de la información
que se debe proporcionar al consumidor y los elementos de
información que debe contener el contrato de adhesión que
se utilice para formalizar las operaciones, así como la su-
ma de todos los costos asociados a la operación. 

Existe un proyecto de norma oficial mexicana NOM-
179.SCFI-2006 servicios de mutuo con interés  y garantía
prendaria, pero que aún deberá ser sometido a la Comisión
Federal de Mejora Regulatoria para su dictaminación y su
posterior publicación.

En este sentido, hasta en tanto no se emita la NOM de ca-
sas de empeño, la revisión de los contratos de mutuo con
interés y garantía prendaria que realiza Profeco es volunta-
ria para los proveedores y se limita a verificar que éstos no
contengan prestaciones desproporcionadas a cargo de los
consumidores, obligaciones inequitativas o abusivas o
cualquier otra cláusula o texto que viole las disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Ahora bien, aún y cuando se reconoce el espíritu del legis-
lador de proteger con dicha reforma a los usuarios, sigue
resultando  insuficiente su regulación, por lo que el objeti-
vo de esta iniciativa es el de ordenar el correcto funciona-
miento de las casas de empeño, estableciendo los requisi-

tos y bases de su operación y determinando los criterios bá-
sicos en protección de los usuarios.

Ahora bien, el Código Civil Federal  en su artículo 2892
hace referencia específica a los Montes Píos que a la letra
dice: 

“Artículo 2892. Respecto de los Montes de Piedad, que
con autorización legal prestan dinero sobre prenda, se
observarán las leyes y reglamentos que les conciernen,
y supletoriamente las disposiciones de este título”.

Por lo anterior, conforme al marco jurídico en vigor, el em-
peño puede ser mercantil o civil, dependiendo de la calidad
de los contratantes o el destino del dinero motivo del mu-
tuo. Sin embargo, si el dinero objeto del empeño es para fi-
nes ajenos al comercio o alguno de los contratantes no es
comerciante, la regulación sustantiva corresponderá al de-
recho común o civil a cargo de las entidades federativas. 

Por ello es que existen leyes locales que establecen los re-
quisitos para la operación de las casas de empeño, dando
intervención a las Secretarías de Finanzas de los gobiernos
de los estados. 

Ello se puede consultar concretamente en las leyes que en
la materia han emitido los estados de Baja California (sep-
tiembre, 2001), Tamaulipas (diciembre, 2004) y Coahuila
(diciembre de 2005).

Por lo que hace a los Montes Píos, o casas de empeño que
tengan la naturaleza de institución de asistencia privada, los
estados de la república las regulan mediante leyes de asis-
tencia social, como Aguascalientes, Baja California, Baja
California Sur, Campeche, Colima, Distrito Federal, estado
de México, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, More-
los, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo,
San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Tamaulipas.

Si bien es cierto que con la reforma antes mencionada se
estipuló que las operaciones realizadas por las casas de em-
peño basadas en contratos de mutuo con interés y/o garan-
tía prendaria, se consideran actos de comercio, indepen-
dientemente de que el cliente contratante sea o no
comerciante; también lo es que resulta necesario, federali-
zar su control con criterios uniformes a nivel nacional y
construir una andamiaje que permita su vigilancia en el
ámbito de los servicios financieros, sujetándose a ciertas
reglas en este ámbito.
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A esta otra conclusión se llega de lo que la propia Condu-
sef afirma en su página web antes citada:

“Los prestamistas prendarios pueden considerarse como
intermediarios financieros y, al igual que la banca co-
mercial, buscan utilidades con los intereses que co-
bran”.

Por lo anterior, y para los efectos de la ley que se propone,
se reconoce que las operaciones de las casas de empeño tie-
nen una finalidad especulativa y, que por consecuencia, de-
ben ser reguladas y vigiladas como entidades mercantiles y
financieras. 

Resulta oportuno precisar, que no se pretende limitar esta
actividad, que mucho coadyuva en el financiamiento de los
mexicanos que requieren de recursos de manera expedita y
que difícilmente obtendrían del sistema bancario formal.
Lo que se pretende encauzar son condiciones justas y ma-
yor certeza jurídica, tanto para los prestamistas como para
los usuarios.

A fin de que no existan abusos o agiotismos, se responsa-
biliza a la SHCP y a la Condusef de vigilar que las tasas de
interés que cobren las casas de empeño, se encuentren den-
tro de los porcentajes o bases usuales en el mercado.

En atención a que la propia Condusef ha considerado in-
termediarios financieros a los prestamistas prendarios,
pues aduce que al igual que la banca comercial, buscan uti-
lidades con los intereses que cobran, es dable que en el ar-
tículo 2 fracción IV de la Ley de Protección y Defensa a los
Usuarios de Servicios Financieros, se incluya a las casas de
empeño como una institución financiera. 

La ley debe evitar que estos negocios especulen con la ne-
cesidad de muchos mexicanos y dejen de ser una actividad
realizada fuera del control mercantil y financiero, sin men-
cionar las que operan con el único fin de incrementar sus
ganancias, dejando de lado cualquier principio ético o que
se han interesado en promover actividades ilícitas, con la
usura, el agio, empeño de objetos robados o el lavado de
dinero inclusive, por lo que con esta iniciativa  se busca  re-
gular de manera completa a los establecimientos que ofer-
ten al público servicios de mutuo con interés y garantía
prendaraia otorgando así seguridad jurídica.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de esta honorable Cámara de Diputados, la
presente iniciativa con 

Proyecto de Decreto

Artículo primero. Se adiciona el artículo 2 fracción IV de
la Ley de Protección y Defensa a los Usuarios de Servicios
Financieros, para quedar como sigue:

Articulo 2. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. a III. ...

IV. Institución financiera, en singular o plural, a las so-
ciedades controladoras, instituciones de crédito, socie-
dades financieras de objeto limitado, sociedades de in-
formación crediticia, casas de bolsa, especialistas
bursátiles, sociedades de inversión, almacenes generales
de depósito, uniones de crédito, arrendadoras financie-
ras, empresas de factoraje financiero, sociedades de
ahorro y préstamo, casas de cambio, instituciones de se-
guros, sociedades mutualistas de seguros, instituciones
de fianzas, administradoras de fondos para el retiro,
empresas operadoras de la base de datos nacional del
sistema de ahorro para el retiro, casas de empeño y cual-
quiera otra sociedad que requiera de la autorización de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o de cua-
lesquiera de las Comisiones Nacionales para constituir-
se y funcionar como tales y ofrecer un producto o servi-
cio financiero a los usuarios.

V.- a X. ...

Artículo segundo. Se adiciona la fracción IV del artícu-
lo 3o. de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, para quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de la presente ley se entende-
rá por:

I. a III. ...

IV. Entidades del sector financiero o entidades financie-
ras, a las sociedades controladoras de grupos financieros,
instituciones de crédito, casas de bolsa, especialistas bur-
sátiles, bolsas de valores, sociedades de inversión, socie-
dades operadoras de sociedades de inversión, sociedades
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión,
almacenes generales de depósito, uniones de crédito,
arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero, sociedades de ahorro y préstamo, casas de cam-
bio, sociedades financieras de objeto limitado, casas de
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empeño, instituciones para el depósito de valores, con-
trapartes centrales, instituciones calificadoras de valo-
res, sociedades de información crediticia, personas que
operen con el carácter de entidad de ahorro y crédito po-
pular, así como otras instituciones y fideicomisos públi-
cos que realicen actividades financieras y respecto de
los cuales la comisión ejerza facultades de supervisión.

Artículo tercero. Se expide la Ley Federal para Regular
las Casas de Empeño:

Capítulo I.
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social, de observancia general y de aplicación en todo el te-
rritorio nacional de conformidad con los términos y condi-
ciones que la misma establece, y tiene por objeto regular la
apertura, instalación y funcionamiento de los estableci-
mientos cuyo fin sea el de ofertar al público servicios de
mutuo con interés y garantía prendaria, con excepción de
las que se constituyan como instituciones de asistencia pri-
vada.

Artículo 2. Las personas  físicas o morales que desempe-
ñen las actividades descritas en el artículo anterior, inde-
pendientemente  de las obligaciones que otras leyes o re-
glamentos les impongan, deberán  obtener autorización de
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 3. Corresponde a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público la aplicación y vigilancia del cumplimiento de
las normas contenidas en esta ley, sin perjuicio de las que
correspondan a la Comisión Nacional de Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros.y  a la Pro-
curaduría Federal del Consumidor.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá solici-
tar la opinión del Banco de México, de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, cuando para el mejor cumplimiento de las atribu-
ciones que le confiere la presente ley lo estime procedente. 

Asimismo, la Secretaría podrá consultar a la Comisión Na-
cional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Ser-
vicios Financieros y a la Procuraduría Federal del Consu-
midor, en los casos en que requiera su opinión y de
conformidad con las atribuciones conferidas a éstas. 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Almoneda: Lugar donde se exhiben las prendas para
su venta.

II. Autorizado: La persona física o moral que tenga la
autorización a la que se refiere el artículo 2 de la pre-
sente ley.

III. Autorización: la que se expide al autorizado.

IV. Avalúo: El resultado del proceso de estimar en dine-
ro el valor de los bienes muebles afectos a la prenda, por
parte de los valuadores.

V. Bien pignorado: Objeto que se deja en garantía de un
préstamo.

VI. Billete prendario o billete de empeño: Es un docu-
mento único que comprueba la operación prendaria rea-
lizada entre la casa de empeño y el deudor prendario.

VII. Casa de empeño: Toda persona física o moral que
tenga como actividad principal servicios al público de
mutuo con interés y garantía prendaria, que no tenga la
calidad de institución de asistencia privada.

VIII. Contrato de Prenda: Es un contrato aprobado y re-
gistrado ante la Comisión y la Procuraduría, ubicado en
el reverso del billete mediante el cual el titular del bille-
te y la casa de empeño se sujetan a las cláusulas que lo
integran.

IX. Comisión: La Comisión Nacional para la Protección
y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros.

X. Demasías: Remanente que queda a favor del pigno-
rante, después que la institución descuenta del monto de
la venta, el préstamo, los intereses devengados, los gas-
tos de almacenaje y los gastos de operación, el cual de-
be ser restituido al mismo en un término que no exceda
de treinta días, contados a partir de la venta del bien
empeñado.

XI. Demasías caducadas: Demasías no cobradas por los
pignorantes dentro del plazo de seis meses contados a
partir de haberse efectuado la venta de su prenda. 

XII. Derecho de almacenaje: Es el porcentaje mensual
nominal que se cobra sobre la base del préstamo, cuan-
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do las prendas desempeñadas no son recogidas en los
tres días hábiles siguientes, al así determinado por las
partes.

XIII. Depósito o depositaría: Lugar físico donde se al-
macena y custodian las prendas pignoradas.

XIV. Desempeño: Es el proceso establecido en el con-
trato mediante el cual el interesado o pignorante, cum-
pliendo lo pactado en el contrato de prenda  y de acuer-
do con las condiciones del billete de empeño, puede
recuperar la prenda depositada en garantía y dar por
concluidas las obligaciones contraídas en el referido
contrato.

XV. Empeño: Es el proceso mediante el cual, el intere-
sado o pignorante recibe en forma inmediata una suma
de dinero en efectivo a cambio de dejar en depósito, y
como garantía, una prenda de su propiedad.

XVI. Empeño líquido: Es una operación que se realiza
originalmente, es decir, no tiene referencia anterior. 

XVII. Empeño por refrendo: Es una operación que se
realiza con referencia anterior. 

XVIII. Fianza por billete supletorio: Cuando el deudor
prendario extravía, mutila o destruye el billete de empe-
ño, se le extiende un billete supletorio para desempeño
inmediato, el cual no se cobrará salvo el valor propio de
la expedición del mismo. 

XIX. Etapa de comercialización: Periodo de que dispo-
ne la casa de empeño para vender la prenda por cuenta
y orden del pignorante. 

XX. Gastos de operación: Es el porcentaje único que se
carga sobre el precio de venta de las prendas.

XXI. Interés prendario: Es el porcentaje mensual nomi-
nal que se cobra sobre la base del préstamo determina-
do en la boleta de empeño el cual no podrá exceder el
costo porcentual promedio publicado por el Banco de
México en el Diario Oficial de la Federación de la fecha
próxima anterior a la celebración del contrato que se
calculará por meses completos independientemente de
la fecha en que se realice el empeño o refrendo.

XXII. Ley: Ley Federal para Regular las Casas de Em-
peño. 

XXIII. Liquidación de desempeño: Monto de la liquida-
ción del préstamo prendario integrado por la cantidad
prestada más los intereses devengados, más gastos de
almacenaje. 

XXIV. Papeleta de amarre: Se denomina así al talón del
billete de empeño que es usado para el control de la
prenda en el depósito. 

XXV. Partida: Se denomina a la(s) prenda(s) que co-
rresponde(n) a una operación de empeño, sinónimo del
número de transacción realizada en el empeño, desem-
peño, refrendo y venta. 

XXVI. Pases de prenda de cumplido: Traslado de las
prendas no desempeñadas o refrendadas a las almone-
das. 

XXVII. Peticionario: La persona física o moral que en
los términos del reglamento solicite la expedición, reva-
lidación o modificación de la autorización. 

XXVIII. Pignorante: Persona que solicita un préstamo
con garantía prendaria.

XXIX. Pignorar: Dejar en prenda un objeto como fian-
za de un préstamo.

XXX. Prenda: Bien mueble entregado por el consumi-
dor al proveedor para garantizar el pago del préstamo.

XXXI. Procuraduría: Procuraduría Federal del Consu-
midor.

XXXII. Propiedad de la prenda: Derecho legal, legítimo
e indiscutible de la prenda y de todo cuando de hecho y
por derecho corresponde.

XXXIII. Refrendo: Es el proceso mediante el cual el in-
teresado o pignorante, cumpliendo lo pactado en el con-
trato de prenda y de acuerdo a las condiciones del bille-
te de empeño podrá renovarlo. 

XXXIV. Remanente: Importe que resulta a favor del
pignorante después de que la casa de empeño calcule el
finiquito.

XXXV. Secretaría: La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.
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XXXVI. Venta con billete: Es la preferencia que se le da
al pignorante para recuperar su prenda mediante la pre-
sentación de su billete.

Artículo 5. Las autoridades competentes deberán propor-
cionar a la Secretaría o la Comisión en su caso, la infor-
mación adicional que éstas les soliciten en el ámbito de sus
respectivas competencias y que sea necesaria para estable-
cer y mantener actualizado el registro nacional correspon-
diente a las casas de empeño.

Artículo 6. En lo no previsto por la presente ley, se aplica-
rán en forma supletoria y en el orden siguiente: 

I. La legislación mercantil; 

II. Los usos y prácticas mercantiles; 

III. El Código Civil Federal; 

IV. Código Federal de Procedimientos Civiles; y

V. La Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servi-
cios Financieros.

CAPÍTULO II
De las autorizaciones

Sección 1
De las Autorizaciones

Artículo 7. Para organizarse y operar como casa de empe-
ño o establecimiento cuyo propósito sea el de ofrecer ser-
vicios al público de mutuo con interés y garantía prendaria,
se requiere autorización del gobierno federal, que compete
otorgar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Por su naturaleza, estas autorizaciones serán intransferi-
bles, con vigencia de un año fiscal y  permitirán la instala-
ción y funcionamiento de sólo un establecimiento por auto-
rización; en caso de que el interesado  desee establecer
sucursales u otro establecimiento similar, deberá solicitar en
los términos de esta ley, autorización adicional  a la otorga-
da para cada uno de ellos y cumplir con los requisitos esta-
blecidos para tal efecto.

Las autorizaciones que al efecto se otorguen, así como sus
modificaciones, se publicarán en el Diario Oficial de la Fe-
deración y en dos periódicos de amplia circulación del do-
micilio social de la casa de empeño de que se trate. 

Artículo 8. La expedición revalidación  o modificación de
las autorizaciones causará los derechos  establecidos en la
Ley de Ingresos correspondiente al ejercicio fiscal de que
se trate.

Las autorizaciones expedidas serán intransferibles y con
vigencia de un año fiscal, por lo que  deberán revalidarse
anualmente, en los términos que para tal efecto se dispon-
ga en la Ley de Ingresos.

Artículo 9. Las palabras casa de empeño u otras que ex-
presen ideas semejantes en cualquier idioma, sólo podrán
ser usadas en la denominación de las sociedades que se de-
diquen a prestar los servicios al público de mutuo con inte-
rés y garantía prendaria, a las que haya sido otorgada la au-
torización, de conformidad con lo dispuesto en la presente
ley. 

Artículo 10. La solicitud de autorización para constituir y
operar una casa de empeño deberá acompañarse de la do-
cumentación e información que la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público establezca mediante disposiciones de ca-
rácter general, además de lo siguiente:

I. Nombre, razón social o denominación del solicitante;

II. Domicilio de la negociación principal, así como de
las sucursales, en su caso; números de teléfono y correo
electrónico si lo tuviere;

III. Señalar domicilio para oír y recibir notificaciones y
nombre de la persona autorizada para recibirlas en su
nombre y representación;

IV. Número de cedula de identificación personal;

V. Fecha de constitución y de inscripción en el Registro
Público, en el caso de personas morales;

VI. Copia certificada del acta constitutiva y poder nota-
rial otorgado al representante legal, en el caso de perso-
nas morales;

VII. Acreditar el capital social mínimo que fije la secre-
taría de acuerdo con la reglas generares que al efecto ex-
pida;

VIII. Relación de accionistas, administradores y directi-
vos, con sus antecedentes personales, para valorar su
solvencia moral;
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IX. Original o copia certificada del Registro Federal de
Contribuyentes;

X. Exhibir  para su sanción y aprobación el modelo de
los contratos de mutuo con interés y de prenda, que se
utilizarán para la celebración de los préstamos ofertados
al público;

XI. Exhibir el recibo fiscal de pago de los derechos co-
rrespondientes;

XII. Acreditar  no haber sido condenado por delitos pa-
trimoniales, en el caso de persona moral los directores y
dignatarios del solicitante; y

XIII. Póliza de seguro otorgada por compañía autoriza-
da, cuyo monto asegurado sea el suficiente para garan-
tizar los daños y perjuicios que pudieran ocasionarse a
los pignorantes, en caso de pérdida o deterioro de los
bienes entregados en garantía, misma que deberá ser su-
ficiente para garantizar los daños y perjuicios, que  no
podrá ser menor a 15 mil días de salario mínimo vigen-
te en la región; la póliza se presentará dentro de los cin-
co días posteriores al de la aprobación de la solicitud;
tendrá vigencia de un año y deberá ser refrendada anual-
mente para efectos de la revalidación de la autorización
correspondiente.

Artículo 11. Para comprobar la veracidad de la información
presentada por los solicitantes, la comisión está facultada pa-
ra realizar las investigaciones que considere pertinentes.

La falta de entrega de los requisitos en el tiempo estableci-
do o la existencia de datos falsos en la solicitud, será obje-
to de la no expedición de la autorización solicitada.

Artículo 12. Las personas que se autoricen para operar co-
mo casas de empeño, deberán constituirse en forma de so-
ciedad anónima, organizadas con arreglo a la Ley General
de Sociedades Mercantiles. 

No podrán ser socios, administradores o directivos de ca-
sas de empeño, quienes hayan sido condenados por delitos
patrimoniales.

Artículo 13. En el supuesto de que el interesado desee es-
tablecer filiales o franquicias, deberá solicitar en los térmi-
nos de esta ley autorizaciones adicionales al otorgado para
cada uno de los establecimientos que pretenda instalar. 

Artículo 14. La expedición, revalidación o modificación
de las autorizaciones causará los derechos establecidos en
la legislación fiscal y en la Ley Federal de Derechos, y de-
berán revalidarse anualmente, en los términos que para el
efecto se dispongan en la legislación fiscal.

Artículo 15. La autorización deberá contener: 

I. Nombre de la dependencia que la emite;  

II. Fundamento legal para le expedición, especificando
que se han cumplido con los requisitos exigidos por la
ley; 

III. Número y clave de identificación de la autorización; 

IV. Nombre, razón social o denominación del autoriza-
do; 

V. Registro Federal de Contribuyente;

VI. Cédula de Identificación Fiscal; 

VII. Clave Única de Registro Poblacional del autoriza-
do o del representante legal, en su caso; 

VIII. Domicilio del establecimiento; 

IX. Mención de ser casa de empeño; 

X. La obligación del autorizado de revalidar la autoriza-
ción en los términos que establezca la Ley de Ingresos; 

XI. Fecha y lugar de expedición; 

XII. Vigencia de la autorización; y 

XIII. Nombre y firma del servidor público autorizado
para expedir la autorización.

Artículo 16. En caso de que la resolución notificada nie-
gue el otorgamiento de la autorización, el solicitante podrá
inconformarse en los términos de los artículos 63 y 64 de
la presente ley. 

Sección 2
De las obligaciones de las casas de empeño

Artículo 17. Las casas de empeño deberán colocar en to-
dos sus establecimientos abiertos al público, de manera
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permanente y visible, una pizarra de anuncios o medio
electrónico informativo, que tendrá como propósito brindar
información a los solicitantes sobre los términos y condi-
ciones de los préstamos.

Artículo 18. El medio informativo a que se refiere el artí-
culo anterior, deberá contener o permitir obtener para los
principales productos ofrecidos, por lo menos, la siguiente
información: 

I. Denominación comercial de la casa de empeño;

II. Cuantía máxima del crédito respecto al monto de va-
luación; 

III. Tasa de interés ordinaria, moratoria y el interés com-
puesto anualizado; 

IV. Plazos, sistema de amortización y periodicidad;

V. Las comisiones aplicables;

VI. Condiciones de pago anticipado; y

VII. Los demás requisitos que, en su caso, establezca la
secretaría mediante disposiciones de orden general. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá emitir
reglas de carácter general con el fin de uniformar y permi-
tir la comparación de la información antes referida. 

Artículo 19. Todas las operaciones de préstamo que reali-
cen las casas de empeño dentro del giro ordinario de sus
negocios deberán constar por escrito y contener por lo me-
nos la siguiente información:

I. Lugar y fecha de la transacción;

II. Identificación completa de las partes que intervienen
en la operación; 

III. Monto del préstamo; 

IV. Tasas de interés a cobrar;

V. Plazos y fechas para pagos de capital y/o intereses;

VI. Termino de vencimiento del préstamo; 

VII. Descripción física del bien otorgado en prenda; 

VIII. Descripción del documento que pruebe la propie-
dad de la prenda;

IX. Valor de  remante asignado de común acuerdo al
bien dado en prenda; 

X. Número de registro de la prenda empeñada; y 

XI. Aceptación expresa por parte del pignorante de los
términos y condiciones del contrato.

Las casas de empeño no recibirán objetos en prenda sin an-
tes comprobar la propiedad de quien lo pignora, mediante
factura original a nombre del solicitante del préstamo. La in-
observancia de esta disposición lo hace civilmente responsa-
ble ante los terceros propietarios que reivindiquen las pren-
das empeñadas sin su consentimiento o de manera dolosa,
sin perjuicio de las implicaciones penales que correspondan.

Sección 3
Del registro de las casas de empeño

Artículo 20. La secretaría establecerá, integrará, organiza-
rá y mantendrá actualizado el Registro Nacional de Casas
de Empeño.

El registro será público y en él se inscribirán las autoriza-
ciones para la operación de casas de empeño, así como sus
modificaciones o cancelaciones y los demás actos y docu-
mentos que se señalen en el reglamento de esta ley.

Cada inscripción en ese registro contendrá la siguiente in-
formación: 

I. Número de la resolución; 

II. Fecha de su expedición; 

III. Nombre, domicilio y números telefónicos de la per-
sona física o moral a quien se dio la autorización y ade-
más, el de su representante legal, en su caso; y 

IV. Capital inicial con que operará el negocio y la fecha
de inicio de operaciones.

Artículo 21. El registro está obligado a proporcionar la in-
formación a todo solicitante, sin más exigencia que su pre-
via identificación, y el pago de los derechos que corres-
pondan, en los términos de las disposiciones legales
aplicables. 
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Artículo 22. El reglamento correspondiente determinará
los procedimientos para la inscripción y otorgamiento de
constancias de actos y documentos inscritos en el registro.

Artículo 23. La secretaría establecerá la coordinación ne-
cesaria con los registros públicos de la propiedad y del co-
mercio, establecidos por los gobiernos de los estados, el
Distrito Federal o por los municipios en su caso, a fin de
que éstos den parte a aquél de los actos que realicen y se
relacionen con cualquiera de los que involucren casas de
empeño. 

Capitulo III
De los procesos de empeño y desempeño

Sección 1
Del empeño

Artículo 24. Las casas de empeño a que se refiere esta ley
deberán sujetar los contratos de mutuo con interés y con
garantía prendaria, a las disposiciones y formalidades que
se establecen en este capítulo, además de cumplir con lo
establecido por la Procuraduría Federal del Consumidor
para los contratos de adhesión, así como por la legislación
mercantil y civil. 

Artículo 25. Corresponderá a la procuraduría la sanción,
aprobación y registro del modelo de los contratos de mutuo
con interés y de prenda, que se utilizarán para la celebra-
ción de los préstamos ofertados al público.

Artículo 26. El término de los contratos a que se refiere la
presente ley, no podrá exceder de 10 meses nominales, los
cinco primeros comprenden el plazo de empeño y los seis
siguientes la etapa de comercialización, en su caso. 

Artículo 27. Las casas de empeño estarán obligadas a pro-
porcionar al pignorante, al momento de formalizar la ope-
ración, copia del respectivo contrato, sin espacios en blan-
co y debidamente firmado por ambas partes. Asimismo,
estarán obligadas a proporcionar de manera mensual un es-
tado de movimiento de la cuenta respectiva y a costo del
pignorante las adicionales  que éste solicite en cualquier
otro momento. 

Artículo 28. La tasa de interés a cobrar en los préstamos
con garantía prendaria que realicen las casas de empeño se-
rá determinada  por las partes contratantes, pero ésta, en
ningún caso,  podrá exceder del cuatro por ciento sobre el

monto del préstamo y el cual será calculado sobre saldos
insolutos. No se permitirá la capitalización de intereses.

Artículo 29. Todo contrato de mutuo con interés o de pren-
da, a que se refiere esta ley, se contendrá en el reverso del
billete de empeño mediante el cual el titular del billete y la
casa de empeño se sujetan a las cláusulas que lo integran.

Artículo 30. El billete de empeño es el único comproban-
te de la operación pignoraticia realizada y por lo tanto el in-
teresado se hará responsable de su buen uso y conserva-
ción. 

No obstante, la casa de empeño podrá establecer una fianza
por billete supletorio, cuando el deudor prendario extravíe,
mutile o destruya el billete de empeño, por lo cual se le ex-
tiende un billete supletorio para desempeño inmediato. 

Artículo 31. Los billetes de empeño contendrán necesaria-
mente los datos siguientes:

I. Leyenda de la casa de empeño; 

II. Domicilio de la casa matriz o sucursal en donde se
realiza la operación;

III. Folio progresivo;

IV. Número y fecha de autorización por parte de la se-
cretaría de la casa de empeño;

V. Número y fecha de aprobación del contrato de adhe-
sión por parte de la comisión y la procuraduría;

VI. Determinación del ramo o clasificación de la pren-
da que se recibe en garantía;

VII. Nombre o clave del perito valuador, responsable
del préstamo prendario;

VIII. Fecha en que se realiza la operación, número de
billete de contrato, número consecutivo para efectos de
localización de la prenda;

IX. El monto del préstamo expresado en números por la
prenda en garantía, descripción detallada de la prenda y
avalúo de la prenda; 

X. Tasa de interés nominal por el préstamo, costo de al-
macenaje, gastos de operación y otros gastos;
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XI. Leyenda de refrendo y sus nuevas fechas e importes
a pagar; 

XII. Leyenda de desempeño e importes a pagar a partir
del mes nominal y los subsecuentes meses;

XIII. Fecha de comercialización; 

XIV. Nombre del titular o titulares del billete;

XV. Firma del pignorante al empeñar, firma del pigno-
rante al desempeñar y firma del perito valuador; y 

XVI. Leyenda, en el anverso, del contrato de mutuo con
interés o de prenda.

Todo billete deberá estar escrito en idioma español, sin per-
juicio de que puedan ser expresados, además, en otro idio-
ma o en la lengua del pueblo o comunidad indígena donde
opere la casa de empeño de que se trate. En caso de dife-
rencias en el texto o redacción, se estará a lo manifestado
en el idioma español.

Artículo 32. Todo billete de empeño contendrá asimismo
una papeleta de amarre que será usada para el control de la
prenda en el depósito.

Artículo 33. Los documentos que amparen la identidad del
cliente, así como la propiedad del bien dejado en prenda,
deberán anexarse al contrato correspondiente, en copia
simple debidamente cotejada cuando así lo solicite la casa
de empeño.

La papeleta de amarre será el talón del billete de empeño
que es usada para el control de la prenda en el depósito.

Artículo 34. Cuando el cliente pierda o extravíe el contrato
suscrito que ampare su obligación, éste estará obligado a in-
formar el hecho de manera inmediata a la casa de empeño,
para el efecto de que el objeto dado en prenda pueda ser re-
cuperado mediante una correcta verificación de su identifi-
cación.

Artículo 35. Tratándose de contratos de prenda, el impor-
te del préstamo que se le otorgue al pignorante no será me-
nor al 50 por ciento del importe que resulte  del avalúo de
la prenda.

Sección 2
Del desempeño y refrendo

Artículo 36. Mediante el proceso de desempeño, el intere-
sado o pignorante, cumpliendo lo pactado en el contrato de
prenda y de acuerdo a las condiciones del billete de empe-
ño tiene derecho a recuperar la prenda depositada en ga-
rantía mediante el pago del préstamo, los intereses deven-
gados y lo correspondiente a los gastos de almacenaje.

Artículo 37. Una vez llegado el vencimiento del préstamo,
las partes podrán acordar un nuevo término mediante la re-
novación del contrato. En caso de no hacerlo así y si se con-
tinúa con el pago de los intereses, se entenderá como reno-
vado el contrato  anterior por un término igual al establecido.
Si luego de acogerse a este derecho, el deudor sobreviniere
en mora por dos periodos de pago, la casa de empeño podrá
proceder a la comercialización de la prenda.

Artículo 38. Es permisible la recuperación anticipada del
objeto dado en prenda, cancelando capital e intereses sobre
saldos insolutos al momento de la cancelación, así como
amortización voluntaria del capital, siempre que estén al
día los intereses, lo cuales se tendrán que ajustar ante una
variación del monto sobre el que se calculan y en caso de
efectuar pagos anticipados, ello será sin castigo o recargo
alguno para el deudor.

Artículo 39. Los objetos desempeñados que no sean reco-
gidos en el término fijado en el contrato o billete de empe-
ño, causarán por derecho de almacenaje mensual nominal
sobre el importe del préstamo, y el plazo para rescatarlos
será no menor de 60 días. Transcurrido este tiempo, se en-
tenderá que el deudor prendario transmite la propiedad de
dichos objetos a la casa de empeño.

Toda inconformidad del titular del billete, respecto a la
cantidad y calidad de los bienes, deberá ser presentada al
momento de la recepción de las prendas. 

Artículo 40. Mediante el proceso de refrendo, el interesa-
do o pignorante, cumpliendo lo pactado en el contrato de
prenda y de acuerdo a las condiciones del billete de empe-
ño puede, mediante el pago de los intereses devengados y
lo correspondiente al costo del almacenaje, empeñar por
refrendo.

Artículo 41. El pignorante podrá solicitar la restitución del
bien dado en prenda, por uno igual o por suma económica
de su valor expresado en el billete, cuando la cosa u obje-
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to base del contrato a su devolución haya sido destruida,
tenga defectos o vicios ocultos que la hagan impropia para
los usos habitualmente destinados o que haya disminuido
su calidad o posibilidad de uso. 

Lo anterior sin perjuicio de la indemnización que en su ca-
so corresponda por daños y perjuicios.

Sección 3
De la comercialización prendaria y la almoneda

Artículo 42. Cuando el pignorante no liquide su crédito en
la fecha estipulada en el billete de empeño, la prenda será
puesta a remate o a la venta en la almoneda por un periodo
de tres meses adicionales a la fecha de vencimiento. Du-
rante este tiempo, el pignorante podrá recuperar su prenda,
si no se ha vendido, mediante el pago de la obligación prin-
cipal más los intereses y demás accesorios legales vencidos
calculados a la fecha de su recuperación.

Artículo 43. A solicitud del deudor prendario, podrá ade-
lantarse la venta de la prenda, con autorización de la casa
de empeño. 

Artículo 44. Será nula la venta de la prenda que se realice
sin las formalidades prescritas, en cuyo caso, el dueño po-
drá reclamar judicialmente sin reembolso alguno, de cual-
quier persona que la tenga en su poder, la que al ser obli-
gada a restituir tiene derecho a recibir de la casa de empeño
el precio pagado por ella. 

Artículo 45. Mientras esté vigente el préstamo, la casa de
empeño deberá conservar en todo momento la tenencia fí-
sica de la prenda, por tanto no podrá efectuar ninguna
transacción de venta, permuta, exhibición, arrendamiento o
prenda. 

Artículo 46. La casa de empeño tiene las obligaciones es-
tablecidas en el Código Civil Federal para un depositario,
por lo que deberá conservar el objeto en prenda en iguales
condiciones como lo recibió, haciéndose responsable de
cualquier deterioro, pérdida o robo que ocurra mientras de-
tente la tenencia física.

Artículo 47. El pignorante tendrá derecho a las demasías,
consistentes en el remanente que queda a su favor, después
de que la casa de empeño descuenta del monto de la venta,
el préstamo, los intereses devengados, los gastos de alma-
cenaje y los gastos de operación que se señalen en el an-
verso del billete.

Artículo 48. Se considerarán como demasías caducadas,
aquellas no cobradas por los pignorantes dentro del plazo
de seis meses a partir de haberse efectuado la venta de su
prenda, después de este plazo, las demasías caducadas se
registrarán como un producto para la casa de empeño.

Artículo 49. Con el fin de conferir al pignorante otra opor-
tunidad de recuperar su prenda, se le otorgará la preferen-
cia a través de la venta o remate con billete, mediante la
presentación del mismo para que la adquiera. 

Sección 4 
De los intereses

Artículo 50. El servicio de empeño tendrá un costo para el
pignorante, el cual comprenderá una tasa de interés men-
sual nominal sobre el préstamo otorgado y otra tasa por la
custodia de la prenda sobre el valor del avalúo, la cual
comprenderá gastos de valuación, almacenaje, custodia y
prima de seguros y fianzas.

Artículo 51. La tasa de interés por el préstamo otorgado
será la que se señale en el billete de empeño, el cual no se-
rá mayor al cuatro por ciento mensual y se calculará por
mes nominal hasta el vencimiento del contrato. El mes se
considerará completo independientemente de la fecha en
que se realice el empeño o refrendo. Asimismo, la tasa por
custodia de la prenda no excederá del 2 por ciento mensual
sobre el avaluó. En ningún caso, el Costo Anual Total, ex-
cederá del 60 por ciento.

Artículo 52. La secretaría,  y la comisión vigilarán que las
tasas de interés que cobren las casas de empeño, se en-
cuentren dentro de los porcentajes marcados en esta ley.

Sección 5
De los avalúos

Artículo 53. La secretaría, con la intervención que le co-
rresponda a la Secretaría de Economía en términos de la
Ley de Metrología y Normalización, expedirá las normas
para la elaboración de avalúos por parte de los valuadores
de las casas de empeño, con el fin de normalizar conceptos
y criterios.

Artículo 54. Los valuadores de las casas de empeño debe-
rán estar certificados conforme a dichas normas, los cuales
deberán tener el conocimiento y la experiencia para llevar
a cabo la asignación competentemente.
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La secretaría o la comisión vigilarán que los valuadores de
las casas de empeño comprendan y empleen correctamen-
te los métodos y técnicas comúnmente aceptadas, para pro-
ducir un avalúo real y comprobable. Por tanto, la secretaría
deberá establecer mediante reglas de carácter general los
términos y condiciones para obtener la autorización de pe-
rito valuador, la que se renovará cada dos años.

Artículo 55. La casa de empeño podrá hacer incrementos
o decrementos del precio de la prenda en el tiempo y por-
centaje que determine, siempre y cuando el deudor mani-
fieste su conformidad.

Artículo 56. Cuando no sea posible determinar los valores
de los bienes pignorados, servirán como criterios referen-
ciados las tablas de valores con que cuente el Nacional
Monte de Piedad.

Sección 6
De la clasificación de las prendas

Artículo 57. Las casas de empeño clasificarán las prendas
de acuerdo con las disposiciones de orden general que al
efecto emita la secretaría, de acuerdo con las siguientes ca-
tegorías:

I. Varios mayores; y

II. Varios menores.

Artículo 58. No se constituirá el empeño sobre animales
vivos, material pornográfico, armas, objetos obsoletos ni
otros objetos de origen o naturaleza ilícita.

Capítulo V
De las sanciones y del recurso administrativo

Sección 1
De la revocación y cancelación 

de las autorizaciones

Artículo 59. La secretaría escuchando en su caso a la casa
de empeño afectada, podrá declarar la revocación de la au-
torización en los casos siguientes: 

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de seis
meses a partir del otorgamiento de la autorización;

II. Si a pesar de las observaciones de la secretaría reitera-
damente realiza operaciones distintas de las que le están

permitidas, altera los registros contables, o bien, si a jui-
cio de la secretaría no cumple adecuadamente con las fun-
ciones para las que fue autorizada o por poner en peligro
con su administración los intereses de los pignorantes; 

III. Si la casa de empeño proporciona, dolosamente, in-
formación falsa, imprecisa o incompleta, a la secretaría
o demás autoridades competentes; 

IV. Cuando por causas imputables a la casa de empeño
no aparezcan debida y oportunamente registradas en su
contabilidad las operaciones que haya efectuado, y por
tanto no reflejen su verdadera situación financiera; 

V. Si la casa de empeño transgrede en forma grave o rei-
terada las disposiciones legales o administrativas que le
son aplicables; se entiende por reiterada la repetición de
actos o conductas contrarias a esta ley, cuando se come-
ta más de tres veces en un periodo de doce meses; y

VI. Si la casa de empeño no cumple cualquiera de las
medidas correctivas mínimas, no cumple con más de
una medida correctiva especial adicional, o bien incum-
ple de manera reiterada una medida correctiva especial
adicional. 

La declaración de revocación se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación y en dos periódicos de amplia circu-
lación en el país y, se inscribirá en el Registro Público de
Comercio que corresponda al domicilio social de la casa de
empeño de que se trate y pondrá en estado de disolución y
liquidación a la casa de empeño, sin necesidad del acuerdo
de la asamblea de accionistas cuando ésta fuere persona
moral, o de su propietario, si fuere persona física.

Artículo 60. Aunado a lo previsto en el artículo anterior, la
secretaría podrá cancelar las autorizaciones a que se refie-
re la presente ley, cuando se demuestre que las casas de
empeño han realizado actividades ilícitas, previa resolu-
ción de la autoridad jurisdiccional que así lo determine.

Sección 2
De las sanciones administrativas

Artículo 61. El incumplimiento o la contravención a las
disposiciones previstas en esta ley, será sancionado por la
secretaría o por la comisión, en el ámbito de su respectiva
competencia de acuerdo con la presente ley.
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Las sanciones que corresponda imponer a la comisión, se
aplicarán de acuerdo con lo previsto en la Ley de Protec-
ción y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

Artículo 62. La secretaría estará facultada para imponer
las siguientes sanciones:

I. Multa de 500 a 100 mil días salario, a la casa de em-
peño que realice operaciones prohibidas o no autoriza-
das;

II. Multa de mil a 10 mil días de salario mínimo vigen-
te en la zona, a las casas de empeño que no acaten en
tiempo los requerimientos de la Secretaría; 

III. Multa de mil a 10 mil días salario mínimo vigente
en la zona o hasta el uno por ciento del capital pagado y
reservas de capital, a las casas de empeño que no lleven
la contabilidad en los términos previstos en la legisla-
ción fiscal aplicable; 

IV. Multa de mil a 20 mil días salario mínimo vigente en
la zona, a las casas de empeño que se opongan u obsta-
culicen el ejercicio de las facultades que esta ley y otras
disposiciones aplicables le confieren a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público; 

V. Multa de mil a 20 mil días salario mínimo vigente en
la zona, a las personas que impidan o dificulten a los
inspectores de la comisión, realizar las visitas corres-
pondientes, verificar la existencia de los objetos empe-
ñados o se nieguen a proporcionar la documentación e
información que les requieran; 

VI. Muta de 30 mil a 50 mil días salario mínimo vigente
en la zona por cada punto porcentual  que las casas de
empeño exceden en el interés que cobren sobre el présta-
mo, respecto al máximo establecido en la presente ley; y 

VII. Las infracciones a cualquiera de las normas de es-
ta ley así como a las disposiciones que emanen de ella
que no tengan sanción especialmente señalada en este
ordenamiento, se castigarán con multa de hasta 50 mil
días salario mínimo vigente en la zona o hasta por el uno
por ciento del capital pagado y reservas de capital de la
sociedad de que se trate. 

Conforme la naturaleza y gravedad de la infracción, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público determinará la apli-
cación de una o varias de las sanciones previstas. 

En caso de reincidencia, de conformidad con lo señalado
por el artículo siguiente, la comisión podrá sancionar a las
instituciones financieras con multa de hasta el doble de la
originalmente impuesta.

En caso de que además se tipifique una sanción penal, ésta
se determinarán conforme a los procedimientos penales co-
rrespondientes.

Sección 3
De la substanciación de los recursos

Artículo 63. En contra de las resoluciones de la comisión
previstas en el capítulo II del título séptimo de la Ley de
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros
dictadas fuera del procedimiento arbitral, con fundamento
en las disposiciones de esta ley, se podrá interponer por es-
crito recurso de revisión.

Artículo 64. En caso de inconformidad por la aplicación
de alguna de las disposiciones o resoluciones contenidas en
esta ley por parte de la secretaría, el interesado podrá optar
por interponer el recurso de revisión que señala el Código
Fiscal Federal o demanda de nulidad ante el Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a
los 180 días siguientes a su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Artículo Segundo. Las casas de empeño instaladas y en
funcionamiento en el territorio nacional, con anterioridad a
la expedición del presente decreto, deberán iniciar los trá-
mites correspondientes para obtener las autorizaciones a
que se refiere la Ley Federal para  Regular las Casas de
Empeño a más tardar dentro de los 90 días hábiles poste-
riores a su entrada en vigor.

Artículo Tercero. Lo previsto en el artículo 44 de la Ley
Federal para Regular las Casas de Empeño entrará en vigor
al año siguiente del inicio de vigencia de la misma, y una
vez que la Secretaría de Hacienda y Crédito Pública emita
las disposiciones administrativas de carácter general co-
rrespondientes.

Artículo Cuarto. En tanto el Ejecutivo federal, la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, la procuraduría y la co-
misión dictan los reglamentos y las disposiciones adminis-
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trativas de carácter general a que se refiere esta ley, segui-
rán aplicándose las expedidas con anterioridad a la vigen-
cia de la misma, en las materias correspondientes. Al expe-
dirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se
señalará expresamente aquéllas a las que sustituyan y que-
den derogadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de noviembre de 2007.— Di-
putado Enrique Serrano Escobar (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Enrique Serrano Escobar. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con opi-
nión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se re-
cibió de la diputada Layda Sansores San Román, del Gru-
po Parlamentario de Convergencia, iniciativa que reforma
el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, a cargo de la diputada Layda
Elena Sansores San Román, del Grupo Parlamentario de
Convergencia

Los suscritos, diputados Layda Elena Sansores San Ro-
mán, Silbestre Álvarez Ramón, Jorge Mario Lescieur Tala-
vera, Holly Matus Toledo, Mónica Fernández Balboa, Car-
los Orsoe Morales Vázquez, Fernando Enrique Mayans
Canabal, Martín Ramos Castellanos, Jorge Justiniano Be-
tancourt y Rutilio Cruz Escandón Cadenas, integrantes de
la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72, inciso g), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con apoyo en
lo previsto en los artículos 55, fracción II, 56, 62 y 63 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, que reforma el cuarto párrafo del artículo
2o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

La frontera sur del país se compone de regiones geopolíti-
cas estratégicas y prioritarias para consolidar la reforma del
Estado mexicano sin perder la unidad, la soberanía y la in-
dependencia nacional. La paz y la democracia son sustan-
tivas, pero no menos el impulso planificado y de gran vi-
sión que el Estado mexicano debe otorgar a cada entidad en
la frontera sur para desarrollarlas y rescatarlas de la inse-
guridad, la parálisis económica y la falta de oportunidades.

No obstante, debe reconocerse que la aparición recurrente
de conflictos sociopolíticos en el sur mexicano tiene como
característica común las condiciones arraigadas de pobre-
za, desigualdad y olvido que han caracterizado la región.

Basta decir que las cuatro entidades que forman la frontera
sur del país tienen como marco de referencia geográfica
una superficie de 84 mil 511 kilómetros cuadrados, corres-
pondientes a 22 municipios fronterizos de Campeche (2),
Chiapas (17), Tabasco (2) y Quintana Roo (1).

De todos estos municipios, destaca la región fronteriza de
Comitán de Domínguez, Chiapas, que forma una franja fron-
teriza de mil 149 kilómetros con dos pueblos centroamerica-
nos: Guatemala, con 956 kilómetros de frontera, y Belice,
con 193 kilómetros de colindancia, con los que nuestro país
comparte no sólo límites internacionales sino, también, his-
toria, cultura, problemática y una alta movilidad migratoria,
donde el respeto de los derechos humanos es fundamental.

Su grandeza histórica no corresponde en forma alguna a los
últimos lugares de analfabetismo, nutrición, salud, vivien-
da y otros indicadores mínimos de bienestar que la con-
viertan en una región empobrecida y de grandes contrastes
socioeconómicos.

Esta región ha dado a México la generosidad de sus vastos
recursos naturales, turísticos y energéticos, como el petró-
leo, el gas natural y de la energía hidroeléctrica para so-
portar el crecimiento y el desarrollo nacional y el gasto
mismo de la federación mediante el usufructo centralizado
y desigual de éstos y otros importantes recursos, como ca-
fé, cacao, plátano, carne bovina y productos del mar a cam-
bio de una lejanía institucional histórica que constituye un
salto desfavorable a su desarrollo político, económico, so-
cial y cultural.

En tiempos de globalización, las fronteras nacionales y es-
tatales se han convertido en meras referencias formales
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para la administración y el gobierno, sobre todo cuando la
mayoría de los pueblos de una misma región, en este caso
los del sur mexicano, comparten geografía, lengua, histo-
ria, cultura, problemas económicos y subdesarrollo. Aun
cuando las leyes fiscales y de importación y exportación
hacen mención de la frontera sur y región fronteriza sur del
país, no todos estos municipios se benefician con esos de-
cretos, que son parte sustantiva para el desarrollo econó-
mico de la frontera sur del país, por lo que se hace necesa-
rio establecer su definición en el marco jurídico que rigen
estas normas.

El establecimiento de zonas diferenciadas en la aplicación
del impuesto al valor agregado se remonta originalmente al
decreto publicado el 29 de diciembre de 1978. Este decre-
to sólo incluía una franja fronteriza de 20 kilómetros para-
lela a la línea divisoria internacional del norte del país, y en
las zonas libres de Baja California, norte de Sonora y de
Baja California Sur, omitiendo los estados del sur de nues-
tro país, que siempre han quedado marginados de los be-
neficios fiscales, si bien las situaciones precarias que pre-
valecen en esta zona no precisamente son de bienestar –al
contrario, son de marginación y desigualdad.

En una segunda instancia, el 31 de diciembre de 1979, me-
diante su publicación en el Diario Oficial de la Federación,
se extendió el beneficio de la aplicación de la tasa menor a
la franja fronteriza sur de 20 kilómetros colindante con Be-
lice, Centroamérica, omitiéndose nuevamente el estado de
Chiapas en dicha demarcación.

El 21 de noviembre de 1991, mediante publicación en el
Diario Oficial de la Federación, en un retroceso en el ám-
bito de política fiscal, se estableció la desaparición del tra-
tamiento diferencial que existe para las franjas fronterizas
y zonas libres del país, derogándose el artículo 2o. de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, homologándose la ta-
sa de dicho gravamen en todo el país.

El 27 de marzo de 1995, como medida para reactivar el
consumo en la producción nacional en las zonas fronteri-
zas, se retornó al tratamiento diferenciado de tasas en el
impuesto al valor agregado, demarcando esta zona “además
de la franja fronteriza de 20 kilómetros paralela a las líneas
divisorias internacionales del norte y sur del país, todo el te-
rritorio de los estados de Baja California, Baja California
Sur y Quintana Roo, el municipio de Cananea, Sonora, así
como la región parcial del estado de Sonora”, estableciéndo-
se ya un simetría en el tratamiento al incluirse ambas fronte-
ras en el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor Agre-

gado. En la última modificación del mencionado artículo,
se incluye en esta zona de tasa diferenciada al municipio de
Caborca, disposición publicada el 30 de diciembre de
2002.

Exposición de Motivos

La Ley del Impuesto al Valor Agregado, en el párrafo cuar-
to del artículo 2o., establece con marcadas excepciones una
tasa reducida de 10 por ciento para los estados de las re-
giones fronterizas del país.

Considerando como “región fronteriza, además de la fran-
ja fronteriza de 20 kilómetros paralela a las líneas diviso-
rias internacionales del norte y sur del país, todo el territo-
rio de los estados de Baja California, Baja California Sur y
Quintana Roo, los municipios de Caborca y de Cananea,
Sonora, así como la región parcial del estado de Sonora
comprendida en los siguientes límites: al norte, la línea di-
visoria internacional desde el cauce del río Colorado hasta
el punto situado en esa línea a 10 kilómetros al oeste del
municipio de Plutarco Elías Calles; de ese punto, una línea
recta hasta llegar a la costa, a un punto situado a 10 kiló-
metros, al este de Puerto Peñasco; de ahí, siguiendo el cau-
ce de ese río, hacia el norte hasta encontrar la línea diviso-
ria internacional”.

Esta tasa reducida se remite a la necesidad de contar con ta-
sas competitivas frente a las naciones vecinas, como Esta-
dos Unidos de América, donde los impuestos al consumo
rondan entre tasas de 6 a 8 por ciento, de ahí la necesidad
de que nuestros connacionales habitantes de las regiones
fronterizas colindantes con dicho país, o estados cuyos
principales negocios se realizan con él, como es el caso de
Quintana Roo, gocen de esta tasa preferencial reducida en
el impuesto al valor agregado, si bien para los demás esta-
dos del sureste mexicano se incluye exclusivamente la
franja de 20 kilómetros en torno de la frontera con los paí-
ses de Centroamérica.

La región fronteriza del sur-sureste del país precisa de in-
centivos fiscales para estimular la creación de empleos, ne-
cesarios para la reactivación económica de la región, como
el caso de los municipios Candelaria y Calakmul, en Cam-
peche; Amatenango de la Frontera, Bejucal de Ocampo,
Benemérito de las Américas, Cacahoatán, Frontera Coma-
lapa, Frontera Hidalgo, La Independencia, La Trinitaria,
Las Margaritas, Maravilla Tenejapa, Márquez de Comillas,
Mazapa de Madero, Motozintla, Ocosingo, Suchiate, Tapa-
chula de Córdova y Ordóñez, Tuxtla Chico, Unión Juárez
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y Comitán de Domínguez, en Chiapas; y Balancán y Teno-
sique, en Tabasco.

Estos municipios de la frontera sur-sureste del país cuentan
con una economía poco desarrollada, basada en actividades
económicas correspondientes fundamentalmente al sector
primario, por lo que estimamos impostergable promover su
desarrollo económico, tratándolos en los mismos términos
fiscales que la región fronteriza del norte o el estado de
Quintana Roo, con un tipo de estímulo fiscal de 10 por
ciento, según la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en los
cuales se argumenta la existencia de características como
alto nivel de competitividad y alto número de transacciones
comerciales diarias, en lugares como Baja California, Baja
California Sur y Sonora, que rebasan la franja de 20 kiló-
metros, a partir de las líneas fronterizas.

Chiapas, en específico su frontera sur, atraviesa por mo-
mentos difíciles en cuanto a sus índices de economía, in-
troduciéndose, incluso, el comercio informal proveniente
de Centroamérica.

Todo esto hace difícil mantener competitividad en precios
en los municipios señalados, donde los habitantes de las
cabeceras municipales, fuera del ámbito de influencia de la
llamada “zona fronteriza”, se inclinan por adquirir sus pro-
ductos en la mencionada zona, dejando en desventaja im-
portantes núcleos de operaciones comerciales por el dife-
rencial de las mencionadas tasas de impuesto al valor
agregado.

Ejemplo de lo anterior son los municipios de Comitán de
Domínguez y Tapachula de Córdova y Ordóñez: en el pri-
mero, la cabecera municipal se establece a 70 kilómetros
de dicha franja fronteriza, por lo que se halla en desventa-
ja con las poblaciones que, en teoría, deberían acudir a re-
alizar sus operaciones comerciales a dicha cabecera, sin
embargo, optan por desplazarse a la frontera a realizar sus
compras u ofertar sus productos porque los precios son más
competitivos en dicha zona. En el segundo, la zona fronte-
riza no incluye el denominado “Puerto Chiapas”, el cual
forma parte del mencionado municipio, colocando en des-
ventaja competitiva dicha zona, ya que se pretende la
afluencia de turismo para 2007 a través de cruceros, los
cuales optarían por realizar sus actividades de esparci-
miento en otros sitios por tener precios más atractivos que
los ofertados en el mencionado puerto.

Promover el desarrollo regional equilibrado, que tiene co-
mo propósito lograr un desarrollo competitivo para cada

una de las regiones en que se dividió, es una de las premi-
sas del Plan Nacional de Desarrollo vigente. Por ello es ne-
cesario el establecimiento diferenciado de la tasa del im-
puesto al valor agregado no por zonas delimitadas por un
número específico de kilómetros, sino por áreas de in-
fluencias especificas que amalgame zonas geográficas de-
limitadas por municipios, tal y como sucedió con el otor-
gamiento de ese beneficio a Caborca, Sonora.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos delimita los principios tri-
butarios que deberán en todo momento ser respetados por
los órganos legislativos.

Éstos se conocen como el principio de justicia fiscal (divi-
dido en proporción y equidad) y en el de legalidad (donde
todos los elementos de los tributos deberán concentrarse en
la ley).

El principio de proporcionalidad en materia tributaria estri-
ba en que las contribuciones deberán respetar la capacidad
contributiva de los sujetos pasivos de las contribuciones,
existiendo en todo momento congruencia entre base del tri-
buto y capacidad de pago de quien lo enfrenta.

Por otro lado, el principio de equidad establece que las
contribuciones traten de manera igualitaria a todos los que
la enfrentan, no sólo en cuanto a la imposición de éste si-
no, incluso, en prerrogativas de pago, exenciones, deduc-
ciones y franquicias fiscales.

El principio de legalidad tributario estriba en que los ele-
mentos de las contribuciones, que son los sujetos, el obje-
to, la base, la tasa o tarifa y la época de pago, deberán ser
ciertos y conocidos de los causantes, sin dejar al margen o
a arbitrariedad alguna la imposición de éstos.

Sin embargo, en ocasiones la incongruencia en el análisis
de dichos principios y la tribulación misma que hay en las
diversas disposiciones fiscales dan como resultado que
puedan llegar a verse lastimados por alguna circunstancia
dichos principios, lo cual debe corregirse por este órgano
en uso de sus facultades constitucionales evitando proble-
mas innecesarios a los contribuyentes y al propio Poder Ju-
dicial.

En este sentido, el legislador ha olvidado incluir en este es-
quema de principios tributarios las ciudades fronterizas de
los estados de Campeche, Chiapas y Tabasco, que colindan
con la República de Guatemala, siendo que ahí el impues-
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to al valor agregado causa una tasa única de 12 por ciento,
según dispone el artículo 10 del decreto número 27-92, por
el que se expide la Ley del Impuesto al Valor Agregado, ac-
tualmente en vigor.

Esto es, los mexicanos que habitan la región fronteriza co-
lindante con la República de Guatemala también enfrentan
problemas de competitividad impositiva. Sin embargo, di-
cha circunstancia no es debidamente reconocida en la vi-
gente Ley del Impuesto al Valor Agregado.

En tal virtud, nos vemos precisados a solicitar de usted,
ciudadano Presidente de la Mesa Directiva, que turne la
presente iniciativa a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para que en los términos establecidos en el artícu-
lo 87 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, emita el
dictamen correspondiente a esta reforma, tan necesaria pa-
ra los municipios de los estados de Tabasco, Chiapas y
Campeche, para lo cual sometemos a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma el cuarto párrafo y adiciona un
quinto párrafo del artículo 2o. de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado

Único. Se reforma el cuarto párrafo y se adiciona un
quinto párrafo del artículo 2o. de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado, para quedar como sigue:

Artículo 2o. El impuesto se…

…

…

Para los efectos de esta ley, se considera región fronteriza,
además de la franja fronteriza de 20 kilómetros paralela a
las líneas divisorias internacionales del norte y sur del pa-
ís, todo el territorio de los estados de Baja California, Baja
California Sur y Quintana Roo, así como la región parcial
del estado de Sonora comprendida en los siguientes lími-
tes: al norte, la línea divisoria internacional desde el cauce
del río Colorado hasta el punto situado en esa línea a 10 ki-
lómetros al oeste del municipio Plutarco Elías Calles; de
ese punto, una línea recta hasta llegar a la costa, a un pun-
to situado a 10 kilómetros, al este de Puerto Peñasco; de
ahí, siguiendo el cauce de ese río, hacia el norte hasta en-
contrar la línea divisoria internacional.

Asimismo, los municipios de Caborca y de Cananea, So-
nora; Candelaria y Calakmul, Campeche; Amatenango de
la Frontera, Bejucal de Ocampo, Benemérito de las Améri-
cas, Cacahoatán, Frontera Comalapa, Frontera Hidalgo, La
Independencia, La Trinitaria, Las Margaritas, Maravilla
Tenejapa, Márquez de Comillas, Mazapa de Madero, Mo-
tozintla, Ocosingo, Suchiate, Tapachula de Córdova y Or-
dóñez, Tuxtla Chico, Unión Juárez y Comitán de Domín-
guez, Chiapas; y Balancán y Tenosique, Tabasco.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en la fecha
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de 2007.— Di-
putados: Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Silbestre Álva-
rez Ramón, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Mónica Fernán-
dez Balboa (rúbrica), Carlos Orsoe Morales Vázquez (rúbrica),
Fernando Enrique Mayans Canabal (rúbrica), Martín Ramos Castella-
nos (rúbrica), Jorge Justiniano Betancourt (rúbrica), Rutilio Cruz Es-
candón Cadenas (rúbrica).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Túrne-
se a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

ARTICULOS 40, 108, 109 Y 130 
CONSTITUCIONALES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se con-
cede el uso de la tribuna a la diputada Elsa de Guadalupe
Conde Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Alternativa,
para presentar iniciativa que reforma los artículos 40, 108,
109 y 130 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. La diputada Elsa Conde ha pedido también
que se le otorguen ocho minutos para poder concluir su
presentación.

La diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez: Con
su permiso, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Ade-
lante, diputada.

La diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez: La
iniciativa que presentamos hoy ante esta honorable asam-
blea y que tiene por objeto elevar a rango constitucional el
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carácter laico del Estado mexicano, la suscribimos un gru-
po plural de legisladores pertenecientes a todas las fuerzas
políticas representadas en esta Cámara:

Elsa Conde Rodríguez y Aída Marina Arvizu Rivas, del
Partido Alternativa Socialdemócrata; Martha Tagle Martí-
nez y Alejandro Chanona Burguete, del Partido Conver-
gencia; Rosario Ortiz Magallón, Maricela Contreras Julián,
Raymundo Cárdenas Hernández, Javier González Garza,
David Sánchez Camacho y José Alfonso Suárez del Real,
del Partido de la Revolución Democrática; Irma Piñeyro
Arias y Miguel Ángel Jiménez Godínez, del Partido de
Nueva Alianza; María Beatriz Pagés Llergo Rebollar y
Carlos Chaurand Arzate, del Partido, del Partido Revolu-
cionario Institucional; Diódoro Carrasco Altamirano, del
Partido Acción Nacional; Ricardo Cantú Garza, del Partido
del Trabajo; y Antonio Xavier López Adame, del Partido
Verde Ecologista de México.

Esta iniciativa tiene además la fortuna de ser acompañada
por Roberto Blancarte, prestigioso académico y experto en
la materia, por diversas asociaciones civiles, como Católi-
cas por el Derecho a Decidir, el Frente por la Cultura Lai-
ca y el Foro Intereclesiástico Mexicano. A todas estas per-
sonas e instituciones agradecemos su profesionalismo e
interés por trabajar en el fortalecimiento de una cultura lai-
ca en nuestro país.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 130 el principio histórico de la se-
paración del Estado y las iglesias, así como la libertad de
creencias y de culto, en su artículo 24.

La Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público señala
en su artículo 3o.: “El Estado mexicano es laico. Él mismo
ejercerá su autoridad sobre toda manifestación religiosa,
individual o colectiva, sólo en lo relativo a la observancia
de las leyes, conservación del orden y la moral pública y la
tutela de derechos de terceros”. También afirma: “El Esta-
do no podrá establecer ningún tipo de preferencia o privi-
legio a favor de religión alguna, tampoco a favor o en con-
tra de ninguna iglesia ni agrupación religiosa”.

A pesar de lo anterior, no existe más allá de dicha ley re-
glamentaria un artículo de la Constitución que establezca
en ese rango la libertad de conciencia y la laicidad del Es-
tado mexicano.

La existencia del Estado laico es por lo demás una exigen-
cia de las sociedades modernas y democráticas.

Hay una creciente diversidad religiosa y moral en el seno
de las sociedades actuales y los Estados tienen ante sí des-
afíos cotidianos para favorecer la convivencia armoniosa,
además de la necesidad de respetar la pluralidad de las con-
vicciones religiosas, ateas, agnósticas, filosóficas, así co-
mo la obligación de favorecer por diversos medios, la deli-
beración democrática y pacífica.

El Estado democrático tiene igualmente la obligación de
velar por el equilibrio entre los principios esenciales que
favorecen el respeto de la diversidad y la integración de to-
da la ciudadanía a la esfera pública.

La laicidad del Estado en ese sentido significa y supone
mucho más que la separación del Estado y las iglesias. Im-
plica el reconocimiento de que todos los seres humanos tie-
nen el derecho y respeto de su libertad de conciencia y con-
secuentemente de su práctica individual y colectiva.

Este respeto implica la libertad de adherirse a una religión o
a convicciones filosóficas, el reconocimiento de la autono-
mía de la conciencia individual, de la libertad personal de los
seres humanos y su libre elección en materia de religión y de
convicción significa igualmente el respeto por parte del Es-
tado dentro de los límites de un orden público democrático
y del respeto de los derechos fundamentales, a la autono-
mía de las religiones y de las convicciones filosóficas.

La laicidad, así concebida, constituye un elemento clave de
la política democrática, impregna inevitablemente lo polí-
tico y lo jurídico, acompañando de esta manera el avance
de la democracia, el reconocimiento de los derechos fun-
damentales y la aceptación social y política del pluralismo.

Un elemento esencial del Estado laico es el establecimien-
to, dentro de los límites indicados, de condiciones que ase-
guren un trato igualitario a todos los seres humanos de di-
ferentes religiones y convicciones.

La igualdad no debe ser sólo formal, debe traducirse en la
práctica política, en una vigilancia constante para que no
sea ejercida alguna discriminación en contra de las perso-
nas en el ejercicio de sus derechos, particularmente de sus
derechos ciudadanos, cualquiera que sea su pertenencia o
no, pertenencia a una religión o a una convicción filosófi-
ca o independientemente de su sexo, origen étnico, capaci-
dades físicas, preferencias sexuales o de otro tipo.

Para garantizar la igualdad y las libertades de la ciudada-
nía, el orden político debe tener la libertad para elaborar
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normar colectivas, sin que alguna religión o convicción par-
ticular domine el poder civil y las instituciones públicas.

La laicidad puede ser definida como una forma de convi-
vencia social cuyo Estado obtiene su legitimidad ya no de
elementos religiosos o sagrados, sino de la soberanía po-
pular tal como lo establece el artículo 39 de nuestra Cons-
titución.

La laicidad supone de esa manera la armonización de tres
principios esenciales. El respeto a la libertad de conciencia
y de su práctica individual y colectiva. Autonomía de lo
político y de la sociedad civil frente a las normas religiosas
y filosóficas particulares y tres, igualdad ante la ley y la no
discriminación directa o indirecta hacia las personas.

El respeto concreto a la libertad de conciencia y a la no dis-
criminación, así como la autonomía de lo político y de la
sociedad frente a normas particulares, deben aplicarse a los
necesarios debates que conciernen a las cuestiones relacio-
nadas con el cuerpo y la sexualidad, la enfermedad y la
muerte, la investigación científica y la bioética, la emanci-
pación de las mujeres, la educación de la niñez, la condi-
ción de los adeptos de minorías religiosas y de otro tipo, así
como de los no creyentes.

El principio de la laicidad debe ser en consecuencia, rector
en los debates en torno a diferentes cuestiones que ponen
en juego la representación de la identidad nacional, las re-
glas de la salud pública, los conflictos posibles ante la ley
civil, las representaciones morales particulares y la libertad
de decisión individual en el marco del principio de compa-
tibilidad de libertades.

El Estado laico interviene en esferas hasta ahora conside-
radas como privadas —léase íntimas— y busca equilibrar
el respeto de las decisiones privadas y personales con la ga-
rantía de los derechos de todos. Es necesario reconocer los
vínculos entre la laicidad y la justicia social, así como en-
tre la garantía de las libertades individuales y las colectivas
y la ampliación de las mismas.

Considerando lo anterior y reconociendo que la separación
entre el Estado y las iglesias ha sido una medida política
importante pero no suficientes para la autonomía de las de-
cisiones políticas del Estado, frente a las doctrinas religio-
sas y convicciones filosóficas específicas, se propone a es-
te Congreso, la adición a un artículo constitucional que
establezca la laicidad del Estado mexicano mediante la fór-
mula siguiente:

Se propone incorporar al texto del artículo 40 constitucio-
nal, el carácter laico entre los atributos fundamentales de la
república, estableciendo la laicidad como uno de los ahora
cinco principios rectores de toda la organización del orden
constituido, republicanismo, democracia, representativi-
dad, federalismo y ahora laicidad.

Asimismo, la laicidad será una obligación que de no cum-
plirse derivará en responsabilidad para los servidores pú-
blicos, agregándose a los artículos 108 y 109 constitucio-
nal, la obligación de las autoridades públicas, de respetar
escrupulosamente el Estado laico y la separación entre la
iglesia y el Estado.

También, como parte de la consagración del principio de
separación de la iglesia y el Estado, se agregan dos párra-
fos al artículo 130, en los cuales se establece de manera ex-
plícita, la sujeción a la ley de las iglesias y demás agrupa-
ciones religiosas. Así como el establecimiento de que en el
Estado laico no podrá haber preferencia alguna religión o
convicción filosófica.

Solicito amablemente a la Mesa Directiva que se inserte es-
ta iniciativa de manera íntegra en el Diario de los Debates.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 40, 108, 109 y 130 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo de la diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario de Alternativa

Los suscritos, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someten a la consideración del Pleno de la Cámara de
Diputados, la presente iniciativa de decreto que adiciona los
artículos 40, 108, 109 y 130 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos partiendo de la siguiente

Exposición de Motivos

En el marco del fortalecimiento de los derechos y liberta-
des de las ciudadanas y los ciudadanos, con el fin de que se
respeten y amplíen las garantías individuales y los dere-
chos humanos plasmados en la Carta Magna, la presente
iniciativa tiene como objeto elevar a rango constitucional
el carácter laico del Estado mexicano.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 130 el principio histórico de la se-
paración del Estado y las iglesias, así como la libertad de
creencias y de culto (artículo 24). La Ley de Asociaciones
Religiosas y Culto Público señala en el artículo 3o. que el
“Estado mexicano es laico. El mismo ejercerá su autoridad
sobre toda manifestación religiosa, individual o colectiva,
sólo en lo relativo a la observancia de las leyes, conserva-
ción del orden y la moral públicos y la tutela de derechos
de terceros”.

También afirma: “El Estado no podrá establecer ningún ti-
po de preferencia o privilegio en favor de religión alguna.
Tampoco a favor o en contra de ninguna iglesia ni agrupa-
ción religiosa.” A pesar de lo anterior, no existe más allá de
dicha ley reglamentaria, un artículo de la Constitución que
establezca en ese rango la libertad de conciencia y la laici-
dad del Estado.

A partir de la Constitución de 1857 y las Leyes de Refor-
ma, México vivió un momento fundacional trascendente,
pues si bien la independencia nos liberó de la sujeción a un
poder extranjero, en términos de la construcción del Estado
nacional, fueron las reformas de esos años las que finalmen-
te permitieron articular la voluntad del pueblo y constituir la
república que hoy conocemos, con todas sus características:
laica, democrática, representativa y federal. Dichos princi-
pios fueron ratificados por la Constitución de 1917.

La existencia del Estado laico es, por lo demás, una exi-
gencia de las sociedades modernas y democráticas. Hay
una creciente diversidad religiosa y moral en el seno de las
sociedades actuales y los Estados tienen ante sí desafíos
cotidianos para favorecer la convivencia armoniosa, ade-
más de la necesidad de respetar la pluralidad de las con-
vicciones religiosas, ateas, agnósticas, filosóficas, así co-
mo la obligación de favorecer, por diversos medios, la
deliberación democrática y pacífica. El Estado democráti-
co tiene igualmente la obligación de velar por el equilibrio
entre los principios esenciales que favorecen el respeto de
la diversidad y la integración de todos los ciudadanos a la
esfera pública.

La laicidad del Estado, en ese sentido, significa y supone
mucho más que la separación del Estado y las Iglesias. Im-
plica el reconocimiento de que todos los seres humanos tie-
nen derecho al respeto de su libertad de conciencia y con-
secuentemente de su práctica individual y colectiva. Este
respeto implica la libertad de adherirse a una religión o a
convicciones filosóficas, el reconocimiento de la autono-

mía de la conciencia individual, de la libertad personal de
los seres humanos y su libre elección en materia de religión
y de convicción. Significa igualmente el respeto por parte
del Estado, dentro de los límites de un orden público de-
mocrático y del respeto de los derechos fundamentales, a la
autonomía de las religiones y de las convicciones filosófi-
cas. La laicidad, así concebida, constituye un elemento cla-
ve de la vida democrática. Impregna inevitablemente lo po-
lítico y lo jurídico, acompañando de esa manera el avance
de la democracia, el reconocimiento de los derechos fun-
damentales y la aceptación social y política del pluralismo.

El Estado laico se vuelve necesario en toda sociedad que
quiere armonizar relaciones sociales marcadas por intereses
y concepciones morales o religiosas plurales. Por ello, un
elemento esencial del Estado laico es el establecimiento,
dentro de los límites indicados, de condiciones que aseguren
un trato igualitario a los seres humanos de diferentes religio-
nes y convicciones. La igualdad no debe ser solamente for-
mal; debe traducirse en la práctica política en una vigilancia
constante para que no sea ejercida alguna discriminación en
contra de las personas en el ejercicio de sus derechos, parti-
cularmente de sus derechos ciudadanos cualquiera que sea
su pertenencia o no pertenencia a una religión o a una con-
vicción filosófica, o independientemente de su sexo, origen
étnico, capacidades físicas, preferencias sexuales o de otro
tipo.

Para garantizar la igualdad y las libertades de los ciudada-
nos, el orden político debe tener la libertad para elaborar
normas colectivas sin que alguna religión o convicción par-
ticular domine el poder civil y las instituciones públicas.
La autonomía del Estado implica entonces la disociación
entre la ley civil y las normas religiosas o filosóficas parti-
culares. Ello significa que las religiones y los grupos de
convicción pueden participar libremente en los debates de
la sociedad civil. Sin embargo, no deben de ninguna mane-
ra dominar esta sociedad e imponerle a priori doctrinas o
comportamientos.

La laicidad puede ser definida como una forma de convi-
vencia social, cuyo Estado obtiene su legitimidad ya no de
elementos religiosos o sagrados, sino de la soberanía po-
pular, tal como lo establece el artículo 39 de la Constitución.
Un proceso de laicización de las instituciones públicas emer-
ge entonces cuando el Estado ya no está legitimado por una
religión o por una corriente de pensamiento particular y
cuando el conjunto de los ciudadanos puede deliberar pací-
ficamente, en igualdad de derechos y de dignidad, para
ejercer su soberanía en el ejercicio del poder político.
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La laicidad supone de esa manera la armonización de tres
principios esenciales: 1) respeto a la libertad de conciencia
y de su práctica individual y colectiva; 2) autonomía de lo
político y de la sociedad civil frente a las normas religiosas
y filosóficas particulares, y; 3) igualdad ante la ley y no
discriminación directa o indirecta hacia las personas.

El respeto concreto a la libertad de conciencia y a la no dis-
criminación, así como la autonomía de lo político y de la
sociedad frente a normas particulares, deben aplicarse a los
necesarios debates que conciernen a las cuestiones relacio-
nadas con el cuerpo y la sexualidad, la enfermedad y la
muerte, la investigación científica y la bioética, la emanci-
pación de las mujeres, la educación de los niños, la condi-
ción de los adeptos de minorías religiosas y de otro tipo, así
como de los no-creyentes. El principio de la laicidad debe
ser en consecuencia rector en los debates en torno a dife-
rentes cuestiones que ponen en juego la representación de
la identidad nacional, las reglas de salud pública, los con-
flictos posibles entre la ley civil, las representaciones mo-
rales particulares y la libertad de decisión individual, en el
marco del principio de compatibilidad de las libertades. El
Estado laico interviene en esferas hasta ahora consideradas
como privadas, léase íntimas y busca equilibrar el respeto
de las decisiones privadas y personales con la garantía de
los derechos de todos. Es necesario reconocer los vínculos
entre la laicidad y la justicia social, así como entre la ga-
rantía de las libertades individuales y las colectivas y la
ampliación de las mismas.

Contrariamente a lo que se teme en ciertas sociedades, la
laicidad no significa la abolición de la religión sino la li-
bertad de decisión en materia de religión. Al mismo tiem-
po que se vigila que la laicidad no tome aspectos de reli-
gión civil, o se sacralice de alguna forma, el aprendizaje de
sus principios inherentes puede contribuir a una cultura de
paz civil. Esto exige que la laicidad no sea concebida como
una ideología anticlerical. Reconociendo entonces que las
religiones y convicciones filosóficas constituyen social-
mente lugares de recursos culturales, íntimamente ligadas
a los valores de diversos sectores de la sociedad. La laici-
dad del siglo XXI debe permitir articular diversidad cultu-
ral y religiosa y unidad del vínculo político y social, de la
misma manera que las laicidades históricas tuvieron que
aprender a conciliar las diversidades religiosas y la unidad
de este vínculo. Es igualmente en el contexto de la indivi-
dualización que se debe comprender por qué es difícil re-
ducir lo religioso al sólo ejercicio del culto, y por qué la
laicidad como marco general de la convivencia armoniosa
es más que nunca deseable.

Considerando lo anterior y reconociendo que la separación
entre el Estado y las Iglesias ha sido una medida política
importante, pero no suficiente para la autonomía de las de-
cisiones políticas del Estado frente a las doctrinas religio-
sas y convicciones filosóficas específicas, se propone al
Congreso la adición a un artículo constitucional que esta-
blezca la laicidad del Estado mexicano, mediante la fór-
mula siguiente:

Se propone incorporar al texto del artículo 40 constitucio-
nal el carácter laico, entre los atributos fundamentales de la
república, estableciendo la laicidad como uno de los ahora
cinco principios rectores de toda la organización del orden
constituido (republicanismo, democracia, representativi-
dad, federalismo y, ahora, laicidad).

Asimismo, la laicidad será una obligación que, de no cum-
plirse, derivará en responsabilidad para los servidores pú-
blicos, agregándose a los artículos 108 y 109 constitucio-
nal, la obligación de las autoridades públicas de respetar
escrupulosamente el Estado laico y la separación entre la
iglesia y el Estado.

También como parte de la consagración del principio de se-
paración de la iglesia y el Estado, se le agregan dos párrafos
al artículo 130 en los cuales se establece de manera explíci-
ta la sujeción a la ley de las iglesias y demás agrupaciones
religiosas, así como el establecimiento de que en el Estado
laico no podrá haber preferencia sobre alguna religión o
convicción filosófica.

Por los motivos expuestos, presento a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, la presente iniciativa de

Decreto que adiciona los artículos 40, 108, 109 y 130 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo Único. Se adiciona una palabra al artículo 40, se
agrega un quinto párrafo al artículo 108, se agrega la frac-
ción IV al artículo 109 y se adicionan los dos últimos pá-
rrafos al artículo 130 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en los términos siguientes:

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse
en una república laica, representativa, democrática, fede-
ral, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo
concerniente a su régimen interior; pero unidos en la fede-
ración establecida según los principios de esta ley funda-
mental.
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Artículo 108. ...

Las autoridades políticas federales, estatales y munici-
pales deberán guiar su actuación respetando escrupulo-
samente, y salvaguardando en todo momento, la sepa-
ración entre asuntos políticos y religiosos, entre
aquellos relativos al Estado y las iglesias y entre creen-
cias personales y función pública. El incumplimiento de
esta obligación conllevará responsabilidad en los térmi-
nos del Título Cuarto de esta Constitución y las demás
que establezcan las leyes.

Artículo 109. El Congreso de la Unión y las legislaturas de
los estados, dentro de los ámbitos de sus respectivas com-
petencias, expedirán las leyes de responsabilidades de los
servidores públicos y las demás normas conducentes a san-
cionar a quienes, teniendo este carácter, incurran en res-
ponsabilidad, de conformidad con las siguientes preven-
ciones:

I. …

II. ...

III. ...

IV. Se aplicarán sanciones administrativas a los ser-
vidores públicos que no respeten el carácter laico del
Estado mexicano y violen las leyes correspondientes.

Artículo 130. …

a) a la e) ...
...

Los principios históricos de laicidad y de la separa-
ción del Estado y las Iglesias orientan las normas
contenidas en el presente artículo. El Estado laico, en
el cual la legitimidad política de las instituciones pú-
blicas y de los gobernantes proviene esencialmente
de la soberanía y la voluntad popular, tiene como
propósito garantizar la libertad de conciencia indivi-
dual de todos los ciudadanos y ciudadanas, y en con-
secuencia los actos que de esta libertad se deriven, en
el marco del respeto de las leyes, la conservación del
orden público y la tutela de derechos de terceros.

Las iglesias y demás agrupaciones religiosas se sujetaran a
la Ley. El Estado laico ejercerá su autoridad sobre toda
manifestación religiosa, individual o colectiva, y no podrá

establecer ningún tipo de preferencia o privilegio a favor
de religión o convicción filosófica alguna. Tampoco a fa-
vor o en contra de alguna iglesia o agrupación religiosa.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de
2007.— Diputadas y diputados: Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez,
Aída Marina Arvizu Rivas, Martha Tagle Martínez, Alejandro Chano-
na Burguete, Rosario Ortiz Magallón, Javier González Garza, José Al-
fonso Suárez del Real, Irma Piñeyro Arias, Miguel Ángel Jiménez Go-
dínez, María Beatriz Pagés Rebollar, Diódoro Carrasco Altamirano,
Ricardo Garza Cantú, Antonio Xavier López Adame, Carlos Chaurand
Arzate, Maricela Contreras Julián, Raymundo Cárdenas Hernández,
David Sánchez Camacho (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
Cristián Castaño Contreras

El Presidente diputado Cristián Castaño Contreras:
Gracias, diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez. In-
sértese de manera íntegra en el Diario de los Debates y
túrnese su iniciativa a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales. 

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Cristián Castaño Contreras: Se
pide a la Secretaría que instruya el cierre del sistema elec-
trónico de asistencia y dé cuenta del registro de diputadas
y diputados.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
¿Falta algún diputado o alguna diputada por registrar su
asistencia? Ciérrese el sistema electrónico. Se informa al
Presidencia que hasta el momento hay una asistencia de
413 diputados y diputadas. Quienes no han registrado su
asistencia disponen de 15 minutos para realizarlo por cé-
dula.

El Presidente diputado Cristián Castaño Contreras: Es-
ta Presidencia saluda al grupo de mujeres de los municipios
de Zapopan, Guadalajara y Tlaquepaque, Jalisco. Bienve-
nidos a la Cámara de Diputados.
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ARTICULOS 73 Y 115 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Cristián Castaño Contreras: Se
concede el uso de la tribuna al diputado Francisco Javier
Plascencia Alonso, para presentar iniciativa que reforma y
adiciona los artículos 73 y 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el que se le
ha otorgado el uso de la voz y por el diputado Carlos René
Sánchez Gil, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional.
El ponente ha solicitado ocho minutos para la presentación
de su iniciativa.

El diputado Francisco Javier Plascencia Alonso: Con su
venia, diputado Presidente. 

Los suscritos, Carlos René Sánchez Gil y Francisco Javier
Plascencia Alonso, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, someten a conside-
ración de esta honorable asamblea del Congreso de la
Unión la presente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona la fracción XXIX, inciso c), del artículo 73, y re-
forma y adiciona el párrafo segundo de la fracción III del
artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, con base en la siguiente exposición de mo-
tivos:

1. Nuestro país cuenta con 55 zonas metropolitanas, cuya
población asciende a 56.7 millones de personas. Entre ellas
se encuentran 9 zonas metropolitanas con más de 1 millón
de habitantes, donde residen 33.5 millones de personas que
representan 34.4 por ciento de la población nacional.

En las zonas metropolitanas del país se concentran los ele-
mentos de mayor influencia económica y social. Ahí se ge-
nera 71 por ciento del producto interno bruto del país y tie-
ne el potencial de incidir en el desarrollo de sus respectivas
regiones. Por tal motivo la dinámica de crecimiento de las
zonas metropolitanas constituye un espacio estratégico de
desarrollo y vinculación con otras regiones del país.

La ausencia de planeación estratégica y de políticas públi-
cas en materia de desarrollo metropolitano genera varios
problemas en las zonas metropolitanas del país que inciden
directamente en la calidad de vida de sus habitantes.

Los municipios inmersos en zonas metropolitanas han sido
prácticamente rebasados en su capacidad operativa, admi-
nistrativa y financiera para resolver los requerimientos de
su población en materia de infraestructura, equipamiento

urbano y movilidad urbana, transporte, protección al medio
ambiente, entre otras.

En razón de que la facultad asociativa que se otorga a los
municipios en la fracción III del citado artículo 115 consti-
tucional es optativa y no obligatoria, en consecuencia, resul-
ta imprescindible contar con un marco jurídico constitucio-
nal que no sólo faculte, sino que obligue a los municipios
metropolitanos a actuar asociadamente en la colaboración,
coordinación y corresponsabilidad mediante la integración
de un organismo intermunicipial que realice una planea-
ción estratégica de su desarrollo, en un esquema de organi-
zación participativa y en un contexto de colaboración y res-
ponsabilidad solidaria y subsidiaria.

Se propone la integración de un fondo intermunicipal con
la aportación porcentual equitativa de los municipios invo-
lucrados conforme a sus ingresos y presupuestos anuales
respectivos, considerando que las acciones y obras que se
realizan beneficiarán a toda su población metropolitana.

La propuesta de esta iniciativa prevé la inclusión y partici-
pación de la federación y de las entidades federativas en las
que se ubican a los municipios de las metrópolis, con la
aportación de los recursos a dicho fondo intermunicipal;
así como también se prevé la participación del Congreso de
la Unión para realizar las declaraciones oficiales de las zo-
nas metropolitanas respectivas con la adición del segundo
párrafo a la fracción XXIX, inciso c), del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En esta iniciativa se propone que los municipios inmersos
en zonas metropolitanas integren un órgano intermunicipal
de carácter permanente con la participación y representa-
ción legal proporcional de los diversos ayuntamientos mu-
nicipales que integran la zona metropolitana.

Los lineamientos normativos de este órgano deberán ser re-
glamentados en la respectiva ley que emita el Congreso de
la Unión conforme a la facultad prevista en el artículo 73,
fracción XXIX, inciso c), de esta Constitución.

La iniciativa que hoy presentamos será de incuestionable
beneficio social y económico, así como instrumento para
las tres instancias de gobierno en la atención y solución de
los problemas de carácter metropolitano. En este tenor, so-
metemos a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de decreto que adiciona la fracción
XXIX, inciso c), del artículo 73, que reforma y adiciona el
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párrafo segundo de la fracción III del artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

Así como para declarar zonas metropolitanas en el país me-
diante una iniciativa y previa consulta al Instituto Nacional
de Estadística, Geografía e Informática, al Consejo Nacio-
nal de Población y a la Secretaría de Desarrollo Social.

Artículo 115. …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y los
servicios públicos siguientes:

Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos,
podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz presta-
ción de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las
funciones que le correspondan.

Tratándose de municipios inmersos en zonas metropolita-
nas declaradas por el Congreso de la Unión, tendrán la
obligación de coordinarse y asociarse para la más eficaz
prestación de los servicios públicos y el mejor ejercicio de
las funciones que le correspondan.

Para ello, constituirán un organismo intermunicipal perma-
nente, con la participación y representación proporcional
de los ayuntamientos de los municipios integrantes, con la
facultad y atribuciones legales inherentes al cumplimiento
de sus fines y objetivos, con personalidad jurídica y patri-
monio propio, definiendo los lineamientos normativos de
su organización directiva y administración, con la constitu-
ción de un fondo común metropolitano que se integrará con
la aportación porcentual de los recursos, de los respectivos
presupuestos de los municipios involucrados del Estado y
de la federación, bajo los principios de proporcionalidad,
corresponsabilidad y subsidiariedad, a efecto de realizar las
obras y acciones de carácter metropolitano requeridas, ga-
rantizando su viabilidad y ejecución.

El organismo intermunicipal tendrá las facultades y atribu-
ciones legales necesarias al cumplimiento de sus fines y
objetivos, que serán reguladas en la ley correspondiente
que al respecto emita el Congreso de la Unión, conforme a
la facultad prevista en el artículo 73, fracción XXIX, inci-
so c), de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Ley que deberá definir la estructura jurídica básica de su
organización y dirección, y administración y financiamien-
to, bajo los principios antes señalados, a efecto de alcanzar
los objetivos y fines propuestos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 22 días
del mes de noviembre de 2007. Diputados Carlos René
Sánchez Gil y Francisco Javier Plascencia Alonso. Gracias
por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 73 y 115 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por los diputados Carlos René Sánchez Gil y Fran-
cisco Javier Plascencia Alonso, del Grupo Parlamentario
del PAN

Los suscritos, Carlos René Sánchez Gil y Francisco Javier
Plascencia Alonso, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, someten a consideración de esta honorable
asamblea del Congreso de la Unión la presente iniciativa
con proyecto de decreto adiciona la fracción XXIX-C del
artículo 73 y reforma y adiciona el párrafo segundo de la
fracción III del artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

1. Nuestro país cuenta con 55 zonas metropolitanas, cuya
población asciende a 56.7 millones de personas, que repre-
sentan cerca de la mitad de la población total del país, en-
tre ellas se encuentran nueve zonas metropolitanas con más
de un millón de habitantes: el valle de México, Guadalaja-
ra, Monterrey, Puebla-Tlaxcala, Toluca, Tijuana, León,
Ciudad Juárez y La Laguna, donde residen 33.5 millones
de personas, poco más de la tercera parte del total nacional
(34.4 por ciento), donde se encuentran aproximadamente
309 municipios dispersos en 29 entidades federativas, de
acuerdo con la reciente delimitación de las zonas metropo-
litanas del país, elaborada por el Consejo Nacional de Po-
blación, la Secretaría de Desarrollo Social y el Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática.

2. El fenómeno de metropolización data de la década de los
años cuarenta, cuando la sociedad mexicana cambió de ru-
ral a urbana y se estableció alrededor de los centros de des-
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arrollo económico, con lo que dio lugar a las conurbaciones.
Sin embargo, fue hasta los años sesenta cuando surgieron los
primeros instrumentos para regular éste fenómeno, otorgan-
do a los municipios la facultad de asociarse, como se esta-
blece en la fracción III del artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

3. En las zonas metropolitanas del país habitan 7 de cada 10
mexicanos, en ellas se concentran los elementos de mayor in-
fluencia del sistema urbano nacional, ahí se genera el 71 por
ciento del producto interno bruto del país, tienen el potencial
de incidir en el desarrollo económico y social de sus respec-
tivas regiones. Por tal motivo, la dinámica de crecimiento de
las zonas metropolitanas constituye espacio estratégico de
desarrollo y vinculación con otras regiones del país.

4. El crecimiento de los asentamientos humanos desequili-
brado y anárquico de las zonas metropolitanas ocupan ac-
tualmente el territorio de varios municipios conurbados,
que son prácticamente “absorbidos” por el desarrollo del
principal centro de actividad económica que las concentra,
generando graves problemas de gobernabilidad, planea-
ción, y desigualdad social y económica; los municipios
metropolitanos son generalmente rebasados en su capaci-
dad operativa, administrativa y financiera, ante la magni-
tud de las obras y servicios requeridos por su población en
materia de infraestructura urbana, agua potable, drenajes,
vialidades estratégicas, recolección y disposición final de
la basura, seguridad pública, trasporte y protección al me-
dio ambiente, entre otras.

5. Los problemas derivados de las zonas metropolitanas del
país tienen su origen en diversos factores entre los que des-
tacan los siguientes;

A) Ausencia de políticas públicas intermunicipales para
la instrumentación de acciones y obras, que coadyuven
al cumplimiento cabal de sus fines y objetivos de alcan-
ce metropolitano.

B) Ausencia de planes y programas de desarrollo urba-
no de carácter metropolitano, que permitan diseñar y
planear el desarrollo propiamente metropolitano, de for-
ma que haya un crecimiento ordenado de los asenta-
mientos humanos con una planeación estratégica inte-
gral de su desarrollo e infraestructura urbana, que regule
los diversos usos y destinos del suelo: habitacional, co-
mercio y servicios, de industria, áreas recreativas, reser-
vas ecológicas, vialidades estratégicas de comunica-
ción, rellenos sanitarios, etcétera, con el objeto de

atender y resolver los requerimientos sociales que van
más allá de los límites territoriales y capacidad finan-
ciera y operativa de cada uno de los municipios conur-
bados asentados en una o más entidades federativas. 

C) Insuficiencia de recursos públicos en las haciendas
municipales, que limita la ejecución de obras y servicios
de impacto metropolitano por su considerable cuantía,
además de contar con un esquema obsoleto en la distri-
bución y participación de recursos públicos.

D) Contradicción de las normas regulatorias jurídicas y
administrativas de los municipios conurbados, que im-
piden una adecuada colaboración y coordinación metro-
politana.

E) Ausencia de cooperación y colaboración entre muni-
cipios, así como entre entidades federativas cuando las
zonas metropolitanas integran localidades de diversas
entidades federativas, anteponiendo frecuentemente
cuestiones ideológicas y partidistas.

6. En razón de que la facultad asociativa que se otorga a los
municipios por la fracción III del artículo 115 constitucio-
nal, es “optativa” y no “obligatoria”, son pocos los gobier-
nos locales que han aprovechado esta atribución como ins-
trumento de gestión en asuntos de carácter metropolitano, y
es muy limitada esta practica en la actualidad, dado que de
los 2 mil 427 municipios del país, 527 cuentan con acuerdos
de asociación, y de ellos sólo 43 corresponden a zonas urba-
nas, mientras que 438 están en zonas semiurbanas, rurales y
semirurales, lo que representa 92 por ciento de los asociados
y cerca del 20 por ciento de los municipios de la república.

7. La ausencia de visión, voluntad y compromiso social de
algunos gobernantes municipales, son factores adversos al
desarrollo de las zonas metropolitanas. Así, encontramos
gobiernos municipales que se oponen a la ínter municipali-
zación para ejecutar obras y servicios que por sí solos no
pueden realizar ante su limitada capacidad (agua potable y
alcantarillado, aseo público, seguridad, movilidad urbana,
protección del ambiente, etcétera); así, la ejecución de
obras y servicios que realizan de forma desvinculada al
desarrollo metropolitano representa una solución parcial
que no resuelve el problema que trasciende a su jurisdic-
ción territorial y, por ende, afecta a toda la población asen-
tada en una metrópoli.

8. En no pocas ocasiones, los gobiernos municipales man-
tienen una postura de total rechazo a los acuerdos o con-
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sensos intermunicipales, principalmente por temor a perder
votos de poder y de control político, que ocultan injustifi-
cadamente en argumentos legales como la defensa de la
“soberanía municipal” o de la “autonomía municipal”, sin
considerar que estos conceptos implican un compromiso
incuestionable de disposición en la solución de los requeri-
mientos y demandas sociales, si consideramos lo señalado
en el artículo 39 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que textualmente señala: “la soberanía
nacional reside esencial y originariamente en el pueblo.
Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para
beneficio de éste”.

En este contexto, queda claro que todo poder público se
instituye por el poder soberano del pueblo y por ende, todo
gobierno tiene la obligación y compromiso de realizar ac-
ciones y obras que beneficien al pueblo, buscando en todo
momento la solución de sus demandas y necesidades en
pro de su bienestar.

9. Sabemos que la capacidad administrativa, operativa y fi-
nanciera de los municipios metropolitanos ha sido rebasa-
da por la magnitud de las necesidades y demandas de su
población, por ello resulta imprescindible contar con un
marco jurídico constitucional apropiado que faculte y obli-
gue a los municipios a actuar asociadamente, en colabora-
ción, coordinación y corresponsabilidad para atender y so-
lucionar los asuntos de carácter metropolitano, homologar
criterios regulatorios administrativos, realizar una adecua-
da planeación de su desarrollo integral para aprovechar efi-
cazmente sus recursos económicos, su capacidad adminis-
trativa y operativa, en un nuevo esquema normativo y de
organización institucional que contemple la participación,
aportación y representación de todos los ayuntamientos
participantes, en un marco de colaboración y responsabili-
dad solidaria y subsidiaria.

La propuesta de esta iniciativa prevé la inclusión y partici-
pación de la entidad o entidades federativas en que se ubi-
can los municipios de una metrópoli, en la aportación de
recursos para el fondo común que cada zona metropolitana
constituya para la realización de sus fines y objetivos, así
como también se prevé la participación del Congreso de la
Unión para realizar las declaratorias oficiales de las zonas
metropolitanas respectivas.

10. El actual esquema de participación y distribución de los
recursos federales de los municipios inmersos en zonas
metropolitanas resulta inequitativo, considerando que su
asignación y distribución responde principalmente al nú-

mero de habitantes de cada municipio y no el grado de
marginación y desarrollo e infraestructura de los mismos.

En este sentido, los municipios que son detonadores del
desarrollo económico y que concentran a otras localidades
conurbadas reciben una fuerte cantidad de recursos federa-
les y estatales vía aportaciones y participaciones, no obs-
tante que tienen una importante recaudación derivada de
sus propios ingresos y cuentan ya con la infraestructura ur-
bana y de servicios; contrario a ello, los conurbados que
son prácticamente absorbidos por la metrópoli no tienen
por lo general una recaudación significativa ni reciben las
aportaciones y participaciones federales suficientes para
enfrentar las necesidades y retos de su vertiginoso creci-
miento; esta situación los coloca en una franca desventaja
y desigualdad social y económica que repercute directa-
mente en la calidad de vida de su población.

Por ese motivo se propone la integración de un fondo co-
mún para la realización de obras y acciones metropolita-
nas, con la aportación de cada uno de los municipios me-
tropolitanos, en una proporción acorde a sus ingresos y
presupuestos anuales, esto es, que cada municipio destine
para el fondo cuando menos el 2 por ciento de su presu-
puesto anual, lo que implica que los que tienen uno cuan-
tioso aporten más, y aquello donde es poco, aporten menos,
formula que garantiza una justa proporcionalidad y equi-
dad en la aportación de recursos para el fondo, consideran-
do que las obras que se realizarán, no serán de beneficio
exclusivo para un municipio, sino que beneficiaran a todos
los que sean localidades metropolitanas y, por ende, a toda
la población asentada en cada uno de ellos.

De ahí que se hable del principio de subsidiariedad en el
sentido de que los municipios que tienen mayores ingresos
aportarán más pero, en la misma proporción porcentual lo
harán los municipios de menores ingresos, de manera que
todos lo de una metrópoli participen y aporten en un es-
fuerzo solidario para planear, atender y resolver los reque-
rimientos de carácter metropolitano que la sociedad exige.

11. En consecuencia con los principios de solidaridad y
subsidiariedad, la federación y los estados también deberán
aportar recursos a dicho fondo intermunicipal de los diver-
sos programas y ramos destinados a infraestructura urbana,
fortalecimiento municipal, movilidad urbana y seguridad
pública, entre otros programas afines a las metrópolis del
país, para la debida planeación y ejecución de los proyec-
tos y obras de trascendencia metropolitana. 
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12. Es urgente contar con un margo legal apropiado que
permita a los gobiernos municipales metropolitanos, esta-
tales y federales contar con políticas públicas sustentables,
de visión y planeación metropolitana, con herramientas y
mecanismos jurídicos, administrativos y financieros, con
capacidad operativa y ejecución estratégica para cumplir
su compromiso social y económico para atender oportuna
y eficazmente las demandas y requerimientos que la socie-
dad urbana requiere, para ello se propone la adición y re-
forma de la fracción III del artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, estableciendo
no sólo la facultad optativa, sino además obligatoria de los
municipios inmersos en una zona metropolitana, para aso-
ciarse y coordinarse para la más eficaz prestación de los
servicios públicos y el mejor ejercicio de las funciones que
les correspondan.

13. Para cumplir el objetivo de la adición y reforma plan-
teada, los municipios metropolitanos requieren la constitu-
ción de un organismo intermunicipal de carácter perma-
nente y autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio
propio, con la participación y representación legal propor-
cional de los diversos ayuntamientos municipales que inte-
gran las zonas metropolitanas, sean de una misma entidad
federativa o de dos o más, con un consejo de administra-
ción que cuente con las suficientes atribuciones y faculta-
des en su dirección y el cumplimiento cabal de sus fines y
objetivos.

14. La constitución del organismo intermunicipal deberá
partir del acuerdo de ayuntamiento que cada uno de los
municipios metropolitanos emita al respecto, y deberá ser
validado por declaratoria que al respecto emita el Congre-
so local del estado o de los estados en donde se encuentren
los municipios de cada una de las zonas metropolitanas.

La constitución del organismo intermunicipal, la participa-
ción de los diversos representantes de los ayuntamientos
metropolitanos en su consejo de administración, sus atri-
buciones y facultades en la administración y ejecución del
fondo común, deberán ser reglamentadas en la expedición
de la correspondiente Ley de Desarrollo Metropolitano que
al respecto sea emitida por el Congreso de la Unión, con-
forme a la facultad prevista en el artículo 73, fracción
XXIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

15. En consecuencia de lo anterior, se propone adicionar la
fracción XXIX-C del artículo 73 y reformar y adicionar la

fracción III del artículo 115 constitucional en su párrafo
tercero, para quedar como sigue;

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-B. …

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la con-
currencia del gobierno federal, de los estados y de los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de asentamientos humanos, con objeto
de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del
artículo 27 de esta Constitución.

Así como para declarar zonas metropolitanas en el país
mediante iniciativa y previa consulta al Instituto Nacio-
nal de Estadística, Geografía e Informática, al Consejo
Nacional de Población y a la Secretaría de Desarrollo
Social.

Artículo 115. …

I. …

II. …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes:

a) …

b) …

c) …

d) …

e) …

f) …

g) …

h) …

i) …

Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamien-
tos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz
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prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio
de las funciones que les corresponda. Tratándose de mu-
nicipios inmersos en zonas metropolitanas declaradas
por el Congreso de la Unión, tendrán la obligación de
coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de
los servicios públicos y el mejor ejercicio de las funcio-
nes que les corresponda; para ello constituirán un orga-
nismo intermunicipal permanente, con la participación y
representación proporcional de los ayuntamientos de los
municipios integrantes, con las facultades y atribuciones
legales inherentes al cumplimiento de sus fines y obje-
tivos; con personalidad jurídica y patrimonio propio;
definiendo los lineamientos normativos de su organiza-
ción, directiva y administración; con la constitución de
un fondo común metropolitano, que se integrará con la
aportación porcentual de recursos de los respectivos
presupuestos de los municipios involucrados, del estado
y de la federación, bajo los principios de proporcionali-
dad, corresponsabilidad, solidaridad y subsidiariedad, a
efecto de realizar las obras y acciones de carácter me-
tropolitana requeridas, garantizando su viabilidad y eje-
cución.

El organismo intermunicipal tendrá las facultades y atri-
buciones legales necesarias al cumplimiento de sus fi-
nes y objetivos, que serán reguladas en la ley que al res-
pecto emita el Congreso de la Unión conforme a la
facultad prevista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Ley que deberá definir la estructura jurídica básica
de su organización, dirección, administración y finan-
ciamiento, bajo los principios antes señalados, a efecto
de alcanzar los objetivos y fines propuestos.

16. En este sentido, la iniciativa que hoy presentamos será
de incuestionable beneficio social y económico, así como
instrumento para las tres instancias de gobierno para resol-
ver los problemas de carácter metropolitano, iniciando con
la planeación de su desarrollo integral, la definición de los
usos y destinos del suelo, de su infraestructura y equipa-
miento urbano, del adecuado aprovechamiento de su voca-
ción y potencial económicos, generación de mayores opor-
tunidades de trabajo, etcétera; todo ello con el propósito
fundamental de mejorar la calidad de vida de toda la po-
blación inmersa en las zonas metropolitanas.

En este tenor, los suscritos, diputados federales Carlos Re-
né Sánchez Gil y Francisco Javier Plascencia Alonso, inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-

nal, someten a consideración de esta honorable asamblea el
siguiente proyecto de

Decreto que adiciona la fracción XXIX-C del artículo 73
y reforma y adiciona el párrafo segundo de la fracción
III del artículo 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Título Quinto
De los Estados de la Federación 

y del Distrito Federal

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-C. …
…

Así como para declarar zonas metropolitanas en el
país mediante iniciativa y previa consulta al Institu-
to Nacional de Estadística, Geografía e Informática,
al Consejo Nacional de Población y a la Secretaría de
Desarrollo Social.

Artículo 115. …

I. …

II. …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes:

a) …

b) …

c) …

d) …

e) …

f) …

g) …

h) …

i) …
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Los municipios, previo acuerdo entre sus ayunta-
mientos, podrán coordinarse y asociarse para la más
eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor
ejercicio de las funciones que les corresponda. Tra-
tándose de municipios inmersos en zonas metro-
politanas declaradas por el Congreso de la Unión,
tendrán la obligación de coordinarse y asociarse
para la más eficaz prestación de los servicios pú-
blicos y el mejor ejercicio de las funciones que les
corresponda; para ello constituirán un organis-
mo intermunicipal permanente, con la participa-
ción y representación proporcional de los ayunta-
mientos de los municipios integrantes, con las
facultades y atribuciones legales inherentes al
cumplimiento de sus fines y objetivos; con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio; definiendo
los lineamientos normativos de su organización,
directiva y administración; con la constitución de
un fondo común metropolitano, que se integrará
con la aportación porcentual de recursos de los
respectivos presupuestos de los municipios invo-
lucrados, del estado y de la federación, bajo los
principios de proporcionalidad, corresponsabili-
dad, solidaridad y subsidiariedad, a efecto de re-
alizar las obras y acciones de carácter metropoli-
tana requeridas, garantizando su viabilidad y
ejecución. 

El organismo intermunicipal tendrá las faculta-
des y atribuciones legales necesarias para el cum-
plimiento de sus fines y objetivos, que serán re-
guladas en la ley que al respecto emita el
Congreso de la Unión conforme a la facultad pre-
vista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, norma que deberá definir la estructura
jurídica básica de su organización, dirección, ad-
ministración y financiamiento, bajo los principios
antes señalados, a efecto de alcanzar los objetivos
y fines propuestos.

IV. a X. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor no-
venta días después de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las aquellas disposi-
ciones que se opongan a lo establecido en la presente re-
forma.

Artículo Tercero. El Congreso de la Unión deberá emitir
la ley reglamentaria en materia metropolitana conforme a
lo dispuesto en este decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 22 días del mes de
noviembre de 2007.— Diputados: Carlos René Sánchez Gil y Francis-
co Javier Plascencia Alonso (rúbricas).»

Presidencia de la diputada 
Ruth Zavaleta Salgado

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gra-
cias, diputado Javier Plascencia Alonso. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, con opinión de la
Comisión de Desarrollo Metropolitano.

Esta Presidencia menciona que le da un cordial saludo a
nombre del pleno, a los integrantes de Organizaciones de
Trabajadores del Hogar, invitados por la diputada Rosario
Ortiz Magallón. Sean bienvenidos.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se con-
cede el uso de la tribuna a la diputada Rosario Ortiz Maga-
llón, del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar ini-
ciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo.

La diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón: Con su
permiso, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Ade-
lante, diputada.

La diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón: Diputadas
y diputados, en nuestro país no se había reconocido la exis-
tencia de la discriminación hasta antes de 2001, que se re-
forma la Constitución mexicana para prohibirla, en su artí-
culo 1o.

Igualmente la Ley Federal para prevenir y eliminar la Dis-
criminación, y la Ley General de Acceso de las Mujeres a
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una Vida libre de Violencia, contiene las pautas legales para
tutelar el derecho a la no discriminación y sancionar la vio-
lencia de género.

En el campo del derecho internacional nuestro país ha rati-
ficado convenios de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre igualdad de remuneración de la mano de obra
masculina y femenina por un trabajo de igual valor, y so-
bre la discriminación en materia de empleo y educación.

Para el avance de la equidad de género, México ha ratifi-
cado dos instrumentos internacionales de la mayor impor-
tancia: la Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención
Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la Vio-
lencia en contra de la Mujer.

En estos convenios, se sientan las bases orientadoras para
asegurar el derecho de las mujeres al trabajo y a la no dis-
criminación, e incorporar la protección contra la violencia
en el ámbito del trabajo y establecer la exigencia a los es-
tados miembros para que legislen en la materia, a fin de
desterrar las iniquidades de género.

Desde este marco normativo, la iniciativa que hoy presen-
tamos aborda un campo históricamente discriminado e in-
visibilizado por el patriarcado: los derechos de las trabaja-
doras y trabajadores del hogar.

A lo largo de la historia, las tareas y actividades del hogar
han sido realizadas por las mujeres, sin que el conjunto de
actividades que contiene se registre como parte fundamen-
tal de la economía de un país y que se valore socialmente
su desempeño.

Esta desvalorización económica y social se traslada al tra-
bajo asalariado del hogar y se escatiman los derechos de las
trabajadoras. Las estadísticas del INEGI muestran que el
trabajo del hogar asalariado, constituye la cuarta parte en la
que se emplea una mayor proporción de mujeres, apenas
un punto porcentual debajo de las oficinistas.

La creciente participación de las mujeres en el mercado la-
boral, sigue concentrando en actividades más precarias, su-
jetas a relaciones de fuertes subordinación y control en en-
tornos laborales caracterizados por la inseguridad y la
violencia, como lo es el trabajo asalariado del hogar.

Además, la participación femenina en el trabajo del hogar
ha crecido. Mientras que en 2001 se registraron un millón

491 mil mujeres como trabajadoras del hogar. En 2005 lle-
garon a emplearse un millón 632 mil. Esto nos muestra la
relevancia que tiene esta ocupación para un sector amplio
de mujeres.

Este complejo y dinámico sector se enfrenta con una regu-
lación laboral que necesita transformarse para tutelar los
derechos de mujeres y hombres que trabajan en este sector.

La Ley Federal del Trabajo regula las relaciones de trabajo
en este ámbito en su Título Sexto, llamado “Trabajos espe-
ciales”, ya que se considera un trabajo distinto a los demás
y que el espacio físico de la realización del mismo es el
ámbito privado del hogar de una persona o familia.

En el Capítulo XIII, llamado “De los trabajadores domés-
ticos”, las condiciones de trabajo y los derechos de estas
trabajadoras y trabajadores del hogar se regulan con mu-
chas ambigüedades, incongruencias y lagunas sobre aspec-
tos como el salario, la jornada de trabajo y seguridad so-
cial, entre otros aspectos.

La denominación doméstico, además de ser un anacronis-
mo, es altamente discriminatorio, ya que califica a la per-
sona como propiedad de un hogar y su valor a la categoría
de trabajadora o trabajador que le corresponde.

La actual regulación respecto a la jornada de trabajo es im-
precisa en cuanto a su duración y deja una laguna jurídica
que propicia que la jornada se prolongue, sin pago de ho-
ras extras. La ley sólo reglamenta que se otorgue el tiempo
de reposo suficiente, dando lugar a largas jornadas de tra-
bajo sin límite ante el gran número de tareas que se reali-
zan en los hogares.

Por lo anterior, es urgente reglamentar de manera específi-
ca la jornada laboral legal y asegurar el derecho a tiempo
de descanso y al pago de horas extras. Las formas en que
se realiza y se contrata el trabajo asalariado del hogar, no
están reglamentadas y ello propicia la sobreexplotación del
trabajo.

Actualmente, se han establecido con mayor regularidad las
modalidades, de planta y de salida diaria, por lo que se
propone que estas modalidades queden establecidas en la
ley a fin de contar con la pauta para contratación.

La regulación salarial en la legislación actual establece que
una parte de salarios se compondrá de la alimentación y ha-
bitación. En el caso de servicio de planta y que se estima-
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rán equivalentes a 50 por ciento del salario en efectivo. Es-
to se presta, en la práctica, a que cada patrón o patrona fi-
je el salario en efectivo que más le convenga de acuerdo
con el valor que le quiera dar al salario en especie.

Las trabajadoras y los trabajadores del hogar exigen el de-
recho a un salario justo y su pago en efectivo que asegure
un nivel de vida digna. El trato discriminatorio hacia las
trabajadoras y los trabajadores del hogar es uno de los as-
pectos más denunciados por las organizaciones que agru-
pan en este sector.

Sus formas son múltiples y abarcan distintos motivos: la
discriminación por la pertenencia a un grupo indígena, por
el uso de su lengua y vestido tradicional, la discriminación
de género en que las mujeres enfrentan abuso y hostiga-
miento sexual y los despidos por embarazo son más fre-
cuentes que en otros sectores de trabajadoras, por la in-
existencia de medidas adecuadas de protección.

Estos aspectos se tratan en “Obligaciones y previsiones del
patrón o la patrona” de la presente iniciativa. No existe re-
glamentación sobre medidas de seguridad e higiene y pre-
vención de riesgos y accidentes de trabajo en el hogar, sien-
do que el uso de productos químicos altamente tóxicos, así
como los electrodomésticos utilizados sin capacitación y
medidas de protección adecuadas, son altamente peligrosos.

Es necesario incorporar en la reglamentación las sanciones
necesarias para obligar al cumplimiento de lo estipulado en
este capítulo y establecer mecanismos que permiten prote-
ger a las trabajadoras y trabajadores para que las autorida-
des laborales verifiquen permanentemente el cumplimien-
to de la ley.

La iniciativa es un resultado de un proceso amplio de dis-
cusión y consenso con las organizaciones de trabajadoras
del hogar que han dado una larga lucha para que sus dere-
chos laborales sean tutelados en la legislación laboral y
contar así con un instrumento con el cual combatir las múl-
tiples discriminaciones que enfrentan.

En la construcción de esta iniciativa participaron la diputa-
da Maricela Contreras Julián, Claudia Cruz Santiago,
Holly Matus Toledo, Silvia Oliva Fragoso, Mónica Fer-
nández Balboa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática; la diputada Martha Tagle Martí-
nez, del Grupo Parlamentario de Convergencia; la diputa-
da Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Alternativa Socialdemócrata; y la diputada

Mercedes Maciel, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, y las organizaciones: Centro de Apoyo a Capaci-
tación de Empleadas del Hogar, el Centro de Apoyo a la
Trabajadora Doméstica, el Colectivo Atabal, el Grupo La
Esperanza, y la Red de Mujeres Empleadas del Hogar.

Solicito atentamente a la Presidencia que la versión com-
pleta de esta iniciativa que se publique íntegramente en el
Diario de los Debates, y que se turne a Comisiones Unidas
de Equidad y Género, y de Trabajo y Previsión Social. Gra-
cias, Presidenta.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Rosario Ignacia
Ortiz Magallón, del Grupo Parlamentario del PRD

En ejercicio de la facultad otorgada en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de conformidad con lo previsto en los artícu-
los 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, las diputadas federales Rosario Ortiz Maga-
llón, Maricela Contreras Julián, Claudia Cruz Santiago,
Holly Matus Toledo, Silvia Oliva Fragoso y Mónica Fer-
nández Balboa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática; Martha Angélica Tagle Martí-
nez, del Grupo Parlamentario de Convergencia; Elsa de
Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Alternativa Socialdemócrata; y María Mercedes Maciel
Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, ex-
ponemos ante el Pleno de la honorable Cámara de Diputa-
dos la presente iniciativa con proyecto de decreto, que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
del Trabajo, relativo a las trabajadoras y a los trabajadores
del hogar, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en el artículo 1o., tercer párrafo: “Queda prohibi-
da toda discriminación motivada por origen étnico o nacio-
nal, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condi-
ción social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

En el país no se había reconocido de manera explícita la
existencia de la discriminación hasta antes de 2001, año en
que se dio la reforma constitucional que la prohíbe, y de
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esa manera la no discriminación es un derecho fundamen-
tal de todas y de todos. Luego de este logro, la legislación
secundaria reglamentó esta garantía constitucional con la
promulgación de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación, en 2003.1

En el artículo 4 de la ley se establece lo que se entenderá
por discriminación: “es toda distinción, exclusión o res-
tricción que, basada en el origen étnico o nacional, sexo,
edad, discapacidad, condición social o económica, condi-
ciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, pre-
ferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por
efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de
los derechos y la igualdad real de las personas”.

La recientemente aprobada Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en el Capítulo II,
artículos 11 y 12, establece las pautas legales para tutelar y
sancionar el ejercicio de la violencia de género contra las
trabajadoras. Establece que la violencia laboral se ejerce
por las personas que tienen un vínculo laboral, indepen-
dientemente de la relación jerárquica, y que la violencia la-
boral consiste en un acto o una omisión en abuso de poder
que daña la autoestima, salud, integridad, libertad y seguri-
dad de las personas, e impide su desarrollo y atenta contra
la igualdad. Se incluye el acoso o el hostigamiento sexual.

Asimismo, esta ley establece que constituyen violencia la-
boral la negativa ilegal a contratar a la persona o a respetar
su permanencia o condiciones generales de trabajo, la des-
calificación del trabajo realizado, las amenazas, la intimi-
dación, las humillaciones, la explotación y todo tipo de dis-
criminación por condición de género.

En el campo de los convenios y tratados internacionales re-
lativos a los derechos humanos aplicables y vinculados al
derecho al trabajo, el país ha ratificado de manera específi-
ca los convenios de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) C.100, sobre igualdad de remuneración de la
mano de obra masculina y la mano de obra femenina por
un trabajo de igual valor; y C. 111, sobre la discriminación
en materia de empleo y ocupación, en el cual el término
discriminación comprende “cualquier distinción, exclusión
o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, reli-
gión, opinión política, ascendencia nacional u origen social
que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportu-
nidades o de trato en el empleo y la ocupación”.2

México ha ratificado dos instrumentos internacionales de
la mayor importancia para avanzar en la equidad de géne-

ro: la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus
siglas en inglés) y la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia en contra de la
Mujer (Convención de Belém do Pará). En estos convenios
se desarrollan amplias reglamentaciones para asegurar los
derechos de las mujeres al trabajo y a la no discriminación
y definen un concepto amplio de violencia, que incorpora
la violencia en el ámbito del trabajo. De la mayor impor-
tancia es el establecimiento en estos convenios, de la exi-
gencia a los Estados miembros para que legislen para des-
terrar las iniquidades de género.

La iniciativa que hoy presentamos aborda un campo histó-
ricamente discriminado e invisibilizado por el patriarcado:
los derechos de las trabajadoras y de los trabajadores del
hogar.

Las tareas y actividades del hogar han sido realizadas, en
su gran mayoría, a lo largo de la historia por las mujeres,
sin que todo este trabajo se haya valorado como parte fun-
damental de la economía de un país. La escasa valoración
social y económica de este trabajo ha sido trasladada al tra-
bajo asalariado del hogar, y a una regulación de las rela-
ciones de trabajo, establecida en la Ley Federal del Traba-
jo como “trabajos especiales” en el Título Sexto. Esto ha
sido justificado con el argumento de la especificidad de di-
cho trabajo y de que por ser el espacio físico de la realiza-
ción el ámbito privado del hogar de una persona o familia,
se hace difícil la inspección laboral.

En el Capítulo XIII, “Trabajadores Domésticos”, las con-
diciones de trabajo y los derechos de las trabajadoras y los
trabajadores del hogar se regulan con muchas ambigüeda-
des, incongruencias y lagunas sobre aspectos como el sala-
rio, jornada de trabajo y seguridad social.3

El tratamiento legal de “doméstico” es un reflejo de la con-
cepción anacrónica, que ya no tiene razón de ser en la rea-
lidad actual, además de ser sumamente discriminatorio,
pues califica a la persona como propiedad de un hogar y
subvalora la categoría de trabajadora o trabajador que le
corresponde.4

El trabajo que se realiza en el hogar se ha transformado a
lo largo de los años, y durante las décadas más recientes de
una manera más notable, por factores sociodemográficos,
el acceso más extenso a los servicios urbanos y los cambios
en los patrones de consumo, la adquisición de aparatos
electrodomésticos y el uso de alimentos industrializados,
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entre otros motivos. Con estos cambios también se han
transformado las características y la calificación de las per-
sonas contratadas que realizan estas actividades, así como
las formas de contratación.5

La información de la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo, que levanta el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática (INEGI), relativa al último trimes-
tre de 2006, reporta que la población ocupada en servicios
domésticos corresponde a cerca de 2 millones de personas
empleadas en el sector. Esta cifra corresponde a 4.6 por
ciento del total nacional reportado. De éste, 90.8 por cien-
to es realizado por mujeres; y el resto, por hombres. En
términos globales, las mujeres ocupadas en el sector repre-
sentan alrededor de 12 por ciento de la población femeni-
na ocupada total.6

Algunos datos nos muestran las características precarias
que tiene el sector: La proporción de trabajadoras y traba-
jadores en general que obtienen hasta un salario mínimo es
13 por ciento, y en el caso del llamado servicio doméstico,
esta proporción es de más del doble, 32 por ciento.

Por otra parte, la población de este sector laboral con nive-
les educativos de primaria o menos son casi 70 por ciento
del total y sólo 4 por ciento de las trabajadoras y trabaja-
dores del hogar tiene escolaridad media superior y supe-
rior. Un dato preocupante es el que refiere que 91 por cien-
to de las trabajadoras y trabajadores del hogar no tiene
acceso a las instituciones de salud.

Las estadísticas del INEGI muestran que el trabajo del ho-
gar asalariado constituye la cuarta ocupación en la que se
emplea mayor proporción de mujeres, apenas un punto
porcentual debajo de las oficinistas.7 La creciente partici-
pación de las mujeres en el mercado laboral no ha diversi-
ficado radicalmente los espacios de su actividad económi-
ca. Siguen concentradas en las actividades más precarias,
sujetas a relaciones de fuerte subordinación y control, en
entornos laborales caracterizados por la inseguridad y la
violencia, como el denominado servicio doméstico.

Los adelantos técnicos en el equipamiento de los hogares y
el cambio en las pautas de la composición y organización
de las familias no han tenido un impacto decisivo en el vo-
lumen de la participación de las mujeres en el sector. Lejos
de disminuir, el número de mujeres que se emplean como
trabajadoras del hogar sigue acrecentándose paulatinamen-
te año con año, como muestran las estadísticas de INEGI.
Al analizar la publicación Mujeres y hombres en México,

en sus ediciones 2003, 2004 y 2006 encontramos que la
participación femenina en la ocupación creció en volumen
año con año de 2001 a 2005, contrariamente a la participa-
ción masculina. Mientras que en 2001 se registraron 1 mi-
llón 491 mil 842 mujeres como trabajadoras del hogar, en
2005 llegaron a emplearse 1 millón 632 mil 601.

En estas estadísticas no hay que olvidar que la ocupación
que se registra es la principal, por lo que se desconoce la
cifra real de mujeres que se emplean como trabajadoras del
hogar de manera ocasional, motivadas por conflictos eco-
nómicos coyunturales, o las que combinan esta ocupación
con otras, como las de obreras en la maquila. En los esta-
dos fronterizos es usual que las operadoras de la maquila
incursionen en el denominado “servicio doméstico” de ma-
nera recurrente, cuando son despedidas ante los recortes de
personal o se les dificulta en ciertos momentos conciliar
trabajo doméstico y extradoméstico. Este panorama nos
muestra la relevancia que tiene la ocupación como alterna-
tiva de empleo para un sector cada vez más variado de mu-
jeres. Mucho falta por investigar en cuanto a la composi-
ción socioeconómica, por edad o étnica de la población que
labora en la ocupación. En ella podemos encontrar una
gran diversidad de trabajadoras, de acuerdo con las condi-
ciones de los mercados laborales regionales; incluso muje-
res de estratos socioeconómicos medio, de edad madura
sobre todo, que se ven empujadas a emplearse en el servi-
cio doméstico por no encontrar empleo en otra ocupación
más prestigiada y de mejor remuneración por las culturas
discriminatorias imperantes.

Este complejo y dinámico sector se enfrenta con una regu-
lación laboral que necesita transformarse para tutelar los
derechos de mujeres y de hombres que trabajan en el sec-
tor.

La actual regulación con relación a la jornada de trabajo es
imprecisa en cuanto al tiempo de duración de la jornada y
con ello deja una laguna jurídica que propicia que la jorna-
da se prolongue, sin pago de horas extras. Lo único que re-
glamenta la ley es que se otorgue un tiempo de “reposo su-
ficiente”, dando lugar a largas jornadas de trabajo sin límite
ante el gran número de tareas que se realizan en los hoga-
res. Por lo anterior es urgente reglamentar de manera espe-
cífica la jornada laboral legal y asegurar el derecho al tiem-
po de descanso y el pago de horas extra.

Las formas en que se realiza y se contrata el trabajo asala-
riado del hogar no están reglamentadas y ello propicia la
sobreexplotación del trabajo. Actualmente, en el mercado
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de trabajo se han establecido con mayor regularidad las
modalidades: de planta y de salida diaria, por lo que deben
quedar plasmadas en la ley.

La regulación salarial en la legislación actual establece que
una parte del salario se compondrá de la alimentación y
habitación, en el caso del servicio de planta, y que se esti-
marán equivalentes a 50 por ciento del salario en efectivo.
Esto se presta en la práctica a que cada patrón o patrona fi-
je el salario en efectivo que más le convenga de acuerdo
con el valor que quiera dar al salario en especie. Las traba-
jadoras y los trabajadores del hogar exigen el derecho a un
salario justo y su pago en efectivo que asegure un nivel de
vida digna.

El acceso a la seguridad social es un derecho plasmado en
la Constitución mexicana a la que las trabajadoras y los tra-
bajadores del hogar no tienen acceso debido a que en la
normatividad que regula las relaciones de trabajo en este
sector no existe obligatoriedad del régimen de seguridad
social, dejando en completa indefensión a la trabajadora o
el trabajador del hogar.

El trato discriminatorio hacia las trabajadoras y los trabaja-
dores del hogar es uno de los aspectos más denunciados
por las mujeres y los hombres de las organizaciones que
agrupan a este sector. Las formas de discriminación son
múltiples y abarcan distintos motivos: la discriminación
por la pertenencia a un grupo indígena, por el uso de su len-
gua y vestido tradicional; la discriminación de género, en
la que las mujeres enfrentan abuso y hostigamiento sexual
por los integrantes masculinos del hogar y los despidos por
embarazo son más frecuentes que en otros sectores de tra-
bajadoras por la inexistencia de medidas legales de protec-
ción. Estos aspectos se incluyen en las obligaciones y pro-
hibiciones del patrón o la patrona de la presente iniciativa.

No hay reglamentación sobre medidas de seguridad e hi-
giene y prevención de riesgos y accidentes de trabajo en el
hogar, siendo que el uso de productos químicos sumamen-
te tóxicos, así como los electrodomésticos utilizados sin
capacitación y medidas de protección adecuadas son muy
peligrosos.

La dificultad de reglamentación no debe ser excusa para
abordar una urgente modificación de la actual legislación,
ya que da lugar a numerosas formas de discriminación ha-
cia las mujeres y hombres que trabajan en el sector.

Es necesario incorporar en la reglamentación las sanciones
necesarias para obligar al cumplimiento de lo establecido
en este capítulo. La mayor dificultad es el cumplimiento de
la ley, por ello es muy importante establecer mecanismos
que permitan proteger a las trabajadoras y trabajadores por
medio de las autoridades laborales para que sean éstas las
que permanentemente verifiquen el cumplimiento de la ley.

La iniciativa es resultado de un proceso amplio de discu-
sión y consenso con las organizaciones de trabajadoras del
hogar que han dado una larga lucha para que sus derechos
laborales sean tutelados por la legislación laboral y contar
así con un instrumento legal con el cual combatir las múl-
tiples discriminaciones que enfrentan.

En este proceso y en la construcción de la iniciativa parti-
ciparon el Centro de Apoyo y Capacitación para Emplea-
das del Hogar, AC; el Centro de Apoyo a la Trabajadora
Doméstica, AC; el Colectivo Atabal, AC; el Grupo La Es-
peranza, y la Red de Mujeres Empleadas del Hogar, AC.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que reforma diversos artículos de la Ley Fede-
ral del Trabajo, relativo a las trabajadoras y a los tra-
bajadores del hogar

Artículo Único. Se reforman el nombre del Capítulo XIII
y los artículos 331, 332, primer párrafo, 333, 334, 335,
336, 337, 338, 339, 340, primer párrafo, 342, 343 y 998; y
se adicionan los artículos 331 A, 331 B, 337, fracciones
III, IV, V, VI, VII y VIII, 337 A, 343 A, 343 B, 343 C y 343
D de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Título Sexto

Capítulo XIII
Trabajadoras y Trabajadores del Hogar

Artículo 331. Es trabajo del hogar el que se realiza por un
salario en el hogar de una persona o familia en actividades
de aseo, asistencia, y otras relacionadas con las necesida-
des del hogar.

Son trabajadoras y trabajadores del hogar quienes realizan,
mediante un salario, las actividades descritas en el párrafo
anterior. Se excluyen de este trabajo las actividades econó-
micas o profesionales de la patrona o el patrón.
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Artículo 331 A. Las trabajadoras y los trabajadores del ho-
gar tendrán derecho a la jornada legal, un salario remune-
rador, pago de tiempo extra, dos días de descanso semanal
y a los días de descanso obligatorio previstos en esta ley,
vacaciones, prima vacacional, derecho a la indemnización
por despido injustificado, prima de antigüedad, derechos
colectivos y demás establecidos en esta ley, en un plano de
igualdad, en lo que no contravengan las disposiciones de
este capítulo.

Artículo 331 B. El trabajo del hogar podrá adoptar, entre
otras, las siguientes modalidades:

I. De planta, en cuyo caso la trabajadora y el trabajador
residen en el mismo lugar donde desempeñan su traba-
jo; y

II. De salida diaria, cuando la trabajadora y el trabajador
tengan su domicilio en un lugar distinto de aquel donde
se desempeñen.

Artículo 332. No son considerados trabajadoras y trabaja-
dores del hogar y, en consecuencia, quedan sujetos a las
disposiciones generales o particulares de esta ley

I. y II. …

Artículo 333. La jornada de trabajo no podrá exceder de
los máximos previstos en esta ley. Las trabajadoras y los
trabajadores con el patrón y la patrona podrán pactar la dis-
tribución de las horas de trabajo.

La trabajadora y el trabajador del hogar con modalidad de
planta, una vez cumplida su jornada legal, podrán disfrutar
de las horas restantes de cada día, de acuerdo con sus inte-
reses.

Las horas trabajadas que excedan de la jornada legal serán
computadas y pagadas como tiempo extraordinario.

Artículo 334. Si además del salario en dinero la trabajado-
ra y el trabajador reciben del patrón o la patrona habitación
o alimentación, para todos los efectos legales, se estimará
aumentado su salario en 25 por ciento. En caso de que re-
ciban las dos prestaciones, se aumentará en 50 por ciento.

Cuando la alimentación no cubra los tres alimentos, sino
uno o dos de éstos, por cada uno de ellos se adicionará el
salario en 8.33 por ciento.

Artículo 335. El salario mínimo profesional para las traba-
jadoras y los trabajadores del hogar no podrá ser inferior a
cinco salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal.

Artículo 336. Además de lo señalado en el artículo ante-
rior, la trabajadora y el trabajador del hogar tendrán dere-
cho a un salario remunerador, por lo que en su determina-
ción con el patrón o la patrona deberá considerarse el
tamaño del lugar donde se labora, el número de personas
por atender, la modalidad en la cual desempeñan su traba-
jo, y el nivel de especialización y responsabilidad, entre
otros. En caso de desacuerdo, resolverá la Junta de Conci-
liación y Arbitraje.

Artículo 337. Las patronas y los patrones tienen las obli-
gaciones especiales siguientes:

I. Garantizar a la trabajadora y el trabajador el debido
respeto, absteniéndose del maltrato de palabra o de
obra; crear un ambiente sano, libre de riesgos y de vio-
lencia y abstenerse de ejercer abuso y hostigamiento se-
xual; según lo establecido en el Capítulo II de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia;

II. Proporcionar a la trabajadora y el trabajador de plan-
ta habitación cómoda, higiénica y segura, así como una
alimentación nutritiva y suficiente. En caso de existir
acuerdo entre las partes a este respecto, también se les
proporcionarán habitación y alimentación a sus depen-
dientes económicos;

III. En el caso de la trabajadora y el trabajador de salida
diaria, proporcionar el número de alimentos necesarios
conforme a la distribución de las horas de trabajo y a las
modalidades que alude el artículo 331 B, fracción II;

IV. Proveer la ropa de trabajo sin costo alguno para la
trabajadora y el trabajador, considerando como mínimo
dos mudas o, en su caso, dos conjuntos de uniformes al
año;

V. Aplicar medidas de seguridad e higiene y prevención
de riesgos de trabajo, como son, de manera enunciativa
y no limitativa: entregar guantes, botas, cubre bocas y
mandil de hule; no exponer a la trabajadora o trabajador
a tareas de alto riesgo, como subir para alcanzar o lim-
piar objetos altos, o a cargar, mover o empujar objetos o
muebles pesados sin contar con los instrumentos ade-
cuados; proporcionar los instrumentos de trabajo y apa-
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ratos electrodomésticos en buen estado, debiendo con-
servar también en buenas condiciones las instalaciones
de gas doméstico y eléctrico, dar capacitación sobre el
uso de estos aparatos y acerca de productos químicos;

VI. Otorgar el tiempo necesario y dar facilidades para la
educación básica, además de contribuir con por lo me-
nos siete días de salario para la compra de útiles en ca-
da ciclo escolar;

VII. Proporcionar a la trabajadora embarazada la pro-
tección que establezcan esta ley y sus reglamentos; y

VIII. Respetar la identidad cultural de la trabajadora y el
trabajador indígenas, su lengua, su ropa tradicional y la
participación en sus actividades comunitarias en sus dí-
as de descanso, vacaciones o previo acuerdo con la pa-
trona o el patrón.

Artículo 337 A. Queda prohibido a la patrona y al patrón

I. Promover, incitar o tolerar prácticas que generen un
ambiente laboral de violencia, como hostigamiento, abu-
so y violación sexual, según lo establecido en la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia Su incumplimiento por parte de la patrona y el
patrón, familiares o terceros en el ámbito del hogar será
causa justificada para la rescisión de la relación de traba-
jo, con independencia de las demás sanciones que corres-
pondan, incluida la penal. La autoridad respectiva deberá
dar vista al Ministerio Público de dicha situación;

II. Toda forma de discriminación, entendida como toda
distinción , exclusión o restricción que, basada en el ori-
gen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condi-
ción social o económica, condiciones de salud, embara-
zo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales,
estado civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o
anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y
la igualdad real de las personas, según lo establecido en
el artículo 4 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación;

III. Impedir que la trabajadora y el trabajador indígenas
usen su ropa tradicional, su lengua o que participen en
las actividades propias de su comunidad, conforme a lo
establecido en la fracción VIII del artículo anterior;

IV. Exigir constancia o prueba de no gravidez para la
contratación de la trabajadora; y

V. Despedir a una trabajadora embarazada; de ser el ca-
so, el despido se presumirá injustificado.

Artículo 338. La trabajadora y el trabajador tendrán dere-
cho a su inscripción al Seguro Social, conforme a lo que es-
tablezca la ley reglamentaria.

Artículo 339. En caso de muerte, la patrona o el patrón su-
fragarán los gastos de sepelio, así como de traslado de los
restos mortales de la trabajadora y el trabajador a su comu-
nidad de origen, y de los menores que hubieran dependido
de ella o él.

En caso de accidente o enfermedad derivada de riesgos de
trabajo, la patrona o el patrón deberán cumplir la indemni-
zación y demás disposiciones del Título Noveno de esta
ley. En el trabajo del hogar se presumirá siempre que el ac-
cidente o enfermedad deriva de un riesgo de trabajo.

Artículo 340. La trabajadora y el trabajador del hogar tie-
nen las obligaciones especiales siguientes:

I. y II. …

Artículo 341. …

Artículo 342. La trabajadora y el trabajador del hogar po-
drán dar por terminada en cualquier tiempo la relación de
trabajo, dando aviso a la patrona o patrón, con ocho días de
anticipación.

Artículo 343. La patrona o el patrón podrán dar por termi-
nada la relación de trabajo sin responsabilidad, dentro de los
treinta días siguientes a la iniciación del servicio, pagando la
indemnización que corresponde de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 49, fracción IV, y 50 de esta ley.

Artículo 343 A. La patrona o el patrón deberán registrar
ante la Inspección del Trabajo todo contrato que celebren
con la trabajadora y el trabajador del hogar. El contrato de
trabajo deberá celebrase por escrito so pena de una multa
de 350 salarios mínimos. En caso de omisión, la trabajado-
ra y el trabajador podrán solicitar la inscripción del contra-
to, teniéndose por cierta la fecha de inicio de la relación de
trabajo afirmada por la trabajadora y el trabajador.

Artículo 343 B. La patrona o el patrón deberán cumplir
con sus obligaciones en materia de capacitación y adiestra-
miento. La Secretaría del Trabajo deberá desarrollar pro-
gramas específicos al efecto.
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Artículo 343 C. Con el debido respeto de la intimidad de
los hogares, la Inspección del Trabajo velará por el cum-
plimiento de los derechos de la trabajadora y el trabajador.

Artículo 343 D. Cuando la trabajadora y el trabajador in-
dígenas sean parte en un procedimiento laboral, tendrán
derecho a contar con un traductor.

Artículo 998. Conforme a lo dispuesto en el artículo 992,
a la patrona o al patrón que incumplan cualquiera de las
normas protectoras del trabajo del hogar se impondrá mul-
ta por el equivalente de veinticinco a mil quinientas veces
el salario mínimo general.

Si la patrona o el patrón contratan menores de catorce años
para la prestación de estos servicios, se le aplicará una mul-
ta de mil salarios mínimos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Rincón Gallardo y Meltis, Gilberto, presentación de la Ley Federal
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, Conapred, 2006.

2 Igualdad y protección de la mujer en la normativa de la OIT, reco-
pilación actualizada de convenios y recomendaciones, Ministerio de
Asuntos Sociales, Instituto de la Mujer, Madrid, 1995, página 57.

3 Reflexiones sobre el Título VI, Capítulo XIII, de la Ley Federal del
Trabajo, Colectivo Atabal, AC, con la colaboración del licenciado Ge-
rardo González Peraza, noviembre de 2002, México.

4 Reformas del Capítulo XIII, “Trabajadores Domésticos”, documento
elaborado por Expresión Cultural Mixe Xaam, AC; Grupo La Espe-
ranza, Grupo El Porvenir, Centro de Apoyo a la Trabajadora Domésti-
ca, AC; Formación Indígena, AC; y Colectivo Atabal, AC.

5 Goldsmith Connelly, Mary, “De sirvientas a empleadas del hogar re-
muneradas”, Departamento de Política y Cultura, Universidad Autóno-
ma Metropolitana-Xochimilco (artículo en prensa, en Marta Lamas,
compiladora, Miradas feministas sobre las mexicanas del siglo XX,
México, DF, Consejo Nacional para la Cultura y las Artes y Fondo de
Cultura Económica).

6 INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, 2006.

7 INEGI (2004), Mujeres y hombres en México, INEGI-Inmujeres,
México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2007.— Dipu-
tadas: Mónica Fernández Balboa, Martha Angélica Tagle Martínez,
Claudia Lilia Cruz Santiago, Silvia Oliva Fragoso, Rosario Ignacia Or-
tiz Magallón, Maricela Contreras Julián, María Mercedes Maciel Ortiz,
Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, Holly Matus Toledo (rúbricas).»

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada Rosario Ortiz Magallón. Túrnese a
la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Se da el más cordial saludo a los invitados de la diputada
Beatriz Eugenia García Reyes, que vienen de los munici-
pios Villa de la Paz, Soledad, San Ciro, Armadillo, Santa
María y Cerro de San Pedro, de San Luis Potosí. También
se da la más cordial bienvenida a los niños de la escuela
primaria Justo Sierra Méndez. Sean bienvenidos.

CODIGO CIVIL FEDERAL - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: El si-
guiente punto del orden del día es el de dictámenes de pri-
mera lectura. En virtud de que han sido publicados en la
Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea,
en votación económica, si se les dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se les dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa.

Señora Presidenta, mayoría por la afirmativa.

«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Civil Federal y del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles

Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política

Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados108



de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, inci-
sos f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de los integrantes de esta Honorable Asamblea el presente:

Dictamen, en sentido positivo, de diversas iniciativas
que reforman el Código Civil Federal y el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles

Antecedentes

I. Con fecha 26 de abril de 2006, el diputado Gerardo Oc-
tavio Vargas Landeros, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó la inicia-
tiva que reforma el artículo 2163 del Código Civil Federal

II. En esa misma fecha, el propio el diputado Gerardo Oc-
tavio Vargas Landeros, presentó la iniciativa que reforma
el artículo 384 del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles.

III. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va, mediante oficios número DGPL60-II-1-658 y
DGPL60-II-2-768, turnó a la Comisión de Justicia las ini-
ciativas antes señaladas.

IV. En sesión de esta Comisión, que registró el quórum re-
glamentario, fue aprobado el presente dictamen, que se so-
mete a consideración de esta soberanía para su discusión y
resolución constitucional. 

Contenido de las iniciativas

A. La primera iniciativa citada propone reformar el artícu-
lo 2163 del Código Civil Federal, a efecto de que, cuando
se ordene el embargo precautorio sobre los bienes del deu-
dor, los actos que éste pudiere realizar en perjuicio de su
acreedor deberán seguir el procedimiento del artículo 384
del Código adjetivo, cuya reforma propone la segunda ini-
ciativa que se analiza en el presente dictamen.

B. La segunda iniciativa citada propone reformar el artícu-
lo 384 del Código Federal de Procedimientos Civiles, a
efecto de definir el procedimiento que debe seguirse en ca-
so de que se decrete el embargo precautorio sobre los bien-
es de un deudor, a que se refiere la reforma propuesta al ar-
tículo 2163 del Código sustantivo.

Dicho procedimiento consiste en que la resolución judicial
que decrete el embargo precautorio sobre bienes inmuebles
sea inscribible en el Registro Público de la Propiedad del
lugar que corresponda. De igual forma, que sean declara-
dos nulos de pleno derecho los actos que el deudor pudie-
ra realizar respecto de lo embargado, sean muebles o in-
muebles, desde el momento en que se le haya dejado
citatorio o sido notificado, hasta en tanto sea declarado for-
malmente el embargo e inscrito a favor del acreedor el gra-
vamen respectivo, sin necesidad de que el acreedor tenga
que solicitar la nulidad de actos correspondiente.

Consideraciones

Primero. Esta comisión coincide con el proponente en la
importancia de elaborar las normas que abonen a la aplica-
ción eficiente del principio de economía procesal en las
causas que conoce el juzgador, a fin de garantizar a los go-
bernados la impartición de una justicia pronta y expedita.
En tal sentido, esta dictaminadora está de acuerdo en la ne-
cesidad de que se otorguen garantías mínimas al acreedor
en un juicio de orden civil del que se sigue el derecho de
éste a la reparación del daño, y con base en el cual el juz-
gador ordene embargo precautorio para asegurar la restitu-
ción en el goce de sus derechos. Lo anterior, tanto en el de-
recho sustantivo como en el adjetivo.

Segundo. De acuerdo con la exposición de motivos de las
iniciativas que se analizan, el proponente plantea introdu-
cir en el artículo 2163 del Código Civil Federal la previsión
de que, en tratándose de embargo precautorio, los actos re-
alizados por el deudor en fraude de su acreedor deben se-
guir el procedimiento previsto en el artículo 384 del Códi-
go adjetivo, cuya reforma también propone.

Tercero. La reforma propuesta al Código adjetivo consiste
en que la resolución judicial que decrete un embargo precau-
torio sobre bienes inmuebles, sea inscrita en el Registro Pú-
blico de la Propiedad, a efecto de que, a partir de este mo-
mento, sean nulos de pleno derecho los actos que el deudor
llegare a realizar respecto de los bienes cuyo embargo orde-
na el auto de mérito, previo a la diligencia de embargo pre-
cautorio, durante ésta y antes que se inscriba el embargo
cuando éste ha sido formalmente trabado, sin necesidad de
que el acreedor esté obligado a promover la nulidad de los
actos del deudor, que está prevista en la legislación aplicable.

Cuarto. Esta dictaminadora considera que, tal como está
redactada la propuesta, es de entenderse que la inscripción
en el Registro Público de la Propiedad del auto que ordena

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007109



el embargo precautorio sobre bienes inmuebles haría ex-
tensivos sus efectos a bienes muebles indeterminados cuyo
embargo eventual se hubiere ordenado en el auto de exe-
quendo, lo que, jurídicamente atenta contra la garantía de
seguridad jurídica. En el Registro Público de la Propiedad,
no son inscribibles los bienes muebles; además, la resolu-
ción judicial concreta que ordenare el embargo precautorio
sobre bienes determinados y perfectamente ubicables, ten-
dría a la vez el carácter de una resolución judicial que sur-
tiría sus efectos respecto de un universo abstracto de pose-
siones muebles del deudor, lo que es claramente atentatorio
contra el principio de seguridad jurídica, por lo que esta
Comisión considera inviable este aspecto de la propuesta
que se analiza.

Quinto. Esta Comisión estima que la propuesta de reforma
resulta insuficiente para alcanzar los objetivos que plantea
el proponente, es decir, proteger los derechos que, en ma-
teria civil, tiene el acreedor frente a un eventual fraude en
su contra por parte del deudor, a partir del momento mis-
mo en que el juzgador ordena el embargo de bienes in-
muebles. Por ello, consideramos pertinente que la inscrip-
ción del multicitado auto de exequendo no sea de carácter
facultativo para la parte demandante, sino obligatorio para
el juez de la causa.

De esta suerte, cabría la reforma del artículo 3043 del Có-
digo Civil Federal, el cual enlista el tipo de instrumentos
que deben anotarse previamente en el Registro Público e
incluir el auto que contenga la resolución judicial que or-
dena el embargo precautorio de bienes inmuebles del deu-
dor, para hacerlo congruente con la reforma propuesta al
artículo 2163 del mismo ordenamiento. De igual forma, es-
ta dictaminadora considera adecuado modificar la redac-
ción propuesta para el artículo 384 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, a efecto de adecuarla al propósito
arriba señalado, e incluir además la reforma del artículo
447 de este mismo ordenamiento federal, atendiendo al
mismo fin.

Relativo a la nulidad que se propone de los actos posterio-
res realizados por el deudor, respecto de los bienes inmue-
bles embargados precautoriamente, a partir de la notifica-
ción de la resolución judicial que lo ordene, esta Comisión
estima que tal momento procesal no es el idóneo, pues en
todo caso, si el deudor considera que no es correcta la me-
dida precautoria, tiene derecho a impugnar tal determina-
ción, de conformidad con la legislación aplicable. Además,
para que la resolución del juez surta sus efectos, es necesa-

rio que cause ejecutoria. Por lo anterior, se modifica el tex-
to propuesto en la iniciativa.

Sexto. Por lo que hace a las disposiciones transitorias, las
iniciativas que se dictaminan plantean, en sendos artículos,
lo relativo a la entrada en vigor de las reformas y a las re-
glas que aplicarán a los asuntos que se encuentren en trá-
mite, que esta dictaminadora considera adecuados.

El primer artículo transitorio propone que la reforma entre
en vigor un día después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación, lo que es congruente con las reglas
aplicables en la materia. El segundo transitorio plantea el tra-
tamiento que se dará a los asuntos relacionados con la nuli-
dad de actos en fraude de acreedores, con motivo de embar-
go, que se encuentren en trámite al momento de entrada en
vigor de las reformas, señalando que se atenderán hasta su
total terminación, de acuerdo con las disposiciones aplica-
bles a la fecha en que inició el procedimiento correspon-
diente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Justicia somete a la consideración de esta honorable asam-
blea el siguiente: 

Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Civil Federal, y del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 2163 y una fracción II Bis al artículo 3043, del Códi-
go Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2163. Los actos celebrados por un deudor en per-
juicio de su acreedor pueden anularse, a petición de éste, si
de esos actos resulta la insolvencia del deudor, y el crédito
en virtud del cual se intenta la acción, es anterior a ellos.

En tratándose de embargo precautorio en materia civil,
los actos celebrados en perjuicio del acreedor, seguirán
lo establecido por los artículos 384 y 447 del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, y en lo que le sea favo-
rable se aplicará lo estipulado en el presente capítulo.

Artículo 3043. Se anotarán previamente en el Registro Pú-
blico:

I. a II. ...
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II Bis. La resolución judicial que ordena el embargo
precautorio de bienes inmuebles del deudor, en tratán-
dose de deudas de carácter civil;

III. a IX. ..

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 384 y se reforma el artículo 447, del Código Federal
de Procedimientos Civiles, para quedar como sigue:

Artículo 384. Antes de iniciarse el juicio, o durante su des-
arrollo, pueden decretarse todas las medidas necesarias pa-
ra mantener la situación de hecho existente. Estas medidas
se decretarán sin audiencia de la contraparte, y no admiti-
rán recurso alguno. La resolución que niegue la medida es
apelable.

En tratándose de embargo precautorio sobre bienes in-
muebles, al emitir la resolución que lo ordene, el juez
ordenará de inmediato su inscripción en el Registro Pú-
blico de la Propiedad.

Artículo 447. De todo auto judicial que ordene el em-
bargo precautorio sobre bienes raíces en los términos
del artículo 384, o bien el embargo de bienes raíces o de
derechos reales sobre bienes raíces se tomará razón en el
Registro Público de la Propiedad del Partido, librándose, al
efecto, copia certificada de la diligencia de embargo.

Una vez registrado el auto que ordena el embargo pre-
cautorio, o bien trabado el embargo, no puede el ejecuta-
do alterar, en forma alguna, el bien embargable o el em-
bargado, ni contratar el uso del mismo, si no es con
autorización judicial, que se otorgará oyendo al ejecutante;
y, registrado que sea el embargo, toda transmisión de dere-
chos respecto de los bienes sobre que se haya trabado, no
altera, de manera alguna, la situación jurídica de los mis-
mos, en relación con el derecho del embargante, de obtener
el pago de su crédito con el producto del remate de esos
bienes, derecho que se surtirá en contra de tercero con la
misma amplitud y en los mismos términos que se surtiría en
contra del embargado, si no se hubiese operado la transmi-
sión.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente del de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. Los asuntos que se encuentren en trámite rela-
cionados con la nulidad de actos en fraude de acreedores,
con motivo de embargo, se atenderán hasta su total termi-
nación de acuerdo con las disposiciones aplicables a la fe-
cha en que inició el procedimiento correspondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2007.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Juan Francisco Rivera Bedoya, Faustino Javier Estrada González (rú-
brica), secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo (rú-
brica), Liliana Carbajal Méndez, Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica),
Raúl Cervantes Andrade, Jesús de León Tello (rúbrica), José Manuel
del Río Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Es-
candón Cadenas (rúbrica), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López
Reyna (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén
Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rú-
brica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Yadhira Yvette Tamayo Herre-
ra (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que adiciona diversas disposiciones del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles

Honorable asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, inci-
sos f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de los integrantes de esta Honorable Asamblea el presente
dictamen, en sentido positivo, de la iniciativa que refor-
ma el artículo 342 del Código Federal de Procedimientos
Civiles
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Antecedentes

I. Con fecha 26 de abril de 2007, la diputada Mónica Arrio-
la Gordillo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Nueva Alianza, presentó la iniciativa que reforma el artí-
culo 342 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

II. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva,
mediante oficio número DGPL60-II-3-684 turnó a la Co-
misión de Justicia la iniciativa antes señalada.

III. En sesión de esta Comisión, que registró el quórum re-
glamentario, fue aprobado el presente dictamen, que se so-
mete a consideración de esta soberanía para su discusión y
resolución constitucional. 

Contenido de la iniciativa

La iniciativa propone reformar el artículo 342 del Código
Federal de Procedimientos Civiles, a efecto de que el juez de
la causa, en los procesos civiles a nivel federal, esté obliga-
do a garantizar, durante la audiencia final del juicio, que las
personas que tengan una discapacidad auditiva o visual
puedan contar con los apoyos necesarios a efecto de que
estén en posibilidad de tener conocimiento pleno del con-
tenido y alcances de las actuaciones judiciales y, del mis-
mo modo, se logre el absoluto conocimiento de sus argu-
mentos.

La reforma propuesta pretende evitar que, en lo sucesivo,
los ciudadanos con alguna discapacidad visual o auditiva
tengan que seguir cubriendo los costos de su discapacidad
durante el desahogo de esta audiencia para poder tener ac-
ceso a la impartición de justicia, señalando que resulta in-
admisible cualquier tipo de discriminación.

La proponente señala que, si bien se ha logrado en los últi-
mos años adaptar el entorno social a favor de las personas
con discapacidades a fin de evitar su exclusión del medio y
la sociedad misma, aún no se ha logrado completamente
crear un ambiente de igualdad de oportunidades para quie-
nes padecen alguna discapacidad.

En voz de la diputada proponente, los grupos vulnerables
demandan igualdad en oportunidades y exigen del Estado
mexicano una respuesta para satisfacer y lograr su plena in-
corporación al desarrollo y la participación en la sociedad,
puesto que el problema de la discapacidad en México es
cuantitativamente significativo, de acuerdo con el Censo Ge-

neral de Población y Vivienda del año 2000, cuyas cifras ha-
blan de poco más de 2.2 millones de mexicanos con algún ti-
po de discapacidad, de los cuales, 629 mil, el 28.6%, son cie-
gos o débiles visuales; 383 mil, el 16.5%, son sordos o
requieren de un aparato auditivo; y 90 mil, el 4.5%, son mu-
dos.

De ahí la importancia de establecer en la legislación adje-
tiva la obligación del juez de la causa en los procesos civi-
les a nivel federal, de garantizar que aquellas personas que
tengan una discapacidad física puedan contar con los intér-
pretes o asistentes necesarios para superar su impedimento
y lograr el absoluto conocimiento tanto de los argumentos
esgrimidos por la parte contraria como de las actuaciones
judiciales.

Consideraciones

Primero. Esta dictaminadora coincide con la proponente
en la necesidad de reformar el artículo 342 del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, a efecto de garantizar el
acceso a la impartición de la justicia, en materia civil fede-
ral, a todas aquellas personas que, teniendo una discapacidad
–en este caso, auditiva o visual–, deben procurarse, con sus
propios medios, los instrumentos necesarios para imponerse
del contenido de las actuaciones judiciales y para intervenir
como parte en el juicio.

Segundo. A la luz del contenido de los diferentes instru-
mentos normativos que esta Comisión se allegó para el
análisis de la presente iniciativa, fue posible determinar
que la reforma propuesta resulta insuficiente, ya que, para
garantizar a las personas cuya discapacidad auditiva o vi-
sual demanda del apoyo de intérpretes para hacer efectivo
su acceso a la impartición de justicia en materia civil fede-
ral, se requiere ampliar el sentido de la reforma a todas las
etapas del juicio, y no ceñirla únicamente a la audiencia fi-
nal, como lo plantea la iniciativa que se analiza. Esta dic-
taminadora considera, entonces, que la misma requiere ser
colmada en algunos aspectos que no fueron considerados
por la proponente.

Como señalamos líneas arriba, resulta insuficiente la refor-
ma propuesta al numeral 342 del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles, si atendemos a los alcances que la pro-
pia iniciativa plantea, así como a las disposiciones
constitucionales y legales, y al contenido de las convencio-
nes internacionales en materia de combate a la discrimina-
ción suscritas por nuestro país.
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Tercero. El tema del combate a todas las formas de discri-
minación fue recogido puntualmente en nuestra Carta
Magna, según se desprende de la reforma practicada al tex-
to de sus artículos 1º y 2º, la cual fue publicada en agosto
de 2001.

La reforma otorgó un carácter tan trascendente a la asigna-
tura del combate a la discriminación que más adelante in-
cidió en la reforma de diversas disposiciones legales e in-
cluso en la elaboración de leyes secundarias que recogieron
el espíritu y alcance de dicha reforma.

Es el caso de las reformas practicadas al propio Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, que tuvieron como objeti-
vo plasmar los derechos de los indígenas que, no siendo
hablantes del idioma español –o que hablándolo no pueden
leerlo o escribirlo–, son parte en juicios regulados por este
ordenamiento. Dichas reformas entraron en vigor en di-
ciembre de 2002 y quedaron plasmadas, básicamente, en
los artículos 107, 180, 271 y 274 Bis de este ordenamien-
to, los cuales se refieren a las diversas etapas de todo pro-
ceso judicial.

En cuanto al desahogo de la prueba confesional, el segun-
do párrafo del artículo 107 señala que:

“Cuando el que haya de absolver posiciones fuere indí-
gena y no hable el español, o hablándolo no lo sepa le-
er, deberá asistirle un intérprete con conocimiento de su
lengua y cultura, asentándose su declaración en español
y en su propio idioma”.

En relación a la prueba testimonial, el segundo párrafo del
artículo 180 establece que:

“Si el testigo fuere indígena y no hable el español, o ha-
blándolo no lo supiera leer, deberá asistirle un intérpre-
te con conocimiento de su lengua y cultura, a fin de que
rinda su testimonio, sea en su propia lengua o en espa-
ñol; pero en cualquier caso, el mismo deberá asentarse
en ambos idiomas”.

Respecto del idioma en el que deben ser escritas las actua-
ciones judiciales, el artículo 271 del mismo código adjeti-
vo previene que deben escribirse en lengua española y que
lo que se presente en idioma extranjero deberá acompañar-
se de la correspondiente traducción, señalando enseguida,
al respecto del componente indígena, que:

Párrafo segundo: “Las actuaciones dictadas en los jui-
cios en los que una o ambas partes sean indígenas, que
no supieran leer el español, el tribunal deberá traducir-
las a su lengua, dialecto o idioma con cargo a su presu-
puesto, por conducto de la persona autorizada para
ello”.

Párrafo tercero: “Las promociones que los pueblos o co-
munidades indígenas o los indígenas en lo individual,
asentados en el territorio nacional, hicieren en su len-
gua, dialecto o idioma, no necesitarán acompañarse de
la traducción al español. El tribunal la hará de oficio con
cargo a su presupuesto, por conducto de la persona au-
torizada para ello”.

Finalmente, el artículo 274 Bis del mismo cuerpo normati-
vo estipula que:

“En los procedimientos en que intervengan personas
que aleguen tener la calidad de indígenas, la misma se
acreditará con la sola manifestación de quien la haga.
Cuando el juez tenga duda de ella o fuere cuestionada en
juicio, se solicitará a las autoridades comunitarias la ex-
pedición de la constancia que acredite la pertenencia del
individuo a un determinado pueblo o comunidad”.

La reforma constitucional que entró en vigor en agosto de
2001 también dio sus frutos en la creación de leyes para su
aplicación efectiva. Es el caso de la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación y la Ley General de las
Personas con Discapacidad, que pasaron a formar parte de
nuestro derecho positivo en junio de 2003 y junio de 2005,
respectivamente.

De esta forma, los artículos 24 y 25 de la Ley General de
las Personas con Discapacidad, en el capítulo relativo a la
seguridad jurídica de las personas con discapacidad esta-
blecen que: 

“Artículo 24. Las personas con discapacidad tendrán de-
recho a recibir un trato digno y apropiado en los proce-
dimientos administrativos y judiciales en que sean par-
te, así como asesoría y representación jurídica en forma
gratuita en dichos procedimientos, bajo los términos que
establezcan las leyes respectivas”.

“Artículo 25. El gobierno federal y los gobiernos de las
entidades federativas promoverán al interior de la es-
tructura orgánica de sus respectivas instituciones de ad-
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ministración e impartición de justicia, la disponibilidad
de los recursos de comunicación, ayudas técnicas y hu-
manas necesarias para el acceso equitativo de las perso-
nas con discapacidad a su jurisdicción”.

Este mismo ordenamiento introduce una importante defini-
ción que, en opinión de esta dictaminadora, debiera incor-
porarse o bien hacerse la remisión correspondiente en la re-
forma al Código Federal de Procedimientos Civiles
materia del presente dictamen. El artículo 2 de dicha ley, en
sus fracciones V y VI, establece que, para los efectos de la
misma, se entenderá por: 

Fracción V. “Equiparación de Oportunidades: Proceso
de adecuaciones, ajustes y mejoras necesarias en el en-
torno jurídico, social, cultural y de bienes y servicios,
que faciliten a las personas con discapacidad una inte-
gración, convivencia y participación en igualdad de
oportunidades y posibilidades con el resto de la pobla-
ción;”

Fracción VI. “Estenografía Proyectada: Es el oficio y la
técnica de transcribir un monólogo o un diálogo oral de
manera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez,
proyectar el texto resultante por medios electrónicos vi-
suales o en Sistema de Escritura Braille;”

Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, en su artículo 4, establece que debe enten-
derse por discriminación:

“...toda distinción, exclusión o restricción que, basada
en el origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad,
condición social o económica, condiciones de salud,
embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias se-
xuales, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto
impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los
derechos y la igualdad real de oportunidades de las per-
sonas”.

En cuanto a la interpretación de dicha ley y las caracterís-
ticas a las que debe apegarse la actuación de las autorida-
des federales, en su artículo 6 previene que:

“La interpretación del contenido de esta Ley, así como
la actuación de las autoridades federales será congruen-
te con los instrumentos internacionales aplicables en
materia de discriminación de los que México sea parte,
así como con las recomendaciones y resoluciones adop-

tadas por los organismos multilaterales y regionales y
demás legislación aplicable”.

Finalmente, y en tratándose del acceso al ejercicio pleno de
sus derechos y a la igualdad de oportunidades, el artículo 9
del mismo ordenamiento estipula:

“Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discrimina-
toria que tenga por objeto impedir o anular el reconoci-
miento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de
oportunidades.

“A efecto de lo anterior, se consideran como conductas
discriminatorias:

“XI. Impedir el acceso a la procuración e impartición de
justicia.”

Como es de apreciarse, el tema del combate a la discrimi-
nación se ha colocado como eje fundamental que debe cru-
zar transversalmente todas aquellas vertientes de la activi-
dad del Estado, incluida la administración de justicia. Por
ello, la reforma propuesta resulta oportuna a efecto de ade-
cuarla no sólo a la reforma constitucional ya señalada, sino
a los diversos ordenamientos a los que nos hemos referido
líneas arriba.

Cuarto. En el mismo sentido de la evolución de nuestro
marco normativo, en agosto de 2006, delegados de todo el
mundo, incluido nuestro país, aprobaron, al seno de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, la Convención Interna-
cional sobre Derechos de los Discapacitados, cuyo alcance
e implicaciones importan en el análisis de la presente ini-
ciativa, por lo que cabe traer parte de su contenido a este
espacio. Dicho instrumento, en el apartado correspondien-
te al Preámbulo, entre otras circunstancias.

1. Reconoce que “...las Naciones Unidas, en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos y en los Pactos
Internacionales de Derechos Humanos, han reconocido
y proclamado que toda persona tiene los derechos y li-
bertades enunciados en esos instrumentos, sin distinción
de ninguna índole”.

2. Reconoce que “...la discriminación contra cualquier
persona por razón de su discapacidad constituye una
vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser
humano”.
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3. Reconoce “...la necesidad de promover y proteger los
derechos humanos de todas las personas con discapaci-
dad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo más in-
tenso.”

4. Y expresa el convencimiento de que “…una conven-
ción internacional amplia e integral para promover y
proteger los derechos y la dignidad de las personas con
discapacidad contribuirá significativamente a paliar la
profunda desventaja social de las personas con discapa-
cidad y promoverá su participación, con igualdad de
oportunidades, en los ámbitos civil, político, económi-
co, social y cultural, tanto en los países en desarrollo co-
mo en los desarrollados...”.1

Por otro lado, dentro de las obligaciones generales que los
Estados Partes aceptan, como parte de los puntos resoluti-
vos de la Convención en cita, se encuentran las siguientes:

“a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrati-
vas y de otra índole que sean pertinentes para hacer
efectivos los derechos reconocidos en la presente Con-
vención;

“b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medi-
das legislativas, para modificar o derogar leyes, regla-
mentos, costumbres y prácticas existentes que constitu-
yan discriminación contra las personas con discapacidad;

“c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los derechos
humanos de las personas con discapacidad;

“d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompati-
bles con la presente Convención y velar por que las au-
toridades e instituciones públicas actúen conforme a lo
dispuesto en ella;”

En su artículo 5, la Convención previene:

“1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas
son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen
derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la
ley en igual medida sin discriminación alguna.

“2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación
por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las
personas con discapacidad protección legal igual y efec-
tiva contra la discriminación por cualquier motivo”.

Finalmente, en su artículo 13, la Convención establece que:

“1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de
condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de
procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el
desempeño de las funciones efectivas de esas personas
como participantes directos e indirectos, incluida la de-
claración como testigos, en todos los procedimientos ju-
diciales, con inclusión de la etapa de investigación y
otras etapas preliminares”.2

Quinto. Derivado del análisis de la reforma constitucional,
las reformas y la creación de leyes secundarias, así como el
contenido de diversas convenciones internacionales que ha
suscrito nuestro país –especialmente la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad citada líne-
as arriba–, todas en materia de combate a la discrimina-
ción, esta dictaminadora considera que es apropiado incluir
en el presente decreto, además de la reforma propuesta al
artículo 342, la correspondiente a los artículos 107, 180,
271 y 274 Bis.

Lo anterior, a efecto de incluir en ellos las previsiones que
permitan abonar al cumplimiento de las normas que for-
man parte de nuestro derecho vigente y que nos obligan a
impulsar medidas tendientes a generar el ambiente de
igualdad de oportunidades para quienes, por causa de una
discapacidad visual y/o auditiva, requieren de los apoyos
especializados para hacer efectivo su acceso a la imparti-
ción de la justicia, similares a los que, en su caso, están
previstos para los indígenas no hablantes de la lengua es-
pañola, como el caso que motiva la presente reforma.

De igual manera, esta Comisión estima que es necesario
practicar algunas modificaciones al texto de reforma pro-
puesto para el artículo 342 en la iniciativa que se analiza, a
efecto de adecuarlo al texto de los artículos 107, 180, 271
y 274 Bis, cuya modificación se plantea en el presente dic-
tamen.

Es el caso del segundo párrafo que se propone adicionar al
artículo en comento, que sufriría los cambios siguientes:

1. Se elimina la referencia a la necesidad de probar la
discapacidad visual y/o auditiva, en razón de que la mis-
ma ya estaría prevista en el artículo 274 Bis.
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2. Se modifica la referencia a “discapacidad audiovi-
sual” por la de “discapacidad visual o auditiva”, puesto
que las discapacidades de esta naturaleza pueden estar
presentes en una persona tanto de manera conjunta co-
mo en una sola de sus vertientes.

3. Se utiliza el concepto de “estenografía proyectada” a
que se refiere la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad, introducido en el texto de los artículos que el
presente dictamen propone reformar, en lugar de las re-
ferencias a la asistencia de un “especialista, médico, tra-
bajador social o intérprete”.

Los tres párrafos siguientes, cuya adición propone la ini-
ciativa que se analiza, se subsumen en uno solo. En él se
contienen las previsiones que forman parte de la intención
de la legisladora proponente, a excepción del contenido del
último de dichos párrafos, relativo a la responsabilidad en
la que eventualmente incurriría el juzgador de no cumplir
con las obligaciones contenidas en los artículos cuya refor-
ma se propone.

Ello, en razón de que es la propia Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, en su artículo 131, la que prevé
todo lo relativo al desempeño de quienes forman parte de
dicho Poder de la Federación.

Esta comisión estima pertinente adicionar un párrafo al ar-
tículo 342 para incluir que si alguna de las partes fuera in-
dígena y no hablara el español, o hablándolo no lo supiera
leer, deberá asistirle un intérprete con conocimiento de su
lengua y cultura, a fin de que se conozcan fehacientemen-
te todas las actuaciones judiciales que tengan lugar en di-
cha audiencia, sea en su propia lengua o en español, así co-
mo la obligación de que lo acontecido en la audiencia
deberá asentarse tanto en español, como en la lengua de
que se trate, si su naturaleza lo permite, ello en razón de
que algunas lenguas no tienen grafía, tal caso se presenta
en los Estados de Chiapas y Oaxaca.

En el citado artículo 342, se considera viable que en el pá-
rrafo adicionado, se contemple también a los indígenas, a
efecto de garantizar que cuenten con la asistencia requeri-
da durante la audiencia final de juicio, y en caso contrario,
ésta se suspenda y se cite en fecha posterior, con el objeto
de que se cumpla con tal mandato.

Sexto. Esta dictaminadora considera pertinente abordar en
este punto lo tocante a la disposición contenida en el artí-

culo 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria que establece la obligación a cargo de las
comisiones de trabajo del Congreso de la Unión para que,
al elaborar los dictámenes relativos a las iniciativas de ley
o decreto que les son turnadas, realicen una valoración del
impacto presupuestario, tomando en cuenta que este mis-
mo numeral establece que “...no procederá pago alguno
que no esté comprendido en el Presupuesto de Egresos o
determinado por ley posterior; en este último caso primero
se tendrá que aprobar la fuente de ingresos adicional para
cubrir los nuevos gastos”.

En opinión de esta Comisión tal valoración resulta innece-
saria, tomando en cuenta lo que disponen los artículos 24 y
25 de la Ley General de las Personas con Discapacidad ya
analizados líneas arriba, de cuyo contenido se deduce la
responsabilidad tanto del gobierno federal como de los es-
tatales de contar con la estructura orgánica necesaria en sus
respectivas instituciones de administración e impartición
de justicia, para proveer de los “...recursos de comunica-
ción, ayudas técnicas y humanas necesarias para el acceso
equitativo de las personas con discapacidad en su jurisdic-
ción”.

Séptimo. Por lo que hace a las disposiciones transitorias, la
iniciativa plantea un solo dispositivo que se refiere a la en-
trada en vigor de la reforma, el cual esta dictaminadora
considera adecuado.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Justicia somete a la consideración de esta Honorable
Asamblea, el siguiente:

Proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones
al Código Federal de Procedimientos Civiles, en mate-
ria de acceso a la justicia de personas con discapacidad
auditiva y/o visual

Artículo Único. Se adicionan los artículos 107, con un ter-
cer párrafo; 180, con un tercer párrafo; 271, con un quinto
párrafo; 274 bis, con un segundo párrafo y 342, con un se-
gundo, tercero y cuarto párrafos al Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, para quedar como sigue:

Artículo 107. ...
...

Cuando el absolvente tuviese alguna discapacidad vi-
sual o auditiva, el juez de la causa deberá ordenar la
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asistencia necesaria en materia de estenografía proyec-
tada, en los términos de la fracción VI del artículo 2 de
la Ley General de las Personas con Discapacidad.

Artículo 180. ...

...

Cuando el testigo tuviese alguna discapacidad visual o
auditiva, el juez de la causa deberá ordenar la asisten-
cia necesaria en materia de estenografía proyectada, en
los términos de la fracción VI del artículo 2 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad. 

Artículo 271. ...

...

...

...

En las actuaciones dictadas en los juicios en los que una
o ambas partes tengan alguna discapacidad visual o au-
ditiva, el tribunal deberá otorgar la asistencia necesaria
en materia de estenografía proyectada.

Artículo 274 bis. ...

En caso de que el juez tenga duda sobre la calidad de dis-
capacitados visuales o auditivos que una o ambas partes
afirmen tener, o que ésta fuere cuestionada, solicitará la
expedición de una constancia a la institución pública co-
rrespondiente.

Artículo 342. ...

Si alguna de las partes fuera indígena y no hablara el
español, o hablándolo no lo supiera leer, deberá asistir-
le un intérprete con conocimiento de su lengua y cultura,
a fin de que se conozcan fehacientemente todas las ac-
tuaciones judiciales que tengan lugar en dicha audiencia,
sea en su propia lengua o en español; en cualquier caso,
la misma deberá asentarse en ambos idiomas, si la natu-
raleza de la lengua lo permite.

En caso de que una de las partes o ambas tengan algu-
na discapacidad visual o auditiva, será obligación del
juez ordenar la asistencia necesaria en materia de este-

nografía proyectada, en los términos de la fracción VI
del artículo 2 de la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad, a fin de que se conozcan fehacientemente to-
das y cada una de las actuaciones judiciales que tengan
lugar en dicha audiencia.

Si para el desahogo de la audiencia no es posible contar
con la asistencia requerida para los indígenas y para los
discapacitados visuales o auditivos, ésta deberá suspen-
derse y ordenarse lo conducente para que tenga lugar
en fecha posterior, a efecto de que se cumpla con tal dis-
posición.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
www.un.org/esa/socdev/enable/rights/ahc8adart.htm  

2 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2007.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Juan Francisco Rivera Bedoya, Faustino Javier Estrada González (rú-
brica), secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo (rú-
brica), Liliana Carbajal Méndez, Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica),
Raúl Cervantes Andrade, Jesús de León Tello (rúbrica), José Manuel
del Río Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Es-
candón Cadenas, Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica),
María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna (rú-
brica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Ro-
jas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbrica), Mario Eduardo Moreno
Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos
Camarena, Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO - 
LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE

CREDITO - LEY ORGANICA DEL BANCO 
NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones
de Crédito, de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, y de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras
y Servicios Públicos

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y por conducto de la honorable Cámara de
Diputados, el Ejecutivo federal sometió a la consideración
del honorable Congreso de la Unión la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito,
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley
Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos.

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con base en las facultades que nos confieren los artí-
culos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

En sesión de la Comisión Permanente del 31 de agosto de
2007, se presentó la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley Gene-
ral de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica
del Banco Nacional de Obras y Servicios Público, por el
Ejecutivo federal. En esa misma fecha, la Mesa Directiva
la turnó a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
su estudio y dictamen.

Exposición de Motivos de la Iniciativa

Entre las estrategias para conducir responsablemente la
marcha económica del país, se encuentran las relativas a

promover esquemas de regulación y supervisión eficaces
en el sistema financiero, así como a impulsar una banca co-
mercial sólida y eficiente, de manera que pueda cumplir
adecuadamente su función.

Existen algunos aspectos de la Ley de Instituciones de Cré-
dito que, de ajustarse a las condiciones actuales del sector
financiero, podrían mejorar el funcionamiento y desarrollo
del sector bancario. Por otra parte, existe una variedad de
trámites de carácter administrativo que, al tener que ser cum-
plidos frente a diversas autoridades, se traducen en un ele-
vado costo de regulación para las instituciones de crédito.

Por lo anterior, se plantea simplificar y ajustar la ley, a fin
de identificar los trámites, requisitos y procedimientos. Es-
to también pretende lograr una importante reducción de
costos para los agentes participantes en el mercado, para el
Estado, así como para los usuarios de los servicios finan-
cieros que prestan dichas entidades.

En ese sentido, las autoridades financieras se han dado a la
tarea de identificar aquellas normas en las que es posible
realizar una labor de flexibilización, simplificación y re-
ducción de costos, así como aquéllas en las que es necesa-
rio o conveniente fortalecer y mejorar los procesos de au-
torización de importantes actos corporativos y de
supervisión de los intermediarios.

Por otra parte, la referida ley mantiene una asignación de
facultades entre las autoridades financieras que puede re-
sultar ineficiente en algunos aspectos, lo que provoca que
los intermediarios sujetos a la misma, en la realización de
sus actividades, tengan que acudir a diversas “ventanillas”,
lo cual resulta en costos para dichos actores económicos
que, de otra forma, podrían quedar reducidos. En ese sen-
tido, el Ejecutivo federal realizó un análisis sobre la posi-
bilidad de que dichas funciones queden concentradas en
una sola autoridad que, por su organización y funciona-
miento, se propone sea la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores.

Al respecto, en la experiencia internacional se advierten di-
versos casos en los que se encomienda a una sola autoridad
la supervisión, autorización y regulación del sector banca-
rio. La propuesta considera un importante avance que faci-
litará las funciones de regulación, control y vigilancia de
las instituciones.

Por otro lado, el régimen vigente de operación y regulación
de las instituciones de banca múltiple no distingue entre
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entidades que realizan parcial o totalmente las operaciones
y actividades que permite la ley. Dicha situación genera
que las instituciones que optan por realizar ciertos tipos de
operaciones de las permitidas en general incurran en costos
regulatorios de forma injustificada.

La iniciativa pretende modificar una amplia gama de artí-
culos de la Ley de Instituciones de Crédito. Se trata de un
esfuerzo por actualizar dicha ley a fin de eliminar figuras
que han caído en desuso, ajustar los procesos de autoriza-
ción para organizarse y operar como institución de banca
múltiple para hacerlos más claros y eficientes, flexibilizar
el régimen relativo a las operaciones y actividades que
pueden realizar las citadas instituciones y la regulación
que les es aplicable, así como revisar las atribuciones de
las autoridades financieras a fin de prever un sistema más
eficiente.

I. Actividades de Banca y Crédito

Se establece la posibilidad de que las instituciones de cré-
dito, en relación con el tipo de operaciones que realicen, se
puedan ubicar en alguno de los siguientes supuestos: i) ins-
tituciones autorizadas para llevar a cabo la totalidad de las
operaciones que permite la ley, es decir, como se prevé en
el esquema vigente, o ii) instituciones autorizadas para re-
alizar, a su elección, sólo algunas de las operaciones que
les permite la ley, con la posibilidad de incrementar o dis-
minuir el número de dichas operaciones. Con lo anterior, se
busca que la carga de regulación para las instituciones de
crédito sea acorde con el tipo de operaciones que lleven a
cabo.

Para efectos del esquema propuesto, es importante consi-
derar que a la totalidad de las instituciones de banca múlti-
ple actualmente les es aplicable, en forma integral, la regu-
lación vigente que se refiere a todas las actividades y
operaciones que puede realizar un banco, sin importar si en
la práctica éste no realiza algunas de ellas. Es decir, el es-
quema vigente asigna cargas y costos regulatorios idénti-
cos a todas las instituciones de banca múltiple, sin recono-
cer las diferencias que existen en cuanto a su operación.

En efecto, algunos bancos, conocidos como “regionales” o
“de nicho”, realizan únicamente cierta clase de operaciones
especializadas o dirigidas a un sector específico, como, por
ejemplo, algunos bancos filiales que realizan operaciones
de banca mayorista. No obstante esto, a todas esas institu-
ciones de banca múltiple se les aplica la misma carga y
costo de regulación que a aquellas que realizan todas las

operaciones permitidas en la ley. Por lo anterior, se propo-
ne contemplar que a las instituciones bancarias que lleven
a cabo algunas de las operaciones que les permite la ley, les
sea aplicable la regulación correspondiente únicamente a
dichas operaciones, con la posibilidad de que incrementen
o disminuyan las operaciones que elijan en un momento
dado, sujeto a la autorización correspondiente.

Aunado a lo anterior, a nivel internacional, la estructura
bancaria de diversos países contempla tipos diferentes de
licencias o autorizaciones bancarias, o el establecimiento
de sucursales de bancos extranjeros con regulación diferen-
ciada por tipo de licencia o autorización. En el caso particu-
lar de México, se han realizado reformas al marco regulato-
rio del sistema financiero a fin de implantar estructuras de
esa naturaleza, tales como las entidades de ahorro y crédi-
to popular y, en la nueva Ley del Mercado de Valores, a las
casas de bolsa.

El esquema propuesto permitirá reducir las barreras de en-
trada, así como los costos de transacción, ya que los costos
y la regulación serían consistentes con las operaciones que
realicen. En ese contexto, las instituciones bancarias debe-
rán sujetarse a la regulación que corresponda a la naturale-
za de su operación. Lo anterior, incentivará la entrada de
nuevos participantes al sistema bancario, generando una
mayor competencia y penetración en el mercado.

II. Realineación de Facultades

Como se mencionó anteriormente, una de las principales
reformas que plantea la presente iniciativa es transferir a la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores diversas faculta-
des que actualmente ejerce la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. Tales funciones consisten principalmente
en el otorgamiento de autorizaciones para la organización
y operación de las instituciones de banca múltiple, sus fu-
siones, escisiones y diversos actos corporativos, así como
la facultad de revocar la citada autorización para organi-
zarse y operar como tal.

La asignación de facultades que prevé la iniciativa tiene
como propósito lograr una mayor eficiencia y rapidez en
los procedimientos administrativos a que están sujetas las
instituciones de banca múltiple y, al mismo tiempo, elimi-
nar o reducir, en lo posible, procedimientos que pueden lle-
gar a ser redundantes. Por ello, se propone que, para la au-
torización de diversos actos que impliquen la revisión de
requerimientos de carácter técnico, sea la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores la que la otorgue, escuchando la
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opinión, cuando así corresponda, del Banco de México.
Cabe destacar que dada la relevancia de ciertas autoriza-
ciones y su impacto en el sistema bancario, en ciertos ca-
sos la Comisión Nacional Bancaria y de Valores requerirá
la opinión favorable del Banco de México.

De igual forma, existen facultades para emitir regulación
secundaria que actualmente ejerce la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, tales como las reglas para determinar
la calificación de la cartera crediticia, para los requeri-
mientos de capital de las instituciones de crédito. Respecto
de esta regulación, ante la capacidad técnica y especializa-
ción que ha adquirido la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, es a dicha comisión a la que debería corresponder
su emisión debido a que cuenta con los elementos técnicos
para ello.

Con lo anterior, se busca contar con un organismo sólido que
abarque el ciclo –regulatorio y de supervisión– completo,
desde la entrada del intermediario hasta su revocación; que
sea capaz de adaptar la regulación de forma rápida y flexible
al contexto económico nacional; que sea el único responsa-
ble de la regulación y supervisión del intermediario, y que
actúe mediante procesos claros y eficientes.

Lo antes descrito es congruente con la experiencia que pre-
valece en el ámbito internacional en la que se observa fre-
cuentemente que las atribuciones relativas a la regulación
y supervisión de instituciones bancarias se encuentran con-
centradas en una sola autoridad. Tal es el caso de Brasil,
Argentina, Japón, Australia, China, Singapur, Corea, Italia
y Reino Unido.

Al respecto, existen otros casos dentro de la regulación del
sistema financiero mexicano en los que se cuenta con au-
toridades que mantienen atribuciones sobre el ciclo com-
pleto de regulación y supervisión. Tal es el caso de la mis-
ma Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de
las entidades reguladas por la Ley de Ahorro y Crédito Po-
pular, así como la Comisión Nacional del Sistema de Aho-
rro para el Retiro, respecto de las administradoras de fon-
dos para el retiro.

III. Vigilancia de Auditores Externos

Se propone otorgar facultades a la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores para realizar labores de inspección y vi-
gilancia a las empresas que presten a las instituciones de
crédito servicios de auditoría externa. Entre las principales

facultades que se pretenden conferir, se encuentran las de
requerir toda clase de información y documentación, prac-
ticar visitas de inspección, requerir la comparecencia de
socios, representantes y demás empleados de las empresas
que presten servicios de auditoría externa y reconocer nor-
mas y procedimientos de auditoría que deberán observar los
auditores externos al dictaminar o emitir opiniones relativas
a los estados financieros de las instituciones de crédito.

Además, con el fin de proteger los intereses del público
usuario, se plantean mejores controles respecto de la infor-
mación financiera que presentan las instituciones de crédi-
to a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a efecto
de que la autoridad cuente con mayor certidumbre de la ci-
tada información.

IV. Contratación de Prestación de Servicios con Terce-
ros

Se propone también, actualizar el marco normativo respec-
to a la contratación con terceros de servicios necesarios pa-
ra la operación de instituciones de crédito, para lo cual se
establecen, de una forma clara, los casos en que la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la sus-
pensión parcial o total, temporal o definitiva, de la presta-
ción de dichos servicios. De esta forma, se pretende otorgar
mayor seguridad jurídica a las instituciones que los contra-
ten.

Asimismo, se propone que la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores puede solicitar a los prestadores de los servi-
cios, por conducto de las instituciones de crédito, informa-
ción y documentación respecto de los servicios que prove-
an con base en dichos contratos, así como realizar visitas
de inspección y decretar las medidas que estime necesarias
para asegurar la continuidad de los servicios que las insti-
tuciones de crédito proporcionan a sus clientes.

Lo anterior con el objetivo de que la norma sea clara y de-
limite las facultades de la autoridad respecto a la contrata-
ción mencionada, lo que abona a la certeza jurídica de la
transacción, tanto para la institución de crédito como para
el tercero correspondiente.

V. Operaciones con Personas Relacionadas

Asimismo, se agregan y precisan diversos aspectos relati-
vos al tratamiento de las operaciones que lleven a cabo las
instituciones de banca múltiple con las denominadas per-
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sonas relacionadas. Al respecto, por una parte, se detalla el
concepto de “operaciones con personas relacionadas”, así
como de los sujetos que pueden llevarlas a cabo y, por la
otra, se propone adecuar los parámetros para calcular los lí-
mites aplicables a dichas operaciones.

Esta actualización es fundamental, a efecto de modernizar
y detallar claramente los controles y las acciones que per-
mitan a las autoridades financieras evitar o reducir, en lo
posible, la realización de operaciones que puedan poner en
riesgo la estabilidad de las instituciones de crédito o inclu-
so del sistema financiero en su conjunto. Asimismo, se pro-
pone establecer límites más adecuados para las operacio-
nes que se celebren con las personas relacionadas, así
como lograr mayor claridad al señalar qué tipo de opera-
ciones estarán sujetas a dichos límites.

VI. Inversiones de las Instituciones de Crédito y Diver-
sificación de Riesgos

Se adecuan los parámetros para el cálculo de los límites a
los que están sujetas las inversiones que realicen las insti-
tuciones de crédito en distintos rubros, a efecto de que és-
tos sean congruentes con los riesgos implícitos en dichas
operaciones. De esta forma, se pretende fomentar una mayor
congruencia y eficiencia en el esquema de inversión previs-
to en la ley vigente. Lo anterior se logra con límites más ade-
cuados para dichas inversiones que lleven a cabo las institu-
ciones de crédito. En el caso concreto, se propone que el
límite se establezca como un porcentaje de la parte básica
del capital neto a que se refiere el artículo 50 de la ley.

Por lo anterior, en el artículo 50 se especifica que el capi-
tal neto de las instituciones de crédito estará compuesto por
una parte básica y una complementaria, y se determinará
conforme a las disposiciones que establezca la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores.

De igual forma, se plantea modificar los límites de inver-
sión en empresas no financieras, a efecto de que se reco-
nozca el riesgo implícito conforme al porcentaje de inver-
sión y al tipo de sociedad de que se trate, ya sean empresas
que coticen o no en bolsas de valores.

Adicionalmente, se contempla una adecuación al régimen
de diversificación de riesgos, a fin de precisar los tipos de
riesgos respecto de los cuales es conveniente para los ban-
cos evitar concentrarlos en relación con una persona o gru-

po de personas que pudieran representar un mismo riesgo,
sea de crédito, de mercado o de operación.

VII. Autorización para la Constitución de Instituciones
de Banca Múltiple

Se pretende reconocer en ley la totalidad de las etapas del
procedimiento de autorización para la organización y ope-
ración de una institución de banca múltiple. Asimismo, se
actualizan y aclaran los requisitos que se deben satisfacer
para la autorización para la organización y operación de
una institución de banca múltiple.

VIII. Organismos Autorregulatorios Bancarios

En la iniciativa, se contempla prever por primera vez en el
sistema bancario, la figura de los organismos autorregula-
torios bancarios. Tales organismos serían aquellas asocia-
ciones gremiales de instituciones de crédito que obtengan
el reconocimiento de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, y tendrían por objeto la implantación de diversos
estándares de conducta y operación entre las instituciones
de crédito que se encuentren agremiadas a ellos.

El reconocimiento en ley de dichos organismos tiene como
finalidad promover una mayor eficiencia y transparencia
en las actividades y operaciones que realizan las institucio-
nes de crédito, con lo cual se contribuiría al sano desarro-
llo del sistema financiero.

IX. Apertura y Reestructuración de Créditos

En virtud de que en la práctica las instituciones de banca
múltiple se encuentran acotadas en materia de apertura y
reestructuración de créditos, en las modificaciones que se
proponen, se prevén las reglas generales para ambas figu-
ras, así como los requisitos y procedimientos para el caso
específico de reestructuras, incluyendo la posibilidad de
prever el otorgamiento de garantías adicionales, modifica-
ción de tasas de interés, pagos parciales, y estudios que so-
porten la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las
nuevas condiciones, en caso de que se requirieran recursos
adicionales para la reestructura.

Lo anterior, atendiendo la necesidad de implantar mecanis-
mos que permitan incrementar las posibilidades de recupe-
ración de cartera crediticia de las instituciones de crédito,
respecto de los procesos de reestructuración.
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X. Suspensión Parcial de Operaciones de las Institucio-
nes de Crédito

Se propone otorgar facultades adicionales a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores que le permitan suspender
o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas
y de servicios que realicen las instituciones de crédito,
cuando no cuenten con la infraestructura o controles inter-
nos necesarios para realizar las operaciones que les fueron
autorizadas, se incumpla con alguno de los requisitos que
establece la Ley de Instituciones de Crédito para el inicio
de sus operaciones, realicen operaciones distintas a las au-
torizadas, o bien, que sean declaradas por la autoridad ju-
dicial en estado de concurso mercantil.

Dichas facultades se establecen con el fin de actualizar y
mejorar las funciones de supervisión de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, en protección de los intereses
del público usuario de las instituciones de crédito y del sis-
tema financiero en general, acorde con el nuevo esquema
de banca especializada antes mencionado.

XI. Consejeros Independientes, Directivos y Comisarios
de Instituciones de Banca Múltiple

Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las fi-
guras de consejeros independientes, directivos y comisa-
rios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se
prevé reforzar en ley las características que tales sujetos
deben reunir para desempeñar dichas funciones.

A través de la actualización de los requisitos que se deben
cumplir para fungir como consejero independiente, direc-
tor y comisario de una institución de banca múltiple, se
busca disminuir las posibilidades de que se presenten con-
flictos de interés o malos manejos en la administración de
las citadas instituciones y, de esta manera, se incrementaría
la protección al público y al sistema financiero.

XII. Fusión y Escisión de Instituciones de Banca Múlti-
ple

Se propone eliminar vacíos jurídicos que existen en el tex-
to de la ley vigente, para lo cual se señala con claridad el
momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de ins-
tituciones de banca múltiple, y se aclara que la misma deja
sin efectos la autorización para organizarse y operar como
institución de banca múltiple otorgada originalmente a la

sociedad fusionada, que desaparece por consecuencia del
citado acto corporativo.

En este sentido, la propuesta busca brindar mayor claridad
respecto al procedimiento a través del cual se llevan a ca-
bo las fusiones de las instituciones de crédito, se otorga
mayor certeza jurídica a los participantes y se disminuyen
costos regulatorios al eliminar la necesidad de que las ins-
tituciones de crédito que desaparecen consideren necesario
acudir ante la autoridad para solicitar la revocación de la
autorización que se les otorgó para organizarse y operar co-
mo tales.

Asimismo, como consecuencia de la realineación de facul-
tades que se establece en la presente iniciativa, se pretende
eliminar el texto vigente relativo a la facultad que tiene la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al autorizar una
fusión, de cuidar en todo tiempo la adecuada protección de
los intereses del público, así como de los trabajadores de
las sociedades. Lo anterior, dado que dicho texto resulta in-
necesario, ya que la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, organismo que, de conformidad con la citada reali-
neación, será el encargado de autorizar las fusiones de
referencia, ya cuenta entre las obligaciones que establece la
ley que la regula, con la de llevar a cabo dicha protección
y vigilancia de los intereses del público y de los trabajado-
res de las sociedades. Cabe señalar que el mismo trata-
miento se aplica a la figura de la escisión de las institucio-
nes de banca múltiple.

XIII. Participación en el Capital Social de Instituciones
de Banca Múltiple

Se propone establecer la obligación de que las personas
que pretendan constituir una institución de banca múltiple
o adquirir acciones de alguna que se encuentre en opera-
ción, acrediten que cuentan, entre otros aspectos, con ho-
norabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio
y que no han sido sentenciados por delito patrimonial do-
loso.

A través de dicha modificación, se pretende prevenir que-
brantos en las instituciones de crédito e incrementar los ni-
veles de protección del público ahorrador, mediante el es-
tablecimiento de controles más estrictos respecto de las
personas que podrían ser accionistas de las citadas institu-
ciones, excluyendo a aquellas personas que cuenten, en ge-
neral, con antecedentes negativos en esos aspectos.
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XIV. Cartas de Crédito

La propuesta de reforma, tiene como finalidad actualizar la
legislación bancaria vigente para estar en concordancia con
los usos y prácticas bancarias en materia de cartas de cré-
dito, tanto a nivel nacional como internacional. El texto vi-
gente resulta insuficiente ya que únicamente se refiere a la
carta de crédito comercial, y es omiso respecto a las garan-
tías contingentes que en la actualidad son de uso común
tanto en operaciones domésticas como internacionales.

Por lo anterior, exclusivamente en lo relativo a las opera-
ciones celebradas mediante el uso de cartas de crédito por
parte de instituciones de crédito, se propone establecer la
supletoriedad de los usos y prácticas que señalen expresa-
mente las partes contratantes de este tipo de servicio, con
base en estándares internacionales, así como delimitar cla-
ramente la responsabilidad de las instituciones de crédito
en dichas operaciones.

Asimismo, se hace un reconocimiento de la existencia de la
carta de crédito comercial y de las garantías contingentes,
denominándoles de forma genérica “cartas de crédito”.
Además, y a fin de incrementar la seguridad jurídica del
beneficiario de la carta de crédito, se propone establecer la
posibilidad de que ésta pueda ser modificada o cancelada
exclusivamente con la aceptación expresa de la institución
emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución
confirmadora, definiendo así su carácter de irrevocable.

Lo anterior es relevante toda vez que ese tipo de instrumen-
tos se utilizan cada vez con mayor frecuencia en el ámbito
internacional. Ante esto, es necesario que el marco regulato-
rio con el que cuenta nuestro país responda a la demanda de
los usuarios de ese tipo de instrumentos, con reglas claras,
acordes con los usos y prácticas internacionales, y con las
responsabilidades de los participantes claramente delimita-
das. Las modificaciones propuestas buscan que el uso de es-
te instrumento sea más generalizado, práctico, ágil y seguro.

XV. Fortalecimiento en la Supervisión

Se busca actualizar y detallar las facultades de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores y, en especial, en su cali-
dad de supervisor de las instituciones de crédito. Para esto,
se especifican los tipos de visitas que la comisión puede re-
alizar a las citadas instituciones, y se señala claramente que
la vigilancia se efectuará a través del análisis de la infor-
mación contable, legal, económica, financiera, administra-
tiva, de procesos y de procedimientos que obtenga, con la

finalidad de evaluar el apego a la normatividad que rige a
las instituciones de crédito, así como la estabilidad y co-
rrecto funcionamiento de éstas.

Con lo anterior, se actualiza el marco normativo corres-
pondiente a efecto de hacer más eficientes las labores de
supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, con lo que se brinda mayor certeza jurídica a las insti-
tuciones de crédito y a sus usuarios.

XVI. Regulación de Operaciones Derivadas

La Ley de Instituciones de Crédito vigente establece que
las instituciones de crédito podrán realizar operaciones fi-
nancieras conocidas como derivadas, siempre que se suje-
ten a las disposiciones que expida el Banco de México es-
cuchando la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.
A través de la propuesta de reforma, se faculta a ese insti-
tuto central para que, en ejercicio de las facultades que le
otorga la ley que lo regula, pueda emitir las disposiciones
de referencia sin la necesidad de escuchar la opinión de las
demás autoridades financieras.

La reforma mencionada, permitirá mayor flexibilidad y ce-
leridad cuando sea necesario modificar dicha regulación, a
efecto de atender las necesidades del mercado. Cabe seña-
lar que la modificación es congruente con lo previsto en el
artículo 176 de la nueva Ley del Mercado de Valores, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de di-
ciembre del 2005, la cual faculta al banco central para re-
gular la materia sin requerir opinión de otras autoridades.

XVII. Publicación de la Regulación

La iniciativa prevé que la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores podrá solicitar directamente la publicación en el
Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y re-
glas de carácter general, así como de los actos administra-
tivos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbi-
to de su competencia, acorde con las leyes relativas al
sistema financiero mexicano. El objeto de esto es agilizar
el procedimiento de publicación en el citado Diario, ya
que, dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo
darlos a conocer a sus destinatarios de manera pronta y
oportuna. Así, se sustituiría el procedimiento que actual-
mente se sigue a través de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, en cuyo ámbito se encuentra adscrita la pro-
pia comisión; al tiempo que, con ello, se facilitará al
público usuario la identificación y consulta de las referidas
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disposiciones, reglas y actos emanados de la mencionada
comisión, ya que habrán de publicarse dentro de una sec-
ción especial correspondiente a ese órgano y no al de la ci-
tada secretaría.

XVIII. Protección a Terceros

Con el objeto de proteger los intereses del público, se con-
templan mecanismos que permitan a las propias institucio-
nes de crédito reaccionar, en la medida de lo posible, ante
actos que pudieran representar un ataque fraudulento a los
recursos de sus clientes.

Adicionalmente, se incorpora un nuevo procedimiento pa-
ra la atención de aclaraciones de clientes.

XIX. Banca de Desarrollo

La reforma busca también, el fortalecimiento del gobierno
corporativo de las instituciones de banca de desarrollo, a
través de la creación de un comité de auditoría y un comi-
té de recursos humanos y desarrollo institucional. El comi-
té de auditoría podrá someter a la consideración del conse-
jo directivo los proyectos, programas y demás asuntos
relacionados con sus facultades.

El comité de recursos humanos y desarrollo institucional,
entre otras atribuciones, recomendará al consejo directivo
el monto de la remuneración que corresponda a los conse-
jeros externos con carácter de independientes y a los comi-
sarios que sean designados por los titulares de los certifi-
cados de aportación patrimonial de la serie B.

Se modifica la Ley Orgánica del  Banco Nacional de Obras
y Servicios Públicos a efecto de que todas las instituciones
de banca de desarrollo cuenten en su consejo directivo con
un mínimo de dos consejeros externos con carácter de inde-
pendientes.

Por cuanto hace al marco de actuación de los consejeros
externos de este tipo de instituciones, se prevé que deberán
abstenerse de participar en asuntos que impliquen para
ellos un conflicto de interés, además de que deberán man-
tener absoluta confidencialidad de los asuntos en los que
participen con ese carácter.

Asimismo, se precisan y actualizan las facultades indele-
gables del órgano de gobierno en cada una de las institu-
ciones de banca de desarrollo.

XX. Autorizaciones a Terceros para Realizar la Domici-
liación de Pagos, Ampliando los Medios para la Dispo-
sición de Recursos

En la iniciativa se actualizan las figuras de referencia a
efecto de otorgar una mayor amplitud en su uso, al tiempo
que se establece la posibilidad de que los titulares de las
cuentas de depósito que deseen objetar cargos realizados a
través de la domiciliación de pagos de bienes y servicios,
cuenten con un procedimiento que, al efecto, establecerá el
Banco de México, mediante disposiciones de carácter ge-
neral.

Con la emisión de las citadas disposiciones se busca dotar
de flexibilidad a los procedimientos que en las mismas se
establezcan, ya que, al no estar establecidos directamente
en la Ley de Instituciones de Crédito, su actualización,
complementación o perfeccionamiento podrá llevarse a ca-
bo de una manera ágil y oportuna, en razón de tratarse de
una regulación secundaria.

XXI. Adquisición de Acciones Representativas del Ca-
pital Social de ciertos Intermediarios por parte de En-
tidades Financieras del Exterior o sus Filiales

Se propone modificar los requisitos establecidos en el artí-
culo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito, relativos a
la adquisición de acciones representativas del capital social
de instituciones de crédito o sociedades financieras de ob-
jeto limitado, por parte de las instituciones financieras del
exterior, sociedades controladoras filiales o filiales a que se
refiere la misma ley. Lo anterior tiene por fin permitir la
posibilidad de que la citada institución o sociedad cuyas
acciones sean objeto de adquisición pueda convertirse o no
en filial y que, además, pueda operar como subsidiaria de
una filial.

Al respecto, de conformidad con el decreto por el que se re-
forman, derogan y adicionan diversas disposiciones de le-
yes mercantiles, financieras y fiscales, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, el
artículo 45-I antes referido quedaría reformado a partir del
18 de junio de 2013 como parte de la eliminación de las re-
ferencias a las sociedades financieras de objeto limitado
que prevé dicho decreto. En este sentido, con el fin de ase-
gurar la mayor certeza jurídica en cuanto al texto del refe-
rido artículo 45-I que quedaría vigente a partir del año
2013, en la presente iniciativa se prevé derogar las refor-
mas a dicho artículo previstas en ese otro decreto y, a su
vez, se contempla una disposición transitoria para que el
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supuesto de ese mismo artículo que se reforme en los tér-
minos previstos en la presente iniciativa sea aplicable a las
sociedades financieras de objeto limitado por el tiempo en
el que continúen reconocidas en ley.

XXII. Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito

En la iniciativa, se propone reformar la Ley General de Tí-
tulos y Operaciones de Crédito, a efecto de actualizar los
límites de los montos máximos para la emisión de cheques
al portador, así como para el endoso en blanco de cheques,
a fin de que los montos respectivos no sean muy altos y,
con ello, se desincentiven actos ilícitos que se realizan ac-
tualmente con dichos instrumentos.

Lo anterior se lograría a través de disposiciones de carác-
ter general que, al efecto, emitirá el Banco de México, mis-
mas que deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la
Federación.

Por otra parte, se adiciona la posibilidad de que las institu-
ciones fiduciarias den por terminado, sin responsabilidad
alguna, el contrato de fideicomiso, en los casos en que no
se hubiere cubierto la contraprestación debida, por un pe-
riodo igual o superior a tres años.

Consideraciones de la Comisión

La que dictamina coincide con la iniciativa en el sentido de
considerar como prioridad el fomento a la certidumbre ju-
rídica en los diversos ámbitos del desarrollo nacional con
la que se pretende promover el esquema de regulación y
supervisión al sistema financiero de manera más eficiente.

Se establece en la iniciativa la posibilidad de que las insti-
tuciones de crédito, en relación con el tipo de operaciones
que realicen, se puedan ubicar en alguno de los siguientes
supuestos: i) instituciones autorizadas para llevar a cabo la
totalidad de las operaciones que permite la ley, es decir, co-
mo se prevé en el esquema vigente, o ii) instituciones au-
torizadas para realizar, a su elección, sólo algunas de las
operaciones que les permite la ley, con la posibilidad de in-
crementar o disminuir el número de dichas operaciones.
Con lo anterior, se busca que la carga de regulación para las
instituciones de crédito sea acorde con el tipo de operacio-
nes que lleven a cabo.

Se transfieren a la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res diversas facultades que actualmente ejerce la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público. Tales funciones consisten

principalmente en el otorgamiento de autorizaciones para
la organización y operación de las instituciones de banca
múltiple, sus fusiones, escisiones y diversos actos corpora-
tivos, así como la facultad de revocar la citada autorización
para organizarse y operar como tal.

Asimismo, se coincide con la propuesta de otorgar faculta-
des a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para re-
alizar labores de inspección y vigilancia a las empresas que
presten a las instituciones de crédito servicios de auditoria
externa. Entre las principales facultades que se confieren,
se encuentran las de requerir toda clase de información y
documentación, practicar visitas de inspección, requerir la
comparecencia de socios, representantes y demás emplea-
dos de las empresas que presten servicios de auditoria ex-
terna y reconocer normas y procedimientos de auditoria
que deberán observar los auditores externos al dictaminar
o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las
instituciones de crédito.

Se propone también actualizar el marco normativo respec-
to a la contratación con terceros de servicios necesarios pa-
ra la operación de instituciones de crédito, para lo cual se
establecen, de una forma clara, los casos en que la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la sus-
pensión parcial o total, temporal o definitiva, de la presta-
ción de dichos servicios. De esta forma, se pretende otorgar
mayor seguridad jurídica a las instituciones que los contra-
ten.

Esta comisión que dictamina, esta de acuerdo en agregar y
precisa diversos aspectos relativos al tratamiento de las
operaciones que lleven a cabo las instituciones de banca
múltiple con las denominadas personas relacionadas. Al
respecto, por una parte, se detalla el concepto de “opera-
ciones con personas relacionadas”, así como de los sujetos
que pueden llevarlas a cabo y, por la otra, se propone ade-
cuar los parámetros para calcular los límites aplicables a
dichas operaciones.

Se consideran necesarios, los parámetros para el cálculo de
los límites a los que están sujetas las inversiones que reali-
cen las instituciones de crédito en distintos rubros, a efec-
to de que éstos sean congruentes con los riesgos implícitos
en dichas operaciones. De esta forma, se pretende fomen-
tar una mayor congruencia y eficiencia en el esquema de
inversión previsto en la ley vigente. Lo anterior, se obtiene
con límites más adecuados para dichas inversiones que lle-
ven a cabo las instituciones de crédito. En el caso concre-
to, se propone que el límite se establezca como un porcen-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007125



taje de la parte básica del capital neto a que se refiere el ar-
tículo 50 de la ley.

Se reconoce en ley, la totalidad de las etapas del procedi-
miento de autorización para la organización y operación de
una institución de banca múltiple. Asimismo, se actualizan
y aclaran los requisitos que se deben satisfacer para la au-
torización para la organización y operación de una institu-
ción de banca múltiple.

La que dictamina, contempla incluir la figura de los organis-
mos autorregulatorios bancarios. Tales organismos serían
aquellas asociaciones gremiales de instituciones de crédito
que obtengan el reconocimiento de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, y tendrían por objeto la implantación
de diversos estándares de conducta y operación entre las ins-
tituciones de crédito que se encuentren agremiadas a ellos.

En virtud de que en la práctica las instituciones de banca
múltiple se encuentran acotadas en materia de apertura y re-
estructuración de créditos, en las modificaciones se prevén
reglas generales para ambas figuras, así como los requisitos
y procedimientos para el caso específico de reestructuras, in-
cluyendo la posibilidad de prever el otorgamiento de garan-
tías adicionales, modificación de tasas de interés, pagos
parciales, y estudios que soporten la viabilidad de pago del
adeudo agregado bajo las nuevas condiciones, en caso de
que se requirieran recursos adicionales para la reestructura.

La que dictamina coincide otorgar facultades adicionales a
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que le permi-
tan suspender o limitar de manera parcial las operaciones
activas, pasivas y de servicios que realicen las instituciones
de crédito, cuando no cuenten con la infraestructura o con-
troles internos necesarios para realizar las operaciones que
les fueron autorizadas, se incumpla con alguno de los re-
quisitos que establece la Ley de Instituciones de Crédito
para el inicio de sus operaciones, realicen operaciones dis-
tintas a las autorizadas, o bien, que sean declaradas por la
autoridad judicial en estado de concurso mercantil.

Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las fi-
guras de consejeros independientes, directivos y comisa-
rios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se
prevé reforzar en ley las características que tales sujetos
deben reunir para desempeñar dichas funciones.

Se propone eliminar vacíos jurídicos que existen en el tex-
to de la ley vigente, para lo cual se señala con claridad el
momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de ins-

tituciones de banca múltiple, y se aclara que la misma deja
sin efectos la autorización para organizarse y operar como
institución de banca múltiple otorgada originalmente a la
sociedad fusionada, que desaparece por consecuencia del
citado acto corporativo.

Se propone establecer la obligación de que las personas que
pretendan constituir una institución de banca múltiple o ad-
quirir acciones de alguna que se encuentre en operación,
acrediten que cuentan, entre otros aspectos, con honorabili-
dad e historial crediticio y de negocios satisfactorio y que no
han sido sentenciados por delito patrimonial doloso.

Se reconoce que el texto vigente resulta insuficiente ya que
únicamente se refiere a la carta de crédito comercial, y es
omiso respecto a las garantías contingentes que en la ac-
tualidad son de uso común tanto en operaciones domésti-
cas como internacionales, por lo cual, la comisión dictami-
nadora considera necesario actualizar la legislación
bancaria vigente para estar en concordancia con los usos y
prácticas bancarias en materia de cartas de crédito, tanto a
nivel nacional como internacional.

A través de las modificaciones, se busca actualizar y detallar
las facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res y, en especial, en su calidad de supervisor de las institu-
ciones de crédito. Para esto, se especifican los tipos de visi-
tas que la comisión puede realizar a las citadas instituciones,
y se señala claramente que la vigilancia se efectuará a través
del análisis de la información contable, legal, económica, fi-
nanciera, administrativa, de procesos y de procedimientos
que obtenga, con la finalidad de evaluar el apego a la nor-
matividad que rige a las instituciones de crédito, así como la
estabilidad y correcto funcionamiento de éstas.

La Ley de Instituciones de Crédito vigente establece que
las instituciones de crédito podrán realizar operaciones fi-
nancieras conocidas como derivadas, siempre que se suje-
ten a las disposiciones que expida el Banco de México es-
cuchando la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.
A través de la reforma que se propone, se faculta a ese ins-
tituto central para que, en ejercicio de las facultades que le
otorga la ley que lo regula, pueda emitir las disposiciones
de referencia sin la necesidad de escuchar la opinión de las
demás autoridades financieras.

Se prevé además, que la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores podrá solicitar directamente la publicación en el
Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y re-
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glas de carácter general, así como de los actos administra-
tivos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbi-
to de su competencia, acorde con las leyes relativas al Sis-
tema Financiero Mexicano. El objeto de esto es agilizar el
procedimiento de publicación en el citado Diario, ya que,
dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo darlos
a conocer a sus destinatarios de manera pronta y oportuna.

Asimismo, se reconoce como fin el fortalecimiento del go-
bierno corporativo de las instituciones de banca de des-
arrollo, a través de la creación de un comité de auditoria y
un comité de recursos humanos y desarrollo institucional.
El comité de auditoria podrá someter a la consideración del
consejo directivo los proyectos, programas y demás asun-
tos relacionados con sus facultades.

La comisión considera prudente reformar la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, a efecto de actualizar
los límites de los montos máximos para la emisión de che-
ques al portador, así como para el endoso en blanco de che-
ques, a fin de que los montos respectivos no sean muy al-
tos y, con ello, se desincentiven actos ilícitos que se
realizan actualmente con dichos instrumentos.

No obstante lo anterior, esta comisión considera hacer al-
gunas precisiones y adecuaciones a la iniciativa en los si-
guientes artículos de la Ley de Instituciones de Crédito:

1) Artículo 7 Bis 2. Se adiciona un segundo párrafo al
artículo de referencia a fin de establecer las característi-
cas de las disposiciones en las que se señalarán los re-
quisitos y la documentación que deberá acompañarse a
la solicitud para obtener el reconocimiento de organis-
mo autorregulatorio, con lo que se otorga mayor certeza
jurídica a las asociaciones o sociedades gremiales de
instituciones de crédito que se encuentren interesadas en
solicitar el reconocimiento en cuestión, satisfaciendo de
esta manera el diseño exigido por el orden constitucio-
nal para las reglas generales administrativas, de confor-
midad con los actuales criterios de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación.

2) Artículo 12. Se adiciona con la intención de estable-
cer que en el caso de que la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores autorice que las acciones se paguen en
especie, dicha autorización se emita, cuidando la liqui-
dez y solvencia de la institución de que se trate, con lo
que se adiciona un elemento que otorga mayor seguri-
dad jurídica a los participantes.

3) Artículo 17. Se adiciona con la intención de estable-
cer que las reglas de carácter general que emita la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores a fin de detallar
la información que deberá ser proporcionada en el caso
de que se pretenda adquirir directa o indirectamente más
del cinco por ciento del capital social ordinario pagado,
o bien, otorgar garantía sobre las acciones que represen-
ten dicho porcentaje, deberán tener como finalidad la
preservación del sano desarrollo del sistema bancario en
México, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido
por el orden constitucional para las reglas generales ad-
ministrativas, de conformidad con los actuales criterios
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

4) Artículo 19. Se realizan adecuaciones al texto a fin de
otorgarle mayor claridad. Asimismo, se establece que
las disposiciones y criterios que se emitan de conformi-
dad con el artículo en comento deberán tener en cuenta
para su elaboración o emisión, según corresponda, la
procuración de la solvencia de las instituciones y de un
sano desarrollo del sistema bancario, así como la pro-
tección al sistema de pagos y al público ahorrador, sa-
tisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el or-
den constitucional para las reglas generales
administrativas, de conformidad con los actuales crite-
rios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

5) Artículo 22 Bis. Se adiciona y modifica con la inten-
ción de contar con una redacción más adecuada, reubi-
cando la referencia a control y directivo relevante como
nuevas fracciones II y III, respectivamente.

Asimismo, se incluye la referencia a “grupo empresarial
o consorcio” en lugar de “grupo financiero”, a fin de es-
tablecer una referencia mas completa y adecuada que
permita identificar también a aquellos individuos o per-
sonas morales que se encuentren vinculados a través de
personas morales distintas a los grupos financieros.

6) Artículo 27. Se reforma para prever que para la fusión
de dos o más instituciones de banca múltiple, se reque-
rirá, además de la opinión del Banco de México, la de la
Comisión Federal de Competencia.

7) Artículo 27 Bis. Se adiciona con la intención de esta-
blecer que la documentación conexa que en su caso re-
quiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de-
berá tener como base el cumplimiento de sus funciones
de supervisión y regulación, otorgando con ello claridad

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007127



jurídica sobre los elementos que se deberán considerar
en la solicitud de referencia.

Asimismo, se señala que en los casos en que la citada
comisión otorgue la autorización a que se refiere el artí-
culo en cuestión se deberá tomar en consideración la no
afectación a los intereses de las contrapartes de las ins-
tituciones, vigilando que no exista oposición de acree-
dores.

8) Artículo 28. Se reforma para prever que para la revo-
cación de la autorización de una institución de banca
múltiple, se requerirá, además de la opinión del Banco
de México, la del Instituto para la Protección al Ahorro
Bancario.

9) Artículo 29 Bis 2. Se reforma para prever que para
abstenerse de revocar la autorización a una institución
de banca múltiple en términos del artículo y que ésta se
encuentre en un régimen de operación condicionada, se
requerirá, además de la opinión del Banco de México, la
del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario.

10) Artículo 30. Se adiciona al proyecto original a efec-
to de establecer con claridad el marco jurídico aplicable
a los diversos actos que realicen las sociedades nacio-
nales de crédito, en la contratación de operaciones y ser-
vicios, delimitando con exactitud los casos en que será
aplicable la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público.

11) Artículo 41. Se modifica con la intención de esta-
blecer que el comité de desarrollo institucional de las
instituciones de banca de desarrollo también propondrá
las remuneraciones que correspondan a los expertos que
participen en los comités de apoyo que constituya su
consejo directivo.

12) Artículo 42. Se adiciona a efecto de otorgar la fa-
cultad a los sindicatos de trabajadores de las institucio-
nes de banca de desarrollo, de participar en la determi-
nación de las condiciones generales de trabajo de las
citadas instituciones, con lo que se otorga una mayor
protección jurídica a sus trabajadores.

13) Artículo 45–H. Se adiciona con la intención de se-
ñalar que las disposiciones a las que estarán sujetas las
autorizaciones que en virtud del artículo de referencia,
otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
deberán tener como finalidad el propiciar el sano des-

arrollo del sistema bancario satisfaciendo de esta mane-
ra el diseño exigido por el orden constitucional para las
reglas generales administrativas, de conformidad con
los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación.

14) Artículo 45-O. Se adiciona a efecto de establecer
disposiciones especialmente diseñadas para aquellas
instituciones que mantengan vínculos de negocio o pa-
trimoniales con personas morales que realicen activida-
des empresariales, con lo cual se contará con un marco
normativo más completo y eficiente en el que se con-
templen las nuevas opciones de negocios que se están
desarrollando en la actualidad.

15) Artículo 45-P. Se adiciona a fin de establecer defini-
ciones de algunos de los conceptos utilizados en el ca-
pítulo de referencia, con lo que se otorga mayor certi-
dumbre jurídica a los intermediarios sobre el alcance de
los mencionados conceptos.

16) Artículo 45-Q. Se adiciona con la intención de deli-
mitar con toda claridad los límites a los que se deberán
sujetar las instituciones de crédito que mantengan vín-
culos de negocio o patrimoniales con personas morales
que realicen actividades comerciales empresariales, es-
tableciendo la obligación de mantener una independen-
cia operativa no obstante el vínculo existente.

17) Artículo 45- R. Se adiciona con el objeto de esta-
blecer claramente las directrices a las que deberán ce-
ñirse las instituciones de banca múltiple que mantengan
vínculos de negocio o patrimoniales con personas mo-
rales que realicen actividades empresariales, respecto a
la integración de sus consejos de administración, así co-
mo para la designación de sus directores generales o
funcionarios que ocupen las dos jerarquías inmediatas
inferiores a aquél, con lo cual se busca minimizar la in-
fluencia de personas que por cualquiera de los motivos
que en el mismo artículo se detallan, pudieran influir en
la administración y dirección de las instituciones en co-
mento.

18) Artículo 45-S. Se adiciona a fin de establecer los pa-
rámetros bajo los cuales las instituciones de banca múl-
tiple celebrarán operaciones de cualquier tipo con los
integrantes del consorcio o grupo empresarial al que
pertenezcan, a través de obligaciones tales como cele-
brar operaciones en condiciones de mercado, realizar
estudios de precios de transferencia y remitir informes a
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la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con lo cual
se pretende que las operaciones que celebren las men-
cionadas instituciones se lleven a cabo con estricto ape-
go al marco legal evitando arbitrajes regulatorios.

19) Artículo 46. Se adiciona con la intención de estable-
cer de forma clara el enfoque jurídico de las disposicio-
nes que emitirá el Banco de México de conformidad con
lo señalado en el artículo de referencia, así como para
señalar que las mismas buscarán propiciar el desarrollo
y buen funcionamiento de los sistemas de pagos, satis-
faciendo de esta manera el diseño exigido por el orden
constitucional para las reglas generales administrativas,
de conformidad con los actuales criterios de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

Aunado a lo anterior, se incluye dentro del catálogo de
operaciones que pueden realizar las instituciones de cré-
dito la actuación como agentes de seguros, siempre y
cuando se cumpla con lo establecido en la Ley General
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y
a las disposiciones de carácter general que de la misma
emanen.

20) Artículo 46 Bis. Se adiciona con el afán de incre-
mentar la protección al público ahorrador, estableciendo
la obligación a las instituciones de banca múltiple para
que tanto al inicio de sus operaciones, como en el caso
de que pretendan realizar operaciones adicionales a las
que originalmente le hubieren sido autorizadas, acredi-
ten que los órganos de gobierno y estructura corporati-
va con que cuenten, sean los adecuados para realizar las
operaciones que pretendan llevar a cabo, señalado ade-
más, que las disposiciones que en virtud del artículo de
referencia, emita la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, deberán tener como finalidad la procuración
del buen funcionamiento de las instituciones de banca
múltiple, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido
por el orden constitucional para las reglas generales ad-
ministrativas, de conformidad con los actuales criterios
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

21) Artículo 46 Bis 1. Se adiciona a efecto de señalar
que las disposiciones de carácter general que, en mate-
ria de contratación de servicios o comisiones necesarios
para realizar las operaciones previstas en el artículo 46
de esta ley, expida la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, deben tener como finalidad el establecimiento
de lineamientos técnicos y operativos, así como la pro-
tección de la información de los usuarios del sistema

bancario, mismas que podrán establecer límites indivi-
duales y agregados para la celebración de operaciones y
los tipos de servicios a los que les serán aplicables.

Aunado a lo anterior, se establece que el secreto finan-
ciero a que se refiere el artículo 117 de la ley, le será
aplicable a los terceros que se contraten en términos de
este artículo, así como a sus representantes, directivos y
empleados.

Asimismo, se complementa estableciendo que con ante-
rioridad al ordenamiento de la suspensión parcial o to-
tal, temporal o definitiva, de la prestación de los servi-
cios o comisiones a través del tercero de que se trate, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escu-
char los argumentos que, en su caso, considere perti-
nentes de la institución de que se trate, garantizando de
esa manera el respeto al orden constitucional.

22) Artículo 46 Bis 3. Se reubica la presente disposición
a efecto de otorgar al cuerpo legal un mayor orden y
congruencia en los temas que se regulan. Asimismo, se
eliminan de la restricción relativa a la celebración de
operaciones en las que puedan resultar deudores de las
instituciones de crédito sus funcionarios o empleados o
las personas que ostenten algún cargo, mandato, comi-
sión o cualquier otro título, sus ascendientes o descen-
dientes en primer grado, así como sus cónyuges, en vir-
tud de considerarse como una excesiva limitante para
las personas antes mencionadas.

23) Artículo 46 bis 4. Se reubica la presente disposición
a efecto de otorgar al cuerpo legal un mayor orden y
congruencia en los temas que se regulan.

24) Artículo 46 Bis 5. Se reubica a fin de que el texto del
nuevo artículo de referencia, antes establecido en el ar-
tículo 106 de la Ley de Instituciones de Crédito, (Prohi-
biciones a instituciones de crédito), se ajuste a los ac-
tuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, evitando que, de manera contradictoria, se mo-
difique el alcance original adscrito al citado artículo por
el legislador, al posibilitar a una autoridad u organismo
distinto, para que, de forma facultativa determine casos
de excepción a una conducta prohibida por el texto del
mismo artículo.

25) Artículo 46 Bis 6. Se adiciona con la finalidad de re-
conocer los pagos efectuados a través de sistemas de pa-
gos extranjeros, a fin de que la moneda de curso legal en
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los Estados Unidos Mexicanos pueda ser operada en el
sistema CLS.

26) Artículo 47. Se adiciona con la intención de otorgar
mayor estabilidad  y certidumbre jurídica a los trabaja-
dores de las instituciones de banca de desarrollo, limi-
tando a las mismas la contratación de servicios que pres-
ten terceros u otras instituciones de crédito, para la
realización de las operaciones y servicios bancarios pre-
vistos en el artículo 46 de la Ley de Instituciones de
Crédito, y en sus respectivas leyes orgánicas.

27) Artículo 50. Se adiciona en la intención de estable-
cer que las disposiciones que con fundamento en el pre-
sente artículo se emitan, además de ser generales, debe-
rán tener como base la salvaguarda de la solvencia y de
la estabilidad financiera de las instituciones de crédito,
así como la protección de los intereses del público aho-
rrador, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido
por el orden constitucional para las reglas generales ad-
ministrativas, de conformidad con los actuales criterios
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

28) Artículo 55. Se modifica a fin de establecer que pa-
ra los efectos del cómputo de los límites a que se refie-
re la fracción III del artículo en comento, la parte bási-
ca del capital neto deberá considerarse sin disminuir las
inversiones que la institución de que se trate hubiere rea-
lizado con base en lo dispuesto por el artículo 89 de la
Ley de Instituciones de Crédito, con lo cual se brinda ma-
yor claridad al cómputo de los límites antes señalados.

29) Artículo 57. Se modifica a fin de señalar que a través
de disposiciones de carácter general se establecerá el pla-
zo para que surta efectos la cancelación de los servicios
de domiciliación, el cual no podrá exceder de diez días,
con lo cual se adecua el mencionado plazo, de tal forma
que en la práctica permita a las instituciones de crédito
cumplir a cabalidad lo dispuesto en el presente artículo. 

30) Artículo 65. Se adiciona a efecto de establecer que
las disposiciones de carácter prudencial que, en materia
de crédito y administración de riesgos, expida la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores tengan como fina-
lidad la procuración de la solvencia de las instituciones
de crédito, así como la protección de los intereses del
público, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido
por el orden constitucional para las reglas generales ad-
ministrativas, de conformidad con los actuales criterios
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

31) Artículo 66. Se adiciona al proyecto original a fin de
que el texto del artículo de referencia se ajuste a los ac-
tuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, en materia de reglas generales administrativas,
evitando que, de manera contradictoria, se modifique
el alcance original adscrito al citado artículo por el le-
gislador, al posibilitar a la autoridad administrativa, de
forma facultativa, pueda determinar casos de excep-
ción a una conducta prohibida por el texto del mismo
artículo.

32) Artículo 72 Bis. Se modifica a fin de señalar que a
través de disposiciones de carácter general se establece-
rá el plazo para que surta efectos la cancelación de los
servicios de domiciliación, el cual no podrá exceder de
diez días, con lo cual se adecua el mencionado plazo, de
tal forma que en la práctica, permita a las instituciones
de crédito cumplir a cabalidad con lo dispuesto en el
presente artículo. 

33) Artículo 73. Se adiciona a efecto de brindar mayor
claridad jurídica al texto del artículo de referencia, en lo
relativo a la definición de operaciones con personas re-
lacionadas, dentro de las cuales se incluye el término de
disponibilidades en lugar de depósitos, por tratarse de
un término más amplio y adecuado para los fines de la
disposición de referencia.

34) Artículo 75. Se adiciona el texto del artículo a efec-
to de ampliar el universo de operaciones que podrán lle-
var a cabo las instituciones de crédito respecto de socie-
dades distintas a las señaladas en los artículos 88 y 89
de la Ley de Instituciones de Crédito, incluyendo la po-
sibilidad de adquirir obligaciones de compra o de venta
de títulos representativos del capital, así como de reali-
zar aportaciones futuras de capital.

Asimismo, se establece que en las disposiciones de ca-
rácter general que se emitan en términos de este artícu-
lo, se podrá determinar los casos en que se considerará
fuera del límite para las inversiones u obligaciones so-
bre acciones de empresas cotizadas en bolsas de valores,
pertenecientes a la fracción I del artículo de referencia,
las posiciones netas de los títulos representativos del ca-
pital de que se trate incluyendo las obligaciones sobre
los mismos, con lo que se cuenta con una disposición
más adecuada a las condiciones actuales del mercado,
misma que delimita con mayor claridad los límites para
llevar a cabo las inversiones referidas.
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35) Artículo 76. Se adiciona con la intención de estable-
cer de forma clara el enfoque jurídico de las disposicio-
nes que emitirá la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores de conformidad con lo señalado en el artículo de
referencia, así como para señalar que las mismas busca-
rán asegurar la solvencia y estabilidad de las institucio-
nes y la confiabilidad de su información financiera, sa-
tisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el
orden constitucional para las reglas generales adminis-
trativas, de conformidad con los actuales criterios de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

36) Artículo 81. Se realizan ajustes a la redacción del ar-
tículo en comento y se detalla el contenido de las dispo-
siciones que, de conformidad con lo señalado en el mis-
mo, expedirá el Banco de México, estableciendo con
ello un fundamento apegado estrictamente a derecho,
tomando en consideración que se trata de reglas de ca-
rácter técnico operativo de observancia general en su ra-
mo, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por
el orden constitucional para las reglas generales admi-
nistrativas, de conformidad con los actuales criterios de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

37) Artículo 88. Se adiciona con la intención de estable-
cer claramente la parámetros a que se sujetará la elabo-
ración de las reglas generales a que se refiere el artículo
que nos ocupa, satisfaciendo de esta manera el diseño
exigido por el orden constitucional para las reglas gene-
rales administrativas, de conformidad con los actuales
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De igual forma, se establece que a los servicios que las
instituciones obtengan de sociedades en las que invier-
tan al amparo del referido artículo, así como los que
contraten con sus subsidiarias u otras entidades finan-
cieras que formen parte del grupo financiero al que per-
tenezca la propia institución, no le será aplicable la pro-
hibición a que se refiere el último párrafo del artículo 96
de esta ley.

38) Artículo 92. Se adiciona con la intención de estable-
cer la obligación de que las personas con las cuales las
instituciones de crédito hubieren establecido vínculo de
negocio para la recepción de recursos dinerarios para
depósito en cuenta, actúen en todo momento frente al
público como prestadores de servicios o comisionistas
de las citadas instituciones, evitando con ello cualquier
tipo de confusión o abuso respecto de la utilización de
este tipo de servicios.

39) Artículo 93. Se modifica a fin de que el texto del ar-
tículo de referencia se ajuste a los actuales criterios de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, evitando que,
de manera contradictoria, se modifique el alcance origi-
nal adscrito al citado artículo por el legislador, al posi-
bilitar a la autoridad administrativa, de forma facultati-
va, pueda determinar casos de excepción a una conducta
prohibida por el texto del mismo artículo.

40) Artículo 94. Se adiciona a efecto de que las institu-
ciones de banca múltiple que de cualquier forma se aso-
cien con personas morales que realicen actividades em-
presariales, realicen los actos que sean necesarios para
que el contenido de la publicidad que difundan, evite
generar confusión a los clientes de las mencionadas ins-
tituciones, respecto de la independencia entre la institu-
ción y la persona moral de que se trate.

41) Artículo 94 Bis. Se adiciona a efecto de dotar a la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores de la facultad
de emitir disposiciones que establezcan las sanas prácti-
cas comerciales que las instituciones de crédito deberán
de seguir en la prestación de sus servicios financieros.

42) Artículo 96. Se modifica y adiciona a efecto de es-
tablecer la obligación de que las instituciones de crédi-
to se aseguren que los establecimientos que utilicen per-
sonas que, en su caso, hubieren contratado para llevar a
operaciones en su representación, cuenten con las medi-
das básicas de seguridad que de conformidad con el ar-
tículo en cuestión, también les serán aplicables.

43) Artículo 99. Se adiciona con la intención de estable-
cer claramente la parámetros a que se sujetará la elabo-
ración de las reglas generales a que se refiere el artículo
que nos ocupa, satisfaciendo de esta manera el diseño
exigido por el orden constitucional para las reglas gene-
rales administrativas, de conformidad con los actuales
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

44) Artículo 101. Se adiciona con la intención de esta-
blecer claramente la parámetros a que se sujetará la ela-
boración de las reglas generales a que se refiere el artí-
culo que nos ocupa, satisfaciendo de esta manera el
diseño exigido por el orden constitucional para las re-
glas generales administrativas, de conformidad con los
actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.
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45) Artículo 101 Bis 1. Se permite a la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, además de reconocer las
normas y procedimientos de auditoría externa que pres-
ten personas morales a las instituciones de crédito, emi-
tirlas.

46) Artículo 102. Se adiciona con la intención de seña-
lar los parámetros a que se sujetará el establecimiento de
las reglas a que se refiere el artículo que nos ocupa, sa-
tisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el or-
den constitucional para las reglas generales administra-
tivas, de conformidad con los actuales criterios de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

47) Artículo 106. Se adiciona con la intención de esta-
blecer claramente que la autorización a que se refiere la
fracción XII del artículo de referencia se podrá llevar a
cabo mediante disposiciones de carácter general, otor-
gando con ello mayor transparencia y certeza jurídica
respecto a su aplicación.

48) Artículo 119. Se adiciona con la finalidad de esta-
blecer los términos bajo los cuales se considerará la
existencia de concentraciones de mercado en términos
de la Ley Federal de Competencia Económica (condi-
cionamiento del acceso a la proveeduría de bienes o ser-
vicios de uno u otro agente económico, a la celebración
de operaciones con la institución de banca múltiple que
se trate o establecimiento en exclusiva o imposición de
la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la
institución de banca múltiple vinculada a la persona mo-
ral de que se trate).

Asimismo, para proteger las sanas prácticas de mercado
se establece que la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores dará vista a la Comisión Federal de Competen-
cia cuando detecte la existencia de alguna de las prácti-
cas mencionadas en el artículo en comento.

49) Artículo 134 Bis 1. Se modifica a fin de eliminar un
error en la redacción al hacer referencia a obligaciones
garantizadas, debiendo decir obligaciones subordinadas.

Asimismo, se detalla con mayor claridad el ámbito de
aplicación de las medidas correctivas a que se refiere el
artículo en comento, otorgando con ello mayor claridad
y certeza jurídica respecto a su aplicación.

50) Artículo 137 Bis. Se adiciona con la intención de se-
ñalar que la suspensión de las operaciones que con fun-

damento en el artículo que nos ocupa determine la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, deberá llevarse
a cabo siempre y cuando se tenga como propósito el sal-
vaguardar la solvencia de las instituciones de crédito,
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el or-
den constitucional para las reglas generales administra-
tivas, de conformidad con los actuales criterios de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Aunado a lo anterior, se propone modificar el siguiente
artículo de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, respecto a la iniciativa presentada por el Ejecu-
tivo:

51) Artículo 392 Bis. Se reforma con el fin de estable-
cer que la conversión en recursos líquidos que podrán
hacer las instituciones fiduciarias, se haga entre las op-
ciones disponibles que maximicen la recuperación, y
que contra dichos recursos se puedan deducir los gastos
originados por la misma.

Se proponen también los siguientes artículos transito-
rios adicionales a la iniciativa presentada por el Ejecuti-
vo:

52) Transitorio Decimosexto. Se establece plazo para
que las instituciones de crédito lleven a cabo la modifi-
cación de sus estatutos sociales que este decreto impli-
ca.

53) Transitorio Decimoséptimo. Se incorpora a fin de
establecer el plazo en que las instituciones de crédito
que tengan vínculos de negocio establecidos con perso-
nas que a la entrada en vigor del decreto en comento, se
encuentren realizando operaciones al amparo del artícu-
lo 92, deberán adecuarse a lo señalado en dicho artículo
y en las disposiciones de carácter general a que se refie-
re el artículo 46 Bis 1 del citado proyecto.

54) Transitorio Decimoctavo. Se incluye con la finali-
dad de establecer el plazo en que las instituciones que
caigan en los supuestos de vínculos con personas mora-
les que realicen actividades empresariales deberán ajus-
tarse a lo dispuesto en el Capítulo IV de este decreto.

55) Transitorio Decimonoveno. Se incluye para estable-
cer los términos de aplicación de lo dispuesto en el últi-
mo párrafo del artículo 45-R, a fin de que no sean afec-
tados los derechos adquiridos de las instituciones de
banca múltiple. Con esto, las personas que hoy laboran
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en ellas y que cuentan con amplia experiencia en el sec-
tor financiero, no les aplicará de manera retroactiva de
la disposición en comento. Asimismo, se prevé que pa-
ra futuras designaciones exclusivamente de las posicio-
nes que ocupan hoy funcionarios que no cumplen lo dis-
puesto en el artículo 45-R, no les serán aplicables las
restricciones previstas en la referida disposición para no
aplicarla de manera retroactiva.

Por todo lo anterior, la Comisión que dictamina considera
que es de aprobarse y pone a consideración del Pleno el si-
guiente

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras
y Servicios Públicos.

Primero. Se reforman los artículos 1o.; 3o.; 5 Bis 1, pri-
mer párrafo; 5 Bis 2; 7o.; 8o.; 9o., último párrafo; 10; 12,
primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y
VIII; 24, último párrafo; 25, último párrafo; 27; 27 Bis; 27
Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y úl-
timo párrafos, las fracciones I, II y el segundo y tercer pá-
rrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2,
primer y segundo párrafos; 29 Bis 4, fracción V, inciso c);
29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último pá-
rrafo; 41; 42, fracciones I, III, VI, X, XI, XVI, XVIII,
XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer pá-
rrafo; 45-G, cuarto párrafo; 45-H; 45-I, primer párrafo y la
fracción II; 46, segundo párrafo y las fracciones XXV y
XXVI; 46 Bis; 47, primer párrafo; 50, primero, segundo,
tercero y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57;
58, primer párrafo; 59, último párrafo; 61; 65; 66, fracción
V; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo pá-
rrafo, VI y VII; 73 Bis, sexto y séptimo párrafos, así como
los incisos a) y b); 75; 76; 81; 84, penúltimo y último pá-
rrafos; 85 Bis 1; 87, primero, segundo y cuarto párrafos;
88; 89; 90, tercero y último párrafos; 91; 93, primer párra-
fo; 94; 96; 99; 101; 102; 106, fracciones XII, XIX, inciso
f) y XX; 108, último párrafo; 112, fracción III, inciso d);
117 Bis; 119; 122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inci-
so a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II;
133; 134 Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos
e) y f), y 136; se adicionan los artículos 5 Bis 5; 7 Bis; 7
Bis 1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis;10 Bis; 22 Bis; 23, con un
quinto párrafo; 30, con un cuarto, quinto y sexto párrafos;
40, con un segundo y tercer párrafos; 42, con las fracciones

XI bis y XXIV; un Capítulo IV al Título Segundo, deno-
minado “De las Instituciones de Banca Múltiple que Ten-
gan Vínculos de Negocio o Patrimoniales con Personas
Morales que Realicen Actividades Empresariales”, que
contiene los artículos 45-O, 45-P, 45-Q, 45-R y 45-S; 46,
fracción XV con segundo párrafo, con las fracciones XXVI
bis y XXVII, pasando la actual XXVII a ser la XXVIII, y
con un tercer párrafo; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 46 Bis 3; 46 Bis
4; 46 Bis 5; 46 Bis 6; 47, con un quinto párrafo; 51, con un
tercer párrafo; 60, con un tercer párrafo; 72 Bis; 73, con un
tercer párrafo, pasando los actuales párrafos tercero y cuar-
to a ser los párrafos cuarto y quinto, respectivamente; 73
Bis, con los incisos d) y e); 73 Bis 1, con un inciso d); 90
Bis; 92, con un tercer y un cuarto párrafos; 93, con un se-
gundo y tercer párrafos, pasando los actuales párrafos se-
gundo y tercero a ser los párrafos cuarto y quinto, respec-
tivamente; 94 Bis; 98 Bis; 100, con un tercer párrafo; 101
Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 101 Bis 4; 101 Bis 5;
106, con una fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, fracción
III, con un tercer párrafo; 115 Bis; 116 Bis 1; 134 Bis 4, y
137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII;
45-I, fracción IV y 106, fracciones I, II, VI, IX, XIII, XV,
XV Bis, y el inciso a) de la fracción XIX, y penúltimo y úl-
timo párrafos, de la Ley de Instituciones de Crédito, para
quedar como sigue:

Artículo 1o. La presente ley es de orden público y obser-
vancia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene
por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organi-
zación y funcionamiento de las instituciones de crédito, las
actividades y operaciones que las mismas podrán realizar,
su sano y equilibrado desarrollo, la protección de los inte-
reses del público y los términos en que el Estado ejercerá
la rectoría financiera del sistema bancario mexicano.

Artículo 3o. El sistema bancario mexicano estará integra-
do por el Banco de México, las instituciones de banca múl-
tiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideico-
misos públicos constituidos por el gobierno federal para el
fomento económico que realicen actividades financieras y
tengan el carácter de entidades paraestatales, así como los
organismos autorregulatorios bancarios.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los fi-
deicomisos públicos para el fomento económico que reali-
cen actividades financieras serán aquéllos cuyo objeto o fi-
nalidad principal sea la realización habitual y profesional
de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obli-
gaciones por cuenta de terceros. Dichas operaciones debe-
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rán representar el cincuenta por ciento o más de los activos
totales promedio durante el ejercicio fiscal inmediato ante-
rior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo
134 Bis 4 de esta ley.

Artículo 5 Bis 1. Salvo que en las disposiciones específi-
cas se establezca otro plazo, éste no podrá exceder de no-
venta días para que las autoridades administrativas resuel-
van lo que corresponda. Transcurrido el plazo aplicable, se
entenderán las resoluciones en sentido negativo al promo-
vente, a menos que, en las disposiciones aplicables, se pre-
vea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expe-
dir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respecti-
va ante la autoridad competente que deba resolver, confor-
me al reglamento interior respectivo. Igual constancia de-
berá expedirse cuando las disposiciones específicas
prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la
constancia mencionada dentro del plazo citado, se fincará
en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable.

…

…

…

…

…

Artículo 5 Bis 2. El plazo a que se refiere el artículo ante-
rior no será aplicable a las promociones donde por disposi-
ción expresa de esta ley las autoridades administrativas de-
ban escuchar la opinión de otras autoridades, además de
aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la
constitución, fusión, escisión y liquidación de instituciones
de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento
ochenta días el plazo para que las autoridades administrati-
vas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las de-
más reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta ley. 

Artículo 5 Bis 5. Para efectos de la presente ley, los plazos
fijados en días se entenderán en días naturales, salvo que
expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los
casos en que se haga referencia a un plazo en días hábiles,
si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el
primer día hábil siguiente.

Artículo 7o. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá autorizar el
establecimiento en el territorio nacional de oficinas de re-
presentación de entidades financieras del exterior. Estas
oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ningu-
na actividad de intermediación financiera que requiera de
autorización por parte del gobierno federal y se abstendrán
de actuar, directamente o a través de interpósita persona, en
operaciones de captación de recursos del público, ya sea
por cuenta propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas
oficinas podrán proporcionar, a petición de sus clientes, in-
formación sobre las operaciones que las entidades finan-
cieras del exterior que representan celebren en su país de
origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán di-
fundir publicidad o propaganda al público en general res-
pecto de operaciones pasivas. 

Las actividades que realicen las oficinas de representación
se sujetarán a las reglas que expida la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la
opinión del Banco de México y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la revoca-
ción de las autorizaciones correspondientes cuando las re-
feridas oficinas no se ajusten a las disposiciones a que se
refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las
sanciones establecidas en la presente ley y en los demás or-
denamientos legales. 

Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y cubrirán las
cuotas que por estos conceptos determinen las disposicio-
nes aplicables.

Artículo 7 Bis. Los organismos autorregulatorios banca-
rios tendrán por objeto implementar estándares de conduc-
ta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al
sano desarrollo de las instituciones de crédito. Dichos or-
ganismos podrán ser de diverso tipo acorde con las activi-
dades que realicen.

Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios banca-
rios las asociaciones o sociedades gremiales de institucio-
nes de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconoci-
das con tal carácter por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno.
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Artículo 7 Bis 1. Los organismos autorregulatorios banca-
rios podrán, en términos de sus estatutos y sujetándose a lo
previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta ley, emitir normas re-
lativas a:

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de
sus agremiados;

II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus
agremiados en la contratación con la clientela a la cual
presten sus servicios;

III. La revelación al público de información distinta o
adicional a la que derive de esta ley;

IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes
a que sus agremiados y otras personas vinculadas a és-
tos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos,
conozcan y se apeguen a la normativa aplicable, así co-
mo a los sanos usos y prácticas bancarias;

V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e his-
torial crediticio satisfactorio aplicables al personal de
sus agremiados;

VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en
las actividades bancarias;

VII. El proceso para la adopción de normas y la verifi-
cación de su cumplimiento;

VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se
aplicarán a sus agremiados en caso de incumplimiento,
así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y

IX. Los usos y prácticas bancarias.

Además, las asociaciones o sociedades gremiales de insti-
tuciones de crédito que obtengan el reconocimiento de or-
ganismo autorregulatorio bancario por parte de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores podrán llevar a cabo
certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcio-
narios y directivos de las instituciones de crédito, así como
de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que
se refiere este artículo.

Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar
a cabo evaluaciones periódicas a sus agremiados sobre el
cumplimiento de las normas que expidan dichos organis-
mos para el otorgamiento de las certificaciones a que se re-

fiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas
evaluaciones puedan derivar infracciones administrativas o
delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá
informar de ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que co-
rresponda ejercer a la propia comisión. Asimismo, dichos
organismos deberán llevar un registro de las medidas co-
rrectivas y disciplinarias que apliquen a las personas certi-
ficadas por ellos, el cual estará a disposición de la propia
comisión.

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos
de lo previsto en este artículo no podrán contravenir o ex-
ceptuar lo establecido en la presente ley y demás disposi-
ciones aplicables.

Artículo 7 Bis 2. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores expedirá disposiciones de carácter general en las que
establezca los requisitos que deberán cumplir las asocia-
ciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito
para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de or-
ganismo autorregulatorio a que se refiere el artículo 7 Bis
de esta ley, así como para regular su funcionamiento.

Las referidas disposiciones de carácter general preverán re-
quisitos relacionados con la organización y funcionamien-
to interno de las asociaciones y sociedades gremiales que
quieran ser reconocidos como organismos de autorregula-
ción, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren
en forma equitativa, por personas con honorabilidad y ca-
pacidad técnica, se conduzcan con independencia y cuen-
ten con la representativa del gremio para el ejercicio de sus
actividades, así como cualquier otro que contribuya a su
sano desarrollo.

Artículo 7 Bis 3. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores tendrá facultades para:

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los
organismos autorregulatorios bancarios, cuando la pro-
pia comisión considere que éstas puedan afectar el sano
y equilibrado desarrollo del sistema financiero, en pro-
tección de los intereses del público, en cuyo caso tales
normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin efectos;

II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los
consejeros y directivos de los organismos autorregulato-
rios bancarios, así como imponer veto de tres meses
hasta cinco años, a las personas antes mencionadas,
cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta
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ley y demás disposiciones de carácter general que ema-
nen de ella, con independencia de las sanciones econó-
micas que correspondan conforme a esta u otras leyes, y

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorre-
gulatorios bancarios cuando cometan infracciones gra-
ves o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes y de-
más disposiciones de carácter general que emanen de
las mismas.

Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones
II y III de este artículo, dicha comisión deberá contar con
el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar
la resolución correspondiente, la Comisión deberá escu-
char al interesado y al organismo de que se trate.

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser
recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha
en que se hubieren notificado. La propia Comisión, con
aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modi-
ficar o confirmar la resolución recurrida, previa audiencia
del afectado.

Artículo 8o. Para organizarse y operar como institución de
banca múltiple se requiere autorización del gobierno fede-
ral, que compete otorgar discrecionalmente a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Jun-
ta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México.
Por su naturaleza, estas autorizaciones serán intransmisi-
bles.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en
que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que
se refiere el párrafo anterior, dicha comisión notificará la
resolución, así como su opinión favorable respecto del pro-
yecto de estatutos de la sociedad de que se trate, a fin de
que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la
transformación de su organización y funcionamiento, se-
gún corresponda. El promovente, en un plazo de noventa
días contado a partir de dicha notificación, deberá presen-
tar a la propia comisión, para su aprobación, el instrumen-
to público en que consten los estatutos de la sociedad en
términos de esta ley para posteriormente proceder a su ins-
cripción en el Registro Público de Comercio sin que se re-
quiera mandamiento judicial al respecto.

La autorización que se otorgue conforme a este artículo,
quedará sujeta a la condición de que se obtenga la autori-

zación para iniciar las operaciones respectivas en términos
del artículo 46 Bis de esta ley, la que deberá solicitarse den-
tro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de
la aprobación del instrumento público a que se refiere el
párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del ins-
trumento público, deberá hacerse constar que la autoriza-
ción para organizarse y operar como institución de banca
múltiple se encuentra sujeta a la condición señalada en es-
te párrafo.

Las autorizaciones para organizarse y operar como institu-
ción de banca múltiple, así como sus modificaciones, se
publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el
Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de am-
plia circulación de su domicilio social.

Artículo 8 Bis. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo
anterior, hasta en tanto entre en vigor la autorización para
organizarse y operar como institución de banca múltiple, la
sociedad correspondiente, una vez que se haya recibido la
notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar
los actos necesarios para cumplir con los requisitos esta-
blecidos en el artículo 46 Bis de esta ley para el inicio de
operaciones, sin que, durante dicho periodo, pueda celebrar
ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de
esta ley, excepto las previstas en su fracción XXIII. Duran-
te el periodo antes referido, la sociedad de que se trate es-
tará exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el pri-
mer párrafo del artículo 105 de esta ley.

La autorización para organizarse y operar como institución
de banca múltiple conforme a esta ley no surtirá sus efec-
tos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad
alguna, cuando no se cumpla la condición referida.

Artículo 9o. …

I. a IV. …

Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a
los mismos, deberán ser sometidos a la aprobación de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez apro-
bados los estatutos sociales o sus reformas, el instrumento
público en el que consten deberá inscribirse en el Registro
Público de Comercio sin que sea preciso mandamiento ju-
dicial.

Artículo 10. Las solicitudes de autorización para organi-
zarse y operar como institución de banca múltiple deberán
acompañarse de lo siguiente:
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I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá con-
siderar el objeto social y señalar expresa e individual-
mente las operaciones que pretenda realizar conforme a
lo dispuesto por el artículo 46 de esta ley, así como sa-
tisfacer los requisitos que, en términos de la presente ley
y de las demás disposiciones aplicables, deban conte-
nerse;

II. Relación e información de las personas que directa o
indirectamente pretendan mantener una participación en
el capital social de la institución de banca múltiple a
constituir, que deberá contener, de conformidad con las
disposiciones de carácter general que al efecto expida la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuer-
do de su Junta de Gobierno, lo siguiente:

a) El monto del capital social que cada una de ellas
suscribirá y el origen de los recursos que utilizará pa-
ra tal efecto;

b) La situación patrimonial, tratándose de personas
físicas, o los estados financieros, tratándose de per-
sonas morales, en ambos casos de los últimos tres
años, y 

c) Aquélla que permita verificar que cuentan con ho-
norabilidad e historial crediticio y de negocios satis-
factorio. 

III. Relación de los probables consejeros, director gene-
ral y principales directivos de la sociedad, acompañada
de la información que acredite que dichas personas
cumplen con los requisitos que esta ley establece para
dichos cargos.

IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que
comprenda por lo menos:

a) Las operaciones a realizar de conformidad con el
artículo 46 de esta ley;

b) Las medidas de seguridad para preservar la inte-
gridad de la información;

c) Los programas de captación de recursos y de otor-
gamiento de créditos en los que se refleje la diversi-
ficación de operaciones pasivas y activas de confor-
midad con la normativa aplicable, así como los
segmentos del mercado que se atenderán preferente-
mente;

d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las
que se señalen las regiones y plazas en las que se pre-
tenda operar;

e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad;

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia
de que las sociedades a las que se autorice para orga-
nizarse y operar como instituciones de banca múlti-
ple no podrán repartir dividendos durante sus tres
primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo pe-
riodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas.
La restricción anterior no será aplicable a las institu-
ciones de banca múltiple que cuenten con un índice
de capitalización superior en diez puntos porcentua-
les al requerido conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 50 de la presente ley, y

g) Las bases relativas a su organización, administra-
ción y control interno;

V. Comprobante de depósito en garantía en moneda na-
cional constituido en institución de crédito o de valores
gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la
Tesorería de la Federación, por una cantidad igual al
diez por ciento del capital mínimo con que deba operar
la sociedad conforme a la presente ley, y

VI. La demás documentación e información relaciona-
da, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores re-
quiera para el efecto.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la fa-
cultad de verificar que la solicitud a que se refiere el pre-
sente artículo cumpla con lo previsto en esta ley, para lo cual
dicha comisión contará con facultades para corroborar la ve-
racidad de la información proporcionada y, en tal virtud, las
dependencias y entidades de la administración pública fede-
ral, así como las demás instancias federales, entregarán la in-
formación relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solici-
tar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o
regulación similares corroborar la información que al efec-
to se le proporcione.

Cuando no se presente el instrumento público en el que
consten los estatutos de la sociedad, para su aprobación,
dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo
párrafo del artículo 8o. de esta ley; no se obtenga o no se
solicite la autorización para iniciar operaciones en térmi-
nos de los artículos 8o. y 46 Bis de esta ley, respectiva-
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mente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señala-
das en el artículo 8 Bis de esta misma ley sin contar con di-
cha autorización, o se revoque la autorización para organi-
zarse y operar como institución de banca múltiple al
amparo de la fracción I del artículo 28 de esta ley; la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores instruirá a la Teso-
rería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el
importe original del depósito mencionado en la fracción V
de este artículo.

En los supuestos de que se niegue la autorización, se des-
ista el interesado o la institución de banca múltiple de que
se trate inicie operaciones en los términos previstos en es-
ta ley, se devolverá el comprobante de depósito a que se re-
fiere la citada fracción V.

Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere
el artículo 8o. de la presente ley y se haya otorgado la apro-
bación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el
inicio de operaciones de la institución de banca múltiple
deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de es-
ta ley.

Artículo 10 Bis. Las sociedades ya constituidas que, con-
forme al artículo 8o. de esta ley, soliciten autorización pa-
ra organizarse y operar como institución de banca múltiple
deberán acompañar a la solicitud correspondiente la infor-
mación y documentación señalada en el artículo 10 de esta
ley, así como el proyecto de acuerdo de su órgano de go-
bierno, que incluya lo relativo a la transformación de su ré-
gimen de organización y funcionamiento y la consecuente
modificación de sus estatutos sociales.

En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores otorgue su autorización en términos del artículo 8
de esta ley a sociedades que, al momento en que dicha au-
torización entre en vigor, gocen de otra autorización para
constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el
caso, como entidades financieras de otra naturaleza, esa
otra autorización quedará sin efecto por ministerio de ley,
sin que resulte necesaria la emisión de una declaratoria ex-
presa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otor-
gado.

Artículo 12. Las acciones serán de igual valor; dentro de
cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos,
y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de
ser suscritas, o bien, en especie si, en este último caso, así
lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores

considerando la situación financiera de la institución y ve-
lando por su liquidez y solvencia. Las mencionadas accio-
nes se mantendrán en depósito en alguna de las institucio-
nes para el depósito de valores reguladas en la Ley del
Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán
obligadas a entregarlas a los titulares.

…

…

…

Artículo 14. Las personas que adquieran o transmitan ac-
ciones de la serie “O” por más del dos por ciento del capi-
tal social pagado de una institución de banca múltiple, de-
berán dar aviso de ello a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la ad-
quisición o transmisión. 

Artículo 17. Cualquier persona física o moral podrá, me-
diante una o varias operaciones simultáneas o sucesivas,
adquirir acciones de la serie “O” del capital social de una
institución de banca múltiple, siempre y cuando se sujete a
lo dispuesto por este artículo.

Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más
del cinco por ciento del capital social ordinario pagado, o
bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen
dicho porcentaje, se deberá obtener previamente la autori-
zación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la
que podrá otorgarla discrecionalmente, para lo cual deberá
escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos,
las personas que pretendan realizar la adquisición o afecta-
ción mencionada deberán acreditar que cumplen con los
requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de
esta ley, así como proporcionar a la propia comisión la in-
formación que, para tal efecto y previo acuerdo de su Jun-
ta de Gobierno, establezca mediante reglas de carácter ge-
neral buscando preservar el sano desarrollo del sistema
bancario.

En el supuesto de que una persona o un grupo de personas,
accionistas o no, pretenda adquirir el veinte por ciento o
más de las acciones representativas de la serie “O” del ca-
pital social de la institución de banca múltiple u obtener el
control de la propia institución, se deberá solicitar previa-
mente autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opi-
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nión favorable del Banco de México. Para efectos de lo
descrito en este artículo, se entenderá por control lo dis-
puesto en la fracción II del artículo 22 Bis de esta ley.

Dicha solicitud deberá contener lo siguiente:

I. Relación o información de la persona o personas que
pretenden obtener el control de la institución de banca
múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la
información que acredite cumplir con los requisitos esta-
blecidos en la fracción II del artículo 10 de esta ley, así
como aquélla otra prevista en las reglas de carácter gene-
ral señaladas en el segundo párrafo del presente artículo;

II. Relación de los consejeros y directivos que nombra-
rían en la institución de banca múltiple de la que pre-
tenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el con-
trol, a la que deberá adjuntarse la información que
acredite que dichas personas cumplen con los requisitos
que esta ley establece para dichos cargos;

III. Plan general de funcionamiento de la institución de
banca múltiple de que se trate, el cual deberá contem-
plar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción
IV, de esta ley.

IV. Programa estratégico para la organización, adminis-
tración y control interno de la institución de que se tra-
te; y

La demás documentación conexa que requiera la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores a efectos de evaluar la so-
licitud correspondiente.

Artículo 18. Las instituciones de banca múltiple se absten-
drán, en su caso, de efectuar la inscripción en el registro a
que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles de las transmisiones de acciones
que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los ar-
tículos 13, 17, 45-G y 45-H de esta ley, y deberán informar
tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha
en que tengan conocimiento de ello. 

La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar
a la responsabilidad a que se refiere el artículo 129 de la
Ley General de Sociedades Mercantiles.

Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para
obtener el control de una institución de banca múltiple, que

se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos
17, 45-G y 45-H de esta ley, estarán afectos de nulidad y no
surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la
autorización que corresponda, de modo que las personas que
las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejer-
cer los derechos corporativos y patrimoniales respectivos.
Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, las
adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados.

Artículo 19. El capital mínimo suscrito y pagado para las
instituciones de banca múltiple que tengan expresamente
contempladas en sus estatutos sociales todas las operacio-
nes previstas en el artículo 46 de esta ley será el equiva-
lente en moneda nacional al valor de noventa millones de
unidades de inversión. La Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, deter-
minará mediante disposiciones de carácter general el im-
porte del capital mínimo con que deberán contar las insti-
tuciones de banca múltiple, en función de las operaciones
que tengan expresamente contempladas en sus estatutos
sociales, la infraestructura necesaria para su desarrollo, los
mercados en que pretendan participar y los riesgos que
conlleve, entre otros.

En ningún caso el capital mínimo suscrito y pagado aplica-
ble a una institución de banca múltiple podrá ser inferior al
equivalente al cuarenta por ciento del capital mínimo pre-
visto para las instituciones que realicen todas las operacio-
nes previstas en el artículo 46 de esta ley.

El monto del capital mínimo con que deberán contar las
instituciones tendrá que estar suscrito y pagado a más tar-
dar el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se
considerará el valor de las unidades de inversión corres-
pondientes al 31 de diciembre del año inmediato anterior.

El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuan-
do el capital social exceda del mínimo, deberá estar paga-
do, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que
este porcentaje no sea inferior al mínimo establecido.

Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capi-
tal social, deberá al mismo tiempo anunciar su capital pa-
gado.

Las instituciones de banca múltiple sólo estarán obligadas
a constituir las reservas de capital previstas en la presente
ley y en las disposiciones administrativas expedidas con
base en la misma para procurar la solvencia de las institu-
ciones, proteger al sistema de pagos y al público ahorrador.
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Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en
función de las operaciones que tengan expresamente con-
templadas en sus estatutos sociales, podrán considerar el
capital neto con que cuenten conforme a lo dispuesto en el
artículo 50 de esta ley. El capital neto en ningún momento
podrá ser inferior al capital mínimo que les resulte aplica-
ble conforme a lo establecido en el primer párrafo del pre-
sente artículo.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá
los casos y condiciones en que las instituciones de banca
múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones re-
presentativas de su propio capital, sin perjuicio de los ca-
sos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores,
y procurando el sano desarrollo del sistema bancario y no
afectar la liquidez de las instituciones.

Artículo 22. El consejo de administración de las institu-
ciones de banca múltiple estará integrado por un mínimo
de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios,
de los cuales los que integren cuando menos el veinticinco
por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero
propietario se podrá designar a un suplente, en el entendi-
do de que los consejeros suplentes de los consejeros inde-
pendientes deberán tener este mismo carácter.

Por consejero independiente deberá entenderse a la perso-
na que sea ajena a la administración de la institución de
banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y con-
diciones que determine la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en
las que igualmente se establecerán los supuestos bajo los
cuales se considerará que un consejero deja de ser inde-
pendiente para los efectos de este artículo.

En ningún caso podrán ser consejeros independientes:

I. Empleados o directivos de la institución;

II. Personas que se encuentren en alguno de los supues-
tos previstos en el artículo 73 de esta ley, o tengan po-
der de mando; 

III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o
comisión en sociedades o asociaciones importantes que
presten servicios a la institución o a las empresas que
pertenezcan al mismo grupo empresarial del cual forme
parte ésta.

Se considera que una sociedad o asociación es impor-
tante cuando los ingresos que recibe por la prestación de
servicios a la institución o al mismo grupo empresarial
del cual forme parte ésta, representan más del cinco por
ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación
de que se trate. 

IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deu-
dores, acreedores, socios, consejeros o empleados de
una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de
servicios, deudor o acreedor importante de la institu-
ción.

Se considera que un cliente, proveedor o prestador de
servicios es importante cuando los servicios que le pres-
te la institución o las ventas que aquél le haga a ésta re-
presenten más del diez por ciento de los servicios o ven-
tas totales del cliente, del proveedor o del prestador de
servicios, respectivamente. Asimismo, se considera que
un deudor o acreedor es importante cuando el importe
de la operación respectiva sea mayor al quince por cien-
to de los activos de la institución o de su contraparte;

V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad
civiles que reciban donativos importantes de la institu-
ción.

Se consideran donativos importantes a aquéllos que re-
presenten más del quince por ciento del total de donati-
vos recibidos por la fundación, asociación o sociedad ci-
viles de que se trate;

VI. Directores generales o directivos de alto nivel de
una sociedad en cuyo consejo de administración partici-
pe el director general o un directivo de alto nivel de la
institución;

VII. Directores generales o empleados de las empresas
que pertenezcan al grupo financiero al que pertenezca la
propia institución;

VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como
los parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta
el primer grado, de alguna de las personas mencionadas
en las fracciones III a VII anteriores, o bien, hasta el ter-
cer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I,
II, IX y X de este artículo;

IX. Directores o empleados de empresas en las que los
accionistas de la institución ejerzan el control;

Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados140



X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supedi-
tados a intereses personales, patrimoniales o económi-
cos de cualquiera de las personas que mantengan el con-
trol de la institución o del consorcio o grupo empresarial
al que pertenezca la institución, o el poder de mando en
cualquiera de éstos, y

XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de
los supuestos anteriores, durante el año anterior al mo-
mento en que se pretenda hacer su designación.

El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y
en forma extraordinaria, cuando sea convocado por su pre-
sidente o por los consejeros que representen, al menos, el
veinticinco por ciento del total de miembros del consejo o
por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la
celebración de las sesiones ordinarias y extraordinarias del
consejo de administración, se deberá contar con la asisten-
cia de los consejeros que representen, cuando menos, el
cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del con-
sejo, de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero
independiente.

Los accionistas que representen, cuando menos, un diez
por ciento del capital pagado ordinario de la institución
tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente po-
drá revocarse el nombramiento de los consejeros de mino-
ría, cuando se revoque el de todos los demás.

El presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de
empate.

Artículo 22 Bis. Para efectos del artículo 22 de esta ley, se
entenderá por:

I. Consorcio, el conjunto de personas morales vincula-
das entre sí por una o más personas físicas que inte-
grando un grupo de personas, tengan el control de las
primeras;

II. Control, a la capacidad de imponer, directa o indirec-
tamente, decisiones en las asambleas generales de ac-
cionistas de la institución; el mantener la titularidad de
derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer
el voto respecto de más del cincuenta por ciento del ca-
pital social de la institución, dirigir, directa o indirecta-
mente, la administración, la estrategia o las principales
políticas de la institución, ya sea a través de la propie-
dad de valores o por cualquier otro acto jurídico;

III. Directivo relevante, el director general de las insti-
tuciones de crédito, así como las personas físicas que,
ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en
las personas morales que controlen dichas instituciones
o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan
de forma significativa en la situación administrativa, fi-
nanciera, operacional o jurídica de la propia institución
o del grupo empresarial al que ésta pertenezca, sin que
queden comprendidos dentro de esta definición los con-
sejeros de dichas instituciones de crédito.

IV. Grupo de personas, las personas que tengan acuer-
dos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones en
un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contra-
rio, que constituyen un grupo de personas:

a) Las personas que tengan parentesco por consan-
guinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los
cónyuges, la concubina y el concubinario.

b) Las sociedades que formen parte de un mismo
consorcio o grupo empresarial y la persona o conjun-
to de personas que tengan el control de dichas socie-
dades.

V. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales
organizadas bajo esquemas de participación directa o
indirecta del capital social, en las que una misma socie-
dad mantiene el control de dichas personas morales.
Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a
los grupos financieros constituidos conforme a la Ley
para Regular las Agrupaciones Financieras. 

VI. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de
manera decisiva en los acuerdos adoptados en las asam-
bleas de accionistas o sesiones del consejo de adminis-
tración o en la gestión, conducción y ejecución de los
negocios de la institución de banca múltiple de que se
trate o de las personas morales que ésta controle. Se pre-
sume que tienen poder de mando en una institución de
banca múltiple, salvo prueba en contrario, las personas
que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguien-
tes:

a) Los accionistas que tengan el control de la admi-
nistración.

b) Los individuos que tengan vínculos con la institu-
ción de banca múltiple o las personas morales que in-
tegran el grupo empresarial o consorcio al que aque-
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lla pertenezca, a través de cargos vitalicios, honorífi-
cos o con cualquier otro título análogo o semejante a
los anteriores.

c) Las personas que hayan transmitido el control de
la institución de banca múltiple bajo cualquier título
y de manera gratuita o a un valor inferior al de mer-
cado o contable, en favor de individuos con quienes
tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o ci-
vil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o
el concubinario.

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos rele-
vantes de la institución de banca múltiple, la toma de
decisiones o la ejecución de operaciones en la propia
institución o en las personas morales que ésta con-
trole. 

Artículo 23. … 

…

…

I. …

II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera
de las personas a que se refiere la fracción anterior. Las
personas que tengan parentesco por consanguinidad o
afinidad hasta el segundo grado, o civil, con más de dos
consejeros.

III. a VI. …

VII. Quienes realicen funciones de regulación y super-
visión de las instituciones de crédito, salvo que exista
participación del gobierno federal o del Instituto para la
Protección al Ahorro Bancario en el capital de las mis-
mas, o reciban apoyos de este último, y

VIII. Quienes participen en el consejo de administración
de otra institución de banca múltiple o de una sociedad
controladora de un grupo financiero al que pertenezca
una institución de banca múltiple.

...

La persona que vaya a ser designada como consejero de
una institución de banca múltiple y sea consejero de otra
entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la

asamblea de accionistas de dicha institución para el acto de
su designación.

Artículo 24. ...

I. a IV. ...

Los comisarios de las instituciones deberán contar con ca-
lidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfac-
torio en términos de las disposiciones a que se refiere la frac-
ción II del artículo 10 de esta ley, así como con amplios
conocimientos y experiencia en materia financiera, contable,
legal o administrativa y, además, deberán cumplir con el re-
quisito establecido en la fracción I del presente artículo.

Artículo 25. …

…

…

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser
recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha
en que se hubieren notificado. La propia comisión, con
aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modi-
ficar o confirmar la resolución recurrida, previa audiencia
de las partes.

Artículo 27. Para la fusión de dos o más instituciones de
banca múltiple, o de cualquier sociedad o entidad financie-
ra con una institución de banca múltiple, se requerirá auto-
rización previa de la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa
opinión de la Comisión Federal de Competencia y opinión
favorable del Banco de México, en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones, y se efectuará de acuerdo con las ba-
ses siguientes:

I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores los proyectos de los
acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la
fusión, del convenio de fusión, y de las modificaciones
que correspondería realizar a los estatutos de las propias
sociedades y al convenio de responsabilidades a que se
refiere la Ley para Regular las Agrupaciones Financie-
ras; el plan de fusión de dichas sociedades, con indica-
ción de las etapas en que deberá llevarse a cabo; los es-
tados contables que presenten la situación de las
sociedades y que servirán de base para la asamblea que
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autorice la fusión; los estados financieros proyectados
de la sociedad resultante de la fusión y la información a
que se refieren las fracciones I, II, III y IV del artículo
10 de esta ley, así como la demás documentación e in-
formación relacionada que la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores requiera para el efecto;

II. La autorización a que se refiere este artículo, así co-
mo el instrumento público en el que consten los acuer-
dos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Regis-
tro Público de Comercio;

La institución de banca múltiple que subsista quedará
obligada a continuar con los trámites de la fusión y asu-
mirá las obligaciones de la fusionada desde el momento
en que la fusión haya sido acordada, siempre y cuando
dicho acto haya sido autorizado en los términos del pre-
sente artículo. 

La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se ha-
yan inscrito la autorización y el instrumento público en
el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro
Público de Comercio; 

III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la frac-
ción II de este artículo, los acuerdos de fusión adopta-
dos por las respectivas asambleas de accionistas se pu-
blicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos
periódicos de amplia circulación en la plaza en que ten-
gan su domicilio las sociedades; 

IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para la fusión de una institución
de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la
autorización otorgada a ésta para organizarse y operar
como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión
de una declaratoria expresa por parte de la autoridad que
la haya otorgado, y

V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha
de la publicación a que se refiere la fracción IV de este ar-
tículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, in-
cluso de las demás entidades financieras del o de los gru-
pos financieros a los que pertenezcan las sociedades
objeto de la fusión, podrán oponerse judicialmente a la
misma, con el único objeto de obtener el pago de sus cré-
ditos, sin que esta oposición suspenda la fusión.

La fusión de una institución de banca múltiple que perte-
nezca a un grupo financiero, sea como fusionante o fusio-

nada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le se-
rá aplicable lo previsto en el artículo 10 de la Ley para Re-
gular las Agrupaciones Financieras.

Artículo 27 Bis. Para la escisión de una institución de ban-
ca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su
Junta de Gobierno y después de escuchar la opinión del
Banco de México.

La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores el proyecto de acta que contenga los
acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accio-
nistas relativos a su escisión, proyecto de reformas estatu-
tarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos so-
ciales de la sociedad escindida, estados contables que
presenten la situación de la sociedad escindente y que ser-
virán de base para la asamblea que autorice la escisión, es-
tados financieros proyectados de las sociedades que resul-
ten de la escisión y la demás documentación conexa que
requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a
efecto de evaluar la solicitud respectiva y cumplir con sus
funciones de supervisión y regulación en el ámbito de su
competencia.

La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos
de la asamblea de accionistas relativos a la escisión y la es-
critura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Re-
gistro Público de Comercio. A partir de la fecha en que se
inscriban surtirán efectos la escisión.

Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de es-
cisión adoptados por la asamblea de accionistas de la so-
ciedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la
Federación y en dos periódicos de amplia circulación en la
plaza en que tenga su domicilio social la escindente.

Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la
fecha de publicación a que se refiere la fracción anterior,
los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse
judicialmente a la misma, con objeto de obtener el pago de
sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión.

La sociedad escindida no se entenderá autorizada para or-
ganizarse y operar como institución de banca múltiple y la
sociedad escindente que subsista conservará la autoriza-
ción que se le haya otorgado para esos efectos.

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida sólo se
le transmitirán operaciones activas, pasivas y fideicomisos,
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mandatos o comisiones de la institución de banca múltiple
escindente, en los casos en que lo autorice la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, cuando considere que no se
afectan adversamente los intereses de las contrapartes de
las instituciones en las operaciones respectivas y no exista
oposición de acreedores. Los fideicomisos, mandatos o co-
misiones, sólo podrán transmitirse cuando el causahabien-
te final sea una entidad financiera autorizada para llevar a
cabo este tipo de actividades.

En el evento de que la escisión produzca la extinción de la
institución de banca múltiple escindente, la autorización
otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin
efectos, sin que resulte necesaria la emisión de una decla-
ratoria expresa al respecto. 

Artículo 27 Bis 1. El Instituto para la Protección al Ahorro
Bancario podrá organizar y operar instituciones de banca
múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar opera-
ciones de transferencia de activos y pasivos de las institu-
ciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto
en el artículo 122 Bis 29 de esta ley. Las instituciones or-
ganizadas y operadas en términos de este artículo, podrán
prestar el servicio de banca y crédito a que se refiere el ar-
tículo 2 de la presente ley a partir de su constitución, sin re-
querir de la autorización expresa de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comi-
sión emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado
en el método de resolución correspondiente a la respectiva
institución de crédito en liquidación, la transferencia de ac-
tivos y pasivos en términos del artículo 122 Bis 29 de esta
ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario debe-
rá publicar la citada constancia en el Diario Oficial de la Fe-
deración y en dos periódicos de amplia circulación nacional.

…
…
…
…

Artículo 27 Bis 3. ...

I. Transmitir las acciones representativas del capital so-
cial de la institución de que se trate a otra institución de
banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusio-
narse ambas sociedades previa autorización de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del
artículo 27 de esta ley, o

II. ...
...

Artículo 28. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
con aprobación de su Junta de Gobierno, después de escu-
char a la institución de banca múltiple afectada, así como
la opinión del Banco de México y del Instituto para la Pro-
tección al Ahorro Bancario, podrá declarar la revocación
de la autorización que le haya otorgado a aquélla para or-
ganizarse y operar con tal carácter, en los casos siguientes:

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de trein-
ta días a partir de la fecha en que se notifique la autori-
zación a que se refiere el artículo 46 Bis de esta ley;

II. Si la asamblea general de accionistas de la institución
de banca múltiple de que se trate, mediante decisión
adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla.
En aquellos casos en que la institución solicite además
que la liquidación se lleve de conformidad con lo pre-
visto en el Apartado C de la Sección Segunda del Capí-
tulo II del Título Sexto de esta ley, la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores escuchará la opinión del
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al res-
pecto;

III. a V. …

VI. ...

a) y b) …

Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuan-
do la institución de que se trate demuestre ante la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recur-
sos líquidos necesarios para hacer frente a las obligaciones
de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de
pago respectiva se encuentre sujeta a controversia judicial,
a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conci-
liación ante la autoridad competente. 

Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales,
las instituciones para el depósito de valores, el Banco de
México, así como cualquier acreedor de la institución, po-
drán informar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res cuando la institución se ubique en alguno de los su-
puestos a que se refiere esta fracción.

La declaración de revocación se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación y en dos periódicos de amplia circu-
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lación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Co-
mercio y pondrá en estado de disolución y liquidación a la
sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de ac-
cionistas, conforme a lo previsto en la Sección Segunda del
Capítulo II del Título Sexto de esta ley. La Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores deberá hacer del conocimien-
to del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la de-
claración de revocación.

Artículo 29 Bis. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores tenga conocimiento de que una institución de
banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos pre-
vistos en el artículo 28 de esta ley, le notificará dicha si-
tuación para que, en un plazo de quince días hábiles conta-
dos a partir de la fecha en que surta efectos la notificación
respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo
que a su derecho convenga y presente los elementos que, a
su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omi-
siones señalados en la notificación, o bien, para que for-
mule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 de es-
ta ley.

…

Artículo 29 Bis 2. Respecto de la institución que incurra
en la causal de revocación a que se refiere la fracción V del
artículo 28 de la presente ley, la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, una vez que haya escuchado la opinión
del Banco de México y del Instituto para la Protección al
Ahorro Bancario, podrá abstenerse de revocar la autoriza-
ción respectiva, con el propósito de que dicha institución
continúe operando en términos de lo previsto en la presen-
te sección.

Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y
cuando la institución de que se trate, previa aprobación de
su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 29 Bis 1 de esta ley, lo solicite
por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
y acredite ante ésta, dentro del plazo a que se refiere el ar-
tículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de
los siguientes actos aprobados por dicha asamblea:

I. a II. …

…

…

…

Artículo 29 Bis 4. …

I. a IV. …

V. …

a) y b) …

c) La institución de banca múltiple respectiva incurra
en alguno de los supuestos previstos en las fracciones
IV y VI del artículo 28 de esta ley, en cuyo caso la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá
conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de es-
ta ley, con el fin de que dicha institución manifieste
lo que a su derecho convenga y presente los elemen-
tos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado
los hechos u omisiones señalados en la notificación
respectiva;

VI. a VIII. …

…

…

Artículo 29 Bis 5. …

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá pro-
ceder a declarar la revocación de la autorización para orga-
nizarse y operar como institución de banca múltiple, cuan-
do tenga conocimiento de que la institución de que se trate
hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se
refieren los incisos a), b) y c) de la fracción V del artículo
anterior, salvo que la propia comisión, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, el Banco de México o el Institu-
to para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se
convoque a sesión del Comité de Estabilidad Financiera a
que se refiere la Sección Quinta del presente capítulo, en
cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 29 Bis 12
de la presente ley.

…

Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previs-
to en el inciso c) de la fracción VII del artículo 29 Bis 4 de
esta ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores pro-
cederá a declarar la revocación de la autorización señalada
en ese mismo precepto.
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Artículo 29 Bis 12. …

Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que
una institución no se ubica en alguno de los supuestos pre-
vistos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley, la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores revocará la autorización para
organizarse y operar como institución de banca múltiple y
el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario procede-
rá en términos de lo dispuesto en la Sección Segunda del
Capítulo II del Título Sexto de esta ley.

Artículo 30. …

…

…

Las instituciones de banca de desarrollo, en las contrata-
ciones de servicios que requieran para realizar las opera-
ciones y servicios previstos en los artículos 46 y 47 de es-
ta ley, no estarán sujetas a la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Las contrataciones que realicen las instituciones de banca
de desarrollo para la adquisición y contratación de mate-
riales, suministros y servicios generales, excluidas las rela-
cionadas con los artículos 46 y 47 de esta ley, con cargo a
los presupuestos autorizados en los siguientes capítulos de
gasto: materiales y suministros, servicios generales, e in-
versión física en bienes muebles e inmuebles, en términos
del artículo 30 del Reglamento de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, se sujetarán a lo dis-
puesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Ser-
vicios del Sector Público.

Para efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada
para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto
en el presente artículo, así como resolver las consultas re-
lacionadas, procurando en todo momento la eficiencia, efi-
cacia y debida oportunidad en los servicios que presta la
banca de desarrollo.

…

Artículo 40. …

El consejo directivo deberá contar con un comité de audi-
toría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposi-

ciones de carácter general, las atribuciones que, como mí-
nimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la
forma en que el propio comité deberá quedar integrado, la
periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia
de la información que deba considerar.

El comité de auditoría podrá someter directamente a la
consideración del consejo directivo los proyectos, progra-
mas y demás asuntos relacionados con las facultades a que
se refiere el párrafo anterior, y deberá comunicarle las di-
ferencias de opinión que existieran entre la administración
de la institución de banca de desarrollo de que se trate y el
propio comité de auditoría.

Artículo 41. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
fijará las bases de carácter general para establecer la remu-
neración que corresponda a los consejeros externos con ca-
rácter de independientes y comisarios de las instituciones
de banca de desarrollo que sean designados por los titula-
res de los certificados de aportación patrimonial de la serie
“B”.

Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un
comité de recursos humanos y desarrollo institucional. Sin
perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a di-
cho comité, éste recomendará al consejo directivo el mon-
to de la remuneración que corresponda a los consejeros ex-
ternos con carácter de independientes y comisarios antes
referidos, de conformidad con lo establecido en el primer
párrafo de este artículo. También propondrá las remunera-
ciones a los expertos que participen en los comités de apo-
yo constituidos por el consejo.

Las designaciones de consejeros en las instituciones de
banca de desarrollo se realizarán de conformidad con sus
respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el
presente artículo.

Los consejeros externos con carácter de independientes de-
berán observar los requisitos a que se refiere el artículo 22,
así como lo dispuesto en el artículo 23, segundo párrafo, y
fracciones II a VI, ambos de esta ley.

Los consejeros externos con carácter de independientes no
tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un período
de cuatro años. Los periodos de dichos consejeros serán es-
calonados y se sucederán cada año. Las personas que fun-
jan como tales podrán ser designadas con ese carácter más
de una vez.
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La vacante que se produzca de algún consejero externo con
carácter de independiente será cubierta por el nuevo miem-
bro que se designe para integrar el consejo directivo y du-
rará con tal carácter sólo por el tiempo que faltare desem-
peñar al sustituido.

Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscri-
bir un documento elaborado por la institución de banca de
desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de
decir verdad que no tiene impedimento alguno para des-
empeñarse como consejero en dicha institución, y en don-
de acepte los derechos y obligaciones derivados de tal car-
go.

Artículo 42. …

…

… 

I. Nombrar y remover, a propuesta del director general,
a los servidores públicos de la institución que ocupen
cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores
a la de aquél, y a los demás que señale el reglamento or-
gánico, así como concederles licencias;

II. …

III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura
de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el ex-
tranjero.

IV. a V. …

VI. Aprobar los estados financieros de la institución pa-
ra proceder a su publicación. Los estados financieros
anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios
y deberán estar suscritos por el director general, el res-
ponsable de la contabilidad de la institución y el res-
ponsable de las funciones de auditoría interna, conforme
a su competencia, previo a su aprobación.

VII. a VII Bis. …

VIII. Se deroga.

VIII Bis. a IX Bis. …

X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arren-
damiento y enajenación de bienes muebles e inmuebles,

de realización de obras y prestación de servicios, que la
institución requiera, así como las políticas y bases gene-
rales que regulen los convenios, contratos o acuerdos
que deba celebrar la institución con terceros, en estas
materias, de conformidad con las normas aplicables y
sin que dichos programas, políticas y bases relativos a
sus sucursales sean objeto del ejercicio de las atribucio-
nes a que se refiere el artículo 37, fracciones XX y
XXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal en materia de arrendamiento de bienes inmue-
bles.

XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico las modificaciones del reglamento orgánico;

XI Bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos.

XII. a XV. …

XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empre-
sas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de esta ley,
así como su enajenación;

XVII. …

XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de em-
pleo, las bases para la elaboración de tabuladores de
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incen-
tivos; políticas de ascensos, promociones y jubilaciones;
lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación;
criterios de separación; indicadores de evaluación de des-
empeño para la determinación de compensaciones y de-
más prestaciones económicas y de seguridad social es-
tablecidas en beneficio de los servidores públicos que
laboren en la sociedad, así como las condiciones gene-
rales de trabajo de la institución, a propuesta del direc-
tor general, y tomando en cuenta la opinión del sindica-
to correspondiente, de conformidad con el artículo 18 de
la Ley Reglamentaria de la Fracción XIII Bis del Apar-
tado B del Artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y la remuneración de los
consejeros y comisarios designados por los titulares de
los certificados de aportación patrimonial de la serie
“B”, por recomendación del comité de recursos huma-
nos y desarrollo institucional, como excepción de lo dis-
puesto en los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fraccio-
nes VIII, XVIII y XVIII Bis, de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal;

XIX. a XXI. …
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XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde
con las metas que, para la institución de banca de des-
arrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público;

XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que
le presente el comité de administración integral de ries-
gos, así como los límites prudenciales de riesgos que al
efecto le proponga éste; y

XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que
someta a su consideración el comité de auditoría y dic-
tar las medidas aplicables o procedentes en materia de
control interno.

En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX
y XV de este artículo se requerirá la autorización expresa
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

…

Artículo 43. El director general, dentro de sus funciones
administrativas, someterá a la consideración del consejo
directivo los proyectos y programas relacionados con las
facultades que al propio consejo confiere el artículo ante-
rior.

Además de las señaladas en ésta y otras leyes, es facultad
del director general la de designar y remover delegados fi-
duciarios.

El director general será designado por el Ejecutivo federal,
a través del secretario de Hacienda y Crédito Público, y tal
nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los
requisitos señalados en el artículo 24 de esta ley.

Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públi-
cos de la institución que ocupen cargos con las dos jerar-
quías administrativas inferiores a la del director general y
los que para estos efectos determine el reglamento orgáni-
co. Su designación se hará con base en los méritos obteni-
dos y con sujeción a lo dispuesto en el citado artículo 24.
Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, los servidores públicos que ocupen cargos con las dos
jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones
de carácter sustantivo, los podrá eximir de los requisitos
contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta ley.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo
de su Junta de Gobierno y después de escuchar al interesa-

do, podrá determinar que se proceda a la remoción o sus-
pensión de los delegados fiduciarios y servidores públicos
que puedan obligar con su firma a la institución, con ex-
cepción del director general, cuando considere que tales
personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o mo-
ral para el desempeño de sus funciones o que en el desem-
peño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones le-
gales y administrativas aplicables. Las resoluciones de
remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a tra-
vés de su Junta de Gobierno dentro de los quince días há-
biles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere
notificado. La propia comisión podrá recomendar al Ejecu-
tivo federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, la remoción del director general de la institu-
ción, cuando considere que éste, en el desempeño de sus
funciones, no se ha ajustado a las disposiciones legales y
administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la
institución con base en las sanas prácticas bancarias.

Artículo 44. El órgano de vigilancia de las instituciones de
banca de desarrollo estará integrado por dos comisarios, de
los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Fun-
ción Pública y el otro por los titulares de los certificados de
aportación patrimonial de la serie “B”. Por cada comisario
propietario se nombrará el respectivo suplente. Los comi-
sarios tendrán las más amplias facultades para examinar los
libros de contabilidad y demás documentación de la socie-
dad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos
que requiera el adecuado cumplimiento de sus funciones, y
tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directi-
vo con voz.

La designación de comisarios que realicen los tenedores de
los certificados de aportación patrimonial de la serie “B”
corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan
la mayoría de dicha serie. En el supuesto de que el titular
sea el gobierno federal, la designación correspondiente la
realizará el secretario de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 45-C. Para organizarse y operar como filial se re-
quiere autorización del gobierno federal, que compete otor-
gar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, des-
pués de escuchar la opinión del Banco de México. Por su
naturaleza, estas autorizaciones serán intransmisibles.

…
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Artículo 45-G. …

…

…

Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie,
conferirán a sus tenedores los mismos derechos, y deberán
pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en térmi-
nos del artículo 12 de esta ley. Las mencionadas acciones
se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones
para el depósito de valores reguladas en la Ley del Merca-
do de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obli-
gadas a entregarlas a los titulares.

Artículo 45-H. Las acciones serie “F” representativas del
capital social de una filial únicamente podrán ser enajena-
das previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno.

Salvo en el caso en que el adquirente sea una institución fi-
nanciera del exterior, una sociedad controladora filial o una
filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificar-
se los estatutos sociales de la filial cuyas acciones sean ob-
jeto de la operación. Tratándose de instituciones de banca
múltiple filiales, deberá cumplirse con lo dispuesto en el
Capítulo I del presente título.

Cuando el adquirente sea una institución financiera del ex-
terior, una sociedad controladora filial o una filial, deberá
observarse lo dispuesto en las fracciones I, III y IV del ar-
tículo 45-I. Cuando estas personas adquieran acciones re-
presentativas del capital social de una institución de banca
múltiple filial deberá también observarse lo dispuesto en la
fracción V del mencionado artículo 45-I.

No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, ni modificación de estatutos cuando la
transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario.

Las personas que pretendan adquirir, directa o indirecta-
mente, acciones serie “F” representativas del capital social
de una institución de banca múltiple filial, deberán obtener
previamente la autorización de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmen-
te, después de escuchar la opinión del Banco de México.

Las autorizaciones anteriores estarán sujetas a las disposi-
ciones de carácter general que emita dicha comisión, pro-

piciando el sano desarrollo del sistema bancario, y se otor-
garán, en su caso, sin perjuicio de lo establecido en el artí-
culo 17.

Artículo 45-I. La Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de
escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar
a las instituciones financieras del exterior, a las sociedades
controladoras filiales o a las filiales la adquisición de ac-
ciones representativas del capital social de una o más insti-
tuciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan
los siguientes requisitos:

I. …

II. En caso que se pretenda convertir la institución en fi-
lial, deberán modificarse los estatutos sociales de la ci-
tada institución cuyas acciones sean objeto de enajena-
ción, a efecto de cumplir lo dispuesto en el presente
capítulo;

III. …

IV. Se deroga.

V. …

Capítulo IV
De las Instituciones de Banca Múltiple que Tengan
Vínculos de Negocio o Patrimoniales con Personas
Morales que Realicen Actividades Empresariales

Artículo 45-O. Las instituciones de banca múltiple que
mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con perso-
nas morales que realicen actividades empresariales, se re-
girán por lo previsto en el presente capítulo y las demás
disposiciones contenidas en esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones contenidas en
este capítulo no serán aplicables a

I. Instituciones de banca múltiple que formen parte de
un grupo financiero constituido en términos de la Ley
para Regular las Agrupaciones Financieras, respecto de
las sociedades integrantes del grupo financiero y sus
subsidiarias, incluyendo a la sociedad controladora; y

II. Instituciones de banca múltiple que no sean integran-
tes de un grupo financiero respecto de las entidades fi-
nancieras reguladas por las leyes financieras vigentes
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que pertenezcan al mismo grupo empresarial o consor-
cio al que pertenezca la institución de banca múltiple.

Artículo 45-P. Para los efectos de este capítulo, se enten-
derá por consorcio, control, directivo relevante, grupo de
personas, grupo empresarial y poder de mando lo señalado
en el artículo 22 Bis de esta ley. Adicionalmente, por

I. Actividad empresarial, la señalada en el artículo 16
del Código Fiscal de la Federación. Quedarán excluidas
las actividades habituales y profesionales de crédito que
en un ejercicio representen la proporción de activos cre-
diticios o ingresos asociados a dicha actividad, confor-
me a lo señalado en el artículo 8 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta.

II. Influencia significativa, la titularidad de derechos
que permitan, directa o indirectamente ejercer el voto
respecto de cuando menos el veinte por ciento del capi-
tal social de una persona moral.

III. Vínculo de negocio, el que derive de la celebración
de convenios de inversión en el capital de otras perso-
nas morales, en virtud de los cuales se obtenga influen-
cia significativa, quedando incluidos cualquier otro tipo
de actos jurídicos que produzcan efectos similares a ta-
les convenios de inversión.

IV. Vínculo patrimonial, el que derive de la pertenencia
por parte de la institución de banca múltiple a un con-
sorcio o grupo empresarial, al que también pertenezca la
persona moral.

Artículo 45-Q. Las instituciones de banca múltiple que
mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con perso-
nas morales que realicen actividades empresariales debe-
rán ajustarse a lo siguiente:

I. Adoptar las medidas de control interno y contar con
sistemas informáticos y de contabilidad que aseguren su
independencia operativa respecto a cualquiera de los de-
más integrantes del consorcio o grupo empresarial a que
pertenezcan, o bien, de sus asociados.

II. Contar con instalaciones que aseguren la indepen-
dencia de los espacios físicos de sus oficinas adminis-
trativas con respecto a cualquiera de los demás inte-
grantes del consorcio o grupo empresarial al que
pertenezcan, o bien, de sus asociados. Sin perjuicio de
lo anterior, los espacios físicos habilitados para la aten-

ción al público, tales como sucursales, podrán ubicarse
en un mismo inmueble, siempre que el acceso al área in-
terna de trabajo en la sucursal, se permita únicamente al
personal de la institución.

Artículo 45-R. Los accionistas de las instituciones de ban-
ca múltiple a que se refiere este capítulo designarán a los
miembros del consejo de administración.

La mayoría de los consejeros podrán estar vinculados con
la persona o grupo de personas que tengan el control del
consorcio o grupo empresarial que realice actividades em-
presariales y mantenga vínculos de negocio o patrimonia-
les con la institución de banca múltiple. La mencionada
mayoría se establecerá con las siguientes personas:

A) Las que tengan algún vínculo con el consorcio o grupo
empresarial controlado por la persona o grupo de personas
de referencia, esto es

I. Personas físicas que tengan cualquier empleo, cargo o
comisión por virtud del cual puedan adoptar decisiones
que trasciendan de forma significativa en la situación
administrativa, financiera, operacional o jurídica de la
persona moral, o del consorcio o grupo empresarial al
que ésta pertenezca. Lo anterior será aplicable también
a las personas que hayan tenido dichos empleos, cargos
o comisiones, durante los doce meses anteriores a la fe-
cha del nombramiento o de la sesión correspondiente.

II. Personas físicas que tengan influencia significativa o
poder de mando en el consorcio o grupo empresarial a
que pertenezca la institución.

III. Clientes, prestadores de servicios, proveedores, deu-
dores, acreedores, socios, consejeros o empleados de
una persona moral que realice actividades empresariales
que sea cliente, prestador de servicios, proveedor, deu-
dor o acreedor importante de la persona moral.

Se considera que un cliente, prestador de servicios o
proveedor es importante cuando las ventas de la socie-
dad representen más de diez por ciento de las ventas to-
tales del cliente, del prestador de servicios o del prove-
edor, durante los doce meses anteriores a la fecha del
nombramiento o de la sesión correspondiente. Asimis-
mo, se considera que un deudor o acreedor es importan-
te, cuando el importe del crédito es mayor de quince por
ciento de los activos de la propia sociedad o de su con-
traparte.
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IV. Personas que tengan parentesco por consanguinidad,
afinidad o civil hasta el segundo grado, así como los
cónyuges, la concubina y el concubinario, de cualquie-
ra de las personas físicas referidas en las fracciones I a
III de este artículo.

B) Funcionarios de la institución de banca múltiple de que
se trate.

La mayoría a que se refiere este artículo sólo podrá ser for-
mada por una combinación de las personas físicas descritas
en los incisos A) y B) anteriores, de tal forma que las per-
sonas a que se refiere el inciso A) no sean mayoría.

Sin perjuicio de lo anterior, la integración del consejo de
administración deberá cumplir los porcentajes de conseje-
ros a que se refieren los artículos 22 y 23 de esta ley, así co-
mo las demás disposiciones establecidas en el presente or-
denamiento.

Las instituciones de banca múltiple no podrán designar co-
mo director general o como funcionarios o directivos que
ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, a
personas que ocupen un empleo, cargo o comisión de cual-
quier tipo, en alguno de los integrantes del consorcio o gru-
po empresarial al que pertenezca la institución o en perso-
nas morales que realicen actividades empresariales con las
cuales la institución mantenga vínculos de negocio. Lo se-
ñalado en este párrafo no será aplicable a los consejeros ni
a los secretarios del consejo de las instituciones de banca
múltiple.

Artículo 45-S. El consejo de administración de las institu-
ciones de banca múltiple, o bien, un comité que al afecto
establezca dicho órgano social, integrado por al menos un
consejero independiente, quien lo presidirá, deberá aprobar
la celebración de operaciones de cualquier naturaleza con
alguno de los integrantes del grupo empresarial o consor-
cio al que las instituciones pertenezcan, o con personas
morales que realicen actividades empresariales con las
cuales la institución mantenga vínculos de negocio.

La celebración de tales operaciones deberá pactarse en
condiciones de mercado. Adicionalmente, las operaciones
que por su importancia relativa sean significativas para la
institución de banca múltiple deberán celebrarse con base
en estudios de precios de transferencia, elaborado por un
experto de reconocido prestigio e independiente al grupo
empresarial o consorcio a que pertenezca la institución. La
información a que se refiere este párrafo deberá estar dis-

ponible en todo momento para la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores.

Las instituciones de banca múltiple deberán elaborar y en-
tregar a la comisión, durante el primer trimestre de cada
año, un estudio anual de los precios de transferencia utili-
zados para la celebración de las operaciones a que se refie-
re este artículo, llevadas a cabo durante el año calendario
inmediato anterior.

Cuando se realicen operaciones que impliquen una transfe-
rencia de riesgos con importancia relativa en el patrimonio
de la institución de banca múltiple de que se trate, por par-
te de algún integrante del consorcio o grupo empresarial al
que ésta pertenezca, el director general deberá elaborar un
informe al respecto y presentarlo a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores dentro de los veinte días hábiles si-
guientes a la fecha de celebración de dichas operaciones.

Artículo 46. …

I. a XIV. …

XV. …

Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones
consigo mismas en el cumplimiento de fideicomisos,
mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo
autorice mediante disposiciones de carácter general, en
las que se establezcan requisitos, términos y condicio-
nes que promuevan que las operaciones de referencia se
realicen en congruencia con las condiciones de mercado
al tiempo de su celebración, así como que se eviten con-
flictos de interés.

XVI. a XXIV. …

XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las
disposiciones técnicas y operativas que expida el Banco
de México, en las cuales se establezcan las característi-
cas de dichas operaciones, tales como tipos, plazos, con-
trapartes, subyacentes, garantías y formas de liquida-
ción;

XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero;

XXVI Bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio
de pago que determine el Banco de México, sujetándose
a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida,
en las cuales se establezcan entre otras características,
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las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propi-
ciar el uso de diversos medios de pago;

XXVII. Intervenir en la contratación de seguros, para lo
cual deberán cumplir lo establecido en la Ley General
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y
en las disposiciones de carácter general que de la misma
emanen; y

XXVIII. …

Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán re-
alizar las operaciones previstas en las fracciones anteriores
que estén expresamente consideradas en sus estatutos so-
ciales, previa aprobación de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores en términos de lo dispuesto en los artícu-
los 9o. y 46 Bis de la presente ley.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de México, den-
tro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su
competencia, deberán considerar las operaciones que las
instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar
conforme a lo previsto en los artículos 8o., 10 y 46 Bis de
esta ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha
regulación en aspectos tales como la infraestructura con
que deberán contar y la información que deberán propor-
cionar, entre otros.

Artículo 46 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores autorizará a las instituciones de banca múltiple el ini-
cio de operaciones o la realización de otras adicionales a
las que le hayan sido autorizadas, de entre las señaladas en
el artículo 46 de esta ley, cuando acrediten el cumplimien-
to de lo siguiente:

I. Que las operaciones de que se trate se encuentren ex-
presamente señaladas en sus estatutos sociales;

II. Que cuenten con el capital mínimo que les corres-
ponda conforme a lo establecido en el artículo 19 de es-
ta ley, en función de las operaciones que pretendan rea-
lizar;

III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la es-
tructura corporativa adecuados para realizar las opera-
ciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo
establecido en esta ley y en las disposiciones técnicas u
operativas de carácter general emitidas por la Comisión

Nacional Bancaria y de Valores tendentes a procurar el
buen funcionamiento de las instituciones;

IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles in-
ternos necesarios para realizar las operaciones que pre-
tendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos,
contables y de seguridad, oficinas, así como los manua-
les respectivos, conforme a las disposiciones aplicables;
y

V. Que se encuentren al corriente en el pago de las san-
ciones impuestas por incumplimiento de esta ley que
hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de
las observaciones y acciones correctivas que, en ejerci-
cio de sus funciones, hubieren dictado la citada comi-
sión y el Banco de México,

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las
visitas de inspección que considere necesarias a efecto de
verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren
las fracciones I a IV de este artículo. La comisión consul-
tará con el Banco de México el cumplimiento de las medi-
das y sanciones que éste hubiere impuestos en el ámbito de
su competencia.

La institución de que se trate deberá inscribir en el Regis-
tro Público de Comercio, para efectos declarativos, la au-
torización que se le haya otorgado para el inicio de opera-
ciones en términos del presente artículo, a más tardar a los
treinta días posteriores a que le haya sido notificada.

Artículo 46 Bis 1. Las instituciones de crédito podrán pac-
tar con terceros, incluyendo otras instituciones de crédito o
entidades financieras, la prestación de servicios necesarios
para su operación, así como comisiones para realizar las
operaciones previstas en el artículo 46 de esta ley, de con-
formidad con las disposiciones de carácter general que ex-
pida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno.

Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas debe-
rán realizarse a nombre y por cuenta de las instituciones de
crédito con las que celebren los actos jurídicos menciona-
dos en el primer párrafo de este artículo. Asimismo, los ins-
trumentos jurídicos que documenten las comisiones debe-
rán prever que las instituciones de crédito responderán por
las operaciones que los comisionistas celebren por cuenta
de dichas instituciones, aun cuando éstas se lleven a cabo
en términos distintos de los previstos en tales instrumentos
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jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se re-
fiere el primer párrafo de este artículo deberán contener:

I. Los lineamientos técnicos y operativos que deberán
observarse para la realización de tales operaciones, así
como para salvaguardar la confidencialidad de la infor-
mación de los usuarios del sistema bancario y proveer
que en la celebración de dichas operaciones se cumplan
las disposiciones aplicables;

II. Las características de las personas físicas o morales
que podrán ser contratadas por las instituciones como
terceros en términos del presente artículo. Tratándose de
entidades de la administración pública federal o estatal,
las reglas sólo podrán incluir las facultadas expresa-
mente por su ley o reglamento para prestar los servicios
o comisiones de que se trate;

III. Los requisitos respecto de los procesos operativos y
de control que las instituciones deberán exigir a los ter-
ceros contratados;

IV. El tipo de operaciones que podrán realizarse a través
de terceros, quedando facultada la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para señalar el tipo de operacio-
nes en que se requerirá su autorización previa;

V. Los contratos de prestación de servicios o comisiones
que celebren en términos de este artículo que la comi-
sión determine que deberán serle entregados por las ins-
tituciones de banca múltiple, así como la forma, condi-
ciones y plazos de dicha entrega;

VI. Los límites individuales y agregados aplicables a las
operaciones que podrán llevarse a cabo a través de ter-
ceros, tratándose de las operaciones a que se refieren las
fracciones I y II del artículo 46 de esta ley;

VII. Las políticas y procedimientos con que deberán
contar las instituciones de crédito para vigilar el desem-
peño de los terceros que sean contratados, así como el
cumplimiento de sus obligaciones contractuales, entre
las cuales deberá preverse la obligación de dichos terce-
ros de proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, y a los auditores externos de las institucio-
nes, a solicitud de éstas, los registros, la información y
el apoyo técnico relativos a los servicios prestados a la
institución; y

VIII. Las operaciones y servicios que las instituciones
no podrán pactar que los terceros les proporcionen en
forma exclusiva.

Lo dispuesto en el artículo 117 de esta ley será también
aplicable a los terceros a que se refiere el presente artículo,
así como los representantes, directivos y empleados de di-
chos terceros, aun cuando dejen de laborar o prestar sus
servicios a tales terceros.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo dere-
cho de audiencia que se otorgue a la institución de crédito,
podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o de-
finitiva, de la prestación de los servicios o comisiones a
través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las
disposiciones que se mencionan en este artículo o pueda
verse afectada la continuidad operativa de la institución de
crédito o en protección de los intereses del público. Lo an-
terior, salvo que la propia comisión apruebe un programa
de regularización que reúna los requisitos que al efecto se
establezcan en las disposiciones de carácter general referi-
das.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará di-
rectamente a las instituciones de crédito los requerimientos
de información y, en su caso, las observaciones y medidas
correctivas que deriven de la supervisión que realice con
motivo de las actividades que las instituciones lleven a ca-
bo a través de prestadores de servicios o comisionistas con-
forme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la
continuidad de los servicios que las instituciones propor-
cionan a sus clientes, la integridad de la información y el
apego a lo establecido en esta ley. Asimismo, la comisión
estará facultada, en todo momento, para efectuar actos de
supervisión, inspección y vigilancia respecto a los presta-
dores de servicios o comisionistas que las instituciones
contraten en términos de este artículo, así como practicar
inspecciones a los terceros que contraten las instituciones
de crédito respecto de las actividades contratadas, o bien,
ordenar a las instituciones realizar auditorías a dichos ter-
ceros, quedando obligada la propia institución a rendir un
informe a la comisión al respecto.

La comisión deberá especificar el objeto de las inspeccio-
nes o auditorías, las cuales deberán circunscribirse a la ma-
teria del servicio contratado y al cumplimiento de lo pre-
visto en esta ley y las disposiciones que de ella emanen. Al
efecto, las instituciones deberán pactar en los contratos me-
diante los cuales se formalice la prestación de estos servi-
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cios o comisiones, la estipulación expresa del tercero con-
tratado de que acepta apegarse a lo establecido en el pre-
sente artículo.

Las empresas a que se refiere el artículo 88 de la presente
ley, así como las entidades integrantes del grupo financie-
ro al que pertenezca la institución, incluyendo la sociedad
controladora y las subsidiarias del propio grupo financiero,
no estarán sujetas a lo dispuesto en el presente artículo. Sin
perjuicio de lo anterior, dichas empresas deberán sujetarse
a las disposiciones de carácter general que le sean aplica-
bles.

Artículo 46 Bis 2. La contratación de los servicios o co-
misiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta ley no
eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos,
delegados fiduciarios, empleados y demás personas que
ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la
obligación de observar lo establecido en el presente orde-
namiento legal y en las disposiciones de carácter general
que emanen de éste.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solici-
tar a los prestadores de los servicios o comisionistas a que
se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las
instituciones de crédito, información, incluyendo libros, re-
gistros y documentos, respecto de los servicios que les pro-
vean, así como realizar visitas de inspección y decretar las
medidas que las instituciones de crédito deberán observar
para asegurar la continuidad de los servicios que éstas pro-
porcionan a sus clientes, la integridad de la información y
el apego a lo establecido en esta ley.

Artículo 46 Bis 3. Las instituciones de crédito, al celebrar
operaciones en las que puedan resultar deudores de éstas
sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten
algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título ju-
rídico que las propias instituciones otorguen para la reali-
zación de las actividades que le son propias, deberán ajus-
tarse a lo siguiente:

I. Sólo podrán celebrar tales operaciones, cuando co-
rrespondan a prestaciones de carácter laboral otorgadas
de manera general; o

II. Cuando se trate de créditos denominados en moneda
nacional documentados en tarjetas de crédito; para la
adquisición de bienes de consumo duradero o destina-
dos a la vivienda, siempre que en cualquiera de los ca-

sos señalados se celebren en las mismas condiciones
que la institución de crédito tenga establecidas para el
público en general.

La restricción a que se refiere este artículo resulta igual-
mente aplicable a las operaciones que pretendan celebrar
las instituciones de crédito con el o los comisarios propie-
tarios o suplentes de la propia institución, así como los au-
ditores externos independientes.

Artículo 46 Bis 4. Las instituciones de crédito podrán
otorgar fianzas o cauciones sólo cuando no puedan ser
atendidas por las instituciones de fianzas en virtud de su
cuantía y previa autorización de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores. La autorización que expida la co-
misión sólo podrá aprobar garantías por cantidad determi-
nada y, siempre y cuando, las instituciones de crédito acre-
diten que exigieron contragarantía en efectivo o en valores
de los que puedan adquirir las instituciones de crédito con-
forme a esta ley.

Artículo 46 Bis 5. A las instituciones de crédito también
les está permitido:

I. Dar en garantía sus propiedades en los casos que au-
torice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
siempre y cuando ello coadyuve a la estabilidad de las
instituciones de crédito o del sistema bancario.

II. Dar en garantía, incluyendo prenda, prenda bursátil o
fideicomiso de garantía, efectivo, derechos de crédito a
su favor o los títulos o valores de su cartera, en opera-
ciones que se realicen con el Banco de México, con las
instituciones de banca de desarrollo, con el Instituto pa-
ra la Protección al Ahorro Bancario o los fideicomisos
públicos constituidos por el gobierno federal para el fo-
mento económico. El Banco de México, mediante dis-
posiciones de carácter general, podrá autorizar el otor-
gamiento de dichas garantías en términos distintos a los
antes señalados, para lo cual deberá establecer entre
otros aspectos, el tipo de operaciones por garantizar.

III. Pagar anticipadamente, en todo o en parte, obliga-
ciones a su cargo derivadas de depósitos bancarios de
dinero, préstamos o créditos, cuando lo autorice el Ban-
co de México mediante disposiciones de carácter gene-
ral, en las cuales se establezcan los requisitos, así como
los términos y condiciones conforme a los que procede-
rán los respectivos pagos anticipados.
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IV. Pagar anticipadamente operaciones de reporto cele-
bradas con el Banco de México, instituciones de crédi-
to, casas de bolsa, así como con las demás personas que
autorice el Banco de México mediante disposiciones de
carácter general, en las cuales se establezcan los requi-
sitos conforme a los cuales podrá realizarse el pago an-
ticipado de estas operaciones.

Artículo 46 Bis 6. Las órdenes, actos y operaciones reali-
zados a través de sistemas de pagos del exterior relativos a
la ejecución, procesamiento, compensación y liquidación
respecto de transferencias de recursos que sean solicitadas
o realizadas por instituciones de crédito participantes a fin
de que sean llevadas a cabo a través de dichos sistemas de
pagos que, de conformidad con la legislación sustantiva
aplicable en términos de las disposiciones que rijan el sis-
tema de pagos de que se trate, sean consideradas firmes,
irrevocables, exigibles u oponibles frente a terceros, ten-
drán dicho carácter en términos de la legislación mexicana.
Lo antes señalado también será aplicable a cualquier acto
que, en términos de las normas internas de dicho sistema
de pagos, se realice respecto a las referidas órdenes y ope-
raciones de transferencias de recursos.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, no se
considerarán las normas conflictuales del derecho que rija
al sistema de pagos del exterior, que hagan aplicables las
normas sustantivas mexicanas o de un tercer Estado.

Cualquier resolución judicial o administrativa, incluido el
embargo y otros actos de ejecución, así como las derivadas
de la aplicación de normas de naturaleza concursal o de
procedimientos que impliquen la liquidación o disolución
de una institución participante en los citados sistemas de
pagos del exterior, que tengan por objeto prohibir, suspen-
der o de cualquier forma limitar los pagos o transferencias
de recursos que las instituciones de crédito participantes re-
alicen o instruyan a través de los referidos sistemas, sólo
surtirá sus efectos y, por tanto, será obligatoria y ejecuta-
ble, a partir del día hábil bancario siguiente a aquel en que
sea notificada al administrador del sistema de pagos de que
se trate.

Al surtir efectos las notificaciones el día hábil bancario si-
guiente al día en que la notificación sea realizada conforme
a las disposiciones legales aplicables, dichas notificaciones
no impedirán que se efectúen a través de tales sistemas de
pagos el procesamiento, la compensación y la liquidación
de las órdenes ingresadas u operaciones realizadas en el

mismo con anterioridad a que surtan efectos dichas notifi-
caciones, ni afectará la firmeza de dichos actos.

En su caso, los recursos o bienes que reciba la institución
participante de que se trate, como contraprestación por el
cumplimiento de la operación respectiva, formarán parte
de su patrimonio a fin de que sean utilizados por el liqui-
dador o síndico, según corresponda, para pagar los pasivos
de la institución en el orden de pago establecido en el artí-
culo 122 Bis 24 de esta ley.

Las cuentas que los administradores de los sistemas de pa-
gos del exterior referidos en el primer párrafo del presente
artículo mantengan en el Banco de México serán inembar-
gables en los mismos términos de lo señalado en el segun-
do párrafo del artículo 15 de la Ley de Sistemas de Pagos.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los
acreedores, los órganos concursales o cualquier tercero con
interés jurídico podrán exigir de los participantes en los sis-
temas de pago, a través del ejercicio de las acciones lega-
les conducentes, las prestaciones, indemnizaciones y res-
ponsabilidades que procedan conforme a derecho.

Artículo 47. Las instituciones de banca de desarrollo rea-
lizarán, además de las señaladas en el artículo 46 de esta
ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención
del correspondiente sector de la economía nacional y el
cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean
propios, conforme a las modalidades y excepciones que, res-
pecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus le-
yes orgánicas. Por lo que corresponde a los sistemas de re-
gistro y contabilidad de las operaciones bancarias, no será
aplicable lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

…

…

…

Adicionalmente, las instituciones de banca de desarrollo,
para la realización de las operaciones y servicios bancarios
previstos en el artículo 46 de esta ley, sólo por excepción
otorgada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
podrán contratar los servicios de terceros o de otras institu-
ciones de crédito a que hace referencia el articulo 46 Bis 1
de este ordenamiento.
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Artículo 50. Las instituciones de crédito deberán mantener
un capital neto en relación con los riesgos de mercado, de
crédito y otros en que incurran en su operación, que no po-
drá ser inferior a la cantidad que resulte de sumar los re-
querimientos de capital por cada tipo de riesgo, en térmi-
nos de las disposiciones generales que establezca la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación
de su Junta de Gobierno, para las instituciones de banca
múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de
desarrollo, por el otro.

El capital neto, en su parte básica y complementaria, se de-
terminará conforme a lo que establezca la propia comisión
en las mencionadas disposiciones que deberán salvaguar-
dar la solvencia y estabilidad financiera de las instituciones
de crédito y proteger los intereses del público.

Al ejercer las atribuciones y expedir las disposiciones de
carácter general a que se refiere este artículo, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar la opinión
del Banco de México, así como tomar en cuenta los usos
bancarios internacionales respecto a la adecuada capitali-
zación de las instituciones de crédito, al tiempo que deter-
minará las clasificaciones de los activos, de las operaciones
causantes de pasivo contingente y otras operaciones, en
función de su riesgo, determinando los porcentajes de pon-
deración que corresponda a los distintos grupos de activos
y operaciones resultantes de las referidas clasificaciones.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las dispo-
siciones generales a que se refiere el primer párrafo de es-
te artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del
índice de capitalización aplicable a las instituciones de cré-
dito.

…

…

…

Artículo 51. …

I. y II. …

En adición a los límites señalados en las fracciones I y II
anteriores, las citadas reglas podrán referirse a límites por
entidades o segmentos del mercado que representen una
concentración de riesgos de crédito, de mercado o incluso
de operación. Para este último caso, también podrán pre-

verse límites máximos para transacciones efectuadas con
una o más personas que formen parte de un consorcio o
grupo empresarial, y que impliquen la adquisición o el de-
recho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cual-
quier tipo, bajo cualquier título jurídico, incluso con moti-
vo de operaciones de fideicomiso.

Para efectos de este artículo, se entenderá por control, con-
sorcio y grupo empresarial lo establecido en el artículo 22
Bis de esta ley.

Artículo 52. Las instituciones de crédito podrán pactar la
celebración de sus operaciones y la prestación de servicios
con el público mediante el uso de equipos, medios electró-
nicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, sistemas au-
tomatizados de procesamiento de datos y redes de teleco-
municaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán
en los contratos respectivos las bases para determinar lo si-
guiente:

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;

II. Los medios de identificación del usuario y las res-
ponsabilidades correspondientes a su uso; y

III. Los medios por los que se hagan constar la creación,
transmisión, modificación o extinción de derechos y
obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de
que se trate.

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones
podrán suspender o cancelar el trámite de operaciones que
aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o me-
dios a que se refiere el primer párrafo de este artículo,
siempre que cuenten con elementos suficientes para presu-
mir que los medios de identificación pactados para tal efec-
to han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior tam-
bién resultará aplicable cuando las instituciones detecten
algún error en la instrucción respectiva.

Asimismo, las instituciones podrán acordar con su cliente-
la que, cuando ésta haya recibido recursos mediante algu-
no de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior
y aquéllas cuenten con elementos suficientes para presumir
que los medios de identificación pactados para tal efecto
han sido utilizados en forma indebida, podrán restringir
hasta por quince días hábiles la disposición de tales recur-
sos, a fin de llevar a cabo las investigaciones y las consul-
tas que sean necesarias con otras instituciones de crédito
relacionadas con la operación de que se trate. La institu-
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ción de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido has-
ta por diez días hábiles más, siempre que se haya dado vis-
ta a la autoridad competente sobre probables hechos ilíci-
tos cometidos en virtud de la operación respectiva.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las
instituciones así lo hayan acordado con su clientela, en los
casos en que, por motivo de las investigaciones antes refe-
ridas, tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue
abierta con información o documentación falsa, o bien, que
los medios de identificación pactados para la realización de
la operación de que se trate fueron utilizados en forma in-
debida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe
respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de
la que procedieron los recursos correspondientes.

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en
alguna de las cuentas que lleven a su clientela podrán car-
gar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el
propósito de corregir el error, siempre que así lo hayan pac-
tado con ella.

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las
instituciones deberán notificar al cliente respectivo la rea-
lización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a
cabo de conformidad con lo previsto en los mismos.

El uso de los medios de identificación que se establezcan
conforme a lo previsto por este artículo, en sustitución de
la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las le-
yes otorgan a los documentos correspondientes y, en con-
secuencia, tendrán el mismo valor probatorio.

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados
en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a las re-
glas de carácter general que emita la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades con
que cuenta el Banco de México para regular las operacio-
nes que efectúen las instituciones de crédito relacionadas
con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos
en términos de su ley.

Las instituciones de crédito podrán intercambiar informa-
ción en términos de las disposiciones de carácter general a
que se refiere el artículo 115 de esta ley, con el fin de for-
talecer las medidas para prevenir y detectar actos, omisio-
nes u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda,
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comi-
sión de los delitos en contra de su clientela o de la propia
institución.

El intercambio de información a que se refiere el párrafo
anterior no implicará trasgresión alguna a lo establecido en
el artículo 117 de esta ley.

Artículo 55. Las inversiones con cargo a la parte básica del
capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de
la presente ley, se sujetarán a los siguientes límites:

I. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica
del referido capital neto de la institución el importe de
las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o
en derechos reales que no sean de garantía, más el im-
porte de las inversiones en el capital de las sociedades a
que se refiere el artículo 88 de esta ley;

II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobilia-
rio e inmuebles no podrá exceder de diez por ciento de
la parte básica del propio capital neto de la institución.
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá au-
mentar temporalmente en casos individuales este por-
centaje, así como el señalado en la fracción que antece-
de, cuando a su juicio la cantidad resultante sea
insuficiente para el destino indicado; y

III. El importe total de inversiones en el capital de so-
ciedades a que se refiere el artículo 89 de esta ley no po-
drá exceder del menor de los siguientes montos:

a) El equivalente a cincuenta por ciento de la parte
básica del capital neto de la institución; o

b) El excedente de la parte básica del capital neto de
la institución sobre el capital mínimo.

La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones
I y II de este artículo, el monto de las operaciones que ex-
ceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos,
y el valor estimado de los bienes, derechos y títulos que re-
ciban en pago de adeudos o por adjudicación en remate
dentro de los juicios relacionados con créditos a su favor
no podrá exceder de la parte básica del capital neto de la
institución, señalado en el artículo 50 de la presente ley.

Asimismo, las instituciones de crédito que reciban bienes,
derechos y títulos en pago de adeudos o por adjudicaciones
en remate dentro de los juicios relacionados con créditos a
su favor, que no deban conservar en su activo, deberán re-
alizar el registro contable y la estimación máxima de valor
que la propia comisión establezca para estos supuestos al
amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta ley.
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Artículo 57. Los clientes de las instituciones de crédito
que mantengan cuentas de depósito o de inversión a las que
se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta ley
podrán autorizar a terceros para que hagan disposiciones de
efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las institu-
ciones deberán contar con la autorización del titular o titu-
lares de la cuenta.

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito po-
drán domiciliar el pago de bienes y servicios en las cuentas
de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I
del artículo 46 de esta ley. Los clientes podrán autorizar los
cargos directamente a la institución de crédito o a los pro-
veedores de los bienes o servicios.

Las instituciones de crédito podrán cargar a las menciona-
das cuentas los importes correspondientes siempre y cuan-
do

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la
cuenta de que se trate; o

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos
por medio del proveedor y éste, a través de la institución
de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo,
instruya a la institución de crédito que mantenga el de-
pósito correspondiente a realizar los cargos. En este ca-
so, la autorización podrá quedar en poder del proveedor.

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un car-
go de los previstos en el segundo párrafo de este artículo
deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que
al efecto establezca el Banco de México mediante disposi-
ciones de carácter general.

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones
mencionadas en el párrafo anterior, cuando una misma ins-
titución lleve las cuentas del depositante que objetó el car-
go y del proveedor, deberá abonar en la primera el impor-
te total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar
tal importe a la cuenta que lleve al proveedor. Cuando las
aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distin-
tas, la institución que lleve la cuenta del proveedor deberá
devolver los recursos correspondientes a la institución que
lleve la cuenta al depositante para que los abone a ésta y,
posteriormente, la institución que lleve la cuenta al prove-
edor podrá cargar a ella el importe correspondiente.

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a
que se refiere este artículo, las instituciones de crédito de-

berán pactar con los proveedores el procedimiento para
efectuar los cargos a que se refiere el párrafo anterior.

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la
cancelación de la domiciliación a la institución de crédito
que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la auto-
rización de los cargos correspondientes. La citada cancela-
ción surtirá en el plazo que establezca el Banco de México
en las disposiciones de carácter general a que se refiere el
presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días
hábiles bancarios siguientes a aquel en que la institución de
crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá
rechazar cualquier nuevo cargo en favor del proveedor.

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que
se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por escrito
con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, óp-
ticos o de cualquier otra tecnología que previamente con-
vengan las partes.

Artículo 58. Las condiciones generales que se establezcan
respecto a los depósitos a la vista, retirables en días prees-
tablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la insti-
tución conforme a las disposiciones aplicables, mediante
aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a
través de publicaciones en periódicos de amplia circula-
ción. Tratándose de incrementos al importe de las comisio-
nes, así como de nuevas comisiones que pretendan cobrar,
se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y
Ordenamiento de los Servicios Financieros.

…

Artículo 59. …

Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de meno-
res de edad, sin perjuicio de que, con base en la legislación
común, los menores de edad puedan celebrar otros depósi-
tos bancarios de dinero. En todos los casos, las disposicio-
nes de fondos sólo podrán ser hechas por los representan-
tes del titular.

Artículo 60. …

…

Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el
cumplimiento de las órdenes de embargo o de liberación de
embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o
administrativas correspondientes.
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Artículo 61. El principal y los intereses de los instrumen-
tos de captación que no tengan fecha de vencimiento, o
bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así
como las transferencias o las inversiones vencidas y no re-
clamadas, que en el transcurso de tres años no hayan teni-
do movimiento por depósitos o retiros y, después de que se
haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que
conste en el expediente respectivo, con noventa días de an-
telación, deberán ser abonados en una cuenta global que
llevará cada institución para esos efectos. Respecto a lo an-
terior, no se considerarán movimientos los cobros de comi-
siones que realicen las instituciones de crédito.

Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los
recursos de los instrumentos bancarios de captación se en-
cuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a
partir de su inclusión en la cuenta global. Los recursos
aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés
mensual equivalente al aumento en el índice nacional de
precios al consumidor en el periodo respectivo.

Cuando el depositante o inversionista se presente para rea-
lizar un depósito o retiro, o reclamar la transferencia o in-
versión, la institución deberá retirar de la cuenta global el
importe total, a efecto de abonarlo a la cuenta respectiva o
entregárselo. 

Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y
sus intereses a que se refiere este artículo, sin movimiento
en el transcurso de tres años contados a partir de que estos
últimos se depositen en la cuenta global, cuyo importe no
exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal, pres-
cribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública.
Las instituciones estarán obligadas a enterar los recursos
correspondientes a la beneficencia pública dentro de un
plazo máximo de quince días contados a partir del 31 de di-
ciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en
este párrafo.

Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores sobre el cumplimien-
to del presente artículo dentro de los dos primeros meses de
cada año. 

Artículo 65. Para el otorgamiento de sus créditos, las ins-
tituciones de crédito deberán estimar la viabilidad de pago
de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes,
valiéndose para ello de un análisis a partir de información
cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solven-

cia crediticia y la capacidad de pago en el plazo previsto
del crédito. Lo anterior, deberá observarse sin menoscabo
de considerar el valor monetario de las garantías que se hu-
bieren ofrecido.

De igual manera, las modificaciones a los contratos de cré-
dito que las instituciones acuerden con sus acreditados, por
convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en
análisis de viabilidad de pago, a partir de información
cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo ante-
rior.

Cuando se presenten o se presuman circunstancias finan-
cieras adversas o diferentes de aquellas consideradas en el
momento del análisis original, que le impiden al acredita-
do hacer frente a sus compromisos adquiridos en tiempo y
forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación,
las instituciones de crédito deberán basarse en análisis
cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la
viabilidad de la reestructura que se acuerde.  En estos casos,
las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones ne-
cesarias para la obtención de pagos parciales o garantías adi-
cionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructu-
ra, además de la modificación de condiciones originales, se
requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un
estudio que soporte la viabilidad de pago del adeudo agre-
gado bajo las nuevas condiciones.

En todos los casos deberá existir constancia de que los pro-
cedimientos de crédito se ajustaron a las políticas y linea-
mientos que la propia institución de crédito  hubiere esta-
blecido en los manuales que normen su proceso crediticio.
En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los
procedimientos relativos a crédito y operaciones con ins-
trumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así
como las aplicables a las contrapartes.

Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente
artículo, las instituciones de crédito se ajustarán a las dis-
posiciones de carácter prudencial que, en materia de crédi-
to y administración de riesgos, expida la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores para procurar la solvencia de las
instituciones de crédito y proteger los intereses del público.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que
las instituciones de crédito observen debidamente lo dis-
puesto en el presente artículo.

Artículo 66. …
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I. a IV. …

V.  Podrá exceder del cincuenta por ciento la parte de los
créditos refaccionarios que se destine a cubrir los pasi-
vos a que se refiere el párrafo segundo el artículo 323 de
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, só-
lo en los casos que la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores autorice a la institución de crédito para ello,
siempre que se acredite el cumplimiento de los requisi-
tos señalados en el artículo 65 de esta ley.

Artículo 71. Las instituciones de crédito, al emitir las car-
tas de crédito a que se refieren las fracciones VIII y XIV
del artículo 46 de esta ley, se sujetarán a lo señalado en es-
te artículo y, de manera supletoria, a los usos y prácticas
que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas,
sin que resulte aplicable para esta operación lo dispuesto en
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en ma-
teria de cartas de crédito. 

Para efectos de esta ley, se entenderá por carta de crédito al
instrumento por virtud del cual una institución de crédito se
obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por
cuenta de su cliente, directamente o a través de un banco
corresponsal, una suma de dinero determinada o determi-
nable a favor del beneficiario, contra la presentación de los
documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los
términos y condiciones previstos en la propia carta de cré-
dito.

Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las institucio-
nes de crédito con base en el otorgamiento de créditos o
previa recepción de su importe como prestación de un ser-
vicio. En ambos casos, los documentos con base en los
cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito de-
berán contener, al menos, los términos y condiciones para
el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago
de principal, accesorios, gastos y comisiones, así como la
devolución de las cantidades no utilizadas.

Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pa-
go de la institución de crédito emisora será independiente
de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su
cliente. Las cartas de crédito deberán establecer un plazo
de vigencia determinado o determinable. 

Las cartas de crédito irrevocables sólo podrán ser modifi-
cadas o canceladas con la aceptación expresa de la institu-
ción emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institu-
ción confirmadora.

Para efectos del presente artículo, se entenderá por confir-
mación el compromiso expreso de pago que asume una ins-
titución de crédito respecto de una carta de crédito emitida
por otra, a petición de esta última. La confirmación de la
carta de crédito que realice una institución de crédito im-
plicará para ella una obligación directa de pago frente al
beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y
condiciones previstos en la propia carta de crédito. Dicha
obligación de pago es independiente de los derechos y obli-
gaciones que existan entre la institución de crédito que re-
aliza la confirmación y la institución emisora.

Las instituciones de crédito no serán responsables por:

I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto
que motive la emisión de la carta de crédito;

II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier
documento presentado al amparo de la carta de crédito;

III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terce-
ros son designados por la institución de crédito emisora,
incluyendo a bancos que actúen como corresponsales;

IV. La calidad, cantidad, peso, valor o cualquier otra ca-
racterística de las mercancías o servicios descritos en
los documentos;

V. El retraso o extravío en los medios de envío o de co-
municación; y

VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor.

Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán
ser comerciales, así como de garantía o contingentes.

Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario
hacer exigible el pago de una obligación derivada de una
operación de comercio, contra la presentación de los docu-
mentos en ellas previstos y de conformidad con sus térmi-
nos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones “cré-
dito documentario”, “crédito comercial documentario” y
“crédito comercial”, se entenderá que se refieren a las car-
tas de crédito comerciales previstas en este párrafo. 

Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artí-
culo 106 de esta ley, las instituciones emisoras o confirma-
doras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su car-
go provenientes de cartas de crédito comerciales a plazo y,
en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación
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con tales cartas de crédito, cuando los documentos presen-
tados por el beneficiario cumplan con los términos y con-
diciones previstos en dichas cartas de crédito. Lo anterior
no modifica las obligaciones del cliente con la institución
emisora.

Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan
el pago de una suma determinada o determinable de dine-
ro, a la presentación del requerimiento de pago y demás
documentos previstos en ellas, siempre y cuando  se cum-
plan los requisitos estipulados.

Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias re-
lacionadas con las cartas de crédito se sujetará a la juris-
dicción de los tribunales competentes del lugar donde se
emitan. No obstante lo anterior, la obligación de pago deri-
vada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en
contrario, será exigible ante los tribunales competentes del
lugar donde se efectúe la confirmación. 

Artículo 72 Bis. Los clientes de las instituciones de crédi-
to que tengan celebrados contratos de apertura de crédito
en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del
artículo 46 de esta ley, podrán autorizar a dichas institucio-
nes o a proveedores que se realice el pago de bienes y ser-
vicios con cargo a la cuenta que corresponda a dicho con-
trato.

Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las
mencionadas cuentas los importes correspondientes, siem-
pre y cuando:

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la
cuenta de que se trate, o

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos
por medio del proveedor y éste, a través de la institución
de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo,
instruya a la institución de crédito que mantenga la
cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este ca-
so, la autorización podrá quedar en poder del proveedor.

El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá
seguir el procedimiento que, al efecto, establezca el Banco
de México mediante disposiciones de carácter general. Pre-
vio a la prestación de los servicios de domiciliación a que
se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán
pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar-
les dichos cargos.

En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la insti-
tución de crédito la cancelación de la autorización a que se
refiere el presente artículo, independientemente de quién la
conserve. La citada cancelación surtirá efectos en el plazo
que establezca el Banco de México en las disposiciones de
carácter general a que se refiere el párrafo anterior, el cual
no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios si-
guientes a aquél en que la institución de crédito la reciba,
por lo que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cual-
quier nuevo cargo a favor del proveedor.

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que
se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por escrito
con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, óp-
ticos o de cualquier otra tecnología que previamente con-
vengan las partes.

Artículo 73. …

Para efectos de esta ley, se entenderá como operaciones con
personas relacionadas aquéllas en las que resulten o puedan
resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple,
cuando se trate, entre otras, de operaciones de depósito u
otras disponibilidades o de préstamo, crédito o descuento,
otorgadas en forma revocable o irrevocable y documentadas
mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, re-
novación o modificación, quedando incluidas las posicio-
nes netas a favor de la institución por operaciones deriva-
das y las inversiones en valores distintos a acciones. Serán
personas relacionadas las que se indican a continuación:

I. a IV. …

V. … 

La participación indirecta de las instituciones de banca
múltiple y de las sociedades controladoras a través de
los inversionistas institucionales que prevé el artículo
15 de esta ley no computarán para considerar a la em-
presa emisora como relacionada; 

VI. Las personas morales en las que los funcionarios de
las instituciones sean consejeros o administradores u
ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárqui-
cos en dichas personas morales; y

VII. Las personas morales en las que cualquiera de las
personas señaladas en las fracciones anteriores, así co-
mo las personas a las que se refiere la fracción VI del ar-
tículo 106 de este ordenamiento, posean directa o indi-
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rectamente el control del diez por ciento o más de los tí-
tulos representativos del capital de dichas personas mo-
rales, o bien, en las que tengan poder de mando.

Asimismo, se considerará una operación con personas re-
lacionadas aquélla que se realice a través de cualquier per-
sona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago
de dicha operación dependa de una de las personas relacio-
nadas a que se refiere este artículo.

…

…

Artículo 73 Bis. …

…

…

…

…

El citado comité deberá presentar un informe de su gestión
al consejo de administración con la periodicidad que éste le
indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días.

La suma total de las operaciones con personas relacionadas
no podrá exceder del cincuenta por ciento de la parte bási-
ca del capital neto de la institución, señalado en el artículo
50 de la presente ley. Tratándose de préstamos o créditos
revocables, computará para este límite únicamente la parte
dispuesta.

…

…

…

…

...

a) El gobierno federal y el Instituto para la Protección al
Ahorro Bancario;

b)  Las empresas de servicios complementarios o auxilia-
res de la banca, a que se refiere el artículo 88 de esta ley;

c) …

d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en
el artículo 73, que se aprueben utilizando los mismos
parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por
un monto que no exceda del equivalente a 400 mil uni-
dades de inversión por persona; y

e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía
derechos de crédito o valores cuyo obligado sea alguna
de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta ley,
hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, siempre y
cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea
independiente a la garantía otorgada.

Artículo 73 Bis 1. ...

a) a c) ... 

d) Poder de mando. Al supuesto que actualice una per-
sona física acorde con lo establecido en el artículo 22
Bis de esta ley.

Artículo 75. Las instituciones de banca múltiple, así como
las de banca de desarrollo que estén facultadas para ello en
sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones,
adquirir obligaciones de compra o de venta de títulos re-
presentativos del capital o realizar aportaciones futuras de
capital de sociedades distintas a las señaladas en los artícu-
los 88 y 89 de esta ley, conforme a las bases siguientes:

I.  Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emi-
sora;

II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital
pagado de la emisora, durante un plazo que no exceda
de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los conse-
jeros de la serie “O” o “F”, según corresponda y, en su
caso, de la mayoría de los de la serie “B”. La Comisión
Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar el plazo a
que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza
y situación de la empresa de que se trate; y 

III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de
empresas que desarrollen proyectos nuevos de larga madu-
ración o realicen actividades susceptibles de fomento, pre-
via autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, quien la otorgará o negará discrecionalmente, des-
pués de escuchar la opinión del Banco de México. Dicha
comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de te-
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nencia de las acciones, de acuerdo con la naturaleza y fi-
nalidades de las propias empresas. Cuando la institución
mantenga el control de las empresas citadas y, a su vez, és-
tas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán
sujetarse a lo dispuesto en esta fracción y computarán co-
mo si fueran realizadas por la institución, para efectos del
límite a que se refiere el antepenúltimo párrafo de este ar-
tículo.

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de
desarrollo referidas en el párrafo primero de este artículo se
efectúen respecto de empresas que realicen actividades
susceptibles de fomento, la autorización corresponderá a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá
las facultades que, al respecto, este artículo otorga a la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo
previsto en este párrafo, la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público determinará qué actividades son de fomento, de
conformidad con el objeto asignado a cada una de las ins-
tituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes
orgánicas.

Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a
que se refiere este artículo de conformidad con las bases
previstas en el artículo 51 de esta ley y, en todo caso, de-
berán observar los límites que propicien la dispersión de
riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un
mayor número de proyectos. Asimismo, dichas inversiones
quedarán sujetas a las medidas prudenciales  y disposicio-
nes de carácter general que dicte la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que,
en lo particular, determine la propia comisión o la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su com-
petencia conforme a este artículo, para las instituciones
respectivas.

El importe total de las inversiones que cada institución re-
alice con base en el presente artículo no excederá del trein-
ta por ciento para las inversiones que se realicen en accio-
nes cotizadas en bolsas de valores reconocidas por las
autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción
I del presente artículo; ni del treinta por ciento para las in-
versiones que se realicen en acciones no cotizadas en las
citadas bolsas de valores, con base en la fracción I del pre-
sente artículo, así como las realizadas conforme a las frac-
ciones II y III anteriores; ambos porcentajes de la parte bá-
sica del capital neto señalado en el artículo 50 de la
presente ley. Para efecto del límite en las inversiones u
obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bol-
sas de valores, de las contenidas en la fracción I de este ar-

tículo, éste se calculará conforme a las disposiciones de ca-
rácter general a que se refiere el párrafo anterior, las cuales
podrán prever los casos en los que se consideren las posi-
ciones netas.

Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capita-
lización de pasivos provenientes de personas distintas a las
que se refiere el artículo 73 de esta ley no computarán pa-
ra determinar el importe total de las inversiones durante los
primeros tres años posteriores a que se haya realizado la
operación correspondiente.

En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán
realizar inversiones en títulos representativos del capital de
sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas
en la propia institución o en la sociedad controladora de és-
ta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones
en títulos representativos del capital de sociedades contro-
ladas por dichos accionistas o que los controlen.

Artículo 76. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
después de escuchar la opinión del Banco de México, de-
terminará mediante disposiciones técnicas y operativas de
carácter general, las bases para la calificación de la cartera
de créditos de las instituciones de crédito, la documenta-
ción e información que éstas recabarán para el otorgamien-
to, renovación y, durante la vigencia de créditos de cual-
quier naturaleza, con o sin garantía real, los requisitos que
dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con
que deba obtenerse, así como la integración de las reservas
preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de
calificación, buscando asegurar la solvencia y estabilidad
de las instituciones y la confiabilidad de su información fi-
nanciera. 

Artículo 81. Las operaciones con valores que realicen las
instituciones de crédito en cumplimiento de fideicomisos,
mandatos, comisiones y contratos de administración, se re-
alizarán en términos de las disposiciones de esta ley y de la
Ley del Mercado de Valores, así como de conformidad con
las reglas generales que, en su caso, emita el Banco de Mé-
xico oyendo la opinión de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores, con el objeto de procurar el desarrollo orde-
nado del mercado de valores.

Las instituciones de crédito, con sujeción a las disposicio-
nes de carácter general que expida el Banco de México, po-
drán realizar operaciones de reporto y préstamo de valores
por cuenta de terceros, sin la intermediación de casas de
bolsa. En dichas disposiciones se deberá establecer, entre
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otros aspectos, sus características, las contrapartes autori-
zadas, los valores objeto de estas operaciones, los plazos,
la forma de liquidación, así como las garantías que, en su
caso, podrán otorgarse.

Artículo 84. ...

Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabi-
lidad de las instituciones de crédito y para pedir la remo-
ción corresponderá al fideicomisario o los fideicomisarios
o a sus representantes legales, en cualquier caso, en la me-
dida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio
Público, sin perjuicio de que el fideicomitente pueda reser-
varse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las mo-
dificaciones del mismo, el derecho para ejercitar esta ac-
ción.

En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en
el párrafo final del artículo 385 de la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito.

Artículo 85 Bis 1. La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, se-
gún corresponda, podrán suspender, por un periodo no me-
nor a ciento ochenta días, la contratación de nuevas opera-
ciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean
condenadas a pagar en más de una ocasión las indemniza-
ciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito. 

Artículo 87. Las instituciones de banca múltiple deberán
insertar en una publicación periódica de amplia circulación
regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al
público que contenga la información relativa a la reubica-
ción o clausura de las sucursales respectivas, con una anti-
cipación de quince días a la fecha en que se tenga progra-
mada.

Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para el es-
tablecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier
clase de oficinas en el extranjero, así como para la cesión
del activo o pasivo de sus sucursales.

…

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la
opinión del Banco de México y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el pá-
rrafo precedente.

Artículo 88. Las instituciones de banca múltiple, así como
las de banca de desarrollo que estén facultadas para ello en
sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para invertir
en títulos representativos del capital social de empresas que
les presten servicios complementarios o auxiliares en su
administración o en la realización de su objeto, así como de
sociedades inmobiliarias que sean propietarias o adminis-
tradoras de bienes destinados a sus oficinas.

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de
desarrollo referidas en el párrafo que antecede se efectúen
respecto de empresas que les presten servicios comple-
mentarios o auxiliares en la realización de su objeto, la au-
torización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público.

Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen
las instituciones de crédito conforme al presente artículo se
sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, las cuales tendrán como fina-
lidad primordial permitir la supervisión del desempeño y si-
tuación de las instituciones, así como a la inspección y
vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las
cuotas de inspección y vigilancia correspondientes.

Artículo 89. Se requerirá autorización de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las
de banca de desarrollo que estén facultadas para ello en sus
respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirecta-
mente, en títulos representativos del capital social de enti-
dades financieras del exterior.

Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, direc-
ta o indirectamente, de acciones con derecho a voto de en-
tidades financieras del exterior que representen, por lo me-
nos, el cincuenta y uno por ciento del capital pagado, tenga
el control de las asambleas generales de accionistas, esté en
posibilidad de nombrar a la mayoría de los miembros del
consejo de administración o sus equivalentes o, por cual-
quier otro medio, controle a las mencionadas entidades, la
institución de crédito correspondiente deberá proveer lo
necesario para que la entidad financiera de que se trate re-
alice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen
las autoridades financieras mexicanas.

Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de es-
te artículo podrán invertir en el capital social de sociedades
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de inversión, sociedades operadoras de éstas, administra-
doras de fondos para el retiro, sociedades de inversión es-
pecializadas de fondos para el retiro y sociedades financie-
ras de objeto múltiple, sin que, respecto de aquellas
instituciones que formen parte de grupos financieros, re-
sulten aplicables los límites a que se refiere el artículo 31
de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así
como en el de sociedades de información crediticia en los
términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando di-
chas instituciones no formen parte de grupos financieros,
podrán invertir en el capital social de organizaciones auxi-
liares del crédito e intermediarios financieros que no sean
instituciones de crédito, casas de bolsa, instituciones y so-
ciedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas,
previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores con aprobación de su Junta de Gobierno.

Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se
refiere este artículo deberán acompañarse del documento
que precise las políticas para resolver el probable conflicto
de interés que en la realización de sus operaciones con el
público pudieren presentarse.

Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el
tercer párrafo de este artículo en cuyo capital participen po-
drán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar
de manera conjunta y ofrecer servicios complementarios.

Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará la opi-
nión del Banco de México.

Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los
artículos 75 y 88 de esta ley, que realicen las instituciones
de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cu-
yo capital participe el gobierno federal, no computarán pa-
ra considerar a las emisoras como empresas de participa-
ción estatal, y no estarán sujetas a las disposiciones
aplicables a las entidades de la administración pública fe-
deral.

Artículo 90. …

…

Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo
dispuesto en los párrafos primero y segundo del artículo
2554 del Código Civil federal o de sus correlativos en los
estados de la república y el Distrito Federal comprenden la
facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de

crédito, aun cuando no se mencione expresamente dicha
facultad.

…

Los nombramientos del secretario y prosecretario del con-
sejo de administración o consejo directivo deberán otor-
garse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos
en el Registro Público de Comercio.

Artículo 90 Bis. Las instituciones de crédito, en la cele-
bración de operaciones con el público en general, deberán
utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcio-
narios y empleados que cuenten con conocimientos o ca-
pacidad técnica respecto de las características de las opera-
ciones que se ofrezcan o celebren. Las instituciones serán
responsables de proporcionar capacitación a su personal
para cumplir con lo anterior. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante
disposiciones de carácter general, podrá determinar, en
protección de los intereses del público ahorrador, las per-
sonas que, acorde con sus funciones, deberán acreditar la
calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satis-
factorio ante algún organismo autorregulatorio bancario.

Artículo 91. Las instituciones de crédito responderán di-
recta e ilimitadamente de los actos realizados por sus fun-
cionarios y empleados en el desempeño de sus funciones,
así como por los actos celebrados por quienes ostenten al-
gún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurí-
dico que aquéllas hubieren otorgado para la realización de
sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de
las responsabilidades civiles o penales en que dichas per-
sonas incurran en lo individual.

Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o
cualquier otro título jurídico otorgado por alguna institu-
ción de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obli-
gaciones que esta ley impone a los funcionarios y emplea-
dos que realicen actividades equivalentes, y les serán
aplicables las mismas disposiciones en materia de respon-
sabilidades que a éstos.

Artículo 92. ...

I. a IV. ...

...
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Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las institu-
ciones de crédito al amparo de un mandato o comisión en
términos del presente artículo deberán informar al cliente,
al momento de proporcionarle el servicio, que no están au-
torizadas por el gobierno federal ni por las propias institu-
ciones para asumir obligaciones a nombre y por cuenta de
estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni regu-
ladas por las autoridades financieras, lo cual deberá cons-
tar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en
cualquier otro documento en que conste la encomienda res-
pectiva. 

Las instituciones de crédito que establezcan relaciones o
vínculos de negocio, de hecho o de derecho, con algún ter-
cero para la recepción masiva de recursos, en efectivo o en
cheques, que impliquen la captación de recursos del públi-
co o pago de créditos a favor de las propias instituciones,
deberán celebrar con dichos terceros, un contrato de comi-
sión mercantil para que éstos actúen en todo momento
frente al público, como sus comisionistas conforme a lo se-
ñalado en el artículo 46 Bis 1 de esta ley.

Artículo 93. Las instituciones de crédito podrán ceder o
descontar su cartera crediticia con cualquier persona. 

Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia
que se celebren con el Banco de México, otras institucio-
nes de crédito, fideicomisos constituidos por el gobierno
federal para el fomento económico o fideicomisos que ten-
gan por objeto emitir valores, se llevarán a cabo sin res-
tricción alguna. 

Cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o
descuentos de cartera crediticia con personas distintas de
las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan respon-
der por la solvencia del deudor, otorgar financiamiento al
cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos
obligaciones o derechos que le permitan readquirir la car-
tera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa
autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad
financiera de las instituciones de crédito y la protección los
intereses del público. Asimismo, quienes se subroguen en
los derechos de dicha cartera, no podrán recibir financia-
miento de la propia institución de crédito, respecto de di-
cha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampo-
co esta institución podrá responder por la solvencia del
deudor.

...

I. y II. …

…

Artículo 94. Las instituciones de banca múltiple que de
cualquier forma acuerden con personas morales que reali-
cen actividades empresariales difundir publicidad en forma
conjunta al público en general a través de medios impresos,
auditivos, audiovisuales o electrónicos, deberán prever lo
necesario para que el contenido de dicha publicidad evite
generar confusión respecto de la independencia entre la
institución y la persona moral de que se trate, así como so-
bre el oferente y las responsabilidades de las partes en la
contratación de las operaciones y servicios financieros de
la citada institución.

Artículo 94 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores podrá emitir disposiciones de carácter general en las
que se definan las actividades que se aparten de las sanas
prácticas y usos comerciales en el ofrecimiento y presta-
ción de los servicios financieros de las instituciones de cré-
dito, buscando en todo momento la adecuada protección de
los intereses del público. 

Artículo 96. Las instituciones de crédito deberán estable-
cer medidas básicas de seguridad que incluyan la instala-
ción y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y
equipo indispensable, con objeto de contar con la debida
protección en las oficinas bancarias para el público, facto-
res y dependientes que las ocupen, así como del patrimonio
de la institución. Cuando las instituciones contraten a las
personas referidas en el artículo 46 Bis 1 de esta ley, con el
objeto de que éstas reciban recursos de sus clientes, en
efectivo o cheque, adicionalmente deberán asegurarse que
los establecimientos que al efecto utilicen dichas personas
para llevar a cabo tales operaciones en representación de
las propias instituciones, cuenten con las medidas básicas
de seguridad que se establezcan conforme a lo señalado en
el presente artículo. 

Para implementar lo señalado en el párrafo anterior, dichas
instituciones deberán contar con una unidad especializada.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar,
mediante reglas de carácter general, los lineamientos a que
se sujetarán las medidas básicas de seguridad que deberán
establecer las instituciones de crédito y los prestadores de
servicios o comisionistas que las instituciones contraten
para la recepción de recursos  de sus clientes, en efectivo o
cheque, en términos del artículo 46 Bis 1 de esta ley, y vi-

Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados166



gilará que las instituciones cumplan con las disposiciones
aplicables en la materia. 

No se permitirá la contratación de personal al amparo del
artículo 46 Bis 1 de esta ley, para realizar en el interior de
las sucursales de atención al público de las instituciones de
crédito, cualquiera de las operaciones a que se refiere el ar-
tículo 46 de este ordenamiento.  

Artículo 98 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores publicará en el Diario Oficial de la Federación las dis-
posiciones y reglas de carácter general que emita en ejerci-
cio de las facultades que esta u otras leyes le otorgan, así
como los actos administrativos que, en cumplimiento de
las leyes, deban publicarse en el mismo medio. 

Artículo 99. Todo acto o contrato que signifique variación
en el activo o en el pasivo de una institución de crédito o
implique obligación directa o contingente, deberá ser re-
gistrado en la contabilidad el mismo día en que se efectú-
en. La contabilidad, los libros y documentos correspon-
dientes y el plazo que deban ser conservados, se regirán
por las disposiciones de carácter general que dicte la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores tendientes a asegu-
rar la confiabilidad, oportunidad y transparencia de la in-
formación contable y financiera de las instituciones.

Artículo 100. ...

...

Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito
se encuentran obligadas a conservar la contabilidad, libros
y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de
esta ley y las disposiciones que haya emitido la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren
en la contabilidad de la institución harán fe, salvo prueba
en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de
los saldos resultantes de las operaciones a que se refieren
las fracciones I y II del artículo 46 de esta ley.

Artículo 101. La Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, mediante disposiciones de carácter general que procuren
la transparencia y confiabilidad de la información financiera
de las instituciones de crédito, señalará los requisitos a que
se sujetará la aprobación de los estados financieros por par-
te de los administradores de las instituciones de crédito; su
difusión a través de cualquier medio de comunicación, in-
cluyendo a los medios electrónicos, ópticos o de cualquier
otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajusta-

rá la revisión que de los mismos efectúe la propia comi-
sión.

La comisión establecerá, mediante disposiciones de carác-
ter general que faciliten la transparencia y confiabilidad de
la información financiera de las instituciones de crédito, la
forma y el contenido que deberán presentar los estados fi-
nancieros de las instituciones de crédito; de igual forma,
podrá ordena que los estados financieros se difundan con
las modificaciones pertinentes y en los plazos que el efec-
to establezca.

Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto
en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles, deberán publicar sus estados financieros en los
términos y medios que establezcan las disposiciones de ca-
rácter general a que se refiere el párrafo primero de esta ar-
tículo.

Los estados financieros anuales deberán estar dictamina-
dos por un auditor externo independiente, quien será de-
signado directamente por el consejo de administración de
la institución de que se trate.

La propia comisión, mediante disposiciones de carácter ge-
neral que procuren la transparencia y confiabilidad de la in-
formación financiera de las instituciones de crédito, podrá
establecer las características y requisitos que deberán cum-
plir los auditores externos independientes, determinar el
contenido de sus dictámenes y otros informes, dictar medi-
das para asegurar una adecuada alternancia de dichos audi-
tores en las instituciones de crédito, así como señalar la in-
formación que deberán revelar en sus dictámenes, acerca
de otros servicios, y en general, de las relaciones profesio-
nales o de negocios que presten o mantengan con las insti-
tuciones de crédito que auditen, o con empresas relaciona-
das.

Artículo 101 Bis. Las instituciones de crédito estarán obli-
gadas a poner a disposición del público en general la infor-
mación corporativa, financiera, administrativa, operacio-
nal, económica y jurídica que determine la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter
general que emita para tales efectos. Para dictar dichas re-
glas, la comisión deberá tomar en consideración la relevan-
cia de esa información para transparentar al público la sol-
vencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones.

Artículo 101 Bis 1. La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores contará con facultades de inspección y vigilancia,
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respecto de las personas morales que presten servicios de
auditoría externa en términos de esta ley, incluyendo los
socios o empleados de aquéllas que formen parte del equi-
po de auditoría, a fin de verificar el cumplimiento de esta
ley y la observancia de las disposiciones de carácter gene-
ral que de ella emanen. Para tal efecto, la citada comisión
podrá:

I. Requerir toda clase de información y documentación
relacionada con la prestación de este tipo de servicios;

II. Practicar visitas de inspección;

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes
y demás empleados de las personas morales que presten
servicios de auditoría externa; y

IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de au-
ditoría que deberán observar las personas morales que
presten servicios de auditoría externa al dictaminar o
emitir opiniones relativas a los estados financieros de
las instituciones de crédito.

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo
estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y prácticas
de auditoría que, en términos de esta ley, practiquen las
personas morales que presten servicios de auditoría exter-
na, así como sus socios o empleados.

Artículo 101 Bis 2. Las instituciones de crédito deberán
observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 Bis 3 de
esta ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la per-
sona moral que les proporcione los servicios de auditoría
externa, así como el auditor externo que suscriba el dicta-
men y otros informes correspondientes a los estados finan-
cieros.

Artículo 101 Bis 3. Los auditores externos que suscriban
el dictamen a los estados financieros en representación de
las personas morales que proporcionen los servicios de au-
ditoría externa deberán contar con honorabilidad en térmi-
nos del artículo 10, fracción II, de esta ley; reunir los re-
quisitos personales y profesionales que establezca la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante dispo-
siciones de carácter general, y ser socios de una persona
moral que preste servicios profesionales de auditoría de es-
tados financieros y que cumpla con los requisitos de con-
trol de calidad que al efecto establezca la propia comisión
en las citadas disposiciones.

Además, los citados auditores externos, la persona moral
de la cual sean socios y los socios o personas que formen
parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en nin-
guno de los supuestos de falta de independencia que al
efecto establezca la comisión, mediante disposiciones de
carácter general, en las que se consideren, entre otros as-
pectos, vínculos financieros o de dependencia económica,
prestación de servicios adicionales al de auditoría y plazos
máximos durante los cuales los auditores externos puedan
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones
de crédito.

Artículo 101 Bis 4. El auditor externo, así como la perso-
na moral de la cual sea socio, estarán obligados a conser-
var la documentación, información y demás elementos uti-
lizados para elaborar su dictamen, informe u opinión, por
un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se po-
drán utilizar medios automatizados o digitalizados.

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores los informes y
demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictá-
menes y conclusiones. Si durante la práctica o como resul-
tado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten
la liquidez, estabilidad o solvencia de alguna de las institu-
ciones de crédito a las que presten sus servicios de audito-
ría, deberán presentar al comité de auditoría, y en todo ca-
so a la comisión, un informe detallado sobre la situación
observada.

Las personas que proporcionen servicios de auditoría ex-
terna responderán por los daños y perjuicios que ocasionen
a la institución de crédito que los contrate, cuando:

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión
que proporcionen contenga vicios u omisiones que, en
razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del
análisis, evaluación o estudio que dio origen al dictamen
u opinión.

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión: 

a) Omitan información relevante de la que tengan co-
nocimiento, cuando deba contenerse en su dictamen
u opinión;

b) Incorporen información falsa o que induzca a
error, o bien, adecuen el resultado con el fin de apa-
rentar una situación distinta de la que corresponda a
la realidad;
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c) Recomienden la celebración de alguna operación,
optando dentro de las alternativas existentes, por
aquélla que genere efectos patrimoniales notoria-
mente perjudiciales para la institución; o

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una
determinada transacción se registre en contravención
de los criterios de contabilidad emitidos por la comi-
sión.

Artículo 101 Bis 5. Las personas a que se refiere el artícu-
lo 101 Bis 2 de esta ley no incurrirán en responsabilidad
por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los
servicios u opiniones que emitan, cuando actuando de bue-
na fe y sin dolo se actualice lo siguiente:

I. Rindan su dictamen u opinión con base en informa-
ción proporcionada por la persona a la que otorguen sus
servicios, y

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las nor-
mas, procedimientos y metodologías que deban ser apli-
cadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que
corresponda a su profesión u oficio.

Artículo 102. La Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res fijará las reglas para la estimación máxima de los acti-
vos de las instituciones de crédito y las reglas para la esti-
mación mínima de sus obligaciones y responsabilidades,
en aras de procurar la adecuada valuación de dichos con-
ceptos en la contabilidad de las instituciones de crédito.

Artículo 106. … 

I. Se deroga.

II. Se deroga.

III a V. …

VI. Se deroga.

VII. y VIII. …

IX. Se deroga.

X. y  XI. …

XII. Participar en sociedades que no sean de responsa-
bilidad limitada y explotar por su cuenta establecimien-

tos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin per-
juicio de la facultad de mantener en propiedad bonos,
obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empre-
sas conforme a lo previsto en esta ley. La Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores podrá autorizar mediante
disposiciones de carácter general, que continúen su ex-
plotación temporal, cuando las reciban en pago de crédi-
tos o para aseguramiento de los ya concertados, en cuyo
caso la institución de crédito de que se trate, deberá reali-
zar el registro contable y estimación máxima de valor que
la propia comisión establezca para estos casos al amparo
de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta ley.  

XIII. Se deroga.

XIV. …

XV. Se deroga.

XV Bis. Se deroga.

XV Bis 1 y XV Bis 2. …

XVI a XVIII. ...

XIX.  …

a) Se deroga.

b) a e) …

f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, man-
datos o comisiones destinados al otorgamiento de
créditos, en que la fiduciaria tenga la facultad discre-
cional, en el otorgamiento de los mismos para reali-
zar operaciones en virtud de las cuales resulten o
puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios;
los miembros del consejo de administración o conse-
jo directivo, según corresponda, tanto propietarios
como suplentes, estén o no en funciones; los emple-
ados y funcionarios de la institución; los comisarios
propietarios o suplentes, estén o no en funciones; los
auditores externos de la institución; los miembros del
comité técnico del fideicomiso respectivo; los ascen-
dientes o descendientes en primer grado o cónyuges
de las personas citadas, las sociedades en cuyas
asambleas tengan mayoría dichas personas o las mis-
mas instituciones, asimismo aquellas personas que el
Banco de México determine mediante disposiciones
de carácter general, y
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g) …

XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la co-
mercialización de productos o servicios, la información
que obtengan con motivo de la celebración de operacio-
nes con sus clientes, salvo que cuenten con el consenti-
miento expreso del cliente respectivo, el cual deberá
constar en una sección especial dentro de la documenta-
ción que deba firmar el cliente para contratar una opera-
ción o servicio con una institución de crédito, y siempre
que la firma autógrafa de aquél, relativa al texto de di-
cho consentimiento, sea adicional a la normalmente re-
querida por la institución para la celebración de la ope-
ración o servicio solicitado. En ningún caso, el
otorgamiento de dicho consentimiento será condición
para la contratación de dicha operación o servicio, y

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo
establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de esta
ley.

Penúltimo párrafo. Se deroga.

Último párrafo. Se deroga.

Artículo 106 Bis. Los actos jurídicos que se celebren en
contravención a lo establecido en esta ley o por las dispo-
siciones que de ella emanen, así como a las condiciones
que, en lo particular, se señalen en las autorizaciones que
se emitan para que se organicen y operen instituciones de
banca múltiple con tal carácter y en los demás actos admi-
nistrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones ad-
ministrativas y penales que correspondan, sin que dichas
contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en pro-
tección de terceros de buena fe, salvo que esta ley esta-
blezca expresamente lo contrario.

Artículo 107 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, para determinar si la infracción administrativa come-
tida en términos de lo dispuesto por la presente ley se con-
sidera como grave, tomará en cuenta cualquiera de los
aspectos siguientes:

I. El impacto que en el sistema bancario mexicano pue-
de producir la infracción;

II. El monto del quebranto o perjuicio patrimonial cau-
sado;

III. La existencia de un lucro obtenido en forma indebi-
da;

IV. El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad
impuestos por la ley y las disposiciones de carácter ge-
neral que de ella emanen, por parte del infractor;

V. La negligencia inexcusable o dolo con que se hubie-
re actuado, o

VI. Las demás circunstancias que la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores estime aplicables para tales efec-
tos.

Artículo 108.  ...

…

El incumplimiento por parte de las instituciones de banca
múltiple de cualquiera de las medidas correctivas a que se
refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta ley, así co-
mo de las establecidas en las reglas de carácter general que
de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores con multa equivalente a
entre veinte mil y doscientas mil veces el salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal. Lo anterior es
sin perjuicio de la facultad de la misma comisión para re-
vocar la autorización otorgada para organizarse como ins-
titución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuan-
do se ubique en el supuesto previsto en la fracción IV del
artículo 28 de esta ley.

Artículo 112. …

…

…

…

…

I. a II. …

III. ...

…

a) a c) …
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d) Que renueven créditos vencidos parcial o total-
mente a las personas físicas o morales a que se refie-
re el inciso anterior si resulta previsible al realizar la
operación, que carecen de capacidad económica para
pagar o responder por el importe de las sumas acre-
ditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimo-
nial a la institución, y

e) …

Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la
presente fracción, no se considera que causen un que-
branto o perjuicio al patrimonio de la institución las
operaciones que se celebren como parte de procesos de
reestructuración de operaciones de pago que se realicen
en términos del artículo 65 de esta ley.

IV. y V. …

Artículo 115 Bis. Las instituciones de crédito podrán in-
tercambiar información en términos de las disposiciones de
carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta ley,
con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y detec-
tar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer,
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie
para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del
Código Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los su-
puestos del artículo 400 Bis del mismo código.

El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de in-
formación a que se refiere este artículo no implicará trasgre-
sión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta ley. 

Artículo 116 Bis 1. Las personas que ostenten algún cargo,
mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que, para
el desempeño de las actividades y operaciones que corres-
pondan a las instituciones de crédito, éstas les hubieren otor-
gado, serán consideradas como funcionarios o empleados de
dichas instituciones, para efectos de las responsabilidades
administrativas y penales establecidas en el presente título.

Artículo 117 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores estará facultada para proporcionar a las autoridades
financieras del exterior toda clase de información necesa-
ria para atender los requerimientos que le formulen en el
ámbito de su competencia, tales como documentos, cons-
tancias, registros, declaraciones y demás evidencias que la
comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejerci-
cio de sus facultades o actuando en coordinación con otras
entidades, personas o autoridades. 

Tratándose de intercambios de información protegida por
disposiciones de confidencialidad, se deberá tener suscrito
un acuerdo de intercambio de información con las autori-
dades financieras de que se trate, en el que se contemple el
principio de reciprocidad. La comisión podrá abstenerse de
proporcionar la información solicitada o requerir la devo-
lución de la información que haya entregado, cuando el uso
que se le pretenda dar a la misma sea distinto a aquél para
el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público,
a la seguridad nacional o a los términos convenidos en el
acuerdo de intercambio de información respectivo.

Artículo 119. Las instituciones de banca múltiple que de
cualquier forma acuerden llevar a cabo las conductas a que
se refieren las fracciones I y II siguientes, con personas
morales que realicen actividades empresariales, se consti-
tuirán conjuntamente como agentes económicos que den
lugar a concentraciones de mercado en términos de la Ley
Federal de Competencia Económica, cuando en adición a
lo señalado en dicha ley:

I. Se condicione el acceso a la proveeduría de bienes o ser-
vicios de uno u otro agente económico, a la celebración de
operaciones con la institución de banca múltiple que se tra-
te.

II. Se establezca en exclusiva o se imponga la apertura de
cuentas o el uso de medios de pago de la institución de ban-
ca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate. 

Las instituciones adicionalmente deberán observar lo pre-
visto en el artículo 17 de la Ley para la Transparencia y Or-
denamiento de los Servicios Financieros.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores dará vista a
la Comisión Federal de Competencia, cuando en el ejerci-
cio de sus facultades detecte la existencia de alguna de las
prácticas mencionadas en este artículo, a efecto de que es-
ta última, en el ámbito de su competencia, resuelva lo que
conforme a derecho corresponda.

Artículo 122 Bis. La resolución de una institución de ban-
ca múltiple procederá cuando la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores haya revocado la autorización que le ha-
ya otorgado para organizarse y operar con tal carácter, o
bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determi-
ne que se podría actualizar alguno de los supuestos previs-
tos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley.

...
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I. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
haya revocado la autorización para organizarse y operar
como institución de banca múltiple, la Junta de Gobier-
no del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario
determinará que la disolución y liquidación se realice a
través de las operaciones previstas en los apartados A y
B de la sección segunda de este capítulo, o

II. ...

a) El saneamiento de la institución de banca múltiple
en los términos previstos en los apartados B o C de la
presente sección, según corresponda, siempre que el
Comité de Estabilidad Financiera haya determinado
además que, a fin de evitar que la institución de ban-
ca múltiple se ubique en alguno de los supuestos pre-
vistos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley, resulta ne-
cesario efectuar el pago total de todas las operaciones
a cargo de la institución de que se trate que no sean
consideradas como obligaciones garantizadas en tér-
minos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario,
así como de aquellas consideradas como obligacio-
nes garantizadas que rebasen el límite señalado en el
artículo 11 de esa misma ley, con las excepciones
previstas en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se abs-
tendrá de revocar la autorización otorgada a la insti-
tución de banca múltiple de que se trate para organi-
zarse y operar con tal carácter, o

b)...

El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá
notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la
adopción del método de resolución a que se refiere este in-
ciso, para efectos de que se lleve a cabo la revocación de la
autorización de la institución de que se trate para organi-
zarse y operar con tal carácter.

...

...

... 

Artículo 133. La supervisión de las entidades reguladas
por la presente ley estará a cargo de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose
a lo previsto en su ley, en el reglamento respectivo y en las
demás disposiciones que resulten aplicables. La citada co-
misión podrá efectuar visitas a las instituciones de crédito,
que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y eva-

luar las operaciones, organización, funcionamiento, los
procesos, los sistemas de control interno, de administra-
ción de riesgos y de información, así como el patrimonio,
la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los ac-
tivos y, en general, todo lo que pudiendo afectar la posición
financiera y legal, conste o deba constar en los registros, a
fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumpli-
miento de las disposiciones que las rigen y a las sanas prác-
ticas de la materia.

Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
podrá investigar hechos, actos u omisiones de los cuales
pueda presumirse la violación a esta ley y demás disposi-
ciones que de ella deriven.

Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investiga-
ción, las primeras se llevarán a cabo de conformidad con el
programa anual que se establezca al efecto; las segundas
serán aquellas que sin estar incluidas en el programa anual
referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos si-
guientes:

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones es-
peciales operativas.

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en
una visita de inspección.

III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la
situación contable, jurídica, económica, financiera o ad-
ministrativa de una institución de crédito.

IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones
después de la elaboración del programa anual a que se
refiere el tercer párrafo de este artículo.

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en
una institución de crédito que no hayan sido original-
mente contempladas en el programa anual a que se re-
fiere el tercer párrafo de este artículo, que motiven la re-
alización de la visita.

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional.

Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la
comisión tenga indicios de los cuales pueda desprenderse
la realización de alguna conducta que presuntamente con-
travenga lo previsto en esta ley y demás disposiciones de
carácter general que emanen de ella.
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En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se su-
jetarán a lo dispuesto en esta ley, en la Ley de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, en el reglamento a que se
refiere el primer párrafo de este mismo artículo, así como
a las demás disposiciones que resulten aplicables.

Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artí-
culo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores así lo re-
quiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros
profesionistas que le auxilien en dicha función.

La vigilancia se efectuará a través del análisis de la infor-
mación contable, legal, económica, financiera, administra-
tiva, de procesos y de procedimientos que obtenga la co-
misión con base en las disposiciones que resulten
aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la norma-
tiva que rige a las instituciones de crédito, así como la es-
tabilidad y correcto funcionamiento de éstas.

Sin perjuicio de la información y documentación que las
instituciones de crédito deban proporcionarle periódica-
mente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá,
dentro del ámbito de las disposiciones aplicables, solicitar-
les la información y documentación que requiera para po-
der cumplir con su función de vigilancia.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resulta-
do de sus facultades de supervisión, podrá formular obser-
vaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a co-
rregir los hechos, actos u omisiones irregulares que haya
detectado con motivo de dichas funciones, en términos de
esta ley.

Artículo 134 Bis. En ejercicio de sus funciones de inspec-
ción y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, mediante las reglas de carácter general que al efecto
apruebe su Junta de Gobierno, clasificará a las instituciones
de banca múltiple en categorías, tomando como base el índi-
ce de capitalización requerido conforme a las disposiciones
aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas
por dicha comisión en términos del artículo 50 de esta ley.

...

...

...

...

...

...

...

...

Artículo 134 Bis 1. ...

I. …

a) a d) …

e) Diferir o cancelar el pago de intereses y, en su caso,
diferir el pago de principal o convertir en acciones
hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el
faltante de capital, anticipadamente y a prorrata, las
obligaciones subordinadas que se encuentren en circu-
lación, según la naturaleza de tales obligaciones. Es-
ta medida correctiva será aplicable a aquellas obliga-
ciones subordinadas que así lo hayan previsto en sus
actas de emisión o documento de emisión.

Las instituciones de banca múltiple que emitan obli-
gaciones subordinadas deberán incluir en los títulos
de crédito correspondientes, en el acta de emisión, en
el prospecto informativo, así como en cualquier otro
instrumento que documente la emisión, las caracte-
rísticas de las mismas y la posibilidad de que sean
procedentes algunas de las medidas contempladas en
el párrafo anterior cuando se actualicen las causales
correspondientes conforme a las reglas a que se re-
fiere el artículo 134 Bis de esta ley, sin que sea cau-
sal de incumplimiento por parte de la institución emi-
sora;

f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos
extraordinarios adicionales al salario del director ge-
neral y de los funcionarios de los dos niveles jerár-
quicos inferiores a éste, así como no otorgar nuevas
compensaciones en el futuro para el director general
y funcionarios, hasta en tanto la institución de banca
múltiple cumpla con los niveles de capitalización re-
queridos por la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores en términos de las disposiciones a que se refie-
re el artículo 50 de esta ley. Esta previsión deberá
contenerse en los contratos y demás documentación
que regulen las condiciones de trabajo.

g) y h) …

II. a IV. …

Artículo 134 Bis 4. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público señalará, en la relación que publique anualmente
en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Fe-
deral de las Entidades Paraestatales, aquellos fideicomisos
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públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y
que formen parte del Sistema Bancario Mexicano, de con-
formidad con el artículo 3 de la presente ley.

Para efectos de la integración de la relación a que se refie-
re el párrafo anterior, las dependencias coordinadoras de
sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público la determinación de aquellos fideicomisos
públicos constituidos como entidades paraestatales que
formen parte del Sistema Bancario Mexicano en términos
del artículo 3 de la presente ley, y que se encuentren agru-
pados en el sector coordinado por las mismas.

Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema
Bancario Mexicano estarán sujetos a la supervisión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, respecto de aquellos fidei-
comisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que
hayan incurrido en incumplimientos de las disposiciones
aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su su-
pervisión, llevará a cabo los actos necesarios para la impo-
sición de las sanciones a que haya lugar, incluso con pos-
terioridad. 

La referida comisión, al ejercer las facultades de supervi-
sión sobre los fideicomisos de que se trata, contará con las
mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y
134 de esta ley, así como las que le otorga la ley que rige
dicha comisión, con respecto a las instituciones de crédito.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas
prudenciales, de registro contable de operaciones, de re-
querimientos de información financiera, de estimación de
activos y pasivos y de constitución de reservas preventivas,
aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo.

Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores tendrán prohibido realizar
operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de
esta última, en condiciones preferentes a las ofrecidas al
público en general.

Dichos servidores públicos deberán cumplir con los requi-
sitos del perfil del puesto que determine la referida comi-
sión, conforme a lo dispuesto por la Ley del Servicio Pro-
fesional de Carrera en la Administración Pública Federal.

Artículo 137 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores podrá, previo derecho de audiencia de las institucio-
nes de crédito, suspender o limitar de manera parcial la ce-

lebración de las operaciones activas, pasivas y de servicios
a que se refiere el artículo 46 de esta ley, cuando dichas ac-
tividades se ubiquen en cualquiera de los supuestos si-
guientes:

I. No se cuente con la infraestructura o controles inter-
nos necesarios para realizar las operaciones y servicios
respectivos, conforme a las disposiciones aplicables;

II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los
requisitos para el inicio de las operaciones y servicios de
que se trate;

III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas;

IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para reali-
zar operaciones o proporcionar servicios específicos, es-
tablecidos en disposiciones de carácter general. 

V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que
impliquen conflicto de interés en perjuicio de sus clien-
tes o intervengan en actividades que estén prohibidas en
esta ley o en las disposiciones que de ella emanen;

VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes.

La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin
perjuicio de las sanciones que puedan resultar aplicables en
términos de lo previsto en esta ley y demás disposiciones.

Segundo. Se reforman los artículos 32, tercer párrafo;
179, segundo párrafo, y 392, fracciones VI y VII, y se adi-
cionan, una fracción VIII, al artículo 392, y el artículo 392
Bis de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-
to, para quedar como sigue: 

Artículo 32. ...

...

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones,
certificados de depósito, certificados de participación y
cheques, el endoso siempre será a favor de persona deter-
minada; el endoso en blanco o al portador no producirá
efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable
a los cheques expedidos por cantidades superiores a las es-
tablecidas por el Banco de México, a través de disposicio-
nes de carácter general que publique en el Diario Oficial de
la Federación.
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Artículo 179. ...

El cheque expedido por cantidades superiores a las esta-
blecidas por el Banco de México, a través de disposiciones
de carácter general que publique en el Diario Oficial de la
Federación, siempre será nominativo. 

…

…

Artículo 392. ...

I. a V. ...

VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando
éste se haya reservado expresamente ese derecho al
constituir el fideicomiso;

VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y

VIII. En el caso del artículo 392 Bis.

Artículo 392 Bis. En el supuesto de que a la institución fi-
duciaria no se le haya cubierto la contraprestación debida,
en los términos establecidos en el contrato respectivo, por
un periodo igual o superior a tres años, la institución fidu-
ciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fi-
deicomiso.

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la insti-
tución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente y al fi-
deicomisario su decisión de dar por terminado el fideico-
miso por falta de pago de las contraprestaciones debidas
por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de
quince días hábiles para que los mismos puedan cubrir los
adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurri-
do el citado plazo, no se hayan cubierto las contrapresta-
ciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los
bienes o derechos en su poder en virtud del fideicomiso, al
fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En
el evento de que, después de esfuerzos razonables, la insti-
tución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior,
y siempre que haya transcurrido el plazo señalado sin ha-
ber recibido la contraprestación correspondiente, estará fa-
cultada para abonar los referidos bienes, cuando éstos se
traten de recursos líquidos entre las opciones disponibles
que maximicen la recuperación, a la cuenta global de la
institución a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Ins-

tituciones de Crédito, en cuyo caso los mencionados recur-
sos se sujetarán a las disposiciones aplicables a la citada
cuenta global. Tratándose de bienes que no sean recursos
líquidos, la institución fiduciaria, sin responsabilidad algu-
na, estará facultada para enajenar los mismos y convertir-
los en recursos líquidos, para su posterior abono en la
cuenta global en los términos señalados. Contra los recur-
sos líquidos que se obtengan, podrán deducirse los gastos
relacionados con la recuperación. 

Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron
esfuerzos razonables por parte de la institución fiduciaria
cuando se observe el procedimiento de notificación previs-
to en el artículo 1070 del Código de Comercio.

Tercero. Se derogan las reformas al artículo 45-I de la Ley
de Instituciones de Crédito establecidas en el artículo ter-
cero del “Decreto por el que se reforman, derogan y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos
y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones
de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades Mu-
tualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fian-
zas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley
de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera,
Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de
2006.

Cuarto. La facultad que se otorga a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores conforme al artículo 98 Bis de la Ley
de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del
artículo primero del presente decreto, se entenderá conferi-
da en los mismos términos respecto a aquellas otras dispo-
siciones y reglas de carácter general aplicables a cuales-
quiera entidades financieras que corresponda expedir al
amparo de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores y demás leyes relativas al sistema financiero mexi-
cano, así como respecto a los demás actos administrativos
que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el
mismo medio.

Quinto. Se reforma el artículo 17, primer párrafo y frac-
ción III de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y
Servicios Públicos, para quedar como sigue:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 22 de noviembre de 2007175



Artículo 17. El Consejo Directivo estará integrado por ca-
torce consejeros designados de la siguiente forma:

I. a II. …

III. Dos consejeros externos de la serie B designados
por el Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de
consejeros independientes. El nombramiento de conse-
jeros independientes deberá recaer en personas de na-
cionalidad mexicana que por sus conocimientos, hono-
rabilidad, prestigio profesional y experiencia sean
ampliamente reconocidos.

...
…

Transitorios 

Artículo primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo noveno
transitorio del presente decreto.

Artículo segundo. En términos de los artículos 7 y 28 de
la Ley de Instituciones de Crédito que se reforman por vir-
tud del presente decreto, y del primer párrafo de su artícu-
lo noveno transitorio, corresponderá a la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, ejercer la facultad de revocar
aquellas autorizaciones para el establecimiento en el terri-
torio nacional de oficinas de representación de entidades fi-
nancieras del exterior o para la organización y operación de
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas
con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo de-
creto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones in-
curran en las causales respectivas a que se refieren esos
mismos artículos.

Artículo tercero. Las instituciones de crédito que hayan
celebrado operaciones con las personas a que se refiere la
fracción VI, del artículo 73, de la Ley de Instituciones de
Crédito, y que excedan los límites máximos a que se refie-
re dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores encargada
de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días há-
biles siguientes a la fecha de la entrada en vigor de este de-
creto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto
o límite establecido en el artículo 73 Bis, salvo que deriven
de la capitalización de intereses. 

Artículo cuarto. Las instituciones de banca múltiple debe-
rán contar con el capital mínimo a que se refiere el artícu-
lo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma
conforme a este decreto, a más tardar el 31 de diciembre de
2007. Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo da-
do a conocer por la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores en la última publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, en términos de las disposiciones aplicables con
anterioridad al presente decreto.

Artículo quinto. Las instituciones de banca múltiple que
mantengan montos de crédito dispuestos y cuenten con lí-
neas de apertura de crédito irrevocables a favor de perso-
nas relacionadas, tendrán un plazo de ciento ochenta días
naturales a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to para dar cumplimiento a lo dispuesto en el séptimo pá-
rrafo del artículo 73 Bis de esta ley. El importe de las líne-
as de crédito que dichas instituciones hubieren otorgado
con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto,
que exceda del límite previsto en términos del séptimo pá-
rrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de
este decreto, en ningún caso podrá incrementarse. 

Artículo sexto. En tanto la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, el Banco de México y la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter
general a que se refieren las reformas contenidas en el pre-
sente decreto, seguirán aplicándose las expedidas con ante-
rioridad a la vigencia de la misma, en las materias corres-
pondientes, en lo que no se oponga al presente decreto.

Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artícu-
lo, se señalarán expresamente aquéllas a las que sustituyan
o que queden derogadas.

Artículo séptimo. Sin perjuicio de lo que dispone el “De-
creto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones
de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito,
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley pa-
ra Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Im-
puesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado
y del Código Fiscal de la Federación”, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las so-
ciedades financieras de objeto limitado a que se refiere la
fracción IV, del artículo 103, de la Ley de Instituciones de
Crédito estarán a lo siguiente:
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I. Las autorizaciones para organizarse y operar como so-
ciedad financiera de objeto limitado que hubiere otorga-
do la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán
vigentes hasta la fecha de entrada en vigor señalada en
el artículo quinto transitorio del decreto a que se refiere
el párrafo primero de este artículo transitorio, por lo
que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas
autorizaciones por ministerio de ley. Sin perjuicio de lo
anterior, durante el periodo comprendido entre la fecha
de entrada en vigor del presente decreto y la señalada en
el artículo quinto transitorio del decreto antes referido,
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previa au-
diencia de la sociedad financiera de objeto de limitado
de que se trate, podrá revocar la autorización que le ha-
ya otorgado en términos de la fracción IV, del artículo
103, de la Ley de Instituciones de Crédito cuando dicha
sociedad se encuentre en alguno de los supuestos si-
guientes:

a) No inicie operaciones dentro del plazo de noven-
ta días contado a partir del otorgamiento de la auto-
rización;

b) No cuente con un capital mínimo equivalente a
aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante
disposiciones de carácter general;

c) Realice alguna de las operaciones o actividades
prohibidas por las reglas a que hace referencia el ter-
cer párrafo del artículo 103 de la Ley de Institucio-
nes de Crédito;

d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las dis-
posiciones aplicables;

e) En la celebración de sus operaciones, no se ajus-
ten a la Ley de Instituciones de Crédito y demás dis-
posiciones aplicables;

f) Incurra en una violación directa a la ley, a las re-
glas o a la autorización emitidas por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuada-
mente con su objeto social o por no otorgar créditos
para la actividad o sector señalados en la autoriza-
ción que le hubiere sido otorgada, por un período
mayor a un año;

g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o con-
curso mercantil, o

h) Si los accionistas, en asamblea general extraordi-
naria, resuelven solicitarla.

Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que
efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
se encuentre que las operaciones de alguna sociedad
financiera de objeto limitado no se ajustan a las dis-
posiciones aplicables expedidas por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, el Banco de México o
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta úl-
tima dictará las medidas necesarias para normalizar-
las y señalará un plazo para tal efecto que no exce-
derá de noventa días naturales a partir de la
notificación de dichas medidas. Si, transcurrido di-
cho plazo, la sociedad financiera de objeto limitado
no ha regularizado las operaciones en cuestión, la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá re-
vocar la autorización. 

La revocación por las causales señaladas en los inci-
sos a) a f) de la presente fracción pondrá en estado
de disolución y liquidación a las sociedades finan-
cieras de objeto limitado en términos de las disposi-
ciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transito-
rio del decreto citado en el primer párrafo de este artí-
culo, las sociedades financieras de objeto limitado en las
que se mantengan vínculos patrimoniales, quedarán su-
jetas, en tanto conserven el carácter de sociedades fi-
nancieras de objeto limitado, a lo que para las institu-
ciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a
VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73,
73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102, 115 y 115 Bis de
la Ley de Instituciones de Crédito, así como las disposi-
ciones que, al amparo del artículo 103 del mismo orde-
namiento legal, hubieren expedido o expidan la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público y el Banco de
México.

Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de
las sociedades financieras de objeto limitado, lo estable-
cido en el artículo 87-C de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito para las so-
ciedades financieras de objeto múltiple.

III. Las sociedades financieras de objeto limitado debe-
rán presentar la información y documentación que, en el
ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de
México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
dentro de los plazos y a través de los medios que las
mismas establezcan.

Artículo octavo. A la entrada en vigor del presente decre-
to, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en los tér-
minos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Cré-
dito previstos en el artículo primero de este mismo decreto,
podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior,
a las Sociedades Controladoras Filiales o a las filiales a que
dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones repre-
sentativas del capital social de una o más sociedades finan-
cieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los
requisitos señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I,
y se modifiquen los estatutos sociales de aquella sociedad
cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que és-
ta se pretenda convertir en filial, a efecto de cumplir con lo
dispuesto en el capítulo III, del título segundo, de dicha ley.

La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior conclui-
rá cuando entren en vigor las disposiciones a que se refie-
re el artículo quinto transitorio del “Decreto por el que se
reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley Ge-
neral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Cré-
dito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Ins-
tituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley
Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las
Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popu-
lar, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la
Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código
Fiscal de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 18 de julio de 2006.

Artículo noveno. Las facultades que, con anterioridad a la
entrada en vigor del presente decreto, correspondían a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud
del mismo, se asignan a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el
plazo de ciento veinte días naturales contados a partir de la
fecha de publicación del presente decreto.

Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público continuará ejer-
ciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones
en la materia vigentes hasta la entrada en vigor de este de-
creto. Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de auto-
rización o aprobación que dicha secretaría reciba dentro del

plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta
darles trámite y resolver lo conducente, para lo cual podrá,
aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar
ejerciendo sus facultades conferidas con fundamento en las
disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en vi-
gor de este decreto. En todo caso, a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, las solicitudes que se presenten
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trá-
mite y resolución y que se ubiquen en alguno de los su-
puestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las
disposiciones en la materia como se reforman, adicionan y
derogan conforme a este decreto.

Artículo décimo. En tanto la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores emite las disposiciones de carácter general a
que se refiere el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Institucio-
nes de Crédito que se adiciona mediante el presente decre-
to, seguirán aplicándose las emitidas por dicha comisión,
de conformidad con el artículo 46 Bis vigente antes de la
entrada en vigor de este decreto, en lo que no se oponga al
presente decreto.

Artículo undécimo. Las cesiones o descuentos de cartera
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, ha-
yan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad
a la entrada en vigor del presente decreto, incluyendo aque-
llas que, por virtud de la autorización genérica de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores contenida en las reglas
generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con cual-
quier persona física o moral, nacional o extranjera, distinta
del Banco de México, de otras instituciones de crédito o de
fideicomisos constituidos por el gobierno federal para el
fomento económico, en que las primeras instituciones no
hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la co-
branza de la cartera respectiva, continuarán siendo válidas
y, en consecuencia, producirán todos los efectos que en de-
recho corresponda.

Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se re-
fiere el párrafo anterior aquellas cesiones o descuentos de
cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan
asumido la responsabilidad o el riesgo a que se refiere este
artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo
particular por la propia comisión, de conformidad con las
disposiciones emitidas al efecto.

Artículo duodécimo. Lo previsto en el artículo 106 Bis de
la Ley de Instituciones de Crédito se establece sin perjuicio
de las consecuencias que hayan derivado de la violación de
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normas o disposiciones de carácter general emitidas o ex-
pedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente
decreto.

Artículo decimotercero. Hasta en tanto el Banco de Mé-
xico expida las disposiciones de carácter general a que se
refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos
y Operaciones de Crédito, seguirá aplicándose lo dispues-
to en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la
entrada en vigor de este decreto.

Artículo decimocuarto. Se considerarán como parte del
Sistema Bancario Mexicano, por lo que quedarán sujetos a
la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores y les será aplicable la regulación señalada en el artí-
culo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se
adiciona por virtud del presente decreto, los fideicomisos
públicos siguientes:

I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura,
Ganadería y Avicultura.

II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades
Pesqueras.

III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía pa-
ra Créditos Agropecuarios.

IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecua-
rios.

V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la
Vivienda.

Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la pu-
blicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito, se considerará como parte del Siste-
ma Bancario Mexicano, al Fideicomiso Fondo Nacional de
Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto
a la supervisión y regulación de la propia comisión a que
se refiere dicha ley.

Artículo decimoquinto. El artículo 112, fracción III, de la
Ley de Instituciones de Crédito vigente hasta la entrada en
vigor del presente decreto seguirá aplicándose por los he-
chos realizados durante su vigencia. Asimismo, dicho pre-
cepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sen-
tenciadas por los delitos previstos y sancionados por el
mismo artículo.

Artículo decimosexto. Las instituciones de banca múltiple
contarán con un plazo de 120 días naturales a partir de la
fecha de publicación del presente decreto para modificar
sus estatutos sociales y los títulos representativos de su ca-
pital social, conforme a lo previsto en el mismo. Tratándo-
se de la modificación de los estatutos sociales, éstos debe-
rán someterse a la aprobación de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público.

Artículo decimoséptimo. Las instituciones de crédito que
tengan vínculos de negocio establecidos con personas que
a la entrada en vigor del presente decreto se encuentren re-
alizando operaciones al amparo del artículo 92, tendrán un
plazo que no podrá exceder de dos meses para adecuarse a
lo señalado en dicho artículo y en las disposiciones de ca-
rácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta
ley, a partir del día siguiente al de la entrada en vigor de di-
chas disposiciones. 

Artículo decimoctavo. Las instituciones que a la entrada
en vigor de este decreto, se ubiquen en alguno de los su-
puestos previstos en las fracciones III y IV del artículo 45-
P, deberán ajustarse a lo dispuesto en el capítulo IV de es-
ta ley, en un plazo que no podrá exceder de doce meses
contados a partir de dicha fecha.

Artículo decimonoveno. Lo dispuesto en el último párra-
fo del artículo 45-R de esta ley, no será aplicable a las de-
signaciones futuras de director general o funcionarios o di-
rectivos que ocupen las dos jerarquías inmediatas
inferiores a aquel, de instituciones de banca múltiple que se
ubiquen en los supuestos previstos en el capítulo IV, del tí-
tulo segundo, de la presente ley, sólo respecto al director
general o funcionarios o directivos que ocupen las dos je-
rarquías citadas, que al 31 de octubre de 2007 no cumplían
con los requisitos establecidos en dicho último párrafo.

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 21 de no-
viembre de 2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, José An-
tonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Ho-
racio Emigdio Garza Garza (rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio Monta-
ño, Joaquín Humberto Vela González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fon-
seca, Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), secretarios; José Alejandro
Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro To-
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rres (rúbrica), Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Ja-
vier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Arzate
(rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbri-
ca), José Martín López Cisneros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbri-
ca), Luis Xavier Maawad Robert, María de Jesús Martínez Díaz, José
Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José Murat, Miguel Ángel Nava-
rro Quintero, Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Car-
men Parra Jiménez, Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto
Ramos (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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